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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 24 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 74ª y 75ª, especiales, y 76ª, ordinaria, en 24 y 29 de noviembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764 (boletín Nº 8.066-05).



2.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín Nº 7.338-07).



3.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha tomado conocimiento del rechazo de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados (boletín Nº 7.854-07) (con urgencia calificada de “suma”) y comunica la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y, de acuerdo con el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento integrantes de la referida Comisión Mixta. 



Con el segundo informa que prestó su aprobación, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley que extiende los plazos de los servicios de radiodifusión comunitaria para adecuarse a la normativa en materia de concesiones (boletín N° 8.031-19) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con los cuatro últimos comunica que ha dado aprobación, en primer trámite constitucional, a los siguientes proyectos de acuerdo:



1.- “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China”, suscrito en Singapur el 13 de noviembre de 2009 (boletín Nº 7.919-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).


2.- “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Malasia y su Anexo”, suscrito en Kuala Lumpur, Malasia, el 14 de abril de 2010 (boletín Nº 7.920-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 4).


3.- “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre Servicios Aéreos”, suscrito en Santiago el 13 de diciembre de 2010 (boletín Nº 7.884-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).


4.- “Acuerdo en materia de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait y su Anexo”, suscrito en Santiago el 27 de julio de 2010 (boletín Nº 7.885-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 6). 



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad de los artículos 4° y 292 del Código del Trabajo y 238 del Código de Procedimiento Civil.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Atiende petición de información, cursada en nombre del Senador señor Walker (don Patricio), respecto de la inquietud planteada por la Agrupación de ex Presos Políticos y Torturados José Felmer Klenner, de Coyhaique, sobre el plazo de funcionamiento de la Comisión Asesora Presidencial para la calificación como víctimas de prisión política y tortura. 



Responde solicitud de antecedentes, requerida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los allanamientos ocurridos en la Región Metropolitana, en especial, en el Colegio Polivalente San José de la comuna de Maipú.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Da a conocer gestiones realizadas en relación con la petición, remitida en nombre del Senador señor Horvath, para que se transfiera al Servicio de Vivienda y Urbanización de Aysén un inmueble fiscal destinado al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina de la Armada de Chile.



Del señor Ministro de Salud:



Informa, al tenor de la solicitud enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto de intervención quirúrgica urgente de un niño domiciliado en la comuna de Pelluhue que sufre una grave enfermedad renal.  



Contesta solicitudes de antecedentes, requeridos en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias: 



1.- Fiscalización de residuos industriales líquidos sin tratar vertidos por una planta de celulosa en estero Velenunque, comuna de Ránquil.



2.- Situación de recuperación de gastos resultante del cierre del relleno sanitario Santa Alicia, ubicado en el sector Patagual, comuna de Coronel.



3.- Estadísticas relativas a presencia en Chile de hipoacusia, presbiacusia y trauma acústico diagnosticados y tratados durante los últimos cinco años.



4.- Presencia de material particulado que estaría afectando a vecinos de los sectores Lagunillas, Escuadrón y Jorge Alessandri de la comuna de Coronel. 



Responde consulta, realizada en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), acerca de la factibilidad de construir un centro de salud familiar en el sector Miraflores de la comuna de Valdivia. 



Atiende petición, efectuada en nombre del Senador señor Rossi, sobre instrucción de una investigación sumaria en el Servicio de Salud Arica ante la negativa de practicar una autopsia a mortinato de una paciente sometida a una operación cesárea el 24 de febrero pasado.



Del señor Director de Presupuestos (s):



Contesta solicitud de información, recabada en nombre del Senador señor Bianchi, sobre recursos para aumento de dotación de profesionales y técnicos en la Partida Ministerio de Salud; bono de zonas extremas, e incentivo a retiro de funcionarios públicos. 



Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena:



Expone, en respuesta a una consulta formulada en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), las razones por las que no se prosiguió el trámite de adquisición del predio de un particular. 



Del señor Director de Obras Municipales de La Florida:



Informa, contestando una petición de antecedentes enviada en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto de los antecedentes en que se fundan las resoluciones de aprobación que esa Dirección hizo de los anteproyectos de loteo y de edificación en el Fundo El Panul, comuna de La Florida. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República en que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (boletín N° S 1.434-05) (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764 (boletín Nº 8.066-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 8).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a transparencia de establecimientos educacionales que reciben aportes estatales (boletines Nos. 7.913-04 y 7929-04) (Véase en los Anexos, documento 9).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señores Letelier, Gómez y Walker (don Patricio), con la que dan inicio a un proyecto de ley que permite el acceso judicial a información tributaria en los procesos de divorcio y de nulidad matrimonial (boletín Nº 8.100-07) (Véase en los Anexos, documento 11). 



De los Senadores señora Pérez San Martin y señores Cantero y Horvath, con la que inician un proyecto de ley que añade la multa a la pena contemplada en el artículo 268 bis del Código Penal, por delito de falsa alarma, y faculta al juez para conmutar la sanción (boletín Nº 8.099-07) (Véase en los Anexos, documento 12).


Dos del Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que precisa el concepto de acusación en el artículo 16, Nº 2, de la Constitución Política de la República y permite el sufragio del ciudadano privado de libertad que no ha sido condenado a pena aflictiva (boletín Nº 8.101-07) (Véase en los Anexos, documento 13).


2.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal para incorporar, en el tipo de la injuria, a la que se realiza contra grupos de niños (boletín Nº 8.102-07) (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De los Senadores señores Letelier, Cantero, Girardi y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que excluye, de la definición de relación laboral, a la que existe entre el propietario de un transporte menor y el titular de una concesión de transporte público (boletín Nº 8.098-13) (Véase en los Anexos, documento 15).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 



De los Senadores señores Letelier, Larraín (don Hernán), Tuma y Walker (don Ignacio), con la que inician un proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional (boletín Nº 8.097-04) (Véase en los Anexos, documento 16).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 



Del Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de ley que define y regula el concepto de modificación de un proyecto sujeto a estudio de impacto ambiental (boletín Nº 8.103-12) (Véase en los Anexos, documento 17). 



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, en materia de determinación de los aranceles de establecimientos educacionales de nivel superior (boletín Nº 8.104-03) (Véase en los Anexos, documento 18).


--Pasa a la Comisión de Economía. 

Permisos constitucionales



Solicitudes de los Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del territorio nacional en las fechas que en cada caso se señala:



Del Senador señor Espina, entre los días 19 y 24 de diciembre del año en curso.



Del Senador señor Novoa, a contar del día 20 del presente mes.



Del Senador señor Zaldívar (don Andrés), a contar del día 6 de enero de 2012.



--Se accede.

Comunicación



De la Comisión de Régimen Interior, con la que propone la aprobación del Reglamento del artículo 3° A de la ley N° 18.918, sobre contratación de personal para los Senadores y Comités Parlamentarios, con cargo a sus asignaciones (boletín N° S 1435-14) (Véase en los Anexos, documento 19).


--Queda para tabla.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito ampliar en dos semanas el plazo para formular indicaciones al proyecto que elimina las vacunas multidosis con timerosal.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como nuevo plazo el lunes 2 de enero, a las 12.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pido recabar la autorización para que la Comisión de Educación pueda sesionar en paralelo con la Sala, a partir de las 19.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeción, así se procederá.



--Se autoriza.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión del día de hoy los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Tratar en la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, la solicitud de acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



2) Tratar en primer lugar del Orden del Día de esta sesión el proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, y en segundo lugar, el proyecto de ley que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación.



3) Retirar de la tabla del día de hoy el proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, que figura en el número 1 del Orden del Día.



4) Citar a sesión especial para el día de mañana, de 12 a 14, con el objeto de tratar el proyecto que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764.



5) Tratar, en la sesión ordinaria de mañana, miércoles 21 de diciembre, en tabla de Fácil Despacho, el proyecto que establece la ley marco de los Bomberos de Chile, y autorizar a la Comisión de Gobierno, Regionalización y Descentralización para emitir un informe oral.



6) Poner en votación, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de acuerdo (signado con el número 18) que propone la constitución de una Comisión Especial del Senado para el estudio de reformas al sistema de administradoras de fondos de pensiones.  

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura solicita ampliar hasta las 19 de hoy el plazo para formular indicaciones a la iniciativa legal sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca. 



La materia se encuentra con urgencia “suma”, y está en tabla para la sesión de mañana.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición.



--Así se acuerda.

PROHIBICIÓN ABSOLUTA DE PUBLICIDAD DE TABACO Y RESTRICCIÓN DE SU CONSUMO

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde fijar plazo para la presentación de indicaciones al proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, que prohíbe todas las formas de publicidad del tabaco y restringe su consumo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7456-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide):


En primer trámite, sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 59ª, en 4 de octubre de 2011.


Discusión:



Sesión 81ª, en 14 de diciembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en la sesión anterior se aprobó la idea de legislar, pero quedó pendiente el establecimiento de un plazo para formular indicaciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Qué plazo sugiere el Senador Rossi, Presidente de la Comisión de Salud?

El señor ROSSI.- Dos semanas.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala...

El señor PIZARRO.- ¡Más semanas!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tres semanas. Y se acompañará de un informe de...

El señor PIZARRO.- ¡Dejémoslo para marzo, señor Presidente!

El señor GIRARDI (Presidente).- ¡Mucho!

El señor PIZARRO.- Lo digo de verdad, Presidente. 



Tuvimos un debate tremendo aquí la semana pasada. Y la mayoría de los colegas no se quedó hasta el final de la discusión. Si lo hubiera hecho,...

El señor GIRARDI (Presidente).- Acaba de salir un estudio de la Universidad Johns Hopkins hecho en Chile....

El señor PIZARRO.- ...lo más probable es que la votación hubiera sido distinta.



Por lo tanto, pido que se fije como plazo para presentar indicaciones la primera semana de marzo.

El señor GIRARDI (Presidente).- No.

El señor ROSSI.- ¡Es mucho!

El señor PIZARRO.- ¡El fundamentalismo contra el tabaco...!

El señor GIRARDI (Presidente).- No. 



Hay un estudio de la Universidad Johns Hopkins hecho en Chile que demuestra los efectos dramáticos del tabaco en los trabajadores. Se los haré llegar a todos los Senadores. Me parece relevante, pero...

El señor PIZARRO.- Presidente, si quiere hacer uso de la palabra, baje a su escaño. Si va a argumentar, hágalo desde acá.

El señor GIRARDI (Presidente).- Creo que dos semanas...

El señor PIZARRO.- Si no, limítese a dirigir el debate nomás. De lo contrario, ¡es mucho el abuso!

El señor GIRARDI (Presidente).- No es abuso. Es sentido común.

El señor PIZARRO.- No, no. No es sentido común.

El señor GIRARDI (Presidente).- Sí es sentido común.

El señor PIZARRO.- Debe tener respeto por lo que pensamos los Senadores acá abajo en la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Sí. Está bien.



Pero dos semanas para un proyecto...

El señor PIZARRO.- ¡No! 



Sea práctico, Presidente. Estamos hablando de enero. Disponemos de tres semanas de sesiones en ese mes. 



Por eso solicito que se fije el plazo para marzo, como corresponde. 



Además, tenemos otras materias que analizar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, debo señalar que, independiente de que todos los parlamentarios pueden tener una opinión al respecto y presentar las indicaciones que estimen necesario, estamos viendo este proyecto desde hace un año en la Comisión de Salud. ¡Un año en enero!



Ya lo discutimos en general. Y, en verdad, dos semanas para formular indicaciones es un plazo más que suficiente.



Si queremos que la iniciativa no salga nunca, entonces dejémosla para marzo.



Propongo someter a votación lo propuesto, señor Presidente.



Dos semanas de plazo nos permitirá trabajar en enero en este asunto y despacharlo a la Cámara de Diputados.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, yo apoyo lo solicitado por el Honorable señor Pizarro.



El proyecto puede haber sido estudiado a fondo por la Comisión de Salud, pero presenta muchos alcances de orden legal y, aun, constitucional, que despiertan mucho interés.



No se trata de impedir que se legisle. La cosa es que se legisle bien.



Por lo tanto, respaldo lo pedido por el Senador señor Pizarro, en cuanto a fijar el plazo para marzo de 2012.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- El Senador señor Rossi sugirió dar dos semanas para formular indicaciones. Mediante otra proposición se pide extender el plazo hasta marzo.



Yo planteo, para ser ecuánime, fijar a tal efecto la tercera semana de enero, que en la práctica es lo mismo que dejar el plazo para marzo.

El señor ROSSI.- ¿Quién está legislando? ¿Las tabacaleras...?

El señor GIRARDI (Presidente).- Me parece que de esa forma se resuelve todo.



Entonces, si la Sala está de acuerdo, determinaremos la tercera semana de enero.



¿Le parece, Senador señor Pizarro?

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo no quiero hacer un debate a este respecto, porque no tiene mucho sentido.



Ahora, mi planteamiento también es en términos prácticos.



Usted sabe mejor que nadie, señor Presidente, que fijar el plazo para marzo es razonable, pues en enero, mes en el cual celebraremos varias sesiones, deberemos despachar numerosas iniciativas con urgencia.



El proyecto de ley antitabaco, que tiende a rigidizar mucho más todavía las normas existentes, fue muy discutido en esta Sala durante la semana anterior. Y la mayoría de los colegas se quedaron al debate y emitieron su pronunciamiento; otros, por distintas razones, no escucharon todos los argumentos, y, además, la votación fue muy reñida.



Entonces, estoy planteando lisa y llanamente que, teniendo vigente una ley que ya es bastante dura y cuyos efectos desconocemos, no hay ningún apuro para tratar de sacar una legislación más severa.



Mi proposición es, entonces, de sentido común. No se trata simplemente de decir “Dejémoslo para marzo”, como para no aprobar el proyecto. Al revés, queremos hacer un debate un poquito más serio que el realizado hasta ahora. Porque, en materia de normas prohibitivas, lo ideal es enemigo de lo bueno, pues en casos como este se termina favoreciendo el clandestinaje y otras prácticas que a nadie en esta Sala le interesa fortalecer.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, existe evidencia científica en el sentido de que en 2010 murieron 41 mil personas a causa del tabaco; de que los costos en salud ascendieron a 2 mil 500 millones de dólares, y de que los no fumadores que trabajan en locales para fumadores tienen 30 veces más riesgo de morir por un infarto que una persona no fumadora que no labora en un ambiente con humo de tabaco.



No sé, entonces, si hay o no emergencia.



Además, me asalta una preocupación.



Si pasa mucho tiempo, puede acontecer lo que en la Cámara Baja: los parlamentarios empiezan a dejarse convencer con los argumentos científicos de las tabacaleras, de los dueños de restoranes, de los propietarios de bares, y se termina con el espectáculo que se exhibió ayer en esa Corporación, donde varios Diputados defensores acérrimos de la legislación antitabaco empezaron a “darse vuelta”.



En tal virtud, creo que dos a tres semanas es tiempo suficiente. Y si no, señor Presidente, sométalo a votación. Por último, que la gente sepa quién quiere avanzar en esta materia y quién no.

El señor GIRARDI (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor Ruiz-Esquide, quien no se halla presente en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estamos determinando el plazo para formular indicaciones al proyecto que restringe el consumo de tabaco, que en esta Sala fue motivo de un debate bastante intenso y de una votación estrecha.



Los parlamentarios que defendían esta iniciativa expresaron que su texto era perfectible y que había que hacerle ajustes.



Bueno: si es necesario efectuar ajustes y lo plantean los propios autores de la moción, con mayor razón quienes no la presentamos debemos disponer de tiempo para formular indicaciones destinadas a perfeccionar el articulado.



Por mi parte, sugiero fijar plazo a tal efecto hasta el segundo lunes de marzo. Ello nos abrirá espacio para hacer preguntas, consultar a expertos, en fin. Porque imagino que los autores de la iniciativa recurrieron también a la asesoría de especialistas en la materia.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, me parece que hay que clarificar algunas cosas, porque esta discusión la vamos a efectuar en serio.



El colega Tuma acaba de señalar algo absolutamente equivocado. Este proyecto fue elaborado por la Escuela de Medicina de la Universidad de Chile; por todas las asociaciones ciudadanas; por la Sociedad Chilena de Enfermedades Respiratorias. Para hacerlo se contó con la asesoría de la Organización Mundial de la Salud. Se trata de un texto colaborativo, que trabajamos varios Senadores. De manera que en torno a él nada hay de improvisación.



Quiero dejar constancia en esta Sala de que el despacho de esta iniciativa reviste urgencia.



Estas son legislaciones internacionales. Chile suscribió con la Organización Mundial de la Salud un compromiso que no está cumpliendo.



La Escuela de Salud Pública y la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile acaban de hacer con el Instituto de Salud Pública y la Universidad Johns Hopkins un estudio donde se demuestra que en los restoranes de nuestro país para fumadores los trabajadores están defendiendo sus derechos con bastante ahínco porque, tratándose de ambientes con hidrocarburos policíclicos cancerígenos, tienen en la sangre niveles mil por ciento superiores a los de quienes no laboran en lugares para fumadores, y en la orina, mil por ciento más nicotina que estos, aun no fumando.



El Senado dispondrá por cierto de la posibilidad de considerar, si le parece, todos esos antecedentes.



Señor Presidente, estas son legislaciones planetarias.



¡Y cuidado! A mí me parece muy grave señalar que aquí existe una especie de talibanismo, porque se trata tal vez de las recomendaciones que concitan los mayores consensos mundiales.



Con este proyecto se está intentando resguardar un bien común superior: el derecho a la salud que les asiste a quienes no fuman y sufren por el humo del tabaco que expelen quienes sí lo hacen.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estamos, diría yo, ante una cuestión administrativa y frente a problemas sustantivos.



La Mesa ha recibido dos propuestas de plazo para formular indicaciones: lunes 10 de enero y lunes 7 de marzo.



Las someteré a consideración de la Sala.



Quienes están por el día 10...

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Para un punto sustantivo o administrativo?

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¿Por qué lo pregunta, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Porque Su Señoría ya intervino, según me informa Secretaría.



Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, varios colegas han intervenido más de una vez. Supongo que podré asilarme en esa misma prerrogativa.



Ahora, ¡el asunto debe de ser sustantivo si el Presidente deja la testera para bajar al valle y opinar sobre él…!


Yo estoy aquí, en el valle, a permanencia. Entonces, puedo decir que la idea de legislar se ganó por escaso margen.



Frente a esta materia, no existe ningún desprecio por la salud de nadie (contrariamente a la caricatura que se ha hecho), sino el deseo de que la legislación resultante se elabore bien.



Porque hay involucramiento de cuestiones constitucionales, de libertades en sus distintos aspectos. No existe el propósito de que la gente muera de todas las enfermedades que describió el doctor Girardi. Hay el ánimo de que las cosas se hagan bien. Pero la verdad es que, con la tarea que tendremos en el mes de enero, será difícil que en un tiempo reducido podamos ponderar adecuadamente los problemas de fondo.



Mayor plazo es todo lo que se está pidiendo. Y hay virtual acuerdo transversal en la materia.



Yo no soy fumador; no tengo conflicto de intereses; no soy dueño de restorán. No llevo ni una vela en este entierro, salvo aquella de que se legisle bien, con resguardo para las libertades personales.



Insisto en que se fije para marzo el plazo para presentar indicaciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se propone el primer lunes de marzo.

El señor ROSSI.- No.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay acuerdo.



Entonces, voy a hacer una sugerencia: que quienes están por el segundo lunes de marzo voten que sí, y aquellos que están en contra de ello, que no, entendiendo que el rechazo implica que el plazo queda para la primera semana de dicho mes.

El señor LAGOS.- No entendí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se somete a votación el plazo de indicaciones.



Quienes optan por enero votan que sí. 

El señor PIZARRO.- Al revés, pues.

El señor BIANCHI.- Que no.

La señora RINCÓN.- Que no.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Yo les pido a Sus Señorías que pongan atención.

El señor COLOMA.- ¡Esta es la votación más rara que he visto...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Quienes apoyan enero -es la primera propuesta del Presidente de la Comisión- votan que sí; aquellos que están contra enero, que no. Y si gana la opción “no”, el plazo queda para marzo.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 12 de marzo, a las 13 (20 votos en contra y 13 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Ruiz-Esquide.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¡Esta va a ser historia planetaria...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Perdóneme, señor Presidente, pero quiero hacer un reclamo por la conducta de la Mesa mientras presidía el señor Vicepresidente.



Aquí no se puede permitir una discusión partiendo de la base de que todo se ha hecho mal.



¡Excúseme! 



Los miembros de la Comisión de Salud somos tan respetables como los demás Senadores; probablemente, menos inteligentes. Pero no se puede realizar un debate, antes de votar, sobre los supuestos de que “Hay que hacer bien las cosas”, “El proyecto es malo”, “No se pudo hacer bien y hay que mejorarlo”.



Señor Presidente, si quiere, vamos a la discusión de inmediato. 



Yo le ruego a la Mesa que entienda que los debates recaídos en cuestiones previas no se pueden basar en intervenciones sobre el fondo de la materia. Porque, de otra manera, debemos ponernos a gritar a fin de que nos den la palabra para poder decir algo.



Señor Presidente, o se hacen las cosas bien desde allí y pidiéndoles a los Senadores que respeten a sus colegas, o vamos a tener que discutir de otra manera. Porque, en verdad, el Senado está funcionando bastante mal.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solo quiero aclararle, señor Senador, que le di la palabra, pero, lamentablemente, Su Señoría no se hallaba en la Sala. 



Puede intervenir el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo entendía que esta era una decisión administrativa. Pero al final, por sus ribetes, la cuestión ya está tomando otro color. 



Y, como usted “bajó al valle” -según expresó el Senador Carlos Larraín-, quiero decirle que todos estamos de acuerdo en que hay que regular lo relacionado con el cigarrillo en Chile. Pero no me parece...

El señor ROSSI.- ¿Me permite, señor Senador?

El señor LAGOS.- Déjeme terminar, Su Señoría.



Señor Presidente, tenemos aprobado en general un proyecto (el segundo en tres años) que se va a discutir en particular, y estamos pidiendo cuatro semanas para formularle indicaciones a su articulado, que contiene cosas inusitadas, unas muy buenas y otras increíbles, como la de que los ciudadanos, cuando hagan denuncias, van a agarrar en beneficio propio el producto de la multa.



¡Dónde se ha visto...!



Entonces, señor Presidente, le quiero decir, con todo respeto, que el hecho de que estemos pidiendo cuatro semanas para presentar indicaciones a una iniciativa -la segunda en tres años- que se va a aprobar y que será buena para Chile -¡esa sí que es noticia planetaria!- no puede dar pie para sostener que nos encontramos en manos del lobby de las tabacaleras, porque eso sí que es denigrar el debate.



Ahora, si se quiere hablar en esos términos, podemos hacerlo. Pero habrá, entonces, un sinnúmero de distintos sectores económicos de los cuales vamos a poder decir lo mismo. Y se va a generar aquí un ambiente remalo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Pasamos a Fácil Despacho.

V. FÁCIL DESPACHO

INSTITUCIÓN DE 6 DE OCTUBRE COMO DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR FERROVIARIO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, que instituye el 6 de octubre de cada año Día Nacional del Trabajador Ferroviario, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7974-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei (don Eduardo) y Muñoz Aburto):


En primer trámite, sesión 59ª, en 4 de octubre de 2011.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 65ª, en 2 de noviembre de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa -como señaló el señor Presidente- es declarar el 6 de octubre de cada año Día Nacional del Trabajador Ferroviario.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social la discutió en general y particular, por ser de artículo único, y la aprobó por dos votos a favor (Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto) y una abstención (Senador señor Kuschel).



La declaración en comento obedece a que el 6 de octubre de 1973 algunos trabajadores ferroviarios de la Maestranza de San Bernardo fueron detenidos en sus domicilios y lugares de trabajo, hechos consignados en el informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación y en investigaciones judiciales sobre el particular.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular. 



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en primer lugar, les agradezco a los Comités la posibilidad que abrieron para que viéramos hoy este proyecto de ley, que me parece de gran relevancia.



Con los Senadores señora Allende y señores Muñoz Aburto, Bianchi y Frei presentamos esta iniciativa como un pequeño reconocimiento que queremos hacer, en cuanto Poder Legislativo, a los trabajadores ferroviarios (varios de ellos nos acompañan esta tarde desde las tribunas), quienes por generaciones han entregado muchísimo al país.



Hasta el siglo pasado, el progreso de Chile solo se entiende de la mano del desarrollo del ferrocarril.



Con 161 años de existencia, el ferrocarril ha contribuido a la consolidación de la soberanía nacional, a la integración de la república, a la formación de poblados y ciudades, al avance de la economía, al progreso de sus habitantes. Y el trabajador ferroviario formó parte de nuestra cultura, de nuestras urbes, de nuestra identidad.



Elegimos el 6 de octubre porque corresponde al día en que partieron de la Maestranza de San Bernardo 11 trabajadores ferroviarios que perecieron fusilados en los cerros de Chena en 1973.



Si bien corresponde a una fecha triste, se ha transformado en una época de reencuentro de la familia ferroviaria y sus vecinos, de reencuentro con su historia y su cultura; en una demostración de que la convivencia es más sólida cuando se cimenta en el respeto por las ideas y las personas, y en una constatación de que la paz, la libertad, la democracia, siempre triunfarán por sobre la intolerancia y la violencia.



Presentamos el proyecto a instancia de diversas organizaciones ciudadanas que plantearon la idea, en especial el Centro de Desarrollo Social Amigos del Parque Ferroviario Mártires de la Maestranza, de la ciudad de San Bernardo, y la Agrupación Maipo Contigo.



No deseo ocupar más tiempo, señor Presidente. Creo que esta es una idea a la que todo el Senado puede concurrir y así valorar y reivindicar la actividad fundamental de este sector laboral por el país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero saludar, en primer lugar, a los trabajadores o ex trabajadores ferroviarios que nos acompañan en las tribunas.



Felicito a la Senadora señora Alvear por su iniciativa, sencilla pero extraordinariamente relevante, y también le agradezco por invitarnos a patrocinarla. Ha sido realmente un gusto poder hacerlo junto a los Honorables señores Bianchi, Frei y Muñoz Aburto. Concurrimos a ello con satisfacción, ante la tradición exhibida por la familia ferroviaria y el muy importante rol que ha desempeñado. Aquí se expresó, en breves palabras, la significación que ha tenido el ferrocarril en Chile.



Cabe solo lamentar lo ocurrido ese 6 de octubre de 1973, cuando 11 ferroviarios fueron detenidos y fusilados, y convertir esa fecha -que conlleva dolor, por supuesto- en la que rememore y recuerde justamente el Día Nacional del Trabajador Ferroviario. Creo que es esencial mantener la memoria, pero, al mismo tiempo, manifestar la capacidad de formular precisamente tal sugerencia, como lo hicieron todas las organizaciones que se pusieron de acuerdo.



Por lo tanto, espero que el Senado pueda apoyar -ojalá, unánimemente- una iniciativa de estas características, reconocimiento indispensable a la familia del trabajador ferroviario.



Igualmente deploramos que, a partir de 1973, Ferrocarriles perdiera su significación, su rentabilidad, su potencialidad. Ha representado un arduo trabajo el intento de que pueda seguir desempeñando un papel en el transporte de carga. Ojalá ello pueda extenderse algún día al transporte de pasajeros, como es posible observarlo en los países desarrollados, en Europa, donde juega un rol destacado y sirve cada vez más para conectar ciudades, con tecnologías evidentemente muy modernas. Sentimos que Chile haya quedado tan rezagado en ese plano y no haya podido diseñar un futuro para algo tan vital en su territorio, de larga extensión, y donde históricamente ha cumplido una función.



Como este es un proyecto de Fácil Despacho, solo declaro mi satisfacción por su contenido y espero que sea acogido. Quizás hemos tardado más de la cuenta en hacerlo, y, por eso, creo que hoy día, cuando nos acompañan trabajadores y ex trabajadores ferroviarios, corresponde aprobarlo y felicitar a mi Honorable colega Alvear por su iniciativa.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hago presente que en las reuniones de Comités se ha considerado el criterio de que lo deseable es que en los asuntos de Fácil Despacho intervengan dos Senadores,...

El señor BIANCHI.- Eso es.

El señor GIRARDI (Presidente).- ...porque, si no, se pierde el sentido de tramitarlos en esa forma.

El señor BIANCHI.- Está bien.

El señor GIRARDI (Presidente).- De todas maneras, no puedo inhibir para usar de la palabra.



Una de las posiciones que se mantengan debe ser la de sostener la iniciativa, y otra, la de impugnarla, según el Reglamento.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.



Pido brevedad, para poder pasar a las otras materias en tabla.

El señor BIANCHI.- Estamos listos. Votemos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Va a intervenir el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, seré muy breve.



Deseo felicitar a los cinco colegas que han presentado el proyecto que establece el Día Nacional del Trabajador Ferroviario.



Me parece que a este último se le hace justicia, porque no he visto a otros trabajadores con la camiseta más puesta. Incluso los jubilados siguen pensando todos los días en cómo se podría ampliar su Empresa, en cómo se podría rehabilitar. ¡Sufren por lo que ha estado pasando en ella!



Por eso, creo que este es un gran reconocimiento que se le hace al sector, y con mucho agrado, por supuesto, votamos a favor de la iniciativa.



Y ojalá se cumplan sus aspiraciones -también son nuestras- de que se reponga la situación de los ferrocarriles. Estimo que no podemos seguir construyendo nuevas carreteras. Ferrocarriles está a lo largo de todo Chile y es el transporte natural para la carga y el más seguro para los pasajeros.



Felicito a todos los trabajadores ferroviarios.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (34 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES EN BOSNIA-HERZEGOVINA

El señor GIRARDI (Presidente).- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que este solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1434-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 80ª, en 13 de diciembre de 2011.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas: sesión 82ª, en 20 de diciembre de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones recibieron información sobre la materia de parte del Subsecretario de Defensa y del Subdirector de Operaciones de Paz de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores, y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Tuma y Walker, don Patricio, resolvieron recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el Presidente de la República.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión.



Harán uso de la palabra los Senadores señores Prokurica y Tuma.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Chile participa activamente en operaciones de paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, para lo cual se ha definido una política de intervención nacional en ellas que se recoge ampliamente en la ley Nº 19.067 y el decreto supremo Nº 75. Estas normativas, junto con otras disposiciones legales y reglamentarias, configuran el marco jurídico que la regula.



La labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el contexto de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades locales como de dicho organismo internacional.



Por ser considerado fundamental para continuar con nuestra contribución en la misión de la Unión Europea EUFOR-ALTHEA, el Presidente de la República ha solicitado el acuerdo del Senado para prorrogar por un año la permanencia de tropas y medios chilenos en la zona de Bosnia-Herzegovina.



A partir de la resolución 1551 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de 9 de julio de 2004, que otorga el visto bueno al traspaso del mando desde la OTAN a la Unión Europea el 2 de diciembre de ese año, se constituye la Misión de esta última en Bosnia-Herzegovina, dentro del marco de la Política Europea de Seguridad y Defensa. Su componente militar es heredero de la Fuerza de Protección de la ONU y de las operaciones de la OTAN.



La finalidad de la misión es asegurar el cumplimiento de los aspectos militares de los acuerdos de Dayton, por medio de programas de asistencia y de misiones de observación y policiales que se encuentran en marcha.



Para que esta Corporación tome conocimiento, la fuerza chilena en Bosnia-Herzegovina no es muy considerable. Se trata de hasta 17 hombres, los que incluyen un Oficial Comandante de Contingente y “Chief LOT DESK”; un Oficial Segundo Comandante de Contingente y “Maintenance Specialist”; un Oficial Administrativo y “Training Controller”; un Oficial “Systems Standarization Specialist”; un Suboficial Jefe de Plana Mayor de Contingente y “LOT Desk Assistant”; dos Suboficiales “Watchkeepers”, y un Suboficial “Secret Registry Supervisor/Admin”, todos ellos en el Cuartel General EUFOR, en Sarajevo. En general, el grupo es bastante reducido, mas no por eso sin importancia.



Estimo que la participación de nuestros efectivos en la misión de las Naciones Unidas ha traído una serie de beneficios para el país, al interactuar en Europa junto con las mejores Fuerzas Armadas del mundo y haber tenido la posibilidad de operar con ejércitos de primera línea.



Uno de los principales objetivos de estas actividades es cooperar con la mantención de la paz mundial y solidarizar con los pueblos que sufren la guerra o la agresión de otras naciones, sin perjuicio de que Chile ha constituido su desarrollo finalmente a partir del comercio internacional, y no existen relaciones económicas lógicas y permanentes cuando tiene lugar un conflicto bélico.



Me parece que nuestra actuación en Bosnia-Herzegovina, en Haití y en otros países ha generado una presencia muy importante del nombre de Chile y también de sus Fuerzas Armadas, por lo cual llamo a votar a favor de la solicitud del Primer Mandatario.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el Senador señor Prokurica ha intervenido como Presidente de la Comisión de Defensa.



Por mi parte, me correspondió encabezar las Comisiones unidas en mi calidad de Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.



El asunto que nos ocupa se originó en un oficio del Jefe del Estado mediante el cual este pide prorrogar por un año el plazo para la permanencia del contingente de nuestras Fuerzas Armadas en la ex Yugoslavia.



Como se ha señalado, se trata de un grupo bastante pequeño, pero el hecho de ser el primer país latinoamericano presente en ese ejercicio significa un aporte sustantivo, desde el punto de vista político, de imagen, de aprendizaje, ante lo cual las Comisiones unidas aprobaron por unanimidad lo solicitado.



Por lo demás, como lo expresó el propio Subsecretario de Defensa, señor Izurieta, de continuar la situación de estabilidad en la región mencionada, el próximo sería el último año en que Chile participaría de la misión.



Destacó también que nuestro país tiene un Tratado de Asociación Estratégica con la Unión Europea, por lo cual debe cumplir con las obligaciones que de ello derivan. Añadió que Bosnia-Herzegovina es un problema que preocupa a ese bloque, que valora nuestra presencia allá por ser la única que se registra de un país latinoamericano.



A la vez, debo hacer presente que los costos se están compartiendo con otros Estados. Se trata de montos bastante bajos, los que ahora disminuyen con la reducción de personal.



Así como las Comisiones unidas se pronunciaron a favor por unanimidad, invito a la Sala a aprobar de la misma manera la prórroga por un año de la autorización para la permanencia de nuestros efectivos en Bosnia-Herzegovina.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud del Presidente de la República (27 votos a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Frei (don Eduardo).



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés).

DIVISIÓN DE CONDOMINIOS SOCIALES

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Senado, en sesión de 22 de noviembre, aprobó en general el proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre división de condominios de viviendas sociales. Cumplido el plazo fijado para formular indicaciones, no se presentó ninguna, por lo que corresponde darlo por aprobado también en particular, a menos que se solicite un nuevo plazo para efectuarlas.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7342-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Vivienda y Urbanismo: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Discusión:


Sesión 70ª, en 22 de noviembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Los incisos primero, quinto y séptimo del artículo 46 quáter contenido en el artículo único tienen rango orgánico constitucional, por lo que debe dejarse constancia del quórum respectivo.



--Se aprueba en particular el proyecto, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido (27 votos).

VI. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, SERVICIO ELECTORAL Y SISTEMA DE VOTACIONES
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Conforme a un acuerdo de Comités, corresponde ocuparse en el proyecto, en tercer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas. La urgencia fue calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 20).

--Los antecedentes sobre el proyecto (7338-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.


En tercer trámite, sesión 81ª, en 14 de diciembre de 2011.

Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Gobierno, Descentralización y Regionalización, unidas (segundo): sesión 68ª, en 15 de noviembre de 2011.


Hacienda: sesión 68ª, en 15 de noviembre de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas (tercer trámite): sesión 82ª, en 20 de diciembre de 2011.


Discusión:



Sesiones 15ª, en 4 de mayo de 2011 (queda pendiente su discusión en general); 16ª, en 10 de mayo de 2011 (se aprueba en general); 68ª, en 15 de noviembre de 2011 (se aprueba en particular).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto se presentó en esta Corporación, y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto, las cuales fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, unidas, salvo en lo referente a la supresión de los artículos octavo, noveno y décimo, que fue acordado por mayoría de votos.



La eliminación del artículo octavo se aprobó con los pronunciamientos favorables de los Honorables señores Orpis, Hernán Larraín, Bianchi, Kuschel y Pérez Varela, y los votos en contra de los Senadores señora Alvear y señores Sabag, Zaldívar (don Andrés) y Walker (don Patricio).



Por su parte, los artículos noveno y décimo se suprimieron con el pronunciamiento afirmativo de los Honorables señores Orpis, Hernán Larraín, Bianchi, Kuschel y Pérez Varela, y la abstención de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Zaldívar (don Andrés) y Walker (don Patricio).



En caso de que la Sala acepte lo propuesto por las Comisiones unidas, las enmiendas recaídas en los artículos primero y segundo, permanentes, y 1°, 3° y 9°, transitorios, requerirán 21 votos favorables para su aprobación, por ser normas de rango orgánico constitucional.



El boletín comparado está a disposición de los señores Senadores en sus computadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El proyecto se encuentra en tercer trámite constitucional.



Entiendo que, en general, existe la voluntad de despachar en una sola votación todas las enmiendas introducidas por la Cámara Baja, con excepción de la relativa al artículo octavo.



A fin de asegurar que se reúna el quórum requerido, las someteré a pronunciamiento.



En votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, salvo la referente al artículo octavo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban (24 votos a favor y un pareo), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en el sistema electrónico no quedó registrada mi votación.

El señor TUMA.- Tampoco la mía.

El señor NAVARRO.- Lo mismo sucedió en mi caso, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dejará constancia de las intenciones de voto afirmativo de los Senadores señores Gómez, Navarro y Tuma.



El asunto que ha sido objeto de discusión se refiere a los incentivos, lo cual se halla en los artículos octavo, noveno y décimo. Las modificaciones recaídas en estos últimos ya fueron votadas, de modo que solo falta pronunciarse respecto a la relativa al artículo octavo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión la enmienda de la Cámara de Diputados al artículo octavo.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, hoy en mañana, las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, tratamos el proyecto que nos ocupa.



La verdad es que logramos un amplio consenso en la mayoría de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados. Sin embargo, en el artículo octavo aprobado por el Senado se plantea, más que un incentivo, que las personas que concurran a votar tengan derecho a un descanso compensatorio, dentro de los tres meses siguientes al día de la votación, de común acuerdo con el empleador.



A mi juicio, la norma acordada originalmente por nuestra Corporación -después fue rechazada por la Cámara de Diputados- constituye un incentivo de importancia, dado que con el voto voluntario se busca fortalecer la participación de la mayor cantidad de ciudadanos en nuestro país.



Asimismo, hemos acogido con entusiasmo el compromiso del Gobierno en cuanto a concretar el voto de los chilenos en el exterior.



¿Qué nos interesa con la disposición en análisis, señor Presidente? Que más personas se motiven a sufragar.



Todos sabemos que en muchos países donde existe el voto voluntario el porcentaje de quienes concurren a las urnas es bajo. Y nosotros deseamos que, ojalá, lo haga la gran mayoría de los 5 millones de nuevos votantes que tendremos para las próximas elecciones municipales.



Por eso, nos parece relevante establecer este tipo de incentivos, porque, efectivamente, los trabajadores podrán disponer de un descanso compensatorio por el hecho de concurrir a sufragar.



Cabe recordar, señor Presidente, que en el Senado habíamos aprobado otros incentivos. Sin embargo, en aras de avanzar y despachar rápidamente esta iniciativa legal para que rija en las elecciones municipales de octubre próximo, resolvimos mantener solo el que contempla el artículo octavo.



En cuanto al argumento esgrimido en las Comisiones unidas, respecto a que esto podría retrasar la tramitación del proyecto al tener que ir al Tribunal Constitucional, debo aclarar que su texto contiene normas de carácter orgánico constitucional, por lo cual igual debe ser visto por dicho Tribunal.



En definitiva, hoy en la mañana las Comisiones unidas estudiaron las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados que ahora analizamos, y en caso de que se aprobara el artículo octavo en los términos en que lo acordó originalmente el Senado, sería posible constituir mañana la Comisión Mixta, y analizar su informe en la sesión ordinaria de la tarde. 



Por lo tanto, no habría ningún retraso, porque su tramitación legislativa terminaría antes del 1° de febrero del 2012, con lo cual se respetaría el plazo legal requerido para que el voto voluntario rija en las próximas elecciones municipales.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en esta oportunidad no deseo entrar en la discusión de fondo de la iniciativa, porque ya la tuvimos en el primer trámite constitucional, cuando debatimos las indicaciones presentadas por un grupo de Senadores de la Concertación para incentivar a las personas, por distintos caminos, a sufragar.



En el contexto del voto voluntario, como una manera de generar entusiasmo cívico, pensando que existe poca educación, poco compromiso o que se corre un riesgo, se presentó una indicación que incorporaba tres artículos, que en su momento fueron muy discutidos y, finalmente, aprobados por mayoría en la Sala.



Sin embargo, la Cámara de Diputados los rechazó. Y quienes votaron en contra no lo hicieron necesariamente por estar en desacuerdo con su contenido, sino porque, en consideración a la necesidad de contar lo más pronto posible con la ley, prefirieron excluir aquellos aspectos que dieran motivo a discusión y que originaran ante el Tribunal Constitucional una acción que significara prolongar en forma indebida su tramitación. Ello, por cuanto esta, en razón del tiempo que la ley requiere a los efectos de su implementación, podría implicar una amenaza para su aplicación y, por lo tanto, que no tuviéramos inscripción automática en las elecciones municipales del próximo año.



Parto de la base de que, independiente de que algunos Senadores, legítimamente, no son partidarios del voto voluntario -ello ha quedado de manifiesto en el debate habido en el último tiempo-, este ya fue adoptado por el país y forma parte de nuestra Constitución. En consecuencia, no nos encontramos en el minuto adecuado para paralizar la inscripción automática, que posibilita el voto voluntario.



Además, si introducimos este tipo de incentivos, aunque sea uno solo, ya que por lo menos hemos avanzado, podremos abrir un espacio de debate en el Tribunal Constitucional que demore su decisión. Porque muchos Senadores pensamos que la iniciativa en examen es de dudosa constitucionalidad. Y si se aprueba, nos vamos a ver obligados a hacer presente una reserva de constitucionalidad, como dijimos, y a llevar la discusión pertinente ante dicho Tribunal. 




Lo anterior puede prolongar el despacho del proyecto más allá de lo necesario. ¿Por qué? Porque para contar con inscripción automática el último plazo para promulgar la ley es el 1° de febrero.



En consecuencia, sin perjuicio de la legitimidad de la opinión de quienes desean establecer este y otros incentivos, solicito que no los incorporemos en la iniciativa que nos ocupa, para evitar el correspondiente debate en el Tribunal Constitucional que pondría en riesgo la promulgación de la ley en tiempo.



El Gobierno ha sido requerido no solo respecto al proyecto sobre voto de los chilenos en el exterior o del de educación cívica, como recién recordaba la Senadora Alvear -quien preside nuestra Comisión de Constitución-, sino que también, a solicitud nuestra y mía en particular, ha concordado en fijarle urgencia a una eventual iniciativa de ley que pudieran presentar los autores de la indicación que dio origen a las normas en comento. De manera que, si estas no son aprobadas e incorporadas en el texto y, por ende, se evita la formación de una Comisión Mixta, igual habrá tiempo para tratar y aprobar dicho proyecto, de ser esa la voluntad del Congreso, antes de la elección municipal.



Pero ello tiene un timing distinto. Y nosotros no queremos poner en riesgo la iniciativa de inscripción automática. De ahí que, más allá de entrar a la discusión de fondo, lo que realmente deseamos, a fin de asegurar este compromiso de que el Senado ha dado testimonio, es que no se aprueben las disposiciones mencionadas, no por las observaciones que algunos pudieran formular, sino por un sentido práctico.



Y ya que se plantea realizar esa discusión, ¡hagámosla con tiempo! Si esa normativa la despachamos en agosto o en septiembre del próximo año, podrá entrar a regir en las elecciones de octubre. Pero, si ahora ponemos en riesgo la inscripción automática por sacar adelante una disposición tendiente a concretar la idea que con legítimo derecho plantean algunos Senadores, nos vamos a arrepentir para siempre.



Entonces, por una razón estrictamente práctica y habida cuenta del compromiso del Gobierno de que una vez presentada esa iniciativa de ley le pondrá urgencia, lo que significará su despacho en 2, 3 o 4 meses -incluida la discusión sobre su constitucionalidad, si la hubiere-, estimo que hay suficientes garantías para quienes deseen insistir en ella. 



Por consiguiente, anuncio que voy a apoyar la propuesta de las Comisiones unidas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, está llegando a su fin la tramitación de un proyecto relevante para nuestra vida democrática, pues implica incorporar a alrededor de 5 millones de personas al padrón electoral y, al mismo tiempo, rejuvenecerlo, ya que, según las cifras que tengo en mi poder, más de 4 millones de esos nuevos electores tienen entre 18 y 34 años de edad.



Por lo tanto, estamos dando un paso significativo para mejorar nuestra democracia, para hacerla más participativa y extraordinariamente inclusiva. 



Lo anterior nos debe llevar a pensar, con bastante prudencia y profundidad, qué debemos hacer para lograr una mayor participación de la ciudadanía, teniendo presente que la inscripción automática va unida al voto voluntario.



Por eso, más allá de los motivos prácticos esgrimidos por el Senador Larraín -que comparto-, creo que en el Congreso tenemos que analizar, con mucho mayor capacidad de reflexión, qué hacer para mejorar la participación de los ciudadanos. Y, a lo mejor, en ese debate encontramos esta u otras medidas sobre las cuales sea menester legislar. 



Ya se ha hablado, en la discusión al interior de las Comisiones unidas y aquí en la Sala, de la educación cívica. Y cuando se aprobó la última parte del proyecto, el Gobierno se comprometió a mandar como iniciativa legislativa un trabajo que se ha venido desarrollando con los distintos actores políticos y con especialistas en la materia.



Pero pueden surgir muchas otras cosas.



El mecanismo de otorgar un descanso compensatorio a quienes sufraguen ¿es un verdadero incentivo? 




El trabajador que, en uso de la estructura jurídica del voto voluntario, no ejerza su derecho a sufragio y, por tanto, no tenga un sistema compensatorio, ¿no se va a sentir discriminado?



Y con relación a las proposiciones en orden a que quienes voten tengan derecho preferente, en caso de igualdad de condiciones, a obtener becas o a acceder a un cargo público, las personas que, conforme a la institucionalidad, decidan no votar -cosa que les estamos permitiendo al caminar hacia la voluntariedad- ¿no se van a sentir discriminadas?



Por ende, más allá de las razones prácticas mencionadas, nosotros, a partir de la aprobación de este proyecto; a partir de incorporar a casi 5 millones de electores al padrón electoral; a partir del rejuvenecimiento de este, deberemos ver con calma, con profundidad, con capacidad reflexiva, qué medidas reales tendremos que tomar para que los chilenos y las chilenas, y en especial los jóvenes, se sientan motivados a participar efectivamente en nuestros procesos electorales.



Estimo que ese aspecto no se agota con una medida en particular; no se agota con una proposición fruto del debate de este proyecto que, en verdad, ha sido importante y fecundo.



Pienso que la Cámara de Diputados resolvió adecuadamente el punto rechazando los artículos introducidos por el Senado. Pero se abre la posibilidad de que de aquí a septiembre podamos estudiar qué otras medidas es factible utilizar para que la estructura legal que rige la materia incentive a los chilenos y las chilenas a concurrir a los distintos centros de votación.



Un mero descanso compensatorio puede generar problemas de discriminación y no cumplir en forma apropiada con el objetivo de estimular a votar, que es lo que les interesa a los autores de la respectiva indicación que, bienintencionadamente, formularon aquí en el Senado.



Por los motivos expuestos, señor Presidente, llamo a la Sala a aprobar el texto despachado por la Cámara de Diputados y a trabajar, desde hoy hasta el mes de septiembre, por una legislación más completa, más compacta, más sistemática, que permita incentivar la participación ciudadana en los actos electorales.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, estamos culminando un proceso de trabajo donde el Honorable Senado ha cumplido un rol muy importante con relación al proyecto en debate, el cual permite, finalmente, la inscripción automática y, por tanto, la incorporación de aproximadamente 4,5 millones de chilenos al padrón electoral.



Además, esta iniciativa legal consagra muchas innovaciones en el sistema electoral. Por ejemplo, crea el Consejo Directivo del Servicio Electoral que estará integrado por cinco miembros propuestos por el Presidente de la República, previa aprobación de los tres quintos de los miembros en ejercicio del Senado, con lo cual también avanzamos hacia una modernización de la institucionalidad electoral del país.



Es muy importante -y en ello se ha centrado el esfuerzo del Ejecutivo y del Congreso Nacional- que esta ley rija para las elecciones municipales de alcaldes y concejales que se celebrarán en octubre del 2012, por lo cual su urgencia fue calificada de “discusión inmediata” durante el último tiempo, a fin de cumplir los plazos correspondientes.



De acuerdo a los tiempos necesarios para asegurarnos el buen funcionamiento de la inscripción automática -como se dijo durante el debate en esta Sala hace más o menos un mes y medio-, la ley respectiva debe publicarse el 1º de febrero del próximo año. A esa fecha estaremos cumpliendo con lo que el texto de esta iniciativa señala: se requieren 270 días para garantizar el buen funcionamiento del importante logro que el país está alcanzando, a través de los distintos pasos que dará el Servicio Electoral.



Quiero comentar que el 70 por ciento de los países de la OCDE tiene un mecanismo de inscripción automática y 82 por ciento de ellos cuenta con un sistema de voto voluntario. Y si uno analiza los últimos cincuenta años de vida electoral de esas naciones, podrá concluir que los niveles de participación de la ciudadanía son claramente superiores a los que nosotros mostramos hoy.



El padrón electoral -como todos sabemos- se ha envejecido. En la actualidad, solo 9 por ciento de la población joven se halla inscrita en los registros electorales, mientras que a principios de los 90 llegábamos a 36 por ciento.



En suma, el proyecto que nos ocupa significa un avance sustancial en lo que a todos nos convoca: el perfeccionamiento de la participación, el respaldo y el respeto por nuestras instituciones democráticas.



Sin embargo, como ya se planteó en este Hemiciclo, se han formulado varias inquietudes sobre distintos aspectos que se relacionan con el impacto que esta iniciativa puede tener en la participación ciudadana.



Por ello, dada su acción en los debates de este proyecto, el Ejecutivo hoy día quiere manifestar su preocupación, al igual como lo señaló en la reunión de las Comisiones unidas  celebrada hoy en la mañana, en el sentido de que si bien creemos que el proyecto avanza sin duda alguna en la inscripción automática y comparte el resultado y el efecto que genera la reforma constitucional aprobada en el Gobierno de la entonces Presidenta Michelle Bachelet, cuya consecuencia fue consagrar el voto voluntario, también debemos progresar en ámbitos vinculados a la participación y a las salvaguardias que apunten en esa dirección.



Por eso, debo puntualizar expresamente que acogimos los planteamientos expresados en el Senado, en especial una indicación presentada en su momento por los Senadores señores Gómez, Walker (don Patricio) y Quintana, y las observaciones de otros miembros de las Comisiones  de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en orden a introducir un cambio a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Si se lee el artículo 29 de dicho cuerpo legal, podremos concordar en que claramente resulta insuficiente desde el punto de vista de lo que necesitamos en materia de educación cívica. Por eso, el Ejecutivo se compromete a enviar a más tardar en el mes de enero del próximo año -ya estamos ad portas de él- una indicación a ese proyecto, que nos permita avanzar en materia de educación cívica.



Asimismo, fue planteada hoy día en las Comisiones unidas la preocupación por el mal uso hecho por distintos sectores -no quiero mencionar a nadie en particular- de la influencia en el electorado respecto de su decisión voluntaria y secreta en el voto. Por ello, el Ejecutivo está abierto a considerar un aumento en las sanciones de aquellas prácticas.



Y, por último -como indicó el Senador señor Hernán Larraín-, también estamos dispuestos a estudiar nuevas propuestas que en esta línea se puedan realizar para que el Gobierno dé las prioridades correspondientes, con el objeto de que se puedan trabajar en el Congreso y, de esa manera, seguir perfeccionando nuestra institucionalidad.



No obstante, debo subrayar -en este aspecto quiero ser muy transparente y honesto- que para que la ley en proyecto se aplique en las próximas elecciones municipales requiere ser publicada -como dije- el 1º de febrero del 2012.



Debo informar asimismo que esta iniciativa legal se encuentra acompañada de otra muy transcendente que forma parte de la agenda de reformas democráticas impulsadas por el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera: el proyecto de ley sobre primarias que probablemente estará en tabla para la sesión de mañana de la Cámara de Diputados, lo que también es la consecuencia de un amplio consenso entre todos los sectores políticos.



Queremos que las normativas de ese proyecto estén en condiciones de ser aplicables para las elecciones municipales de octubre del 2012.



En suma, llevaremos al Tribunal Constitucional a lo menos dos iniciativas legales trascendentes durante el mes de enero que deben ser aprobadas a más tardar a fines del mismo mes, con la finalidad de que puedan ser aplicables en la elección municipal de octubre del 2012.



En vista del espíritu que se registró en la Cámara de Diputados a lo largo de la tramitación de ambos proyectos y del ánimo observado en  las conversaciones que sostuve con la mayoría de los Senadores presentes para que ojalá en el día de hoy podamos respaldar las modificaciones de la Cámara de Diputados, espero que concurramos inmediatamente al Tribunal Constitucional con la importante iniciativa legal que nos ocupa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no son pocos los ciudadanos que no creyeron en el avance que este proyecto ha tenido, a pesar de que estamos a treinta días o poco más de que venza el plazo en que el Congreso Nacional  debe despacharlo.



Muchos creíamos que jamás vería la luz una iniciativa legal que posibilitase, sin necesidad de acudir a un registro electoral, un procedimiento de inscripción automática para que todos los ciudadanos puedan, a partir de ese reconocimiento, concurrir, sin previo trámite, a elegir a las autoridades.



Me parece muy importante el compromiso asumido por el Ministro el día de hoy en materia de enseñanza. Porque la mayor parte de los ciudadanos -los inscritos que elegían y, con mayor razón, los que no elegían- no ha tenido muy claro cuáles son las facultades de un concejal, un alcalde, un diputado, un senador, un intendente. No lo saben. Y, por tanto, es indispensable que los electores -que ahora podrán votar sin trámite alguno y en forma voluntaria- cuenten con la información debida en cuanto a quién elegir y para qué.



A veces se distorsiona el rol de los representantes populares, porque se vota por alguien creyendo en una expectativa o en un rol que no posee. Por tanto, es indispensable reponer lo que regía en el Chile republicano: las clases de educación cívica, la capacitación a los ciudadanos respecto del significado de cada una de las autoridades.



El voto voluntario quiere decir que todos los ciudadanos están en igualdad de condiciones. Y deseo corregir a quienes han señalado que iniciativas como la compensación del medio día serían subsidios o incentivos. Al respecto, es preciso comparar la situación de igualdad de oportunidades del ciudadano que por ir a votar, sacrificarse, hacer cola y esperar, va a perder medio día en que podría ir a la playa, al campo, o quedarse en su casa descansando, con la de quien prefiere no participar en la elección y descansar. Es claro que ambos no están en igualdad de condiciones. Porque alguien puede decir que no acudirá a sufragar, que va a quedarse en su casa o que va a ir a la playa.



Lo lógico es compensar, lo que no constituye incentivo, sino la justa compensación a quien sacrifica un día de descanso -normalmente las elecciones se hacen los domingos-, para concurrir a las urnas. No lo entiendo como incentivo, sino como la igualdad de oportunidades entre todos los ciudadanos para elegir, voluntariamente, si van a votar o no. Porque, de no darse una compensación a quien hace un esfuerzo para participar en los comicios, sacrificando un día de descanso, en verdad se le está poniendo una barrera.



Lo del transporte también es muy importante. Porque la situación no es la misma para aquel que está a tres o diez cuadras del lugar de votación que aquel que se encuentra a 40 kilómetros y carece de locomoción propia. Este último puede querer ir a votar para hacer uso de su derecho, pero no tiene cómo llegar al local respectivo. 



Por tanto, puede ser que algunos ciudadanos tengan la sede de votación muy cercana a  su domicilio y  otros tengan la dificultad de la lejanía del local y la ausencia de medios de transporte por ser festivo. De manera que el Estado también debe obligarse a colocar el transporte necesario, especialmente en los sectores rurales, que son los más afectados.



Invito al Ministro -quien ha planteado una serie de condiciones relativas a la democratización- a poner urgencia a los proyectos vinculados con las facultades de los consejeros regionales y con su elección.



Constituye una burla que los parlamentarios y también el Ejecutivo estemos incumpliendo el compromiso de avanzar en esa materia simultáneamente con esta iniciativa legal. Queremos elegir a alcaldes, concejales y a los consejeros regionales con inscripción automática y voto voluntario.



Como el Ministro va a tener la oportunidad de seguir interviniendo, lo insto a decirnos qué va a hacer con el compromiso en materia de transporte, para dar igualdad a todos en la votación, y qué va a hacer con el compromiso relativo a la elección de los consejeros regionales.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, sin duda alguna, estamos dando un paso importante para rejuvenecer y revitalizar el padrón electoral y nuestra democracia, ya que en 1989 los menores de 30 años representaban el 30 por ciento del electorado y hoy en día, solamente el 9 por ciento.



Y qué bueno que 4,5 o 5 millones de chilenos puedan participar en las próximas elecciones.



Deseo dejar claro que queremos que la inscripción automática y el voto voluntario -ya aprobado- rijan a partir de las próximas elecciones municipales. Y tenemos plazo hasta el 1° de febrero para que esté publicada esta ley y, en consecuencia, podamos encuadrarnos dentro de los 270 días de plazo que se requieren.



En cuanto al riesgo de la no participación o de la baja participación y de la elitización del voto, quiero recordar la experiencia de Suecia, donde, como decía la Senadora Allende, a pesar de que el voto es voluntario, la gente participa. Pero en países de América Latina las personas participan menos que en naciones donde el sufragio es obligatorio.



Por eso, hemos planteado el incentivo mínimo del descanso compensatorio. Es decir, que a la persona que vota el domingo, en los próximos tres meses su empleador le tiene que dar media jornada libre.



Algunos dicen que eso es una discriminación arbitraria, que afecta la igualdad ante la ley, que sería inconstitucional. En mi opinión, no es así. Por ejemplo, en el caso de la conscripción militar en Chile -que en la práctica es voluntaria-, ella opera con incentivos: al joven que hace el Servicio Militar le dan subsidios, puntaje para la universidad, becas; en fin, diversos beneficios que no son discriminatorios, arbitrarios ni  inconstitucionales. Porque la igualdad se mira en función de los que mantienen la misma conducta -tema relativo-, y no en relación con la generalidad. Y por supuesto en el caso en debate va a haber el mismo incentivo para todos los que sufraguen o participen en el acto electoral.



Esto no es un invento. Rige en Colombia, donde se buscó el incentivo, precisamente, para contrarrestar la baja participación de la ciudadanía.



A todos nos encantaría que la inmensa mayoría votara, como en el caso de Suecia, por un gran compromiso cívico, por una gran conciencia cívica; pero sabemos que eso es el ideal y, desgraciadamente, lo perfecto en este caso es enemigo de lo bueno.



Algunos se preguntan por qué establecer incentivos si es un deber ir a votar. Bueno, entonces para qué el voto voluntario, que ya fue aprobado.



En consecuencia, considero que no hay incompatibilidad entre ambos elementos.



Señor Presidente, estamos hablando de un incentivo general. Porque algunos Senadores han planteado que con el voto voluntario, única y exclusivamente, puede haber cohecho o incentivos particulares de algunos candidatos para que vayan a votar por ellos. Yo prefiero un incentivo general, donde no haya motivación económica y la posibilidad de acarrear a los votantes el día de la elección.



Claramente, todos estamos por la inscripción automática y el voto voluntario. Eso ya está aprobado. No hay discusión; y queremos que operen a partir de las próximas elecciones municipales.



Algunos han planteado que sería popular implementar la inscripción automática y el voto voluntario. Para mí eso no es lo importante. Pero, si entramos en esa lógica, yo creo que también es tremendamente popular que haya un descanso compensatorio. Es decir, a la persona que vota y que dedica una mañana completa a ello, que le den media jornada como descanso compensatorio.



De todos modos, el articulado del proyecto igual va al Tribunal Constitucional, porque es ley orgánica constitucional. En consecuencia, con aprobar esto no se retrasaría en nada el proceso.



Me alegro de que el Ministro se haya comprometido a patrocinar un proyecto para impulsar la educación cívica. ¡Qué bueno! Pero no  de que no se haya comprometido a patrocinar una iniciativa que establezca el descanso compensatorio, por lo cual no vamos a contar con los incentivos necesarios para que efectivamente la gente vaya a votar, participe y se logre el objetivo que todos pretendemos: que exista más participación y no menos participación, que no se produzca elitización del voto. En la última elección, en La Pintana, de 10 mil jóvenes que podían emitir sufragio y cuyas edades iban de los 18 a los 19 años, votaron 200; en Las Condes, 4 mil. Eso es elitización y afecta la calidad de nuestra democracia.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, desde hace algún tiempo, estamos tratando -y creo que tenemos coincidencia en el diagnóstico- de buscar los mecanismos para compensar lo que ha venido aconteciendo crecientemente en nuestro país. Mientras no contemos con inscripción automática -ahora, como todos sabemos, la inscripción es voluntaria- irá envejeciendo cada vez más el padrón electoral, pues muchos jóvenes, teniendo la edad y las condiciones para votar, no se inscriben. Las últimas elecciones nos han demostrado cómo ha ido disminuyendo el número de electores.



Aquello, claramente, afecta a la democracia, porque lo ideal es que participe la mayor cantidad posible. Y en ese sentido estamos completamente a favor del proyecto, que nos parece positivo. 



Por otro lado, celebramos el anuncio del Ministro en cuanto a que mañana ya estará en condiciones de votarse en la Sala de la Cámara de Diputados la iniciativa sobre elecciones primarias. Creemos que es un muy buen instrumento, y lo felicito a él porque ello sea posible.



Ahora bien, comparto lo manifestado por el Senador Tuma en cuanto a que ojalá pudiéramos agregarle a eso la elección directa de los consejeros regionales.



Hay que acelerar esta materia y el mecanismo para hacerlo, señor Ministro, es la “discusión inmediata”, puesto que, de lo contrario, se nos irá quedando atrás. Ella debiera ser tan válida como la de este proyecto para la próxima elección municipal.



Por cierto, no puedo dejar de mencionar -y es un debate que ya hemos tenido, pero, como el Ministro se refirió a algunos aspectos generales, no me es posible soslayarlo- que, en mi opinión, le haría bien a nuestra democracia si alguna vez incorporáramos la consulta o el plebiscito, así como también, obviamente, el compromiso adquirido por este Gobierno -espero que lo cumpla, como personalmente me lo dijo el Presidente Piñera en abril del año pasado- respecto del voto de los chilenos en el exterior. 



Pienso que ya es hora de abordarlo, no darle más vueltas y no seguir con discusiones que no nos llevan a ningún lado, como la de las condiciones, algunas bastantes absurdas y claramente discriminatorias y elitistas. Llegó el momento de que los chilenos también puedan votar en el exterior, sin otra limitación que la de inscribirse en los respectivos consulados.



Por lo tanto, yo espero -está presente el Ministro- que ese compromiso se haga realidad y contemos con la correspondiente normativa, la cual no reviste la premura de este proyecto, necesario para la próxima elección municipal, pero de todas maneras queremos tener la garantía de que estará lista para la siguiente elección presidencial.



Dicho eso, señor Presidente, deseo precisar que la inscripción automática permitirá la incorporación de 4 o 5 millones de personas que ojalá ahora concurran a votar.



En un año en que hemos visto tantas demostraciones ciudadanas en las calles, confío en que esto sea una lección que sirva para darnos cuenta de que, en la medida en que se participa en un proceso eleccionario, este adquiere mayor legitimidad y hay un creciente grado de compromiso de las personas en cuanto a qué tipo de autoridades eligen y para qué las eligen.



En tal sentido, es de esperar que todas estas movilizaciones nos dejen aquella lección y los jóvenes entiendan que ya no tendrán que ir a inscribirse -lo estarán automáticamente- para usar la herramienta de la democracia, votando y decidiendo quiénes serán sus autoridades en todos los niveles: local, regional, presidencial.



Ahora bien, señor Presidente, yendo directamente a la materia que ahora está en debate, deseo señalar que me parece necesario que haya un compromiso del Gobierno en cuanto a facilitar el transporte de los electores. No es lo mismo facilitarlo a través de las gobernaciones, cuando el voto es obligatorio, que hacerlo ahora, cuando el voto será voluntario. 



En consecuencia, le ruego al Ministro -que en este momento está conversando con un colega- que escuche este planteamiento, porque no es menor. Repito: no es lo mismo asegurar el transporte cuando el voto es obligatorio que hacerlo cuando el voto es voluntario. Por eso, espero que haya un compromiso del Gobierno, por la vía de las gobernaciones, en orden a garantizar el traslado de los ciudadanos, para que realmente exista igualdad. Todos sabemos que hay localidades rurales alejadas de los centros de votación donde los pobladores deben incurrir en un gasto para concurrir a sufragar.



Por otro lado, aquí se ha mencionado un hecho que, desgraciadamente, atentaría contra el más rápido despacho del proyecto. Al respecto, deseo manifestar con claridad mi total rechazo a aquellas insinuaciones según las cuales nosotros pretenderíamos dilatarlo. Es todo lo contrario. Varias veces -y al Ministro le consta- insistí en que se le pusiera “discusión inmediata”, pues, de lo contrario, no saldría. Por tanto, la situación es al revés: nuestra posición -por lo menos la que yo he sustentado- ha sido la de apoyarlo.



En lo personal, me parece bastante razonable otorgar medio día de descanso a la gente que concurra a votar. Y, ¡ojo!, si participan varios millones más, el tiempo de espera en las colas se triplicará en comparación al que se observa en la actualidad, que es de dos o tres horas en los recintos más concurridos. Por consiguiente, habrá que contar con una organización bastante mejor.



En definitiva, señor Presidente, voy a votar a favor para que este proyecto salga lo antes posible, porque no quiero oír ninguna excusa, ¡ninguna!, ni siquiera la de su revisión por el Tribunal Constitucional, para tolerar una dilación que implique que la ley no esté publicada el 1° de febrero. 



Por último, anuncio que me voy a adherir a la moción que se presentará y respecto de la cual esperamos tener patrocinio, a objeto de que efectivamente existan compensaciones para quienes concurran a sufragar. 



Por supuesto, voy a votar a favor para facilitar el despacho de esta iniciativa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que aquí hay algo claro: todos queremos que este proyecto sea despachado a la brevedad para que sus normas entren en aplicación en la próxima elección municipal.



Ahora bien, muchos -yo lo planteé varias veces- estiman que el voto voluntario no era lo mejor para el sistema electoral chileno. Sin embargo, es un tema ya resuelto. La experiencia en el mundo, salvo excepciones, demuestra que la participación ciudadana disminuye con esa modalidad.



No olvidemos que el año 88 se inscribieron voluntariamente 8 millones y medio de chilenos, para recuperar la democracia. En esta oportunidad se destaca la incorporación de 4 millones de electores; pero, en esa época -repito-, fueron más de 8 millones. Había voluntad de participación democrática.



Con el transcurso del tiempo el padrón se ha ido reduciendo. Efectivamente, se han marginado del derecho a votar más de 4 millones de chilenos, en especial gente joven. En mi opinión, la inscripción automática responde a esa situación, y me parece muy bien. Ojalá todo resulte como se espera.



Nosotros hemos planteado algunas observaciones y precauciones en cuanto a la forma en que se elaborará el nuevo padrón, el cual esperamos que sea lo menos impugnado posible en la próxima elección municipal. El Gobierno tendrá que asumir tal responsabilidad, por supuesto con el concurso de todos, para que aquel sea un padrón ejemplar, que permita mantener el prestigio electoral que ha exhibido nuestro país durante toda su historia cívica, donde los resultados se entregan en menos de dos o tres horas, en el caso de elecciones unipersonales, y en menos de tres o cuatro, si se trata de elecciones pluripersonales.



Yo soy partidario de otorgar, no incentivos, sino motivaciones para la participación, con el fin de evitar una baja concurrencia y hacer que el voto sea menos optativo.



Por eso, me pronuncié a favor del Artículo Octavo, que no contiene ningún incentivo; en el fondo, es el reconocimiento del sacrificio que realiza el ciudadano que va a votar y que no hace quien decide permanecer en su casa. Por lo tanto, la compensación de medio día es razonable y lógica.


Ahora, se ha dado el argumento -y respeto a los colegas que lo han utilizado, algunos de los cuales han señalado incluso que su deseo es facilitar el despacho de la iniciativa evitando el trámite de Comisión Mixta-  de que el rechazo de la modificación propuesta por la Cámara de Diputados retrasaría la entrada en vigor de la ley porque eso significaría ir al Tribunal Constitucional. A ellos quiero decirles que el proyecto de todas maneras debe pasar por dicho órgano, pues sus normas, de rango orgánico, requieren una revisión de esa índole, de tal modo que serán los miembros del Tribunal los que deberán tomar las acciones necesarias para no ser responsables de que la normativa no se pueda aplicar.



Ahora, el Senador Hernán Larraín señalaba que a lo mejor esto iba a tener que ser objeto de un requerimiento constitucional. Si todos estamos de acuerdo y se aprueba la motivación -es decir, el Artículo Octavo-, les pido que no lo presenten y dejen que el Tribunal resuelva el asunto de acuerdo con su propia apreciación. No tiene para qué llegarse a un requerimiento.



Por lo tanto, si acaso se llega a aprobar esta disposición motivacional, de participación, desde ya le solicito a quien pretenda recurrir a dicho mecanismo que no lo haga.



Por lo demás, en la Cámara de Diputados se presentó, en el día de hoy, una moción que tiene por objeto establecer incentivos para votar. Así que yo le pido al Gobierno que haga efectivo su compromiso de darle su patrocinio -por supuesto, nosotros la apoyaremos-, a fin de lograr algo que es esencial en el sistema democrático: ampliar, motivar y facilitar la participación ciudadana.



Por otro lado, ¿cómo se transporta a la gente el día de la elección? ¿Cómo se la motiva a que vaya? 



Ahí surge el tema de la educación cívica. Resulta absolutamente necesario que la población sepa qué significa elegir a un representante, así como las funciones que este cumple y los compromisos que adquiere con la ciudadanía.



Señor Presidente, yo me voy a abstener, con el objeto de evitar que alguien piense que mi idea es impedir la aprobación del proyecto. Pero, normalmente, yo hubiera votado por rechazar el informe de la Comisión y, en consecuencia, aprobar el Artículo Octavo, que considero bueno, conveniente y necesario, aunque tal vez insuficiente.



Gracias.

El señor CANTERO.- Pido la palabra, señor Presidente, para referirme a un punto de Reglamento.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- ¡Estamos en votación!

La señora ALLENDE.- ¡No!

El señor GIRARDI (Presidente).- Todavía no estamos en votación, señor Senador.

El señor CANTERO.- En nombre del Comité Independientes, solicito que, de ser posible, se abra la votación, sin perjuicio de mantener los tiempos.

El señor BIANCHI.- Me opongo, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay acuerdo para abrir la votación.



Su compañero de Comité no lo permite.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, hoy estamos votando uno de los cambios más trascendentales y de fondo en el ámbito político. 



A mi juicio, el hecho de incorporar a casi 5 millones de votantes -personas que no han manifestado su opinión en elecciones- es uno de los cambios más revolucionarios que se va a producir en el tiempo y que va a obligar a la política a realizar ciertas reformas en cuanto al modo en que ella se practica y a lograr que la gente crea lo que plantea cada uno de los candidatos. Por eso, considero que es una de las transformaciones más relevantes en este ámbito.



Sin embargo, hay cosas que a uno le preocupan. 



Lo importante es sacar una buena ley, no una ley apurada. Quiero decir que el Gobierno demoró seis meses en propiciar su discusión a raíz del voto de los chilenos en el extranjero. O sea, el proyecto lo podríamos haber sacado hace mucho tiempo si ese punto se hubiera resuelto con prontitud. Sin embargo, entiendo que el Gobierno se comprometió -y espero que cumpla- a que la iniciativa sobre voto de los chilenos en el exterior estaría vigente para las próximas elecciones presidenciales, porque ese fue el acuerdo a que se llegó durante la discusión que permitió continuar con el debate de la materia en estudio.



En cuanto al punto específico que estamos viendo ahora, pienso que una buena ley también debe contar con incentivos que permitan a los ciudadanos tener razones para emitir su sufragio. Y eso parte, primero, porque exista educación cívica. El Ministro dijo -¡qué bueno que así vaya a ser!- que se va a presentar un proyecto de ley que en definitiva facilitará su enseñanza. Hay que educar a los jóvenes para que sepan lo importante que es, en un sistema con inscripción automática y voto voluntario, manifestar la opinión, sobre todo cuando el sufragio de cada uno de ellos será determinante para elegir a quienes ocuparán cargos de senadores y diputados, de alcaldes y concejales y hasta de Presidente de la República. 



Por lo tanto, es indispensable contar con educación cívica y me alegra que así lo haya entendido el Gobierno.



Sin embargo, hay otros temas que también han quedado fuera y que son muy relevantes, como las facilidades que hay que darle a la gente para que vaya a votar. Por eso, planteamos que era indispensable la gratuidad en la movilización el día de las elecciones. No se trata de acarrear personas, ni de que cada candidato agarre una micro y traslade a los votantes, sino de que el sistema de transporte funcione en forma gratuita durante la jornada, ya que, de lo contrario, los electores de escasos recursos deberán gastar 600 pesos de ida y 600 de vuelta para ir a votar, lo cual constituye una limitación. 



Nos parece relevante que ello quede establecido como un incentivo, pues no significa regalar nada, sino facilitar la participación de quienes van a emitir su sufragio, cuestión que es muy trascendente.



Desgraciadamente, señor Presidente, estos temas no se resolvieron bien, aunque espero que sean considerados en leyes posteriores. Porque, si vamos a hacer un cambio estructural y de fondo, deben existir condiciones para que todos los chilenos voten. Si no, la votación disminuirá.



Hay dos cosas que me preocupan aún más, que también planteamos como indicaciones y que tampoco fueron aceptadas. Ellas tienen que ver con el aumento del gasto electoral.



Yo le quiero decir, señor Presidente, que con el actual sistema, para las elecciones presidenciales había un límite de gasto electoral de 5 mil 339 millones de pesos, monto que con la nueva inscripción subirá a 8 mil 110 millones de pesos. O sea, hay un aumento de 2 mil 771 millones de pesos para gastar en elecciones. Y esto hay que ampliarlo al resto de los procesos eleccionarios.



En el caso de la municipalidad de Antofagasta, actualmente el gasto límite asciende a 88 millones, cifra que con la nueva ley aumentará a 172 millones. 



En consecuencia, esto en verdad debió haber sido resuelto con anterioridad, tal como se lo planteamos al Gobierno. 



Ahora, a los independientes -aquí está presente el Senador Bianchi- les subieron a un 40 por ciento las firmas que requieren para poder participar en el sistema electoral.



Si bien nos parece muy importante generar este espacio, también lo es evitar que existan restricciones a quienes no forman parte de los grandes bloques políticos y que tienen capacidad o intención de participar en la política de una manera distinta.



A pesar de estar de acuerdo con dar incentivos, no tengo ninguna intención de que la tramitación del proyecto demore más. Por eso -se lo he dicho al Ministro-, existiendo voluntad de parte del Gobierno para cumplir lo que se ha manifestado tanto en la Sala como en la Comisión, consideramos valioso aprobar la iniciativa a fin de que se concrete el compromiso de ingresar el proyecto de ley que tiene que ver con educación cívica y para que se establezcan criterios claros respecto de ciertos incentivos que son relevantes.



En mi concepto, señor Ministro, el tema de la movilización es significativo. Para una familia que gana 150 mil o 200 mil pesos, el costo de acudir a votar es tremendamente alto, de manera que el Gobierno y todo el Estado pueden y deben buscar fórmulas para dar las mayores facilidades.



Con las prevenciones que he formulado, y porque no quiero que el proyecto se demore, así como tampoco que se ocupe el subterfugio de decir que estamos en contra de la inscripción automática y el voto voluntario, me pronunciaré a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lo primero que quiero manifestar es que lamento mucho el rechazo de la Cámara de Diputados a la posibilidad de otorgar incentivos para que los ciudadanos puedan expresar su voto en forma voluntaria.



Digo esto porque el debate que tuvimos respecto de la inscripción automática prácticamente no generó mayor controversia. Todos estuvimos de acuerdo en posibilitarla con el objeto de incorporar al padrón electoral a todos aquellos chilenos y chilenas que voluntariamente habían decidido no inscribirse.



La discusión, entonces, se centra en torno a si el voto, una vez que se concreta la inscripción, debe ser voluntario u obligatorio.



Yo era partidario de la inscripción automática y el voto obligatorio. Sin embargo, se aprobó el voto voluntario, producto de la campaña y de compromisos asumidos. No es del caso repetir ahora ese debate.



Lo fundamental entonces es que, habiendo inscripción automática, posibilitemos que los chilenos vayan a votar. Eso significa otorgar las máximas facilidades para que, quienes voluntariamente quieran ir a sufragar el día de la elección, lo puedan hacer.



Y este proyecto de ley no garantiza ninguna de esas cosas, pues no establece -como se ha dicho acá- que se dispondrá de transporte para permitir el desplazamiento de aquellos chilenos y chilenas de los sectores rurales o más aislados, por ejemplo. Dado el costo que implica para cada persona, si no se provee de locomoción, en algunas zonas lisa y llanamente  será imposible que esos electores lleguen a los locales de votación.



Por consiguiente, no estamos procurando las facilidades suficientes.



Esa es la razón por la cual los incentivos empiezan a adquirir sentido. Y el que se plantea en el artículo octavo, relativo a media jornada de descanso para los trabajadores dependientes, me parece elemental. Porque digamos las cosas como son: si el voto es obligatorio, los empleadores de toda faena, trabajo o servicio cuyos funcionarios se encuentran en operaciones el día de la elección, están obligados a darles facilidades a estos para ir a sufragar; en cambio, si es voluntario, no tienen por qué hacerlo.



Entonces, mi pregunta es: ¿qué va a pasar con la gente que trabaja en turnos mineros, en el sector de hotelería o en el área de servicios o de transportes? Aunque alguien quiera ir a votar, bastará que el patrón le diga, por distintas razones, que no irá y se acabó la factibilidad de que ese ciudadano pueda expresar voluntariamente su voto.



Ese es un problema gravísimo para nuestro sistema democrático.



Por lo tanto, se trata de que a todos aquellos que van a estar inscritos se les otorguen facilidades para ir a sufragar. Es ahí donde realmente se puede garantizar el principio de la voluntariedad. Eso es lo que posibilita su aplicación.



Porque aquí algunos han rasgado vestiduras con que se está violentando ese principio y con que no se puede obligar a las personas.



En esta misma Sala establecemos regulaciones y obligaciones a las personas y les prohibimos cualquier cosa. Sin embargo, no les damos facilidades para que puedan manifestar su voto en consciencia y de manera secreta.



Discrepo de aquellos colegas que se alegran por el proyecto de ley de primarias. Quiero decir con todas sus letras que es el mal menor. 



Lo que me gustaría escuchar del Ministro es que el Gobierno se va a comprometer a modificar el binominal. Este es una camisa de fuerza, que tiene atragantada, atravesada, a la gente en un sistema que no posibilita la diversidad de candidatos, ni que los partidos lleven varios postulantes, ni que los independientes presenten las listas que quieran, ni que haya representatividad al momento de elegir.



¿Qué son las primarias? Estas vienen en solucionar el conflicto que se produce por los pocos espacios que hay en las listas para llevar candidatos. 



Eso son.



Pero ese no puede ser el fin. El objetivo de un sistema electoral es posibilitar la participación ciudadana, la representatividad real de los distintos puntos de vista en una sociedad.



Como el Ministro “está pololeando” y no escucha mi exposición acerca de este tema -el Gobierno no ha oído-, voy a volver a insistir en que lo importante, señor Ministro, es el envío de un proyecto de ley que modifique el sistema electoral binominal. Sobre el particular, hemos visto voladores de luces, pero no hemos escuchado ningún compromiso en la Sala. Se han referido a esta materia el Presidente de la República y algunos Secretarios de Estado. Sin embargo, el Ministro Larroulet, el responsable legislativo, no ha dicho nada respecto de la única reforma electoral importante y fundamental para la democracia en nuestro país.



Así es que, yo por lo menos, voy a seguir la línea de abstenerme de votar en esta iniciativa. Tampoco he oído que el Ministro se comprometa a asumir como propio un proyecto que incluya el derecho a media jornada de descanso para aquellos trabajadores que votan.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, he escuchado muy atentamente todas las intervenciones. La última, del Senador Pizarro, sin duda, me ha hecho mucho, mucho sentido. Y reclamo acá lo mismo que él, y que seguramente compartimos la gran mayoría: cuándo vamos a abordar de verdad una reforma al sistema binominal.



Quiero intentar reflexionar, por si alguien está viendo a esta hora este debate, sobre el esfuerzo que despliega un elector para ir a votar y cuál podría ser el incentivo.



Más allá del legítimo estímulo de otorgar media jornada libre a una persona si va a votar un día domingo, siento que, de una buena vez, el principal incentivo debería ser que la clase política recupere su credibilidad, renueve lo desgastado que se halla.



Eso son verdaderos estímulos.



El  real incentivo es recoger el clamor de un país, de una ciudadanía que reclama por innúmeros temas. Porque, desgraciadamente, no hemos sido capaces ni de adelantarnos ni de atender sus demandas, lo cual nos han llevado en el último tiempo a desafortunados desencuentros.



Me parece que ese es el verdadero incentivo que cualquier elector, que cualquier chileno, va a preferir por sobre el estímulo que hemos debatido durante toda esta tarde.



En cuanto a que habrá 4 millones y medio de futuros electores, debo señalar, con sinceridad, que lo peor que uno puede hacer es mentirse a sí mismo, creerse su propia invención de que se va a incrementar el padrón electoral o de que va a aumentar el número de personas que irán a votar si sigue existiendo la misma clase política.



Por eso tiene tanto sentido, señor Presidente, una reforma al sistema binominal, que efectivamente oxigenaría. 



Deseo aclarar que yo soy el que menos pretende entrabar este proyecto de ley. No obstante, como contiene normas que revisten rango orgánico constitucional, va a pasar sí o sí por el Tribunal Constitucional. 



Voy a hacer reserva al respecto, porque en toda esta discusión no encontré jamás voluntad ni en el Gobierno ni, desafortunadamente, en muchos colegas para lograr lo que establece el artículo 18 de la Constitución: la igualdad entre independientes y personas que tienen militancia política.



Por eso, creo que hoy más que nunca estoy obligado a realizar esta presentación, pues no puedo dejar pasar una posibilidad como esta para hacer verdadera justicia; para intentar que existan iguales condiciones, que se abra esta posición tan cerrada, tan estrecha, donde unos pocos pueden participar y la gran mayoría carece de la opción de hacerlo.



De paso, agradezco una vez más la contribución que en esta materia ha hecho el Senador Gómez y también lo que acaba de señalar el Honorable señor Pizarro, quien me antecedió en el uso de la palabra. 



Sin el ánimo de no querer avanzar, todo lo contrario, me reservaré el derecho de formular esta presentación al Tribunal Constitucional. Como de todos modos el proyecto tiene que pasar por el control de ese organismo, no se producirá un retraso en su tramitación debido a ella.



Reitero que un verdadero incentivo que apreciaría todo el país sería que la clase política se abocase a trabajar en los asuntos que nos reclama la ciudadanía y no a llevar a cabo discusiones estériles que no nos han permitido recuperar algo esencial en política: la credibilidad.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide; después, el Senador señor Orpis.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estimados colegas, voy a votar que sí, al igual que anteriormente, sobre la inscripción automática, que es una obligación, para que pongamos las cosas en perfecto castellano.



La inscripción automática es exactamente lo mismo que la inscripción obligatoria.



Segundo: pareciera que ahora todos estamos hablando de que el voto debería ser obligatorio, no obstante, hubo que votar que sea voluntario.



Eso es verdad. Así son los hechos políticos. No me arrepiento de haberme pronunciado en tal sentido, porque también tengo que cumplir las obligaciones que mi Partido y mi Comité me indican.



Tercero: no voy a votar a favor, de manera alguna y bajo ninguna circunstancia, los llamados “incentivos” para que la gente vaya a sufragar.



La democracia es algo que debemos hacer carne en el pueblo, a fin de que este comprenda su obligación en tanto ciudadanos con el resto de los compañeros de vida, de situación y de hábitat de un país. 



Lo que estamos haciendo aquí, con distintos nombres y capotes, no es más que una compra de conciencia. Excúsenme que lo diga con tanta claridad. Yo sé que esa idea violenta a algunos de mis colegas, especialmente de mi Partido. Lo lamento mucho. Pero es hora de decir lo que uno siente y piensa dentro de la prudencia misma.



Sin embargo, también es cierto que no hay razón alguna para creer que una persona va a ir a votar porque se le ofrece medio día libre, y que no lo hará si no se lo dan.



Ahora, si el problema radica en el gasto que ello significa. En verdad, estamos hablando, según lo que he escuchado, de mil a mil 200 pesos, lo mismo que vale una cajetilla de cigarros, que pareciera ser tan importante para la gente.



Lo que ocurre es que todos en esta Sala hemos sido responsables de no abrir realmente el espacio a la conciencia democrática del pueblo de Chile. Hemos hecho -nuestros Gobiernos y el actual, con la participación de quien habla- una cosa triste: tratar de convencer a las personas con incentivos de otra naturaleza. Porque, aun cuando son más subalternos, la apariencia de lo que hoy se propone es mucho más legítima; pero, en la práctica, resulta exactamente lo mismo.



Un Senador consultó qué pasará con las empresas que no den facilidades para concurrir a votar. Yo respondo: démosle entonces carácter obligatorio al derecho a sufragar.



Asimismo, se ha hablado de la incidencia que ello tiene en la gente que posee menos dinero. Yo lo entiendo. Sé desde hace muchos años    -¡muchos años, señores Senadores!-, porque lo he verificado, que la gente con más riqueza, por distintas razones, va más a votar. Por lo mismo, he visto perderse muchos gobiernos y candidatos progresistas en el tiempo que llevo en política.



Si lo anterior es efectivo, hagamos lo que corresponde: mejoremos los salarios y no otorguemos un reajuste mísero como el que se aprobó aquí.



Si se trata, en definitiva, de generar posibilidades para que las personas se entusiasmen en participar de las elecciones, entonces llevemos a cabo lo único que debemos hacer como políticos: abordar los temas que importan a la gente, en especial a los jóvenes. 



A los estudiantes que salieron a la calle a protestar no les preocupa un día más o un día menos de licencia. ¡Perdónenme que se los diga! Si se trata de comprometerlos, levantemos su espíritu interesándonos en las cosas que a ellos les importan: la reforma educacional; lo que pasará con el cobre chileno; las utopías que son relevantes para la gente. 



No nos quedemos siempre mirando los asuntos pequeños, pues, a la larga, no nos satisfacen y con ello no conseguimos ni un voto más ni uno menos.



Señor Presidente, termino diciendo, con franqueza -quiero ser muy claro, aunque ello cause molestias; normalmente no quiero incomodar a nadie, independiente de la persona-, que lo que estamos haciendo con las normas en comento es buscar la adhesión a la democracia simplemente mediante el ofrecimiento de un pedazo de descanso o de algo que se llama “incentivo”.



Ya en la tarde de hoy en la Cámara de Diputados se presentaron otros proyectos de incentivo. Y mañana habrá nuevas cosas en el mismo sentido. Al final, vamos a tener un cohecho legalizado.



Por eso, señor Presidente, votaré en contra de la normativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para que el Senador señor Gómez asuma como Presidente accidental.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Honorable señor Gómez, en calidad de Presidente accidental.

El señor BIANCHI.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- ¿Hay disposición para iniciar la votación?

El señor NAVARRO.- No.

El señor LAGOS.- No, porque los Senadores se van a ir.

El señor BIANCHI.- Votemos.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Es que no todos están de acuerdo.

El señor WALKER (don Ignacio).- Sigamos con el debate.

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Señoras y señores Senadores, aclaro que la solicitud para abrir la votación implica mantener los tiempos de los discursos.

El señor NAVARRO.- Es que los colegas se van a retirar.

El señor LAGOS.- Efectivamente. Si votan, luego se irán; no se quedarán al debate.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Entonces no hay acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, creo que el debate desarrollado en esta tarde es tremendamente válido.



Formo parte de los seis Senadores que votaron en contra del voto voluntario, aunque aprobé lo relativo a la inscripción automática.



Si se analiza lo que plantea el proyecto, se aprecia que estamos discutiendo no un incentivo, sino tres.



¿A qué apuntan estos? A limitar el voto voluntario; a obligar a ir a votar.



El artículo octavo da facilidades para el traslado al establecer el derecho a medio día libre. 



¿Qué dice el artículo noveno? Que, en las listas para funciones públicas, se da preferencia, en condiciones de igualdad, a quienes hayan ido a votar. En el fondo, se está obligando a sufragar por la vía de este incentivo.



El artículo décimo también propone un estímulo preferente para los que votan a diferencia de quienes no lo hagan. Por lo tanto, de alguna manera el derecho a voto se está convirtiendo en obligatorio. En este caso, se discrimina entre quienes sufragan y los que no.



¿Por qué sucede esto? Porque existe temor respecto de lo que ocurrirá en la próxima elección con el voto voluntario.



No tengo la menor duda de que esta fronda de proyectos de ley que se está presentando en la Cámara de Diputados va a aumentar mucho más cuando se conozca el resultado de la próxima elección. Entonces veremos cómo baja el universo electoral que efectivamente participa.



Señor Presidente, por lo que he escuchado en el debate público y parlamentario, observo que muchos Senadores, Diputados, académicos y representantes de distintos ámbitos están llamando a reflexionar más a fondo sobre esta materia. 



En consecuencia, manteniendo aquello en lo existe unanimidad: la inscripción automática, lo que deberíamos efectivamente reponer, más que los incentivos, es el debate acerca del voto obligatorio.



Ese es el tema de fondo.



Sin duda, tal discusión se va a producir mucho más profundamente después de la primera elección con el nuevo sistema.



En esta tarde, señor Presidente, estamos por facilitar que se materialice la inscripción automática. Sin embargo, advierto la tendencia, reflejada en el contenido de los artículos noveno y décimo y de las iniciativas parlamentarias presentadas recién en la Cámara de Diputados, a ir restringiendo, de manera indirecta, por la vía de los incentivos, la voluntariedad del voto. 



¡Por qué mejor no afrontamos derechamente el debate sobre el voto obligatorio! Lo digo con mucha convicción, señor Presidente. 



En mi opinión, en una sociedad las personas deben tener no solo derechos, sino también obligaciones y cargas. Lo mínimo para quienes asumen las mayores funciones públicas (Presidente de la República en el país, alcalde en una comuna) es obtener legitimidad en el cargo. Por eso resulta fundamental que las personas deban ir a votar.





La sociedad se llena de derechos en todos los ámbitos, pero carece de obligaciones. Creo que lo más relevante para un ciudadano es el deber de elegir a las propias autoridades.



Señor Presidente -y con esto concluyo-, todos los incentivos planteados solo reflejan una duda respecto de los efectos que provocará el voto voluntario. Por ello, tal como lo señalé, definitivamente estoy decidido a establecer la inscripción automática y a reponer el voto obligatorio.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no puedo estar más en desacuerdo con lo que planteó el Senador de la UDI señor Jaime Orpis con relación al intento de reponer el voto obligatorio. Y eso muestra que este es un debate bastante transversal y que, finalmente, aquí no existe una pelea entre progresistas y conservadores.



Acá debemos actuar con total convicción. Yo, si voy a dar mi aprobación, no será para facilitar el trámite, sino porque estoy absolutamente convencido de que esto, entre otras cosas, es lo que nuestro sistema democrático necesita.



Ahora, comparto lo que señaló el colega Pizarro. Se trata de un paso importante, pero lo sustancial es el cambio del sistema electoral, el cambio del sistema binominal. Mientras mantengamos este, por más que hayamos aprobado el voto voluntario, subsistirá un sinnúmero de inequidades.



Con la misma claridad, quiero manifestar que en abril de 2009, cuando acompañé a la Presidenta Bachelet a aprobar la reforma constitucional que establecía el voto voluntario (ello hacía necesario modificar la Ley Orgánica Constitucional respectiva -esto se ha prolongado más de la cuenta- para hacer viable lo que ahora se contiene en el proyecto en debate), lo hice con plena conciencia y convicción.



Por tanto, hoy día procede, al menos desde mi punto de vista, que otorguemos nuestra aprobación, fundamentalmente porque hay detrás de esta iniciativa una larga lucha.



Y por eso mi discrepancia con el Senador Orpis, pues soy de los que creen que el votar no es un deber.



¿Por qué tiene que serlo?



Deber es el pago de impuestos, insertar a los niños en el sistema escolar. Creo asimismo que, como sociedad, tenemos deberes en torno a la gratuidad de la educación pública, en fin.



Los deberes podrían ser muchos.



¿Pero quién dice que el votar es un deber?



El sufragio es la expresión política de la voluntad individual de las personas.



Dicho sea de paso, costó numerosas luchas conquistar ese derecho, por allá por 1789, en plena Revolución Francesa, y en 1848, cuando finalmente se consagra, pero no como imposición, no como imperativo, sino como prerrogativa, como facultad: lo ejerzo o no lo ejerzo.



Por eso comparto el planteamiento de la birmana premio nobel de la paz San Suu Kyi: “El pueblo tiene derecho a votar. Pero también lo tiene a no votar”.



Señor Presidente, cuando se plantean incentivos para que la gente concurra a votar, no puedo menos que lamentar que la Derecha, en la discusión anterior que tuvimos en esta Sala, haya rechazado la educación cívica, para mi gusto el más importante de todos.



El incentivo que está quedando  y que algunos quieren salvar es el menos relevante. 



En mi concepto, insistir en medio día de descanso laboral compensatorio implica desvirtuar completamente el derecho a voto, con todo lo que conlleva.



Ahora bien, como a algunos les gusta mirar la realidad de Colombia solo en ciertas cosas, quiero subrayar que, 10 años después de que se implementó en dicho país la reforma que contenía el incentivo de medio día laboral, una fundación electoral de Nicaragua hizo un estudio donde se expresaba que no se habían dado los frutos esperados, por cuanto los índices de ausentismo y abstención en las urnas que se pretendía contrarrestar con aquella medida presentaban los mismos guarismos que una década antes.



O sea, el argumento es falso: en Colombia tampoco sirvió el referido incentivo.



Yo quisiera decir que de los 33 países de la OCDE, nuestros nuevos socios, solo 4, incluido Chile, tienen hoy día un sistema de voto obligatorio en la práctica. O sea, en la ley es voluntario, pero no hemos podido implementarlo hasta ahora.



Por lo tanto, si Diputados o Senadores plantean incentivos de esta índole o de otra, por esa vía están estableciendo discriminaciones con respecto al voto.



Además, se parte de un supuesto equivocado: el de que la inmensa mayoría de los votantes serían trabajadores.



A ratos olvidamos, señor Presidente, que estamos hablando de 4 millones 800 mil nuevos votantes, esencialmente jóvenes.



Entonces, siento que la clase política, con una decisión como esta, sigue chuteando el debate para más adelante.



Hoy día la responsabilidad es de los partidos. Por eso, a la lista de proyectos que plantea el Senador Pizarro yo agregaría uno modificatorio de la ley de partidos políticos, más moderna, con capacitación. Pero hagámonos cargo de que debemos hablarles fundamentalmente a los jóvenes incluidos en los 4 millones 800 mil nuevos votantes. Lo que ocurre es que estamos más acostumbrados a dirigirnos siempre al mismo auditorio.



Siento, pues, que se trata de incentivos que claramente desvirtúan nuestro sistema democrático. Porque en la práctica no vamos a tener voto obligatorio ni voto voluntario, sino un voto obligado, que para quienes lo impulsen será un “error no forzado”.



Asumamos la incertidumbre que todo esto significa; asumamos los compromisos, y con convicción, tal como lo hicimos en 2009, empujemos este proyecto, pero no solo por lo que va a ocurrir en el Tribunal Constitucional, sino además porque tenemos la certeza de que Chile necesita un sistema que prevea el voto voluntario en los términos aquí expuestos.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en estos escasos 5 minutos, quiero decir primero que finalmente estamos aprobando una reforma política que va a tener consecuencias.



Esto no es el cambio de fecha de una elección; si trasladamos la segunda vuelta de enero a diciembre, lo que, en todo caso, es bueno. Se trata de una reforma real.



Faltan muchas otras, muy importantes; y las voy a mencionar.



Lo de ahora es un impacto que significará elevar el universo electoral a 8 millones 100 mil votantes, pues, de aprobarse este proyecto, se sumarán sobre 4 millones 700 mil.



Ciertamente, el voto será voluntario. Pero hoy también lo es: me inscribo y no sufrago. Esa es la verdad.



La ley en proyecto le introducirá a la política chilena un grado de incertidumbre que aplaudo y al que le doy la bienvenida. Y lo digo porque tengo convicción al respecto.



Conozco Chile. Hice campaña. Daba lo mismo que la gente que se frustró dos veces al día porque los buses del Transantiago no pasaban estuviera inscrita o no, pues igual generaba opinión. Quienes reciben por el AUGE remedios para la diabetes; aquellos que son sometidos a trasplantes; los que reciben una buena diálisis, se encuentren inscritos o no, también tienen opinión sobre la marcha del país. Y lo mismo ocurre con los jóvenes que estudian, con la señora que está en su casa trabajando, aunque sin recibir remuneración.



Entonces, lo que estábamos haciendo crecientemente era que cada vez menos chilenos fueran a las urnas a decir qué querían que ocurriera en Chile.



Por eso la inscripción automática es importante. Y, por lo mismo, yo la aplaudo.



Me gustarían otras reformas.



Me van a decir: “Otra vez con la cantinela”. 



Sí: la reforma del binominal es básica, porque se trata de un sistema excluyente, que no permite, por ejemplo, que una gran mayoría de personas se sienta representada en este Senado.



Siempre pongo como ejemplo al colega Chahuán y al Senador que habla en esta oportunidad: ¿los estudiantes de la Universidad de Playa Ancha se sienten representados por nosotros? Me asaltan dudas a ratos. Tal vez con un sistema proporcional ellos podrían tener el Senador que les gustara.



Estoy estirando el argumento, y espero hacerlo carne.



Sin embargo, señor Presidente, quiero decir que esta discusión parte de supuestos (y lo anoté): hablaron de “incentivos, motivaciones o compensaciones para hacer frente al voto voluntario”.



Ante todo, aquí hubo una decisión del Congreso Nacional.



Yo lamento sinceramente que algunos hayan votado como lo hicieron y que hayamos debido tener acá comisarios para ver cómo se sufragaba.



Se me dice: “Hay que tener un incentivo, una motivación, un financiamiento, porque es un sacrificio. De lo contrario, la gente no irá a sufragar y los que más van a votar serán los ricos”.



Mis amigos, me dan ganas de decirles: “¿Y ustedes pensaron eso cuando estaban dispuestos, para tener un gobierno de 4 años, a hipotecar el futuro?”.


¡No, pues!



Entonces, siento que el voto voluntario sí es importante en Chile.



Eso es opinable. Nadie es bueno ni malo. Y las sociedades se dan la solución que quieren. Pero me parece contradictorio que, si digo que el voto es voluntario, al mismo tiempo sostenga que ir a sufragar envuelve un sacrificio.



¡No, pues!



Ahora va a depender de nosotros o de quienes nos remplacen entusiasmar a los 8 millones 100 mil inscritos para que vayan a pronunciarse.



Otra cosa es que alguien me diga “Quiero facilidades para votar”.



Me las compro altiro.



Ley especial para que durante los días de elecciones haya en las calles más microbuses que de costumbre y dispongamos de mayores recursos para tener más lugares de votación.



Y ya tomamos medidas sobre el particular.



¿Qué resolvimos con respecto a los vocales? ¿No les asignamos 7 mil 500 pesos?



¿Alguien afirma que eso es cohecho? No. Se trata de dar facilidades para que quienes estarán cumpliendo un deber legal puedan, por ejemplo, comprar un almuerzo.



Entonces -con esto termino, señor Presidente; y le pido desde ya un minuto adicional-, deseo enfatizar que no comparto la afirmación de que votar es un sacrificio. Y nosotros y quienes nos sucedan deberemos hacer el sacrificio de sintonizar con los nuevos electores.



Por eso creo profundamente en el voto voluntario, señor Presidente.



Yo no soy tonto (o no creo serlo, ¡a pesar de parecerlo...!). Entonces, sé que en los sectores altos se inscribe más gente para sufragar. Pero eso es como tratar de tapar el sol con un dedo. Porque ya se dio el paso del voto voluntario, lo que, por lo demás, corresponde a aquello que la gran mayoría de la gente responde en las encuestas. Y ahora se procura introducir un nuevo elemento, a un costo que muchos no estamos dispuestos a aceptar: el derivado de otorgar un incentivo que puede provocar que la iniciativa se caiga.



Señor Presidente, la democracia no es gratis: cuesta. Y yo preferiría que invirtiéramos recursos en una ley de partidos políticos que les diera a estos financiamiento real y que, sobre todo, previera mecanismos de control del gasto electoral.



No se saca nada con tener financiamiento si después cada uno hace una rendición de cuentas que nadie chequea.



Por ejemplo, no es creíble que en la Quinta Región Costa, donde competí, quien gastó más plata, de acuerdo a las declaraciones presentadas, fue Ricardo Lagos Weber, con 380 millones, mientras Joaquín Lavín, que tapizó de propaganda la zona completa, declaró 360 millones, y Francisco Chahuán, quien publicitó tanto como ese ex candidato presidencial, 190 millones.



¡Eso es reírse de la legislación!



Entonces, no saco nada con ponerle lucas al sistema si no controlo la veracidad de lo que se declara.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, me gustaría que estuviéramos discutiendo una reforma al sistema político en serio. Siento que este debate, necesario, es una pequeña parte de todo lo que requerimos.



En esta Sala escuché hoy afirmaciones fuertes; muchas de ellas, dolorosas. He oído a un camarada una expresión que me duele. Todo ello me parece lamentable.



Cuando en la discusión legislativa se establece que votamos en el Senado incentivos como el descanso de medio día; la preferencia, ante igualdad de condiciones, en empleos públicos y en la adjudicación de becas educacionales, en fin, simplemente se está dando cuenta de la manera como motivamos la participación política de hombres y mujeres.



Este año hemos visto cómo en el debate nacional se instaló la indignación, la que se arrastraba por años. Y ella dice relación con discusiones que quienes estamos mandatados por la ciudadanía, por el pueblo, no hacemos en el Parlamento.



Esas discusiones tienen que ver con el trabajo justo y decente; con la calidad de vida en materia de educación, de salud, de vivienda; con la equidad en el país.



Nos conformamos con los macroindicadores, que muestran a un Chile de 15 mil dólares de ingreso per cápita, cuando los mismos datos dicen que 75 por ciento de nuestros trabajadores ganan menos de 300 mil pesos mensuales.



Señor Presidente, quienes apoyábamos los incentivos en comento lo hacíamos pensando en cómo estimular la participación ciudadana en las elecciones.



Y quiero ser clara al respecto.



No lo hacíamos para evitar la inscripción automática, porque ya se encuentra aprobada con los votos de todos los integrantes del Senado.



Tampoco, para demorar el trámite legislativo del proyecto de ley que nos ocupa, que -y aquí todos lo sabemos- debe ir de todas maneras al Tribunal Constitucional.



Por lo tanto, la norma pertinente, rechazada por muchos Senadores y Senadoras, no significaba un retardo adicional.



Pero más pena me da el hecho de que en la Cámara Alta se hayan opuesto a la educación cívica. Porque, finalmente, al proponerla estamos hablando de la falta de formación ciudadana existente en Chile.



Y recojo las últimas expresiones de quien me antecedió en el uso de la palabra, el colega Lagos, para señalar que necesitamos discutir en serio las reformas políticas, y dentro de ellas, por cierto, el financiamiento de los partidos.



Porque, probablemente, no tendremos financiamiento para nuestras próximas campañas por no estar dispuestos a mantener el statu quo de las pesqueras, del retail, de las farmacias, de un sinnúmero de empresarios que no lo hacen bien.



Estimo que esa discusión es urgente.



No es admisible que los partidos políticos no tengan financiamiento; que quien no disponga de dinero o no sea sujeto de crédito no pueda ser candidato.



Ese es un debate de fondo que no hacemos.



También es inaceptable que aún no discutamos en torno a la elección de consejeros regionales y a la reforma al sistema binominal -se trata de algo que nos preguntan todos; y fue una de las grandes virtudes del movimiento estudiantil haber puesto en el tapete esas cuestiones-, y que hoy día nos demoremos en una discusión que (¡perdónenme!) no tiene incompatibilidad alguna con el ejercicio del derecho a voto voluntario ni con la inscripción automática.



Lamento de verdad que no hayamos hecho el debate de fondo en esta iniciativa y que nos enfrascáramos en una discusión absurda respecto de incentivos que solo pretenden lograr más participación en un país donde cada día hay menos alicientes para respaldar la política y la actividad pública de quienes nos hallamos aquí.



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que este proyecto de ley ha concitado el interés de la inmensa mayoría del Parlamento. La Cámara de Diputados lo aprobó; el Senado ya lo había acogido en el primer trámite constitucional.



Todos queremos dar facilidades para que cuatro millones y medio a cinco millones de nuevos electores sean inscritos automáticamente, pues ello les permitirá participar en los próximos comicios de alcaldes y concejales.



Muchos hemos manifestado nuestro pleno acuerdo con la inscripción automática. Sin embargo, varios nos pronunciamos contra el voto voluntario cuando modificamos la Carta y también al aprobar este proyecto de ley en su primer trámite constitucional.



Eso ya pasó. Nosotros mantenemos nuestro punto de vista. Empero, no deseamos obstaculizar el despacho de la iniciativa en examen, que es pedido por la ciudadanía.



No me cabe duda de que, en el ánimo de depurar y sacar rápidamente este proyecto, se han ido quedando atrás cosas importantes; por ejemplo, el voto de los chilenos en el extranjero. El Ministro se comprometió a que se ponga urgencia a la iniciativa respectiva. También, a la referida a la educación cívica; muchos de nosotros la recibimos en nuestros primeros años de enseñanza, y ¡por Dios que nos abrió el abanico de cuanto significa ser chileno y participar en las diversas instituciones de la patria!



Esas dos cosas son fundamentales, señor Presidente.



El Ministro señaló, y con razón: “Nos apura que el proyecto sobre inscripción automática se despache ahora a fin de que los nuevos votantes puedan sufragar en las próximas elecciones de concejales y alcaldes. Al relativo al voto de los chilenos en el extranjero se le va a asignar urgencia, pero ellos votarán solo para elegir Presidente de la República, para lo cual quedan todavía más de dos años”.



Es razonable. Y confiamos en lo que ese personero nos dijo.



Señor Presidente, nuestros procesos electorales se caracterizan por su transparencia. Y todos nos sentimos orgullosos de ello. Pero hay algo que debemos modificar, porque se registró un fraude burdo. Y espero que podamos hacerlo en las próximas iniciativas.



Me refiero al caso ocurrido en Talcahuano -todos lo recordamos-, en que se pretendió robar la votación del alcalde Leocán Portus. Y nadie pensaba que se podía repetir el acto, pero así se hizo, y el resultado fue matemáticamente el mismo. ¿Pero qué pasó en el Tribunal Electoral Regional? Cambiaron todos los sufragios y apareció otro señor ganando la elección de jefe comunal.



Por tal razón, ese fue el peor fraude registrado en nuestro país. Y espero que nunca más vuelva a ocurrir, porque fue una mancha grande en nuestro sistema electoral.



Aquí se señala que no es posible dar facilidades ni prestar apoyo para que los campesinos voten; que el Gobierno pondrá buses. ¡Pero si eso lo conocemos! ¿Cuántos comicios hemos visto en que este último ha quedado de mandar micros a los sectores rurales? ¡Y ha enviado uno solo a una comuna donde viven miles de campesinos!



Entonces, ahora se están tomando medidas para que nadie pueda ayudar a que los campesinos lleguen a votar libremente. El Gobierno no les coloca vehículos y tampoco permite que lo hagan otros. Es decir, se aplica la política del perro del hortelano: no lo realizan ellos ni quieren que otros puedan llevarlo a cabo.



Deseo consignar también, antes de terminar, que hemos escuchado a varios colegas. Mi amigo Mariano Ruiz-Esquide hacía presente que algunos se violentaban. Quisiera decirle que ese no es mi caso. Es más, me ha resultado muy grato ver cómo Su Señoría y los Senadores señora Allende y señores Rossi, Quintana y Lagos votan libremente.



¡No hay peor cosa para un parlamentario que se le obligue a pronunciarse en contra de su conciencia y voluntad! Nosotros llegamos aquí por el apoyo de la ciudadanía, para interpretarla, y, muchas veces, uno u otro grupo trata de mandar al resto de los Senadores. Quiero expresarles a esos Honorables colegas que me agrada que hagan uso de su libertad de conciencia y que me alegro mucho de que hayan votado como piensan en cada uno de los proyectos, especialmente en el que nos ocupa.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- He pedido en dos oportunidades que se permita abrir la votación, y ahora voy a explicar por qué.



El Orden del Día termina a las 19:30. Como se encuentran inscritos 10 señores Senadores para usar de la palabra, el tiempo no sería suficiente. Si no se abre la votación, el proyecto quedará para mañana. Entonces, solicito unanimidad para acoger el planteamiento de la Mesa.

El señor CANTERO.- Que se abra.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pero que sea posible intervenir.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- ¿Hay acuerdo, entonces?



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quisiera partir con una frase que usted empleó al exponer su punto de vista: que este es un cambio revolucionario. Efectivamente, es muy profundo, de tremendas y desconocidas consecuencias.



Cuando digo “desconocidas consecuencias”, no me refiero a que sospeche que la participación bajará, argumento que utilizan muchos para plantear la necesidad de reponer el voto obligatorio, sino a que la incertidumbre...



Voy a esperar que mi Honorable colega Ignacio Walker termine su conversación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Por favor, continúe, Su Señoría.

El señor ROSSI.- Lo que expreso obedece a que no deja de llamarme la atención -he escuchado muchas intervenciones y son sumamente legítimas- que se sostenga que en algún minuto determinado se tomó una decisión pensando en las elecciones; en que era lo que se requería; en que no teníamos otro camino; en que constituía un compromiso de campaña; en que era preciso suscribir un compromiso con los jóvenes, y una cantidad de argumentos que no valen nada, en verdad.



La salvedad es un cambio de opinión. Porque alguien podría manifestar, en efecto: “Dados todos los antecedentes que he recabado y habiendo leído textos de connotados cientistas políticos, me doy cuenta de que la voluntariedad del voto daña la democracia, por lo cual quiero transformarlo de nuevo en obligatorio”. Eso es absolutamente legítimo. De hecho, los seres humanos pensantes, inteligentes, pueden cambiar de parecer cuando escuchan buenos argumentos.



Pero lo que no pueden señalarme -repito- es que era necesario decidir de esta manera porque se había contraído un compromiso; porque el Gobierno; porque las elecciones, etcétera.



Por eso, me quedo un poco con la posición del Senador señor Orpis, colega de circunscripción, porque por lo menos se pronunció siempre a favor del voto obligatorio.



Abrigo una convicción muy honda de que el voto voluntario es bueno. ¿Y por qué? Básicamente, porque el no sufragar -quiero plantearlo al revés- significa algo respecto de la mirada de un ciudadano en relación con su sistema político, “democrático”. En el no sufragio también media una crítica muy profunda.



La democracia tiene que...



Esto ya es un poco de “bullying”, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Solicito a la Sala prestar atención.

El señor ROSSI.- Sé que mantenemos diferencias respecto de los incentivos, pero...

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Pido escuchar las intervenciones, porque el mismo respeto que se solicita para la propia...

El señor ROSSI.- Mi Honorable colega Ignacio Walker es siempre muy bueno para escuchar y cuenta con grandes argumentos, en todo caso, respecto del voto obligatorio.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Les pido a los señores Senadores sentarse y no interrumpir...

El señor CANTERO.- Estamos muy atentos, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).-... la exposición del Honorable señor Rossi.



Puede proseguir, Su Señoría.

El señor ROSSI.- Muchas gracias, señor Presidente.



Así que mantengo, como decía, una convicción muy profunda de que el cambio le va a hacer bien a Chile y de que, finalmente, el desafío de la clase política, de todos los que trabajamos en la actividad pública, va a ser el de convocar a los jóvenes, el de seducir a la ciudadanía a interesarse en los procesos electorales.



Ahora, quiero también desmitificar algo que me parece superimportante. Porque al afirmarse que va a disminuir la participación; después, que ella zigzaguea; en seguida, que eso es normal, en fin, se genera la sensación de que con este sistema se podría experimentar una baja muy significativa.



Fíjense Sus Señorías en los países de la OCDE: de 33, solo 6 tienen voto forzado y 27, en cambio, voto voluntario, y, en este último caso, las tasas de participación no son bajas -lo conversamos con el Senador señor Quintana-, pues en Alemania es de 81 por ciento; en España, de 77 por ciento; en Francia, de 67 por ciento. Es falso, entonces, que la voluntariedad determine justamente la no participación de la gente.



Finalmente, creo que si estamos contemplando la voluntariedad, no podemos hacer obligatorio el sufragio. Me parece que cualquier tipo de incentivo vulnera el principio básico que la informa -porque podríamos llegar a plantear la entrega de una bicicleta que les ayudara a las personas a transportarse al lugar de votación-, que es la posibilidad de ejercer la libertad. Y si lo hubiera, es evidente que esta última se ve de alguna manera menoscabada.



Por eso, mantengo una cierta convicción respecto de esa materia.



En todo caso, cabe expresar, finalmente, que este es un muy buen día para la democracia y felicitar al Gobierno, al Ministro señor Larroulet. Es de esperar que avancemos también en otras cosas, como los plebiscitos; el cambio de sistema electoral, lo que es fundamental; las primarias abiertas.



Solo deseo consignar que el Partido Socialista organizó primarias el domingo antepasado, en un hecho inédito -es la primera colectividad política que lo hace-: voluntarias, abiertas, vinculantes. Y en 10 comunas registramos una participación tremendamente importante. En muchas de ellas se llegó a cerca del 10 por ciento del padrón electoral. Y puedo dar un dato más significativo: el 90 por ciento de la gente que votó no es militante del Partido Socialista. Creo que es un dato interesante para la reflexión.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Para los efectos de la votación, pronunciarse en contra es para mantener el Artículo Octavo y hacerlo a favor es para rechazarlo. Ello, para que quede claro.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quisiera hacer a esta hora un recuerdo, una reflexión y una afirmación.



El recuerdo tiene que ver con que este es un proyecto de larga data -no nació ayer ni con este Congreso, sino que se relaciona con varios anteriores- y con que lo que estamos presenciando es reflejo del funcionamiento de la democracia.



La primera vez que intervine en el Hemiciclo sobre el tema expuse mi posición. Estimo que el voto se halla mucho más vinculado a los deberes que a los derechos. Y lo considero de verdad. Mantengo una concepción democrática o republicana que va en esa línea.



Incluso señalé, adicionalmente, que me parecía que la forma más conveniente de mejorar en verdad la participación, con seriedad, era generar un sistema de inscripción voluntaria, en el cual uno pudiera desinscribirse, si lo estimaba del caso, y con voto obligatorio. A mi juicio, eso armonizaba adecuadamente el sistema republicano con el representativo y era una correcta afirmación de la validación de los derechos.



Pero en la democracia y en la vida a veces se puede convencer y a veces no. Y, en su momento, se dieron primero votaciones en el Congreso y después en la instancia interna del Partido, en las que uno sigue las mayorías, obviamente.



Mas no quiero que no se entienda, por lo menos, lo que es la posición personal, la cual, en la instancia histórica, puede tenderse a descontextualizar, en ocasiones.



En seguida, la reflexión es que no me ha gustado, en general, la forma como se ha tramitado el proyecto, ni en los Gobiernos pasados ni en el actual. Pienso que el uso de las urgencias por razones electorales -en particular, en la Administración anterior- no puede ser nada más lejano de lo que juzgo que deben ser los temas permanentes de Chile. Este es uno de ellos, mucho más importante que los impuestos, porque tiene que ver con las instituciones. Y creo que ello merecía una reflexión distinta, al igual que en el último período, donde no entiendo cómo un asunto de esta naturaleza es tratado con “discusión inmediata”. Por lo menos el Senador que habla era partidario de haberlo planteado en términos muy diferentes.



Y la afirmación, señor Presidente, es que, aprobado lo que se expone, sostener la validez del Artículo Octavo, en este caso, es completamente kafkiano, por contradecirse exactamente toda la discusión de fondo que se dio en la instancia respectiva, algo que es importante y que se vincula con el sentido del derecho y deber del voto. Me parece este último un debate lo más legítimo y transversal que hay, y tiene que ver con la forma como se asumen las responsabilidades o los derechos públicos. ¡Cómo no va a hallarse justificado que ello tenga lugar!



A partir de una opción que es plantear el voto en los términos que aquí se señalan, me parece que la inclusión de un sistema de incentivo, como la jornada de descanso para los que sí sufraguen y el restarla a quienes no lo hagan, es una violación evidente del sentido republicano y de los derechos de los ciudadanos. Y no puedo entenderlo habiéndose tomado la decisión a la que se llegó.



Entonces, despejadas las cuestiones anteriores, no de la mejor forma, no con los mejores sistemas, no con los mejores tiempos -pero la vida es así-, y abocados al punto específico de que se trata, formulo un llamado al sentido común, a la lógica, a una ilación respecto de lo que queremos generar. Porque si, al final, se opta por el sentido del derecho, por la voluntariedad, lo que no se puede hacer es coaccionar simultáneamente con la sujeción a un determinado beneficio, resultando completamente insólito el caso de los artículos Noveno y Décimo, como veíamos.



Pero también aquí existe una matriz de una contradicción vital. Y las que me inquietan son las contradicciones de esa índole. Porque eso, en definitiva, origina resultados muy negativos, obviamente.



Sobre la base del recuerdo que he querido hacer, de la reflexión respecto del procedimiento, deseo afirmar que, desde mi perspectiva, el Artículo Octavo es profundamente contradictorio con la discusión realizada y lo determinado en el sentido genérico de la votación. Y, por eso, voy a votar en contra de esa norma y a favor de la eliminación, en la esperanza de que la coherencia por lo menos llegue al final de la discusión del proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, para qué vamos a volver al debate de fondo. Claramente, perdimos la batalla legislativa los partidarios del voto obligatorio. El Senador que habla no era parlamentario en ese momento, pero en 2009 se aprobó, como sabemos, una reforma constitucional que estableció el voto voluntario. Y creo que ese es un gran error, que va a pesarnos durante muchas décadas, porque, desgraciadamente, una reforma constitucional o político-institucional es bastante irreversible. Por lo tanto, es preciso acostumbrarse a la idea de que vamos a tener voto voluntario, y esa es una mala noticia para la República y, especialmente, para quienes tenemos una concepción republicana de la democracia.



En lo personal, soy partidario de inscripción automática, sufragio obligatorio y desafiliación voluntaria, o, en subsidio, de la posibilidad de dejar constancia de que una persona no va a votar o participar en algún acto electoral, lo que sería mi margen de voluntariedad. Ello, a partir de la convicción de que la democracia -insisto-, bajo una concepción republicana, se halla compuesta de derechos, pero también de deberes y responsabilidades.



La educación básica y media, señor Presidente, es obligatoria. No es voluntaria. ¿Cuál es la pregunta? ¿Que se eduquen los que quieren? No, pues. Que se eduquen todos, en básica y media. En una perspectiva histórica, eso ha sido visto como una conquista republicana. Nadie podría afirmar que se está atentando contra los derechos y libertades individuales desde el momento en que establecemos una educación obligatoria.



Lo mismo vale para el voto. El sufragio es y debiera ser un derecho y también una responsabilidad.



Entonces, estamos tomando una decisión acertada en materia de inscripción automática. Entiendo que media unanimidad al respecto. La estamos impulsando para que exista un padrón universal por el hecho de cumplirse 18 años. Es una gran noticia para el país. Pero, tratándose del voto voluntario, no vaya a ser cosa de que terminemos borrando con el codo lo escrito con la mano, y esa es una mala noticia para el país.



En cuanto a la inscripción automática acompañada del voto voluntario, en general soy contrario a la idea de incentivos -porque, si se establece la voluntariedad, este último camino constituye una opción-, salvo uno, respecto del cual me he convencido de que es muy necesario, que es la posibilidad del medio día de descanso como compensación justa, razonable, a las personas que sufragaron.



¿Por qué? Porque la evidencia empírica -hablo como cientista político- demuestra, invariablemente, que el voto voluntario causa dos efectos.



El primero de ellos es una baja participación electoral. Invito al Senador señor Rossi a observar las Américas, no solo América Latina, que es nuestro barrio, nuestro vecindario, de donde somos. Todos los estudios demuestran que donde se establece el voto voluntario hay baja participación electoral. Ejemplos: Colombia, Guatemala y Estados Unidos, paradigmas del sufragio voluntario en las Américas.



¿Cuánta gente vota en esos países? Entre 40 y 50 por ciento. Ahí está la evidencia empírica de nuestro barrio, de nuestro vecindario.



En cambio, en Brasil, Uruguay, Argentina, donde se aplica el voto obligatorio, ¿cuánta gente vota? Entre 80 y 90 por ciento.



Por lo tanto, para quienes creemos en una ciudadanía de alta intensidad, el sufragio obligatorio presenta esa ventaja.



Segundo efecto del voto voluntario: subrepresentación de los sectores populares. Existe evidencia empírica en la Ciencia Política de que, cuando rige ese sistema, participan más los sectores altos y medios-altos, y menos los sectores bajos y medios-bajos.



Por lo tanto, el incentivo modesto de medio día de descanso compensatorio estimula especialmente el voto de los sectores populares, que estarán subrepresentados en el sistema político.



Queda pendiente lo relativo a la educación cívica -valoro el compromiso del Ministro al respecto- y al sufragio de los chilenos en el exterior.



Para terminar, señor Presidente, me referiré a una materia que varios han mencionado.



El punto de fondo radica en el sistema binominal. La crisis de representación en Chile está relacionada con la existencia de ese sistema. Falta por tratar el tema de las supermayorías, de los “quórums calificados” que significan un veto para las minorías.



Cinco parlamentarios de la Democracia Cristiana presentamos nueve reformas político-institucionales a los tres Ministros políticos hace cinco meses. Ministro Larroulet, no hemos recibido respuesta a esas propuestas. Esperamos tenerla en tiempo y en forma.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, por lo menos para mí es un día muy importante, porque tengo convicción total respecto a la inscripción automática y, sobre todo, al voto voluntario.



Me siento orgullosa, además, de que mi Gobierno, el que yo apoyo, se haya jugado por este proyecto de ley, lo haya empujado con fuerza, lo haya incorporado a su Programa y lo esté sacando adelante.



Me siento orgullosa, también, de escuchar en la Sala muchas intervenciones de apoyo, porque esta materia es muy transversal y tiene que ver con los principios sustentados por cada uno.



Para mí, el voto ha de ser ejercido como un derecho, no como una obligación. No es deber del Estado el impulsar a la gente a sufragar. El no querer votar o desear abstenerse es sinónimo de no querer participar en la elección. Por esa razón, no le tengo miedo a la abstención.



Seguramente, hay elecciones de alcaldes o concejales -yo fui concejal- que, de pronto, motivan muchísimo a la gente de determinada comuna, porque ahí se juega el todo por el todo. O bien, de parlamentarios, donde tener un Diputado o determinada Diputada, un Senador o determinada Senadora, ¡por Dios! que le cambia la vida a la ciudadanía. Y para qué hablar de la elección de un Presidente o una Presidenta de la República. A veces, nuestro país se juega por completo en cada cambio de Gobierno.



Por tal motivo, estimo muy relevante lo que estamos votando.



Obviamente, respeto las distintas posiciones. Me parece que todas son muy interesantes y que los argumentos son muy atendibles. Pero crear incentivos le quita, en efecto, voluntariedad al voto. Por lo mismo, tampoco comparto que existan incentivos, de ninguna especie. A mi juicio, su ejercicio debe ser lo más libre posible.



De otro lado, señor Presidente, considero que a la política le hace bastante falta un remezón de verdad, una movida de piso en serio.



La reforma política de inscripción automática y de voto voluntario, por sí misma, no será suficiente si no la unimos a un paquete de reformas políticas que vaya más allá y que limite la reelección permanente de los representantes populares.



Estimo que la reelección consecutiva de personas que llevan muchos períodos en el Senado, la Cámara de Diputados, las alcaldías y los concejos municipales no permite el tiraje de la chimenea, ni que más gente joven y más mujeres ingresen a la política.



Repito: hay que moverle el piso a la política.



También es una deuda pendiente el voto de los chilenos en el exterior.



De otra parte, se debe modificar el sistema binominal. Porque, además de estar agotado -no lo digo solo ahora, sino desde hace muchos años-, es perverso en sí mismo, por la lógica de competencia que hace imperar al interior de los pactos.



Por último, debo agregar que, efectivamente, comparto algunos de los planteamientos del Senador Bianchi.



Yo fui una de las cinco personas que votaron en contra de la iniciativa de ley que obligaba a quienes desearan postular como independientes en la próxima elección -que serán las municipales- a desvincularse un año antes de su celebración del partido político en que militaran.



A mi juicio, en nuestro país se habla mucho de incentivar a la gente a participar en política, pero se le impide ser elegida y hacerse elegir. Lo importante es que los partidos políticos motiven a la ciudadanía a integrar esas colectividades, a trabajar en las campañas electorales no solo mientras estas duren, sino también durante todo el tiempo, generando y buscando liderazgos.



Pienso que se le debe mover el piso a la política con reformas políticas de fondo, que generen incertezas, porque en política las incertezas son una buena noticia.



Jamás hay que temerle a la democracia. Porque, con o sin sistema binominal, un buen candidato o una buena candidata, que tenga llegada a la gente, que sea creíble, que genere confianza y que cumpla sus compromisos, siempre será elegido o elegida. Las personas que se aferran al actual sistema son, precisamente, quienes más susto le tienen a la democracia.



Por lo mismo, considero importante que hoy -con esto concluyo- se dé este primer paso.



Como señalé, señor Presidente, me siento muy orgullosa de que nuestro Gobierno haya impulsado esta iniciativa y que estemos por sacar adelante la inscripción automática y el voto voluntario.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pido el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Tuma asuma como Presidente accidental, por un momento, para que yo pueda intervenir.



Acordado. 



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el debate sobre la inscripción automática se contaminó, por desgracia, con el referente al voto voluntario u obligatorio.



Todos estamos de acuerdo en que el actual sistema de inscripción en los Registros Electorales es arcaico e ineficiente y en que desincentiva la inscripción. Resulta difícil disponer de tiempo para registrarse en ellos, debido a que, por regla general, sus oficinas no están siempre abiertas durante la semana.



Por consiguiente, actualmente existe enorme consenso en avanzar en la inscripción automática, que es uno de los requisitos fundamentales para fortalecer nuestra democracia.



Donde no hay acuerdo, al parecer, es en cuanto a si la democracia requiere ciudadanos activos o pasivos, a qué es mejor para ella.



Hay otra forma de plantear lo anterior: ¿Vivir en sociedad impone obligaciones para, a su vez, recibir derechos?



Creo que en sociedad -nuestra especie vive así- uno tiene deberes y derechos.



Por ende, la pregunta es cuáles son los deberes de un ciudadano respecto del colectivo: ¿Es suficiente con pagar impuestos? ¿Es suficiente con este gravamen colectivo para financiar la producción de bienes públicos?



A mi juicio, no. Es una condición necesaria, pero no basta con ello. Al Estado le asiste el deber colectivo de producir bienes públicos, y para eso requiere políticas del mismo carácter. Y, en tanto somos signatarios de convenciones internacionales, tenemos obligaciones no solamente internas, sino también colectivas para producir bienes públicos.



Hay peticiones para subsidios de vivienda; hay demandas estudiantiles. Pero me pregunto: ¿cuántos de esos maravillosos jóvenes que marcharon este año pidiendo reforma educacional, gratuidad de la enseñanza, se hallan inscritos en los registros electorales? Según algunos estudios, a lo menos 7 de cada 10 no lo están.



Y, curiosamente, quienes lograron provocar un debate societal se han marginado, en forma voluntaria, de ser decisorios en él.



A mí me preocupa eso. Y me parece, señor Presidente, que el concepto sobre la libertad que usaron un par de colegas -no quiero que esto se entienda como algo ofensivo- es absolutamente falaz. No hay libertad en abstracto, porque los ciudadanos no son iguales entre sí.



¿Cuál es la libertad de un ciudadano con 4 hijos que gana 180 mil pesos mensuales? ¿Tiene la posibilidad de elegir dónde vivir? ¿Tiene la posibilidad real de elegir dónde estudian sus hijos? ¿Tiene la posibilidad real de decidir dónde, con quién o cuándo trabaja? ¡No!



No es así la vida. No es así el contexto social en el que vivimos.



Las libertades son relativas a la condición histórica, material, cultural de una sociedad y del lugar de ella donde uno está inserto.



Los seres humanos no eligen en qué cuna nacen. Hay cierto determinismo, dirán algunos. ¡Sí, es probable! Lo único que sí es claro es que ese concepto de libertad al cual algunos apelan al hablar del voto voluntario esconde, a mi juicio, otra cosa: una falacia tremenda. Porque no todos los ciudadanos pueden tomar en la misma forma la decisión de si votan o no votan. Y para todos no es igual si la mayoría vota o no vota.



¿Queremos una sociedad con ciudadanos activos o nos da lo mismo? Lo que yo percibo, señor Presidente, es que hay personas que, con calculadora en mano, prefieren a ciudadanos no activos; que prefieren este concepto del voto voluntario que suena bonito: ¡el de conquistar con los proyectos y las propuestas las voluntades ciudadanas! Pero que esconde -sin querer queriendo, dirían algunos, y en esto me hago parte del análisis realizado por el Senador Ignacio Walker, en su calidad de cientista político- lo que le conviene a la sociedad.



¿Y qué pasa cuando hay voluntariedad de voto? Que la sociedad tiende a elitizarse; las políticas públicas tienden a elitizarse. Y eso, muchas veces, lleva a la inestabilidad en países en desarrollo, como el nuestro; en lugar de generar estabilidad, provoca dificultades. Y creo que la historia lo va a demostrar así.



Señor Presidente, me hago corresponsable de haber llegado a este punto. Porque la reforma constitucional se votó en un momento inadecuado: en medio de una contienda electoral presidencial, donde se tomaron decisiones sin la madurez y el reposo necesarios.



Repito que asumo mi cuota de responsabilidad en eso.



Y al momento de explicar por qué me voy a pronunciar como lo haré, termino diciendo: “Sí, soy partidario del voto obligatorio”.



Y en forma derivada, hablo de los incentivos, no como lo efectuaron aquí algunos Senadores, que en privado los calificaron de cohecho, de estímulos perversos.



Señor Presidente, me pregunto nuevamente: ¿nos interesan los ciudadanos activos? ¿Nos da igual un ciudadano activo que uno pasivo?



Creo en el sistema de incentivos. Y votaré en esa línea en esta ocasión.



Entiendo que el Ejecutivo se ha comprometido a que se realice ese debate y, si es necesario, a patrocinar, con todos sus elementos, el respectivo proyecto.



Espero que ello ocurra. Porque, en lo personal, creo que a quienes conforman el Ejecutivo no les gustan los incentivos; que políticamente prefieren el voto voluntario, pues les parece más atractivo que no participen todos.



En efecto, hay quienes prefieren -es legítimo- una democracia que cuente con la participación de algunos, no de todos. Y esto tiene que ver con la historia de Chile.



¡Si recién hace 50 años a los analfabetos se les permitió votar! 



¡Si recién hace 60 años las mujeres adquirieron el derecho a sufragio!



Somos una sociedad que históricamente ha preferido que las élites tomen las decisiones.



Por lo mismo, señor Presidente, en Chile nunca ha habido una Asamblea Constituyente. ¡Es el único país de América Latina que nunca les ha consultado a los ciudadanos el acuerdo institucional en el cual vivimos! ¡Nunca! Y creo que la actitud que hoy estamos evidenciando forma parte de una corriente que refleja una de las debilidades de nuestra democracia.



Voto a favor del artículo, para mantener el incentivo que consigna.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, habíamos autorizado abrir la votación manteniendo los tiempos de las intervenciones.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Si bien la Sala autorizó la apertura de la votación, todos los señores Senadores han respetado los cinco minutos reglamentarios para fundar su pronunciamiento.

El señor NAVARRO.- No voy a dar más esa autorización.



Haré uso de mi facultad como Comité en tal sentido.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Su Señoría puede ocupar diez minutos, si lo desea.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿voto voluntario e inscripción automática? Por cierto, ¡sí! Lo dijimos. Además, así piensa la mayoría de los chilenos. Y 4,7 millones de jóvenes van a sufragar.



Algunos están asustados. Hay incertidumbre. ¿Cómo van a votar esos 4,7 millones de personas? ¡Nadie lo sabe! Todas las estadísticas señalan que se dividirán conforme a la campana de Gauss: en forma más o menos normal; que nadie debiera asustarse.



Sin embargo, claramente, vamos a tener la posibilidad de una revolución electoral. Se los dije a los jóvenes en Concepción; se los dije a los jóvenes en Santiago. ¡La verdad es que quienes deseaban hacer la revolución en las calles, lo cual no fue posible, tendrán que optar por la revolución electoral!



Porque, si hay algo que los políticos tememos, es el castigo electoral. Y el 80 por ciento de los chilenos quería gratuidad en la educación.



Deseo expresarles a aquellos que aún demandan una educación gratuita, como yo y muchos otros, que el plebiscito para la gratuidad en educación; que el plebiscito para reformar el sistema binominal; que el plebiscito para una nueva Constitución; que el plebiscito para cambiar las isapres y crear una AFP estatal tendrá lugar el 11 de noviembre del 2013, en la elección presidencial.



Para ello, es preciso tener claridad: el voto premia y el voto castiga.



¡Esa es la gracia! 



Y el voto de los grandes empresarios, como Luksic, vale igual que el del último empleado de cualquier municipio rural. En ambos casos, el sufragio que emiten vale lo mismo.




Sin embargo, efectivamente existen enormes desigualdades, que provocan que no todos se acerquen a la participación ciudadana o electoral de modo similar.  En Las Condes, el 53,3 por ciento de los jóvenes de 18 y 19 años vota; en La Pintana, el 3,2. Y todos los especialistas coinciden en que los muchachos de mayores ingresos sufragan mucho más que los de menores ingresos.



Por lo tanto, no existe igualdad. Hay diferenciación cultural; hay diferenciación educativa. Y, por eso, señor Presidente, me extraña que haya tanto debate sobre la -entre comillas- perversidad de los incentivos.



Yo soy partidario de los incentivos para que la gente concurra a votar. Porque, en definitiva, en el país existe un doble estándar: hay incentivos para los médicos rurales, como la asignación de zona, para que se vayan a trabajar lejos; hay incentivos para el servicio militar; hay incentivos para la investigación y el desarrollo; hay incentivos para la inversión; hay incentivos para el ahorro; hay incentivos para la inversión extranjera, como el decreto ley N° 600; hay incentivos para comprar; hay incentivos para el crédito (la propaganda es un incentivo permanente).



Para todo, y particularmente en una economía neoliberal, sostenemos que debe haber incentivo, a fin de exista una mayor participación en el mercado.



Entonces, ¿por qué no aceptar que también exista incentivo para la participación democrática?



Cuando discutimos el proyecto sobre plebiscitos comunales, voté en contra de que se aumentaran de 5 a 10 por ciento las firmas para posibilitar la realización de un plebiscito y de que se cargara a los vecinos el pago de su costo.



Quiero abrir las puertas a la participación ciudadana. Y los incentivos, en este caso, ¡son bienvenidos!



Se trata de incentivos -digámoslo francamente- voluntarios. ¡No son obligatorios! Si el ciudadano quiere se toma el medio día de descanso; si el ciudadano quiere hace uso de su derecho, en igualdad de condiciones, a un empleo público.



Reitero: son incentivos voluntarios. Y la inmensa mayoría de los electores quizás no los va a utilizar. Pero sí, quienes consideren que tienen derecho a ejercer uno de ellos en las mismas condiciones.



En cuanto a los deberes y derechos, es un deber votar y los incentivos constituyen un derecho de los ciudadanos.



Me preocupa que la Derecha haya votado en contra de la educación cívica, porque si sostiene que no hay la necesidad de incentivos, cabe preguntar, entonces, cómo educar a los jóvenes, particularmente a los que provienen de los sectores de menores ingresos.



La Derecha rechazó la educación cívica. Eso me hace recordar el debate sobre la educación primaria obligatoria en 1920, cuando el Partido Agrario Laborista, el latifundismo y la aristocracia de la época vaticinaban que los campos se iban a despoblar y que se terminaría la mano de obra para trabajar la tierra. 



¡Se asustan con la participación ciudadana!



Pienso que el voto voluntario y la inscripción automática harán bien a la democracia, porque Chile va a contar con un batallón electoral de 4,7 millones de personas que, cuando descubran la fuerza de su voto, entenderán la capacidad transformadora de la democracia y de la participación.



¡Y cuando la ejerzan, que tiemblen los que tengan que temblar, pues tendrán que rendir cuentas!



Señor Presidente, hasta ahora el voto es cautivo. El binominal -como decía la Senadora Lily Pérez- hace que el mayor adversario no sea el candidato del frente, sino el compañero de lista. Y, por tanto, como sostuvo el ex Presidente Lagos, este sistema terminará destruyendo a la política y a los partidos, ya que, en definitiva, hace que 66 por ciento sea igual a 33 por ciento.



Cuando me ha correspondido informar sobre este tema en el resto del mundo, nadie lo cree. ¿En qué otro país hay un sistema binominal como el nuestro donde el que obtiene 66 por ciento es igual al que saca 33? ¡Eso solo existe en Chile y hay que cambiarlo!



Claramente, este proyecto representa un paso revolucionario. ¡Inscripción automática y voto voluntario es un paso revolucionario!



Y considero que Chile está preparado, entonces, para llevar adelante el debate de fondo.



¡Nueva Constitución ahora para dejar atrás la Carta pinochetista que no se aprobó mediante plebiscito, que no permite elegir a los intendentes, que no establece referéndum revocatorio, que no ofrece participación a los indígenas ni da garantía alguna para que los ciudadanos puedan expresarse!



Señor Presidente, voto a favor de la inscripción automática, del voto voluntario y de los incentivos, porque estos últimos son estímulos que generan equidad, más aún cuando algunos sectores de la población se animarán a sufragar por ese incentivo, en circunstancias de que otros no lo harán ni lo reclamarán.



Por ejemplo, los gerentes generales no utilizarán esos incentivos, pero sí los modestos trabajadores van a poder reclamar su medio día libre. Y si esos incentivos son necesarios para propiciar mayor participación, bienvenidos, pues, al final del día, el voto se ejerce en conciencia y es secreto.



Basta que los trabajadores pidan a su jefe que les dé permiso para ir a votar. Y los viejos votan en conciencia. Nosotros les decimos a ellos que si les ofrecen regalos reciban todo lo que les den y, después, voten en conciencia, porque el voto es secreto.



Por lo tanto, pensar que el voto de ese electorado será manejado mediante estos incentivos constituye un error. La inmensa mayoría de los que sí tienen educación cívica tal vez no los van a usar, pero un importante sector de la población -el más humilde, el de menor educación- se motivarán a utilizarlos y, por tanto, tendremos una democracia mucho más participativa y amplia.



Voto a favor de la inscripción automática, del voto voluntario y de los incentivos para impulsar a los chilenos a participar en las votaciones.



¡Nueva Constitución, ahora!



¡Patagonia sin represas!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, valoro la altura con que se ha realizado el debate.



Estamos llegando al término de un proceso bastante complejo y comparto la opinión de mi compañero de circunscripción, en el sentido de que este debate fue puesto en medio de un momento electoral, lo cual no le hace bien a la democracia porque, de alguna manera, los incentivos no son de mucha reflexión.



Por ello, pienso que cada Senador tiene gran parte de razón en todos los argumentos vertidos aquí. 



Por otro lado, señor Presidente, quiero entender que cuando se habla de inscripción automática, nos estamos refiriendo a inscripción forzada. Se dice que podrán votar todos. ¡Claro! Pero hoy día es bastante fácil inscribirse, y puedo asegurar que es más rápido el trámite en los registros electorales que ir a votar.



Por lo tanto, sostener que la gente no se inscribe por esa razón es erróneo y responde a una cuestión mucho más profunda. En ese sentido, el problema no se está tomando con la seriedad que corresponde.



En la UDI asumimos hace un tiempo una decisión que consistía en inscripción, voto y desafiliación voluntarios. Desgraciadamente, esa idea no prosperó.



Sin embargo, acordamos un programa presidencial y, en esa línea, estamos cumpliendo con él a través del proceso legislativo que termina con este proyecto en su tercer trámite constitucional, con el cual aseguramos inscripción automática y voto voluntario, pero no desafiliación voluntaria. Es decir, en ese esquema el país va a avanzar.



Por otra parte, señor Presidente, lamento que, al hablar de un sistema de votación voluntaria, libre y soberano, no medie incentivo alguno para ejercer ese derecho.



Cabe destacar que tampoco hay restricciones, por cuanto hoy día la ley vigente -desafortunadamente el Senador Pizarro, quien planteó este problema no se encuentra en la Sala- no impone prohibiciones para votar a las personas que trabajan.



Por lo general, nuestras elecciones se desarrollan en días festivos. Todos los chilenos, exceptuando algunos casos de servicios de emergencia, pueden ejercer su voto sin dificultades.



El artículo 155 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios -normativa vigente y que no se ha derogado- dispone claramente: “Ninguna autoridad o empleador podrá exigir servicio o trabajo alguno que impida votar a los electores.”.  (La norma queda igual).



“En aquellas actividades que deban necesariamente realizarse el día en que se celebrare una elección o plebiscito, los trabajadores podrán ausentarse durante dos horas, a fin de que puedan sufragar, sin descuento de sus remuneraciones.”.



En consecuencia, está vigente un permiso legal para que los trabajadores vayan a votar y, en ese sentido, no se advierte riesgo que amenace esa situación.



En cuanto a los vocales, el artículo 156 del referido cuerpo legal consagra: “Los empleadores deberán conceder los permisos necesarios, sin descuento de remuneraciones, a los trabajadores que sean designados vocales de Mesas Receptoras de Sufragios, miembros de Colegios Escrutadores  o delegado de la Junta Electoral.”.



Por lo tanto, queda absolutamente resguardada la posibilidad de que los trabajadores puedan acudir a sufragar.



El debate que viene, sin duda, se centrará en el sistema electoral. Nuestro país cuenta con tres modelos: el uninominal, para elegir al Presidente de la República y los alcaldes; el binominal, el cual rige para los parlamentarios y el proporcional que se utiliza en los comicios de concejales.



Pero ¿qué ocurre? Curiosamente, en Chile participan más electores en el sistema binominal que en el proporcional.



Si Sus Señorías estudian las cifras, se encontrarán que en ese ámbito la participación es mayor -y no quiero meter el sistema uninominal con que se elige al Presidente de la República, porque trata de una situación distinta-, lo cual, sin duda, es un asunto que amerita ser producto de debate.



Como anunció el Presidente de la República, esta discusión requerirá mucha altura de miras por tratarse de un asunto complejo y que -lo advierto al señor Ministro- no veo fácil. Y lo afirma un parlamentario que fue capaz de romper el sistema electoral binominal como muchos otros en la Cámara de Diputados y algunos en el Senado.



Me parece que ese debate será muy interesante, pues se darán razones de todos lados.



Por ello, opino que el sistema electoral binominal da estabilidad al país. El proporcional, a nivel de concejales, es prudente y razonable; y, en cuanto al uninominal, no veo otra posibilidad para elegir Presidente de la República o alcaldes.



Anuncio mi voto positivo en este artículo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, los artículos octavo, noveno y décimo que se discuten en esta oportunidad, a mi entender, contradicen frontalmente el presupuesto subyacente en la modificación constitucional que estableció la voluntariedad del voto. Esto se halla incorporado en nuestro ordenamiento constitucional y no está en cuestión.



El propósito de crear estos llamados “incentivos” traduce un temor latente que aquí ha sido invocado de manera oblicua: que la voluntariedad del voto genera indiferencia y pasividad. Algunos Senadores han ido más lejos y han asegurado que en lugar de votar más gente va a votar menos. El tiempo va a decir cuál es la apreciación acertada.



No puedo dejar pasar la referencia hecha por varios en cuanto a las circunstancias en que se aprobó la modificación constitucional. Se ha afirmado que se hizo en un clima inadecuado por haberse planteado en período preelectoral. Y eso es efectivo. De pronto se legisla sin tener en cuenta el futuro del país y las instituciones constitucionales y sociales. Las que tienen que ver con la forma en que se vive son de difícil recuperación posterior.



Tampoco puedo dejar de lamentar las urgencias y contraurgencias que han presidido el proceso durante este Gobierno. Estas materias no se pueden manejar como si fueran un yoyó. Tendría que hacerse con más reflexión y frialdad y mayor profundidad técnica. En fin, es un poco tarde para quejarse. Estamos enfrentados a esta decisión hoy día sobre los artículos octavo, noveno y décimo de la propuesta legal.



Efectivamente, cuando se votan estos temas de fondo, muchos se guían por eslóganes y por lugares comunes: la supuesta apertura, la democratización universal
, con lo cual se desploma la última valla que tendría el impulso participativo de la gente, en circunstancias de que en realidad el interés de muchas personas por ello hoy día francamente no se vislumbra por ninguna parte.



Quienes votaron por dar carácter voluntario al voto de cada ciudadano y hoy día quieren introducir incentivos tangibles, como los previstos en los mencionados artículos, incurren en una contradicción verdaderamente muy aguda. 



Los Senadores de estas bancadas, en especial los de Renovación Nacional, tenemos derecho a pedir más consecuencia. Los que votaron por la voluntariedad tenían que aceptar que ella fuera absoluta, completa, irredargüible. 



El voto voluntario hoy día no debe ser enturbiado. No parece conveniente que se ponga en cuestión la efectiva perfección de la voluntariedad del voto incorporada en la Constitución. De otro modo, tendríamos que hacer una suerte de reserva de constitucionalidad.



Estimamos nosotros -y yo, en lo particular- que esta es una dupla: el derecho universal a votar de manera libre y voluntaria debe ser protegido por el sistema legislativo; la voluntariedad ha de ser eficaz y completa.



Estimo que introducir las nociones que aquí se han discutido pondría en duda, precisamente, esa voluntariedad. No sería una buena cosa en esta etapa de la discusión.



Lo que hoy es una norma constitucional debe ser acatada en su integridad. Quienes votaron a favor de la voluntariedad del voto -yo no lo hice, no pertenecía a esta Cámara- deben enfrentar las consecuencias, como lo ha señalado el Senador Letelier hace poco rato. Él, al menos, dijo que aceptaba la consecuencia de sus actos propios, lo que en política no suele verse.



Por estas razones, votaré que sí, lo que equivale, según entiendo, a rechazar los incentivos consignados en los artículos octavo, noveno y décimo del proyecto. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por último, el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, las reformas políticas como la impulsada en esta ocasión por el Gobierno del Presidente Piñera son necesarias y urgentes. Ello, porque el sistema político necesita oxigenarse, dejar de mirarse el ombligo y dar cabida, escuchar adecuadamente a esos 4 millones 700 mil chilenos que no han sentido interés en participar en los procesos electorales.



Esta incorporación es la más grande ocurrida en la historia de nuestro país. Y, por supuesto, genera incerteza. ¡En buena hora! Los actores políticos van a tener que reencantar a la ciudadanía para los efectos de que concurra a votar. Y, naturalmente, las temáticas van a cambiar. Los actores políticos van a tener el desafío de plantearse frente a grupos etarios que no estaban en el debate público: los sectores más jóvenes, que han dado una lección respecto a cómo son capaces de poner un tema en el debate nacional, como fue el caso de la educación este año.



Estas reformas políticas las está impulsando este Gobierno, mi Gobierno, el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera. Y en buena hora se ha develado -nosotros lo sostuvimos hace tres años en la Cámara de Diputados- que parlamentarios de la Concertación señalaban en público que eran partidarios de la voluntariedad del voto, pero, en privado, hacían ver su temor de que en las zonas agrícolas habría pocos electores. Y algunos partidos -entre ellos, la Democracia Cristiana- han sostenido derechamente ser partidarios de la inscripción automática con voto obligatorio. 



La reforma constitucional que se aprobó fue de Senadores de la Coalición, de Renovación Nacional. Y este proyecto ha sido impulsado finalmente por el Presidente Sebastián Piñera, frente a la incredulidad de muchos.



Algunos sostenían que el Primer Mandatario no se iba a atrever a que en la próxima elección municipal hubiese efectivamente inscripción automática y voto voluntario. Y estamos acelerando todo el proceso para que ello ocurra, a fin de que los ciudadanos libremente se entusiasmen, se motiven, sueñen y sean capaces de concurrir a las urnas y sufragar.



Esto es relevante. Pero, claramente, la inscripción automática y el voto voluntario no constituyen la única reforma. El Gobierno del Presidente Piñera ha puesto sobre la mesa otra: las primarias. El dar mayor poder al ciudadano o empoderarlo es una cuestión de fondo.



Y no queda ahí: el propio partido del Presidente ha señalado, a través de su mesa directiva, que está dispuesto a estudiar, entre otras, la modificación al sistema de gobierno. Se trata de ser capaces de abordar, en forma responsable, con altura, la posibilidad de ir evolucionando de un sistema excesivamente presidencialista como el actual a uno semipresidencial, donde haya mayor contrapeso de los poderes públicos, una mayor fiscalización y control de la ciudadanía respecto de los actos del Ejecutivo y del Parlamento, con mayor poder de este último en relación con los poderes casi omnímodos que hoy día tiene el Jefe de Estado.



Esta agenda libertaria, esta agenda de participación ciudadana, esta agenda que tiende a oxigenar el sistema político no fue impulsada por los Gobiernos de la Concertación, aunque lo prometieron en muchos de sus programas. Ha sido este Gobierno el que está respetando la palabra empeñada, y lo va a seguir haciendo. Va a cumplir su Programa de la “A” a la “Z”. Los temas de participación ciudadana, las iniciativas que tienden a refrescar el sistema político y a dar poder al ciudadano están en primera línea.



Nosotros hemos propuesto otros proyectos. ¿Por qué no? El límite a la reelección indefinida de los diputados, senadores, alcaldes y concejales es uno de ellos. Lamentablemente, el proyecto respectivo lo perdimos por dos votos en la Cámara de Diputados -¡por dos votos!-, porque no alcanzamos el quórum. Y espero que mi Gobierno, el Gobierno del Presidente Piñera, lo ponga sobre la mesa.



Entonces, tenemos inscripción automática, voto voluntario y se establecerá un sistema de elecciones primarias que va a permitir que los ciudadanos se pronuncien respecto de cuáles son los mejores candidatos, aquellos que pueden cautivar sus sueños, sus aspiraciones. 



Por supuesto, se van a analizar fórmulas para reestudiar nuestro régimen político. Esto igualmente estará sobre la mesa.



Y ha sido mi Partido, Renovación Nacional, el que ha relanzado la comisión, a cargo del Senador Baldo Prokurica, que el año 2007 entregó una propuesta al Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet...

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Fue el año 2006.

El señor CHAHUÁN.- ...el 2006, sin que hasta ahora haya habido alguna respuesta.



Ajustes al sistema electoral: ¡los propuso Renovación Nacional! Ajustes al sistema binominal: ¡ni una respuesta por parte de los Gobiernos de la Concertación!



¡Pero el actual Gobierno, señores Senadores, va a cambiar la historia! 



¡El actual Gobierno va a dar mayor participación ciudadana y cumplirá con la palabra empeñada!



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha pedido la palabra el señor Ministro.



Puede hacer uso de ella.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, por su intermedio, quiero agradecer, en nombre del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, las intervenciones de las señoras Senadoras y los señores Senadores, que demuestran un enorme respaldo a esta iniciativa de inscripción automática y voto voluntario.



Como dijeron quienes me antecedieron, estamos, sin lugar a dudas,  frente a un momento histórico. Termina el tercer trámite de esta legislación, que se traducirá en un incremento de aproximadamente 55 por ciento del padrón electoral.



En la historia de Chile solo ha habido un episodio similar, el año 1952, cuando se permitió el voto femenino en las elecciones parlamentarias y presidenciales, que también significó un aumento de 55 por ciento en los registros electorales.



Por lo tanto, estamos ante un hecho que, con toda rigurosidad, puede ser calificado de histórico, el cual implicará una inyección de renovación y optimismo en la acción política, como, igualmente, de mayor valorización de la actividad política, tan importante para una democracia.



Considero, además, que el voto voluntario va a acercar a los parlamentarios, los alcaldes, los concejales y a los distintos actores políticos con la ciudadanía, lo cual interesa, por sobre todas las cosas, al Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, para que se tomen en cuenta los problemas de la población, relacionados con la delincuencia, la educación, etcétera. 



Por eso, estamos muy satisfechos con el resultado de este debate y de las votaciones efectuadas.



Queremos agradecer al Senado, a la Cámara de Diputados y a cada uno de los integrantes de ambas Cámaras, en particular a los parlamentarios que hicieron un esfuerzo muy importante por llegar a este momento.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se acoge la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados y, por consiguiente, se suprime el Artículo Octavo del proyecto (25 votos a favor, 8 en contra y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.



Votaron por la negativa la señora Rincón y los señores Frei (don Eduardo), Letelier, Navarro, Pizarro, Sabag, Tuma y Walker (don Ignacio).



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Queda despachado el proyecto sobre inscripción automática y voto voluntario.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro del Interior, para que informe acerca de EVENTUAL IRREGULARIDAD EN PROCEDIMIENTO DE CARABINEROS DE COMISARÍA DE PROVIDENCIA SOBRE ACCIDENTE DE TRÁNSITO, y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitándole ACLARACIÓN RESPECTO A LICITACIÓN DE ÁREAS PROTEGIDAS.


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, en cuanto a SOLICITUD DE SEÑORA GISELA LITVANYI P. PARA PERFECCIONAMIENTO DE NORMATIVA SOBRE CEMENTERIOS EN ZONAS URBANAS.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Educación, formulando RECONOCIMIENTO POR ESTABLECIMIENTO DE BECA PATAGONIA-AYSÉN, CONSTRUCCIÓN DE LICEO EN LA JUNTA, INSTALACIÓN DE SEDES UNIVERSITARIAS Y ESTUDIO DE MODIFICACIÓN A LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, y al señor Ministro de Justicia, pidiéndole dejar sin efecto POSIBLE CONSTRUCCIÓN DE RECINTO PENITENCIARIO EN COYHAIQUE BAJO (ambos de la Región de Aysén).



De la señora RINCÓN:



A la señora Ministra del Trabajo, pidiéndole información relativa a DESPIDOS POR SEREMI DE SALUD DE REGIÓN DEL MAULE, Y EN ESPECIAL DE DISCAPACITADA SEÑORA JESSICA VALENZUELA, DE TALCA, y al señor Ministro de Salud, para que informe acerca de POSIBLE CONSTRUCCIÓN DE CENTRO ASISTENCIAL AL LADO DE COPA DE AGUA EN COMUNA DE LONGAVÍ, así como sobre factibilidad de INTERVENCIÓN URGENTE DE HOSPITAL DE TALCA (los tres de la Región del Maule Sur).

)-------------(



--Se levantó la sesión a las 20:5.







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE DERECHO A DEFENSA DE LOS IMPUTADOS

(7854-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento del rechazo de ese H. Senado de las enmiendas introducidas por esta Corporación, al proyecto de ley de ese H. Senado sobre derecho a defensa de los imputados (boletín N° 7854-07) (S).


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta:


- Don Jorge Burgos Varela.


- Don Giovanni Calderón Bassi.


- Don Alberto Cardemil Herrera.


- Don Felipe Harboe Bascuñán.


- Don Marisol Turres Figueroa.


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.478/SEC/11, de 13 de diciembre de 2011.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE EXTIENDE LOS PLAZOS DE LOS SERVICIOS DE RADIODIFUSIÓN COMUNITARIA PARA ADECUARSE A LA NORMATIVA EN MATERIA DE CONCESIONES

(8031-19)


Con motivo de la Moción, Informe, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Modifícase el artículo 2° transitorio de la ley N° 20.433, que Crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, en los términos siguientes:

1. Sustitúyese en el inciso segundo, la primera vez que aparece, la expresión "180 días" por "365 días". 

2. Incorpóranse los siguientes incisos tercero y cuarto:

"Los concesionarios de radiodifusión sonora de mínima cobertura vigentes a la fecha de publicación de la presente ley permanecerán vigentes:

a. Hasta que se resuelva la correspondiente solicitud para acogerse a la misma; 

b. Hasta la fecha de expiración de la respectiva concesión, cuando siendo ésta última posterior a la solicitud para acogerse a la ley, se hubiere desestimado esta última;

c. En caso de que no se hubiere presentado solicitud para acogerse a la presente ley, las concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura expirarán en la fecha de vencimiento del plazo máximo para presentar dicha solicitud. Lo anterior, salvo que el plazo por el cual fueron otorgadas venciera con posterioridad a dicha oportunidad, en cuyo caso la concesión permanecerá vigente hasta el término del período respectivo, y 

d. En los casos en que el plazo de duración se hubiere extinguido después de entrar en vigencia la ley N° 20.433 y se encontraran en proceso de renovación sin resolución definitiva de parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.

Lo dispuesto en el inciso anterior deberá entenderse sin perjuicio de las demás causales de extinción o caducidad que establece la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE “ACUERDO DE SERVICIOS AÉREOS ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA POPULAR CHINA´´, SUSCRITO EN SINGAPUR EL 13 DE NOVIEMBRE DE 2009 (7919-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°7919-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 


              “Artículo Único.- Apruébase el “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China, suscrito en Singapur el 13 de noviembre de 2009”.”.

     

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, RELATIVO A ´´ACUERDO DE SERVICIOS AÉREOS ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE MALASIA Y SU ANEXO´´, SUSCRITO EN KUALA LUMPUR, MALASIA, EL 14 DE ABRIL DE 2010

(7920-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°7920-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 


              “Artículo Único.- Apruébase el “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Malasia”, y su Anexo, suscrito en Kuala Lumpur, Malasia, el 14 de abril de 2010.”.

     

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

5

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE ´´ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS EMIRATOS ÁRABES UNIDOS SOBRE SERVICIOS AÉREOS´´, SUSCRITO EN SANTIAGO, EL 13 DE DICIEMBRE DE 2010

(7884-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°7884-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 

"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre Servicios Aéreos", suscrito en Santiago, el 13 de diciembre de 2010.". 

    

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

6

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, RELATIVO A “ACUERDO EN MATERIA DE SERVICIOS AÉREOS ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE KUWAIT Y SU ANEXO´´, SUSCRITO EN SANTIAGO, EL 27 DE JULIO DE 2010

(7885-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°7885-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 

"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo en Materia de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait y su Anexo", suscrito en Santiago, el 27 de julio de 2010.".

    

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

7

INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE S.E. EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA Y CONTINUAR INTEGRANDO LA MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE LA UNIÓN EUROPEA EN BOSNIA Y HERZEGOVINA. (MISIÓN EUFOR-ALTHEA)

(S 1434-05)

HONORABLE SENADO:



Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. el señor Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA).



La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 13 de diciembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. el señor Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Defensa Nacional: el Subsecretario de Defensa, señor Ricardo Izurieta; del Estado Mayor Conjunto, el Coronel Luis Muñoz, y el Jefe del Departamento Internacional, señor Luis Doñas.





Asimismo, del Ministerio de Relaciones Exteriores concurrieron, el Subdirector de Operaciones de Paz de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana, señor Luis Felipe Artal, y la Asesora, señora Andrea Quezada.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. el señor Presidente de la República.- Señala S.E. en el oficio que Chile participa activamente en operaciones de paz bajo el mandato de la Organización de Naciones Unidas, para lo cual se ha definido una política de participación nacional en estas operaciones, que se recoge en la ley N° 19.067 y el decreto supremo N° 75, que junto con otras disposiciones legales y reglamentarias, configuran el marco jurídico que la regula.





Agrega que mediante Resolución N° 2019, de 2011, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, que recuerda todas sus resoluciones anteriores sobre los conflictos de la ex-Yugoslavia y las declaraciones de su Presidencia sobre el particular, incluidas las resoluciones 1031 (1995), de 15 de diciembre de 1995, 1088 (1996), de 12 de diciembre de 1996, 1423 (2002), de 12 de julio de 2002, 1491 (2003), de 11 de julio de 2003, 1551 (2004), de 9 de julio de 2004, 1575 (2004), de 22 de noviembre de 2004, 1639 (2005), de 21 de noviembre de 2005, 1722 (2006), de 21 de noviembre de 2006, 1764 (2007), de 29 de junio de 2007, 1785 (2007), de 21 de noviembre de 2007, 1845 (2008), de 20 de noviembre de 2008, 1869 (2009), de 25 de marzo de 2009, 1895 (2009), de 18 de noviembre de 2009, y 1948 (2010), de 18 de noviembre de 2010, en las que se reafirma el compromiso de la organización con la solución política de los conflictos de la ex-Yugoslavia, preservando la soberanía e integridad territorial de todos los Estados de la zona dentro de sus fronteras internacionalmente reconocidas y que señala su intención de seguir ocupándose de la materia.





Añade que por unanimidad la Sala del H. Senado aprobó el año pasado la solicitud del Ejecutivo para ampliar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1° de enero de 2011.





Expresa que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades locales, como de la Organización de Naciones Unidas.





En virtud de lo anterior, y por ser considerado fundamental para continuar con la contribución chilena en la misión de la Unión Europea EUFOR-ALTHEA, solicita al Honorable Senado su acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en la zona de Bosnia-Herzegovina, por el plazo de un año.


2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:


a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.


Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.


b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.


c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado en el Diario Oficial el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Resolución Nº 1722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


e) Oficio Nº 22.602, de 29 de julio de 2003, del Honorable Senado de la República, acordado en sesión Nº 15, legislatura 349ª del año 2003.


f) Resolución Nº 1785, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


g) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.619/SEC/07, de 12 de diciembre de 2007, que comunica la prórroga de la autorización para la salida de tropas.


h) Resolución Nº 1845 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 2008, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.


i) Oficio Nº 1.049/SEC/09, de 21 de diciembre de 2009, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2010.

j) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 1.948, de 18 de noviembre de 2010, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


k) Oficio Nº 1.185/SEC/10, de 22 de diciembre de 2010, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2011.

l) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.019, de 16 de noviembre de 2011, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).


3.- Antecedentes de la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional.- 

“RENOVACIÓN DEL MANDATO EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

Informe fundado, en conformidad con lo

dispuesto por la Ley 19.067, Párrafo II, artículo 9°


A.
EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS O EL REQUERIMIENTO EFECTUADO A CHILE CONFORME AL TRATADO VIGENTE DE QUE SEA PARTE.


B.
EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS.

C.
PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD


D.
EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD


E.
DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS A SER DESPLEGADAS


F.
ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL Y SU EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO


G.
ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO

ANTECEDENTES DE LA OPERACIÓN “ALTHEA”




A. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS O EL REQUERIMIENTO EFECTUADO A CHILE CONFORME AL TRATADO VIGENTE DE QUE SEA PARTE





Al amparo del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas y conforme a la Resolución 1575/2004 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y las Resoluciones 1639/2005, 1722/2006,1785/2007, 1845/2008, 1895/2009, 1948/2010, desde el 2 de diciembre del 2004 hasta hoy, la Unión Europea ha mantenido la operación EUFOR Althea en Bosnia y Herzegovina.





A partir de la resolución 1551 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 9 de julio del 2004, que otorga el visto bueno al traspaso del mando desde OTAN a la Unión Europea el 2 de diciembre del 2004, se constituye la Misión de la Unión Europea en Bosnia Herzegovina, dentro del marco de la Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD). Su componente militar es heredero de la Fuerza de Protección de la ONU (UNPROFOR)
 y de las operaciones (IFOR )
 y (SFOR)
 de la OTAN.





La finalidad de esta operación es asegurar el cumplimiento de los aspectos militares de los Acuerdos de Dayton, por medio de programas de asistencia, misiones de observación y misiones policiales que se encuentran actualmente en marcha.





EUFOR Althea cuenta con la colaboración de OTAN para la aplicación de los acuerdos 'Berlín Plus', que permiten hacer uso de las capacidades militares y asegurar la complementariedad de ambas en el ámbito de la Defensa (UE – OTAN), poniendo recursos militares a disposición de la Unión Europea para el cumplimiento de su misión. Asimismo, colabora con el Tribunal Internacional para la antigua Yugoslavia en la detención de personas requeridas por crímenes de guerra y proporciona un entorno de seguridad para que la policía pueda actuar contra el crimen organizado.





El control político y la dirección estratégica de EUFOR-Althea son ejercidos por el Comité Político y de Seguridad (COPS), bajo responsabilidad del Consejo de la UE.





Dos años después de que se iniciara la operación, y a la luz de la evolución de la situación de seguridad en la región, la UE decidió transitar hacia una fuerza más reducida (2.500 efectivos).





La fuerza está compuesta por un Batallón Multinacional destacado en Sarajevo, la Unidad de Policía Integrada (IPU) y por los denominados Equipos de Observación y Enlace (Liaison and Observations Teams, LOT).





El proceso de transición entró en una nueva etapa luego de que el Consejo de la Unión Europea aprobara el 25 de enero del 2010, que la Misión comience a apoyar la creación de capacidades no ejecutivas, de formación, entrenamiento y asesoramiento en el Ministerio de Defensa y a las Fuerzas Armadas de Bosnia y Herzegovina.





En este contexto, la Resolución 1948 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 18 de Noviembre del 2010 autorizó por un nuevo período de 12 meses la mantención de la Fuerza Multinacional de estabilización EUFOR-Althea, reconociéndose que ésta desempeñará la función principal de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz de Dayton y que, en ese sentido, la nueva resolución no representa cambios sustanciales respecto de sus antecesoras, salvo en el reforzamiento de las actividades de formación y capacitación de las fuerzas armadas.





Actualmente participan en la operación 1.466 hombres y mujeres de 26 países, de los cuales, 21 son miembros de la Unión Europea.





El esfuerzo ha estado orientado a lograr la integración euro atlántica sobre la base del Acuerdo de Paz, de tal manera que Bosnia y Herzegovina pueda convertirse en un país funcional, reformista, moderno y democrático.





1. EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN EN EL ÁREA DE MISION





a. SITUACIÓN POLÍTICA





El estado de Bosnia y Herzegovina (ByH)
 está dividido en dos entidades, la Federación de Bosnia y Herzegovina (población croata-musulmana) y la República Srpska (población serbia), cada una con un parlamento, gobierno y presidente propio. Su forma de gobierno es la democracia constitucional, con una administración descentralizada de carácter tripartito (bosnio-croata-serbio) y una presidencia colegiada y rotatoria.





Los representantes bosnio y croata se consideran moderados y propulsores del fortalecimiento del gobierno central. En contraposición, el serbio Nebojsa Radmanovic, representante de sectores nacionalistas, propugna una mayor autonomía o la secesión de la República Srpska.





Tras el resultado de las elecciones presidenciales, llevadas a cabo el 03 de octubre del año 2010, la situación política se ha tornado compleja, ya que no produjo cambios significativos en el escenario político interno y todos los niveles del sistema público y privado se vieron politizados frente al panorama político
. En lo general, persisten las diferencias entre las dos entidades que constituyen el Estado, observándose una disminución en el diálogo entre los líderes políticos que constituyen el sistema tripartito de administración (Serbio-Croata-Bosnio) y el aumento de las controversias étnicas proclives a las declaraciones divisionistas y reivindicatorias del pasado, lo que dificulta el inicio de las reformas económico-sociales que requiere el país.





Producto del resultado de estas últimas elecciones, se resquebrajó el sistema heredado del Acuerdo de Dayton de 1995, lo que motivó a los grupos políticos a tomar acuerdos independientes para gobernarse. Los croatas formaron una Asamblea Nacional en Mostar, mientras la República Srpska optó por llevar a efecto un referéndum que cuestionaba las instituciones de Dayton. Posteriormente, se decidió no llevar a cabo la consulta, que habría generado mayores divisiones entre las etnias, gran desprestigio de la institucionalidad existente e inestabilidad interna
.





La problemática central de la política bosnia de este año ha sido la necesidad, no concretada, de aprobar las reformas constitucionales que permitan consolidar un gobierno central
. El panorama no es alentador, porque no se avizora la posibilidad de encontrar puntos de acuerdo con las autoridades de la República Srpska. Esto sigue generando una situación de inmovilismo político y la necesidad de generar, desde el sistema internacional, un trabajo de contención que permita evitar la escalada del conflicto político a un conflicto armado, tarea en la que EUFOR-Althea tiene especial importancia, en tanto permite mantener la estabilidad y seguridad en la zona.





No obstante lo señalado, el tema de las reformas judiciales es un asunto acordado con anterioridad entre el Presidente de Srpska y la Alta Representante de Política Exterior de la Unión Europea, Catherine Ashton, por lo que se espera que al menos en ese respecto se registren nuevos avances.





Persiste en la actualidad un déficit de gobernabilidad, en un marco donde prevalecen los elementos de separación étnica y la promoción de los intereses particulares de las comunidades.

Frente a este cuadro político, la Unión Europea se ha inclinado por el refuerzo de los poderes centrales (Presidente, Gobierno, Parlamento), la promoción de acuerdos entre las tres comunidades para la adopción de decisiones, el aumento de los poderes del Presidente y la transformación de la Cámara Baja en un ente controlador de los intereses de las tres comunidades.





Al mismo tiempo, el ingreso de Bosnia y Herzegovina a la Unión Europea y la OTAN, se está viendo dificultado por la arquitectura institucional de un país que se encuentra dividido en tres territorios autónomos (Federación, República Srpska y el pequeños Distrito de Brsko), en el que sólo la comunidad musulmana se identifica mayoritariamente con el Estado en que vive, mientras las comunidades serbia y croata boicotean permanentemente la institucionalidad estatal.





Entre tanto, el 26 de mayo del presente año se produjo el arresto del ex general serbio-bosnio, Ratko Mladic
, buscado por el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia como responsable del genocidio de Srebrenica en julio de 1995. El hecho contribuyó a alivianar las tensiones durante el mes de julio de 2011, mes en que tradicionalmente la conmemoración del hecho ha sido fuente de problemas y violencia. Aunque tardía, esta acción sienta un precedente importante de justicia, aunque no se puede asegurar que esta detención, producto de presiones internacionales, esté respaldada por gran cantidad de serbios ultranacionalistas que le brindaron su apoyo por años. A la vez, no es claro si los bosnios musulmanes perciben la acción como un legítimo acto de justicia o como una medida parcial de realismo político.





b. SITUACIÓN ECONÓMICA





Una de las consecuencias derivadas de la crisis política de Bosnia y Herzegovina es su situación económico-social, que experimenta mayor retraso que el resto de las ex repúblicas yugoslavas.





El producto interno bruto (PIB) por habitante ha experimentado un crecimiento de solo 0,8% este último año, que contrasta con lo que sucedía antes del 2008, en que el crecimiento era de aproximadamente 5,3%. La inflación es de 3,1%, y el nivel de desempleo se mantiene en un 43,0%. El déficit público y la deuda externa, respecto del PIB, han subido.

La crisis política ralentiza el desarrollo y la actividad económica, pese a que en septiembre de 2010, atendiendo las condiciones impuestas por el Fondo Monetario Internacional (FMI) en el año 2009 y verificado el estado de las necesidades del país, la Comisión Europea le otorgó, como parte de una cuarta fase del préstamo iniciado en el 2009, una nueva ayuda para la superación de la crisis económica, la que sólo estaba condicionada al ejercicio desde el estado de un mayor control del gasto público. Este control fiscal constituye uno de los objetivos económicos del estado y opera en conjunción con el control de la inflación, la reducción del desempleo, el mejoramiento de la transparencia, el logro de una disciplina fiscal armónica, la creación de marcos institucionales adecuados para la inversión, el desarrollo del sector privado (que incluye llevar adelante un sistema de privatizaciones) y la creación de un mercado único, con la intención de reducir al máximo el comercio informal e insertarse en el  Mercado de la Unión Europea.





La balanza comercial tradicionalmente ha estado inclinada a las importaciones, las que en los últimos tres años han disminuido de manera importante; las principales son de petróleo y sus sub-productos, así como vehículos, con un 13% y un 5% respectivamente, respecto del total importado.





Si bien las exportaciones son superiores a las de años anteriores al 2009, desde 2010 han experimentado un descenso, especialmente en bienes muebles y sus partes, metales no ferrosos, energía eléctrica, minerales metálicos, hierro, acero, calzados y exportación de maquinaria industrial, que representa un tercio del total exportado.





Sus principales socios comerciales son Croacia (de donde más importa), Alemania (a la que más exporta), Italia, Eslovenia y Serbia.





Las principales causas de los problemas económicos radican en el exceso del gasto fiscal (avalado por la organización política derivada del Tratado de Dayton), el deficiente sistema de recolección tributaria, la existencia de empresas estatales ineficientes y la corrupción que ha hecho prevalecer los intereses locales por encima de los comunitarios, sobre todo en el manejo de los recursos naturales.





De esta manera, el principal problema que afecta al desarrollo económico no es propiamente la capacidad de producir, sino la capacidad política para adoptar las decisiones y medidas económicas adecuadas.





c. SITUACIÓN DE SEGURIDAD DE LA MISIÓN.





La evaluación del Consejo de Seguridad de la ONU es que la situación de seguridad permanece estable y no hay por el momento situaciones de riesgo que afecten el normal curso de esta operación de paz.





Lo anterior no obsta para reconocer la presencia de fuentes de inestabilidad e incidentes derivados de la evolución política interna. Pese a lo anterior, las fuerzas policiales bosnias han sido capaces de contener los incidentes producidos durante el año y EUFOR mantiene las capacidades adecuadas de disuasión.





En la actualidad, la Secretaría del Consejo de la Unión Europea ha adoptado, en consideración a la evolución de las necesidades en Bosnia Herzegovina, la decisión de realizar modificaciones en la estructura y tamaño de la fuerza.





De este modo, se ha iniciado un proceso de modificación de la estructura de los Centros Regionales de Coordinación en que se encuentran insertas las casas de observación y enlace, denominadas LOT (Liaison and observation Team), las que se estarían reduciendo de cinco a cuatro. Esta modificación viene desarrollándose desde fines del 2010 y finalizó el mes de noviembre del 2011, lo que ha significado para el contingente nacional cubrir una mayor superficie de terreno. Por lo anterior, se ha estimado necesaria una reorganización de todos los medios actuales presentes.





Asimismo, el proceso de retiro de determinados contingentes, como el español, el italiano, y el portugués a fines del 2010, y las fuerzas suizas y holandesas en noviembre del presente año, ha significado la disminución del tamaño de la misión EUFOR. Para el caso del contingente nacional, se ha dejado de recibir el apoyo logístico de los Países Bajos, por lo que se estableció un nuevo tipo de relación con Austria para estos efectos.





En línea con los cambios señalados y conforme a la resolución del Consejo de la Unión Europea de Enero del 2010, la Fuerza actual está en proceso de transformación de sus funciones para desplegar una operación no ejecutiva de mantenimiento de la paz, es decir, centrada en funciones y desarrollo de capacidades inherentes a una operación de construcción de la paz, en las que primarán las capacidades de formación, entrenamiento, asesoramiento y apoyo a las instituciones bosnias, principalmente a las Fuerzas Armadas.





Consecuentemente con lo anterior, se ha creado la División de Entrenamiento, cuya responsabilidad es dirigir la capacitación de las Fuerzas Armadas de Bosnia, lo que implica al mismo tiempo desarrollar la capacidad de recepción del aporte internacional que actualmente es requerido y solicitado por las autoridades bosnias para consolidar lo realizado por la Unión Europea.





Lo anterior no ha afectado mayormente al contingente nacional durante el año 2011, por el contrario, ha permitido reforzar su presencia en los procesos de toma de decisiones de EUFOR a nivel Cuartel General, potenciando nuestra presencia en funciones de mayor importancia.





En razón de la importancia de este país dentro del contexto regional y para prever posibles secesiones que pudiesen afectarle, Naciones Unidas y la Unión Europea han explicitado su compromiso de continuar la Operación ALTHEA, hasta que todos los objetivos políticos y militares hayan sido logrados. Asimismo, algunos países han expresado que la inestabilidad de Bosnia implica grandes desafíos para ALTHEA, de manera que han comprometido su apoyo a la continuación de la Misión, aunque esperando que se sigan concretando modificaciones en su estructura.





Aunque hay opiniones divididas en la UE respecto al futuro de BiH, existe consenso en la ONU y en la mayoría de los países europeos sobre la necesidad de mantener esta misión, dado su bajo costo para los países del continente. A la vez, la Oficina del Alto Representante y la Representación Especial de la Unión Europea (OHR-EUSR) mantendrán su presencia los próximos años, porque la inestabilidad política y la crisis económica del país han retrasado los avances esperados, se han identificado efectos negativos en BiH tras la crisis de Kosovo y se han incrementado los incidentes inter-étnicos. Adicionalmente, EUFOR-Althea es la única misión que opera bajo la modalidad del acuerdo “Berlin Plus”, constituyendo un símbolo para la UE y la OTAN ante las presiones que ejerce Turquía para ingresar a la UE.




Sin embargo, y pese a estimarse que continuará el apoyo a la extensión del mandato de la Misión, EUFOR sufrirá paulatinamente algunas modificaciones en su estructura. De hecho, ya se ha adoptado la decisión de reducir significativamente el número de tropas, de 3.000 a 1.500 aproximadamente.





Pese a lo señalado, en general la seguridad en Bosnia Herzegovina se mantiene estable y no ha habido incidentes importantes que amenacen la seguridad y el ambiente de operaciones.





B.
EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS





1. Consideraciones Generales





Entre los objetivos de esta Misión se destaca hacer cumplir el Acuerdo General de Paz en Bosnia y Herzegovina y contribuir a la seguridad de la zona en coordinación con la OTAN. La Alianza Atlántica mantiene, aunque sin exclusividad, los cometidos de verificar el proceso de reforma de defensa, perseguir y detener criminales de guerra, y actuar contra el terrorismo. En cualquier caso, a la UE le corresponde desempeñar el principal papel como estabilizador de la paz dentro del ámbito militar del Acuerdo General de Paz.





2. Intereses Nacionales involucrados en la Operación





Frente a la multiplicación de conflictos a nivel internacional y al mayor protagonismo que los organismos multilaterales, especialmente las Naciones Unidas, han adquirido en los procesos de estabilización y reconstrucción en escenarios de post-conflicto a  nivel global, Chile ha mantenido una política de Estado permanente de participación en las actividades relacionadas con la paz y la seguridad internacionales. En este marco, las operaciones de paz es la expresión concreta del compromiso de Chile con la estabilidad y seguridad globales
.





Desde el punto de vista de la Política Exterior de Chile, la resolución multilateral de los conflictos internacionales, que implica asumir responsabilidades junto a otros actores para contribuir a la mantención de la paz y seguridad, es un factor relevante tanto para la profundización de vínculos, en este caso con la Unión Europea, como para potenciar sustancialmente la influencia de Chile en el ámbito exterior.





El mantenimiento de la paz y la seguridad internacional tiene para Chile un valor intrínseco, pues guarda relación con valores, principios e intereses nacionales de carácter permanente, como son el respeto del Derecho Internacional, la solución pacífica de controversias, la promoción de los Derechos Humanos y el impulso a los mecanismos multilaterales como forma de dar gobernabilidad al sistema internacional. En esta perspectiva, el aislacionismo en un período de globalización e integración regional es considerado por nuestro país como inconducente y hasta riesgoso para el interés nacional.





Por otro lado, habiendo sido Chile uno de los países pioneros dentro de América Latina en materia de apertura a la economía internacional, y enfrentado hoy a las características propias de los procesos globalizadores y de mundialización, lo que ocurre dentro del sistema internacional y sus efectos políticos, sociales, económicos y demográficos, entre otros, afectan las condiciones de su desarrollo. Por ende, la seguridad y estabilidad internacional son parte de los intereses nacionales permanentes de Chile.





Respecto a las prioridades de la Política Exterior, particularmente en lo referido a la Agenda Internacional, deben tenerse en cuenta las siguientes consideraciones:





- Chile privilegia el Derecho Internacional y el multilateralismo como mecanismos orientadores de su quehacer internacional. En este contexto, Chile tiene la voluntad de contribuir a la promoción y defensa de los derechos humanos, la seguridad alimentaria, la seguridad humana, la promoción de los valores democráticos y la reducción de la pobreza.





- Siendo la seguridad mundial una tarea colectiva relacionada con la capacidad de los estados de enfrentar antiguas y nuevas amenazas capaces de afectar a las sociedades políticas y civiles de las naciones, nuestro país actúa en Operaciones de Paz en estrecha relación con otros estados, recibiendo y entregando flujos de experiencia y conocimiento.





- Entre los principios de la Política Exterior de Chile, se considera que las Operaciones de Paz son un medio que contribuye al desarrollo de los estados en conflicto, en la medida que promueven la instauración del estado de derecho, la democracia, y los derechos humanos.





- La promoción del estado de derecho en cada uno de los países que integran la comunidad internacional, permite la preservación de la paz y la seguridad dentro de los Estados afectados por conflictos o crisis, así como al interior de la propia sociedad internacional.





- Chile adhiere a los instrumentos y mecanismos internacionales de protección y promoción de los derechos humanos, entendiendo que estos forman parte de la institucionalidad política nacional, a diferencia de los contextos en los que las operaciones de paz se despliegan, donde dichos mecanismos suelen ser débiles o poco eficaces.





- Chile respalda el concepto de la responsabilidad de proteger, que implica la utilización de medios y recursos técnicos y humanos propios para aliviar el sufrimiento y proteger a poblaciones civiles afectadas por violencia armada. Para ello, actúa en el marco de distintas instancias multilaterales a nivel global, regional y subregional, siempre conforme al Derecho Internacional y bajo los preceptos de la Carta de las Naciones Unidas.





La participación de Chile en operaciones de paz constituye tanto una contribución para la estabilidad de aquellos estados en situación de crisis y conflicto armado, como una oportunidad para el fortalecimiento de la imagen país en el exterior, en la medida que se hace manifiesto el compromiso nacional con la paz y la seguridad internacionales.





Las operaciones de paz han permitido, además, morigerar nuestra lejanía física de los polos de desarrollo mundiales y ganar una experiencia en la gestión de conflictos internacionales.





La participación Chilena en EUFOR-Althea contribuye a dar proyección a las prioridades de la Política Exterior del Estado, orientada a la resolución multilateral de conflictos internacionales
, permitiendo reafirmar los vínculos que en esta materia se han establecido con la Unión Europea, primero en el trabajo conjunto con el Reino Unido y con el Reino de los Países Bajos, y a partir de finales de 2011, con la República de Austria.





El profesionalismo y prestigio alcanzado por nuestras tropas
 ha permitido que los medios nacionales cubran puestos cada vez de mayor relevancia, tanto en el Cuartel General, como en las casas LOT (equipos de observación y enlace), donde la capacidad y eficiencia demostradas han permitido que nuestra presencia país sea considerada en un nivel por sobre el promedio, pese a las limitaciones idiomáticas.





La seriedad y responsabilidad que ha caracterizado nuestra participación militar en la operación EUFOR-Althea y la labor de la representación diplomática representada por la Embajada de Chile en Hungría y concurrente a Bosnia, constituyen para Chile un medio para reforzar sus lazos con la Unión Europea.





Chile es el único país no europeo que participa en Althea, lo que se deriva de la profundidad y amplitud del Acuerdo de Asociación existente entre nuestro país y la UE. En este sentido, los compromisos adquiridos exceden los estrictamente político y comercial, abarcando también aspectos de carácter estratégico. Por lo anterior, la integración de personal chileno a esta Operación constituye la manifestación concreta de la voluntad de Chile de servir los acuerdos vigentes en toda su amplitud, profundizando de este modo los vínculos con este socio estratégico de primera importancia.





En razón de lo anterior, se estima que EUFOR-Althea representa un compromiso conveniente para Chile, máxime de su bajo costo relativo y el bajo nivel de riesgo para el personal desplegado.





3. Impacto en el Desarrollo Profesional de las FF.AA





Nuestra participación en una operación militar de la Unión Europea contribuye, desde una perspectiva político-estratégica, a que efectivos de las Fuerzas Armada chilenas adquieran experiencias profesionales de diversa índole al interactuar con efectivos de Fuerzas Armadas profesionales de los países miembros de la UE, bajo normas de OTAN
.





EUFOR-Althea representa una oportunidad para operar militarmente en forma intensa y constante, bajo condiciones cercanas a la realidad, situación que es difícil de replicar en el país, optimizando de este modo la capacidad operativa de las fuerzas nacionales, tanto en aspectos relacionados con Operaciones de Paz, como en los referidos a procedimientos de combate, logísticos y de apoyo en general, lo que representa una contribución neta al entrenamiento operacional de los efectivos nacionales.





El desarrollo y profesionalismo alcanzado por nuestras Fuerzas Armadas, les ha permitido posicionar a Chile como el único país latinoamericano en condiciones de cumplir con los estándares exigidos por la UE y la OTAN para el desempeño en esta misión.





Asimismo, el desarrollo de mecanismos novedosos de apoyo logístico en este ambiente operacional y con el apoyo de un ejército moderno como el holandés –y a partir de 2012 el austríaco-, ha significado para nuestro personal homologar, estandarizar y entrenar en un ambiente operativo internacional de primer nivel, obteniendo experiencias y aprendizajes que podrán ser utilizados por nuestras fuerzas en operaciones militares de características similares, en las que se apliquen los estándares de interoperabilidad que rigen las operaciones de la OTAN y de Naciones Unidas.





Para nuestras Fuerzas Armadas y para el país es relevante el llamado específico que nos ha hecho la UE para contribuir en esta operación y, al mismo tiempo, que los resultados obtenidos en ella hayan permitido en el presente que el Consejo de la Unión Europea haya autorizado a la Oficina de Política de Defensa y Seguridad Común el inicio de conversaciones y negociaciones con Chile para la negociación de un acuerdo marco que permita la integración de nuestro país al sistema de Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea
.





C. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD.





Al igual que en los años anteriores, se solicita autorización por el plazo de doce (12) meses, a partir del 01 enero del 2012 y hasta el 01 de enero del 2013.





D. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD.





Las Naciones Unidas, mediante la Resolución Nº 1948 de 18 de noviembre de 2010, al igual que sus resoluciones anteriores, reafirma una vez más el apoyo al Acuerdo de Paz, así como el acuerdo de Dayton y exhorta a las partes a que cumplan estrictamente las obligaciones contraídas en virtud de dichos acuerdos. A la vez, reconoce que la EUFOR desempeña la función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del acuerdo, amparado en las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la cual otorga a la EUFOR reglas de enfrentamiento flexibles.





En el caso del contingente nacional, por tratarse de efectivos cuya función principal es la de “observación y enlace”, no se contempla su empleo coercitivo, por lo que todo el personal opera sin armamento de guerra, con la sola excepción del arma de puño, la que sólo puede ser utilizada en defensa de la Casa LOT y en apoyo al Batallón Multinacional asignado para su defensa. Esta última unidad está debidamente dotada y facultada para actuar en estos casos, de manera que de producirse una situación de emergencia, el personal nacional sería retirado y comenzaría a actuar la Unidad de Emergencia y Apoyo de la Fuerza Europea.





Se desprende de lo anterior que las reglas de enfrentamiento que operan para este caso son las generales de las Naciones Unidas y de la Unión Europea, que señalan que las armas individuales sólo se emplean para autodefensa inmediata.





E. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS





1. Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina





En la actualidad, EUFOR en BiH cuenta con aproximadamente 1.354 hombres y mujeres, desplegados bajo el mando de un Oficial General de 2 estrellas y con las siguientes capacidades de fuerzas:





- 01 Cuartel General multinacional.





- 01 Batallón multinacional.





- 01 Unidad de Policía integrada





- Capacidades de:





Unidad Médica.





Aviación.





Sistemas de rebusca de información y de observación





Comunicaciones integradas





Logística





Protección de la Fuerza





EOD





- Organización de Situación de Alerta:





Centros de coordinación regional.





Equipos de observación y enlace





Asimismo, EUFOR cuenta con Reservas Militares Generales, bajo el concepto “Over the horizon forces”, constituidas por fuerzas de reserva táctica de apoyo mutuo, fuerzas de reserva operacional y fuerzas de reserva estratégica, todas concurrentes a la zona de conflicto, de acuerdo a la necesidad de la fuerza a aplicar.





La fuerza está al Mando de un Mayor General Austriaco y su Jefe de Estado Mayor y Segundo Comandante es un Brigadier General Húngaro. El Cuartel General cuenta con seis Divisiones (División de Operaciones, División de Información y Análisis, la División de Generación de Capacidades y Entrenamiento y la División de Apoyo), cada una al mando de un Oficial Superior (Coronel o equivalente).





2. Fuerza Chilena en Bosnia y Herzegovina





De acuerdo al Acuerdo Técnico firmado entre el MDN Nacional y el MDN de Austria, el personal considerado para esta Operación es de hasta 17 hombres, como sigue:





1 Oficial Comandante de Contingente y “Chief LOT DESK” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





1 Oficial Segundo Comandante de Contingente y “Maintenance Specialist” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





1 Oficial Administrativo y “Training Controller” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





1 Oficial “Systems Standarization Specialist” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





1 Suboficial Jefe de Plana Mayor de Contingente y “LOT Desk Assistant” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





2 Suboficiales “Watchkeepers” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





1 Suboficial “Secret Registry Supervisor / Admin” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





1 Oficial “Asistant Coordinator” en la Plana Mayor del Centro de Coordinación Regional (Banja Luka).





1 Unidad LOT (Equipos de Observación y Enlace) de 8 hombres (Banja Luka).





F. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO.





En lo general, todo el personal que está desplegado en Bosnia Herzegovina se encuentra bajo el Mando Operacional de Chile a través de la Autoridad Nacional Militar para Operaciones de Paz, es decir, del Jefe del Estado Mayor Conjunto.





De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de Misiones, el Control Operacional radica en la Autoridad Militar que ha desplegado la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, que recibe el nombre de Comandante de la Fuerza Europea.





En el detalle, las funciones de Mando y Control, son las siguientes:





- Oficial Comandante de Contingente y Chief LOT DESK en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





El Chief LOT DESK corresponde al escalón superior de los RCCs (Centro de Coordinación Regional) y Casas LOT de todo el país, y tiene la responsabilidad del Mando y Control del sistema LOT desplegado en BiH desde el Cuartel General de Sarajevo. De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales, el Control Operacional, que radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en BiH, delega esta autoridad en el Chief LOT Desk.





Con respecto al Contingente Nacional, ejerce el Mando Administrativo y es el representante del país en todas las actividades ceremoniales y sociales que se realizan (Senior National Representative).





- Oficial Segundo Comandante de Contingente y Maintenance Specialist en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





Oficial que trabaja en el análisis de la estructura y procesos de mantenimiento de las FF.AA de Bosnia y Herzegovina desde el punto de vista logístico. Realiza visitas a las unidades de mantenimiento, hace entrevistas a personal de distintos grados y prepara informes que son la base para la proposición de cambios que permitan mejorar el sistema de mantenimiento de las FF.AA de Bosnia. Abarca las áreas de Material de Guerra para el sostenimiento de Helicópteros, recursos de mantenimiento y también trabaja en forma vinculada con los asesores de doctrina logística de OTAN, compartiendo experiencias de trabajo y buscando alternativas de solución para los problemas de la estructura logística. En cuanto al Contingente Nacional, apoya la gestión de mando del Comandante, asesorándolo en todas las áreas de acción de la misión, coordinando y controlando las tareas que se le asignen. Además, representa al Comandante cuando se le disponga y lo reemplaza cuando sea necesario. Se encuentra bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile.





- Oficial Systems Standarization Specialist en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





Es el Oficial responsable de asesorar a las Fuerzas Armadas de Bosnia y Herzegovina (AF BiH) en el área de doctrina y estándares OTAN en el nivel táctico, trabajando en forma coordinada con el Estado Mayor Conjunto (General Joint Staff), con el Comando de Doctrina (TRADOC), y con las diferentes unidades dependientes del Comando Operacional (Operational Command) y del Comando de Apoyo (Support Command). En este contexto, le corresponde planificar y ejecutar reuniones de coordinación, visitas a unidades, mesas de trabajo y otras actividades que permitan estandarizar la doctrina.





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile.





- Oficial Administrativo y Training Controller en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





Su trabajo consiste en coordinar y agendar - por intermedio del Estado Mayor General del Ejército de BiH - los diferentes terrenos de entrenamiento y polígonos de tiro para cada una de las unidades de EUFOR desplegadas en el país, tanto para el Batallón Multinacional (MNBn), Policía Integrada Internacional (IPU), y los diferentes Centros de Coordinación Regional del país. Además, controla la calidad del entrenamiento realizado por cada una de estas unidades en terreno.





En cuanto a su tarea como Oficial Administrativo en el ámbito nacional, es responsable de planificar, coordinar y ejecutar todas las actividades de apoyo logístico y administrativo para el contingente chileno, constituyéndose como asesor técnico en las áreas de personal y logística del Comandante de CHILFOR. Le corresponde administrar los recursos institucionales entregados por el COT y EMC para gastos operacionales, además de coordinar y materializar todos los trámites de ingreso al área de misión, bienestar del personal, adquisición de elementos y prestación de servicios en coordinación con el Elemento de Apoyo de Austria, para ejecutar la cancelación de los diversos gastos de la misión para el apoyo logístico a las tareas del contingente chileno en BiH.





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile.





- Oficial “Asistant Coordinator” en la Plana Mayor del Centro de Coordinación Regional Norte (Banja Luka).





Este Oficial se desempeña en el Centro de Coordinación Regional Norte (RCCN), en la ciudad de Banja Luka y le corresponde recepcionar la información diaria que remiten las Casas LOT, confeccionar el informe diario del RCCN y remitirlo al Cuartel General de EUFOR en Sarajevo. Además, es responsable de coordinar el empleo operativo de las casas LOT, de acuerdo a lo dispuesto por el Chief LOT Desk.





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile. 





- Suboficial Jefe de Plana Mayor de Contingente y “LOT Desk Asistant” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





Sus actividades principales están orientadas a la tramitación, clasificación y difusión de documentación. Es responsable de toda la difusión de los productos de la Sección de Información y Análisis a través de las redes secretas y restringidas dispuestas por la UE y la OTAN. Deberá apoyar administrativamente las actividades y el trabajo de todos los integrantes del LOT Desk, de acuerdo a los requerimientos del Chief LOT Desk. Es además, responsable de la seguridad del LOT Desk. Participa como auxiliar en reuniones de Estado Mayor, registrando lo discutido en las reuniones y apoyando administrativamente estas actividades.





En el ámbito nacional, se desempeña como Jefe de Plana Mayor del Contingente Chileno, apoyando la gestión de mando del Comandante.





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile.





Suboficiales (2) “Watchkeeper” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





El WatchKeeper es el encargado de mantener el “Battle Rhythm” (ritmo de batalla) del Centro de Operaciones Conjuntas de EUFOR las 24 horas en forma permanente.





Su misión principal es mantener el enlace entre el Cuartel General y las Unidades de Maniobra de EUFOR, monitoreando en forma permanente el desarrollo de la situación de Operaciones en el AOR. Durante el desarrollo de su trabajo es responsable, entre otros, de recibir en forma computacional la documentación clasificada de todos los organismos dependientes y prepararla (leerla, resumirla, transcribirla) según las normas de seguridad EUFOR para elaborar un “reporte de situación diario”. Mantener contacto diario con el Batallón Multinacional y con distintos organismos, entregando resoluciones adoptadas a través de procedimientos establecidos. Comunicar novedades a las autoridades de EUFOR que correspondan. Autorizar procedimientos operativos mediante enlace telefónico con autoridades civiles de aeropuertos, previa coordinación con organismos EUFOR (AGSR, HELO OPS). Confeccionar el “update” (actualización) de Operaciones diario y exponerla al JOC Director y Ofles. de enlace de todas las Divisiones de EUFOR.





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile.





- Suboficial “Secret Registry Supervisor / Admin” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





Es responsable de la administración de toda la documentación clasificada del CG de EUFOR. Todos los procedimientos que utiliza están de acuerdo a las normas de seguridad de la UE y la OTAN. Es parte del equipo de inspección de seguridad del CG. Debe mantener al día la base de datos de toda la documentación secreta y además, desempeña tareas como Jefe de Plana Mayor del personal de apoyo del Segundo Comandante de EUFOR.





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile.





- Casa LOT (Equipos de Observación y Enlace) de Banja Luka.





La casa LOT Chilena con base en la ciudad de Banja Luka cuenta con equipos de observación y enlace conformados por 2 Oficiales y 6 Suboficiales, que en forma diaria monitorean la situación del país en su área de responsabilidad, obteniendo y canalizando información a través del RCCN hacia el Cuartel General. Los integrantes de la Casa LOT se encuentran bajo el Control Operacional del Comandante de EUFOR (a través del Chief LOT Desk) y bajo el Mando Operacional del Comandante del Contingente de Chile. En cuanto a su equipamiento, por tratarse de Unidades de Observación y Enlace, sólo utilizan armamento de puño personal y las patrullas diarias se efectúan en vehículos todo terreno arrendados por Chile, a través del Elemento de Apoyo Nacional de Austria.





G. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES, A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO.





Los costos que a continuación se describen se encuentran considerados y financiados para el año 2012 de acuerdo al presupuesto autorizado para el Estado Mayor Conjunto para ese año e incluido en el Fondo de Operaciones de Paz, por lo que la Operación ALTHEA se encuentra totalmente financiada.





Por otra parte, cabe señalar que durante el periodo en que Holanda entregó el sostenimiento logístico al Contingente Nacional (hasta noviembre de 2011), se entregaron los siguientes apoyos sin costo para Chile:
· Atención médica y evacuación de emergencia.

· Vehículos y combustible para patrullajes.

· Instalaciones operativas y de habitabilidad (Casas LOT), con su respectivo mantenimiento.

· Alojamiento en hoteles para el periodo de relevos del personal (turno que arriba al Área de Misión).





Los costos nacionales, se desglosan en los siguientes ítems:





Remuneraciones: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:

	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	SUELDO JEFE MISIÓN (ENE - DIC 2012)
	USD $
	138.269,12

	SUELDO OFS. SUBALT.  MISIÓN (ENE - DIC 2012)
	USD $
	568.771,14

	SUELDO P.C.P. MISIÓN (ENE - DIC 2012)
	USD $
	625.017,90

	TOTAL REMUNERACIONES 2012
	USD $
	1.332.058,16 






Pasajes y Otros Costos: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:

	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	PASAJES  MISIÓN CHILFOR (IDA MARZO)
	USD $
	    49.640,00   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (IDA SEPT.)
	USD $
	    49.640,00   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (REGRESO MARZO)
	USD $
	    49.640,00   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (REGRESO SEPT.)
	USD $
	    49.640,00   

	EXCESO DE EQUIPAJE (REGRESO)
	USD $
	    13.600,00   

	TOTAL PASAJES Y OTROS COSTOS 2012
	USD $
	 212.160,00






Operación y Funcionamiento: Los costos asociados a la Operación ALTHEA durante el año 2012, ya están considerados en el Fondo de Operaciones de Paz y consideran lo siguiente:

	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	INTERPRETES
	 USD $      140.000,00

	ARRIENDO DE CASA + SERVICIOS BÁSICOS
	 USD $        53.100,00

	ALIMENTACIÓN 
	 USD $      250.000,00 

	TELECOMUNICACIONES
	 USD $          7.500,00

	ARRIENDO DE VEHÍCULOS + SEGUROS
	 USD $      123.000,00

	COMBUSTIBLES Y LUBRICANTES
	 USD $        72.000,00

	MATERIAL DE OFICINA
	 USD $          9.000,00

	SEGURO DE VIAJE
	 USD $        10.000,00

	SERVICIO DE ASEO Y EXTRACCIÓN DE BASURA
	 USD $        11.700,00

	OTROS GASTOS EN CASA LOT Y HQ.
	USD $
	    20.000,00   

	TOTAL FUNCIONAMIENTO 2012
	USD $
	  696.300,00


- - -

DISCUSIÓN


El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión la solicitud.





El Honorable Senador Larraín recordó que en su oportunidad visitó la misión militar en Bosnia. Al respecto, consultó si existe algún cambio sustantivo respecto de lo realizado el año pasado. También por los costos que irroga al país la mantención de dicha presencia militar.





A su vez, el Honorable Senador Kuschel preguntó cuáles son los cambios en la actual situación y las proyecciones para el año 2012.





El Honorable Senador Muñoz solicitó que se explicite la justificación de los gastos que implican la correspondiente misión.





Por su parte, el Honorable Senador Tuma señaló que espera que el próximo año la tramitación de este proyecto no sea en un plazo tan breve como el actual.





El señor Izurieta expresó que los cambios en la situación, principalmente se refieren a dos aspectos. En primer lugar, hay una disminución de la dotación total de chilenos, que pasan de 21 a 17. En segundo lugar, explicó que de dos casas lot se pasa a una. Agregó que, sin embargo, se aumenta la presencia nacional en el Cuartel General de Sarajevo.





Informó que, además, existe otra modificación en materia logística, pues cuando comenzó esta misión, se hizo al amparo de una misión británica, para pasar posteriormente a depender de una misión holandesa, la cual también se retiró con posterioridad. Precisó que, actualmente, existe un acuerdo celebrado con Austria para efectos de facilitar las operaciones logísticas, las cuales serían muy difíciles de realizar desde nuestro país. Añadió que, para estos efectos, Austria es quién gestiona los recursos y Chile los financia. Agregó, el señor Izurieta, que los recursos se encuentran en el anexo del documento que acompaña la solicitud y se encuentran aprobados en la ley de presupuesto.





El Honorable Senador Tuma solicitó precisar la información respecto de los costos comparados los años 2011 y 2012.





El señor Izurieta aclaró que la diferencia radica en el apoyo logístico, que antes brindaba Holanda y que hoy no lo otorga Austria. Añadió que por eso, ahora se deben arrendar viviendas y vehículos motorizados, y deben contratarse seguros para suplir prestaciones médicas, materias que anteriormente entregaba la misión holandesa. Destacó que, sin embargo, existe un equilibrio en los gastos, pues se redujo el personal, ítem que representa más del 50% de los costos de la misión, por las remuneraciones.





Expresó que, de continuar la situación de estabilidad en la región, el 2012 sería el último año en que Chile participaría de esta misión.





Destacó que nuestro país tiene un Tratado de Asociación Estratégica con la Unión Europea, por lo cual Chile debe cumplir con las obligaciones que de ello derivan. Añadió que Bosnia es un problema que preocupa a la Unión Europea, la cual valora la presencia de Chile –como único país latinoamericano- en dicha nación.





El Honorable Senador Tuma señaló que la misión en Bosnia es una misión importante en función de la imagen de nuestro país en el mundo y, en particular, en la Unión Europea.





En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Larraín don Hernán, Letelier, Muñoz, Pizarro, Prokurica, Tuma y Walker don Patricio, recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el señor Presidente de la República.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 14 de diciembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto, Jorge Pizarro Soto, Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto.





Sala de las Comisiones unidas, a 14 de diciembre de 2011.

(Fdo.):Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL PLAZO PARA EL REINTEGRO PARCIAL POR CONCEPTO DEL IMPUESTO ESPECÍFICO AL PETRÓLEO DIESEL PARA LAS EMPRESAS DEL TRANSPORTE DE CARGA, ESTABLECIDA EN LA LEY N° 19.764

(8066-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Tuma. 

En representación del Poder Ejecutivo, en tanto, concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Julio Dittborn; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Ramón Del Piano; y el asesor legislativo, señor Francisco Moreno.

Del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el Jefe de la División de Normas y Operaciones de la Subsecretaría de Transportes, señor Roberto Santana.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor José Francisco Acevedo.

Del mismo modo, asistieron los siguientes invitados:

De la Confederación Nacional Gremial de Dueños de Camiones de Chile, el Presidente Nacional, señor Juan Araya; y el Ingeniero de Proyectos, señor Roberto González. 

De Chile Transporte, el Presidente, señor Claudio Troncoso; y el Gerente General, señor Juan Enrique Pino.

De la Federación de Dueños de Camiones de la Quinta Región, el Presidente, señor José Egido.

De la Federación de Dueños de Camiones de la Séptima Región, el Presidente, señor Abraham Araya. 

De la Federación Gremial de Asociaciones de Dueños de Camiones del Sur, el Presidente, señor José Villagrán.

Estuvieron presentes, además:

De la Corporación de Estudios para América Latina, la asesora, señorita Macarena Lobos.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.

- - -


Se hace presente que por tratarse de un proyecto de artículo único y con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley pretende modificar el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N° 19.764.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


I.- ANTECEDENTE JURÍDICO
- Ley N° 19.764, establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles. 

- Ley N° 20.278, adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles derivados del Petróleo, autoriza una capitalización de ENAP por el monto que indica e introduce otras modificaciones que señala.

- Ley N° 20.360, otorga bono extraordinario para los sectores de menores ingresos, introduce modificaciones en la ley N° 20.259.

- Ley N° 20.456, modifica el plazo para el reintegro parcial del concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas de transporte de carga, establecido en la ley N° 19.764.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley se fundamenta en las siguientes consideraciones:

Refiere, en primer lugar, la existencia del régimen de reintegro parcial del impuesto específico al diesel para las empresas de transporte de carga, establecido por la ley Nº 19.764, de 19 de octubre de 2001, que fijó una tabla de recuperación del impuesto específico, que comenzó en un 10% para parte del año 2001 y el año 2002, y se estabilizó en un 25% a partir del 1 de julio de 2006. 

Agrega, en segundo término, que ante el fuerte incremento experimentado por el precio del crudo durante el primer semestre del año 2008, cuando llegó a niveles record de 140 US$/bl que afectaron fuertemente a los transportistas, se dictó la ley N° 20.278. Dicho cuerpo normativo contempló un aumento transitorio en el porcentaje de recuperación del gasto incurrido por las empresas de transporte de carga por concepto de impuesto específico al diesel, desde un 25% a un 80%. Esta tasa rigió entre el 1 de julio de 2008 y el 30 de junio de 2009.

Da cuenta el Mensaje, enseguida, que una vez terminado el denominado “boom” de precios de los “commodities” e iniciada la crisis económica del año 2008, el precio del crudo cayó hasta los 40 US$/bl, encontrándose en 70 US$/bl a la fecha de término de la vigencia de la ley N° 20.278.  En estas circunstancias, en el mes de junio de 2009, mediante la ley Nº 20.360, se estableció un sistema escalonado de devolución del impuesto específico al petróleo diesel, el que se mantuvo en vigencia hasta el 30 de junio de 2010.

Este nuevo mecanismo de devolución tomaba en cuenta los ingresos anuales del contribuyente, estableciendo 3 tramos de devolución: hasta las 18.600 unidades tributarias mensuales, la devolución era del 80% del impuesto específico; entre las 18.600 y las 42.500 unidades tributarias mensuales, de 50%, y si los ingresos anuales eran superiores a las 42.500 unidades tributarias mensuales, el reintegro era de un 38%.

Con el fin de que el sistema de devoluciones no retornara al originalmente establecido en la ley N° 19.764, que, como se señalara, contiene una tasa de devolución de 25%, en el año 2010 el Gobierno presentó un proyecto de ley con el objeto de mantener un porcentaje de devoluciones superior al establecido en la ley Nº 19.764. Dicha iniciativa se materializó en la ley Nº 20.456, de 29 de julio de 2010, que, tomando en consideración los ingresos anuales del contribuyente, contempló un mecanismo con tres tramos de ingresos similares a los de la ley Nº 20.360, pero reduciendo las tasas de devolución a 63%, 39% y 29,65%, respectivamente.

Añade a continuación el Mensaje que ante la expiración, el 30 de noviembre de 2011, del sistema de reintegro contenido en la ley Nº 20.456, y teniendo presente que el contexto económico internacional para el futuro cercano todavía se avizora incierto, se hace necesario postergar la plena vigencia de la ley Nº 19.764, incrementando, en consecuencia, las tasas de reintegro que establece este último cuerpo legal. 

Al efecto, el presente proyecto de ley considera que a contar del día 1 de diciembre de 2011 y hasta el 30 de junio de 2014, esto es, por un plazo de 31 meses, las empresas de transporte de carga, puedan acceder, mensualmente, a una recuperación según el siguiente esquema:

1)
Las empresas con ventas anuales inferiores o iguales a las 2.400 unidades de fomento, recuperarán un 80% del impuesto soportado.

2)
Para las empresas con ventas entre las 2.400 y las 6.000 unidades de fomento, la tasa de reintegro será de 70%.

3)
Finalmente, aquellas empresas con ventas superiores a 6.000 e inferiores a 15.000 unidades de fomento, tendrán una tasa de reintegro de 52,5%, siendo esta misma de 31% para aquellas empresas con ventas superiores a las 15.000 unidades de fomento. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

En primer lugar, el Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda, señor Ramón Delpiano, reseñó que en relación con el sistema de devolución del Impuesto Específico al Diesel (IED) para empresas de Transporte por Carretera, el antecedente más remoto es la ley Nº 19.764, de 19 de octubre 2001, que estableció el reintegro parcial del pago de peajes realizado por las empresas que utilizaran vehículos pesados. La negociación en su momento llevada a cabo obedeció a la reivindicación de los gremios, en el sentido de estimar injustificado el pago de un impuesto que había sido concebido para financiar la reconstrucción de las carreteras dañadas tras el terremoto que afectó al país en 1985. 

Dicha ley, profundizó, estableció mecanismos de reintegro del gasto incurrido en peajes para el caso de las empresas de transporte de pasajeros, y del pago de IED para el de las empresas de transporte de carga. Entonces se fijó, para estas últimas, una tabla de recuperación que partía en 10% en 2002 y quedaría de manera permanente en 25% a partir de julio de 2006.

Tal esquema, añadió, funcionó de modo satisfactorio hasta el año 2008, durante cuyo primer semestre el precio del crudo llegó a niveles record, alcanzando los 140 US$/bl. En ese escenario se aprobó la ley Nº 20.278, de 24 de junio de 2008, que contempló un aumento transitorio en el porcentaje de recuperación del gasto incurrido por las empresas de transporte de carga por concepto de IED, de 25% a 80%. Esta mayor devolución rigió entre el 1 de julio de 2008 y el 30 de junio de 2009.
Posteriormente, una vez iniciada la crisis subprime, los precios de los commodities, y el del crudo en particular, se ajustaron a la baja, por lo que ya no se justificaba mantener el 80% parejo de devolución. Así se llegó a una nueva negociación, que dio lugar a la ley N° 20.360, de 30 de junio de 2009, que estableció un sistema escalonado según las ventas de cada empresa, otorgando el siguiente tratamiento:

- 80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 18.600 UTM.

- 50% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 18.600 y no excedan de 42.500 UTM.

- 38% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales sean superiores a 42.500 UTM.

Este esquema se mantuvo en vigor hasta el 20 de junio de 2010, oportunidad en la que se debió negociar nuevamente con los gremios del transporte para, finalmente, aprobar la ley N° 20.456, de 29 de julio de 2010, que mantuvo el sistema escalonado de la ley N° 20.360, pero cambiando los factores de reintegro de cada tramo:

- 63% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 18.600 UTM.

- 39% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 18.600 y no excedan de 42.500 UTM.

- 29,65% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales sean superiores a 42.500 UTM.

Este modelo se extinguió el 30 de noviembre de 2011, por lo que, de no mediar una nueva iniciativa legal, deberá volver a regir el 25% parejo de devolución en su momento establecido por la ley N°19.764. Para evitar este último efecto, dio cuenta que durante más de 3 meses el Ejecutivo ha realizado un trabajo conjunto con la Confederación Nacional de Dueños de Camiones (CNDC) y con la asociación gremial Chile Transporte, para llegar a un sistema de devolución consensuado que mantiene una diferenciación según las ventas de cada empresa, pero modifica tanto los tramos como los factores de devolución aprobados en la ley N° 20.456, en el siguiente sentido:

- 80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 2.400 UF.

- 70% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 2.400 y no excedan de 6.000 UF.

- 52,25% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 6.000 y no excedan de 15.000 UF.

- 31% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales sean superiores a 15.000 UF.
Agregó que entre 0 y 2.400 UF, que concentra a mono operadores, se encuentra aproximadamente el 60% de las empresas de transporte de carga por carreteras, y entre 2.400 y 6.000 UF, otro 23%. De manera que el mejor tratamiento que el proyecto de ley propone, se encuentra focalizado en quienes más lo necesitan. 

Ante una consulta del Honorable Senador señor Kuschel, puntualizó que aún sin existir una estadística acabada sobre el particular, se puede estimar que en el primer rango se hallan operadores de 1 a 3 camiones, y en el segundo, entre 3 a 6.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, en tanto, precisó que el directorio de la CNDC aprobó la presente propuesta por amplia mayoría, y que solamente algunas asociaciones gremiales regionales son las que no están de acuerdo con ella.

El Honorable Senador señor Kuschel preguntó cuál es el mayor gasto que representa la nueva estructura que se ha planteado.

El señor Delpiano indicó que el costo del nuevo esquema asciende a US$106 millones anuales, en circunstancias que el anterior llegaba a un poco más de US$90 millones. Y si entrara en vigor el 25% parejo, entonces sólo se encontraría alrededor de US$60 millones.  





Enseguida, se concedió el uso de la palabra al Presidente de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile (CNDC), señor Juan Araya, quien señaló que el acuerdo logrado con los representantes del Ministerio de Hacienda representará, para el gremio, una rebaja del orden de US$247 millones, en el universo de las, aproximadamente, 24 mil empresas formalmente constituidas, que se desglosan, en los diversos tramos, de la forma que el siguiente cuadro expone: 

Número de empresas y tramos de recuperación

	                                                      N° EMPRESAS



	UF
	$
	
	N
	NE Acum
	%E
	% E Acum

	                    2.400

2.400-25.000

25.000-10.000

                100.000


	52.855.080

550.573.750

2.202.295.000
	52.855.080

550.573.750

2.202.295.000
	15.070

7.921

853

227

24.071
	15.070

22.991

23.844

24.071

24.071
	62,61%

32,91%

3,54%

0,94%
	62,61%

95,51%

99,06%

100,00%


Propuesta vigente hasta 30 Nov

	UTM


	% Recup.



	18.600

42.500

42.500


	63,00%

39,00%

29,65%




Recuperación IED 2010-2011,

según tramos

[image: image1.emf]
AÑO 2010 – 2011

Fuente: Ministerio de Hacienda
Aprox:

· 58 % Pequeña
· 32 % Grande
· 10 % Mediana
	                                                                                                 Recup. Media

	UTM
	% Recup.
	NE
	MMUS$

	18.600
	63%
	20.748
	42,92

	18.600 – 42.500
	39%
	2.443
	7,40

	42.500
	29,65%
	517
	23,68

	74,00


Recuperación IED 2009-2010,

Según tramos[image: image10.emf]
[image: image2.emf]mín máx

Total MMUS$ Total %

S/V

0 0

0,6 0,57%

Pequeña

0 700

62,6 55,24%

Mediana

700 1.600

14,2 12,55%

Grande

1.600 más

34,5 30,45%

S/I

SC

1,3 1,18%

113,4 100,00%


Reseñó, enseguida, que la CNDC se encuentra trabajando con SERCOTEC para que las asociaciones gremiales se puedan convertir en empresas que, en definitiva, puedan realizar sus compras, negociar y presentarse a licitaciones en forma conjunta. Ese es, destacó, el camino que se debe seguir, pues de no hacerlo se corre el riesgo de que acontezca lo mismo que años atrás en el mercado de las farmacias, donde las pequeñas debieron desaparecer. Si eso llegara a ocurrir, el impacto sería no sólo sobre las pymes, sino sobre todas las familias que se encuentran detrás de quienes ejercen la actividad. Refirió, como una señal de la preocupación manifestada, la existencia de un estudio que concluyó que el mercado del transporte de carga requiere solamente de, aproximadamente, 2.600 empresas para desarrollarse normalmente, en circunstancias que los camioneros, entre formales e informales, son cerca de 40.000 a lo largo de todo el país.  

La difícil realidad, agregó, con el precio del petróleo ahogando a los pequeños transportistas a lo largo de todo el país, hace aconsejable que el reintegro del IED para éstos, sea más alto. En ese sentido se orientaron las negociaciones llevadas a cabo con el Ministerio de Hacienda, que decantaron en la propuesta en esta oportunidad presentada. De ahí que se plantee un período de 3 años, hasta 2014, durante el cual el reintegro del IED pueda ser más ventajoso y, a la vez, los camioneros puedan organizarse y trabajar y vender en forma conjunta sus servicios. Sólo obrando así será posible la subsistencia de muchos operadores, que, por ejemplo, por la vía de la implementación de tecnología podrán reducir las tasas actuales de circulación de camiones vacíos.

Propuestas CNDC

1.- Mantener un sistema de reintegro diferenciado para empresas pequeñas, medianas y grandes.

2.- Continuar con sistema escalonado, ya que pasar a un modelo continuo genera confusión en los asociados.

3.- Incorporar definición de tamaño de empresa según el SII.
4.- Incorporar un cuarto tramo para microempresas.

5.- Considerar que la variable a utilizar siga siendo el nivel de facturación (ventas) mensual de las empresas, y no el consumo de combustible por mes (Litros).

6.- Tomar en consideración la estacionalidad de las ventas de las empresas.
Propuestas Ministerio de Hacienda

1.- Mantener sistema diferenciado o escalonado.
2.- Incorporar un cuarto tramo para microempresas.
3.- Valor de la operación alcanza los US$ 104 millones.
4.- Recursos adicionales por US$ 30 millones, equivalentes a un incremento del 41 %.
5.- Incremento de fondos están focalizados en las pequeñas empresas.
6.- Vigencia de 30 meses.
Propuesta Ministerio de Hacienda

	Ventas (UF)


	% Recup.

	0 – 2.400

2.400 – 6.000

6.000 – 15.000

15.000


	80

70

52,5

31


[image: image3.png]GRAFICA|
PROPUESTA MINISTERIO
HACIENDA|

w o 190 Ventas

s s s
S 2 S




[image: image4.png]Recuperacion

"
"

" 1558 EuprEs

" QAT a22%
i |

?

i

2

» | | |

" | | |

¢ I i I
u - ™ - P Ventas
s s s s





[image: image5.png]Recuperacion

. e
. L
N
.
.
.
B
» [
N
[P, - -





[image: image6.png]Recuperacion

" B e
» iy
»
" BuADRa%
o S 3%
f fr
.
»
» |

| nprem
" ! pirsida e

| roscidn
° Il

™ ™ o nts
ws s s s s









A continuación, el Presidente de Chile Transporte A.G., señor Claudio Troncoso, dio a conocer que la asociación gremial que representa reúne a empresas que operan en los distintos sectores del transporte de carga por carretera en Chile, cuenta con el mayor grado de formalización del rubro y manifiesta una constante preocupación por el mejoramiento de su gestión. De esa forma le ha sido posible contribuir al crecimiento y la competitividad del país, mejorando las capacidades de sus asociados e impulsando el desarrollo y fortalecimiento de las empresas de transporte terrestre de carga.

Puso de manifiesto, en segundo lugar, que el impuesto al diesel no es un tributo que grave un combustible, sino una carga impositiva exclusiva de la industria del transporte de carga. Esto mientras otros sectores de la economía que también utilizan el petróleo diesel en sus procesos productivos, como la gran minería o la pesca, recuperan el 100% de este impuesto. Se trata, resaltó, de una situación injusta. 

Reseñó, del mismo modo, que el año 2008 se estableció una recuperación temporal del impuesto, de 80% parejo para todas las empresas de transporte de carga por carretera, estableciendo un principio de igualdad que debiese, a su juicio, ser mantenido. Posteriormente, sin embargo, en 2009 y 2010 se introdujo un sistema discriminatorio, en base al monto de ventas (facturación) de las empresas, que importó efectos distorsionadores en la competitividad de la industria, al establecer incentivos negativos al desarrollo de ésta y sus empresas. Desde entonces, Chile Transportes ha aspirado a un sistema de reintegro parejo y uniforme para toda la industria, por lo que valoró la orientación del proyecto de ley presentado en esta ocasión por el Gobierno, por cuanto propone una base de recuperación más plana y menos discriminatoria. Sin perjuicio de ello, planteó que el ideal sería hacer un esfuerzo adicional que compense mayormente la subida del precio del petróleo diesel, aumentando el porcentaje de reintegro.

Se refirió, por otra parte, a una sensible materia que si bien no es abordada por la iniciativa en estudio, merece ser resaltada y prontamente atendida: la estabilización de los precios del petróleo diesel. Cuando el costo de un insumo de una operación productiva, graficó, representa el 40% del total y varía semanalmente, pone en riesgo su sustentabilidad, más aún si no puede pasar dichas variaciones a tarifas. Esa es, aseveró, la realidad de la industria, para la que el Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles (SIPCO) no ha sido solución, pues, en virtud de su elevado margen, no ha operado.

Finalmente, expresó que la industria del transporte de carga es una de las menos estudiadas y atendidas por las políticas públicas en nuestro país, pues el Ministerio de Transportes, desde hace años, ha concentrado su acción en el transporte público urbano de pasajeros. Es preciso, en consecuencia, aumentar su acervo de información, con el objeto de propender a la generación de incentivos y al aumento de la formalización. Con ese fin, planteó la conveniencia de generar algún fondo concursable para el financiamiento de estudios sobre este mercado.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, explicó que las ventajas de los operadores informales, que no reintegran impuestos, estriban, por ejemplo, en el hecho que no emiten facturas o no pagan imposiciones. Por el contrario, los que se encuentran formalizados sí pagan impuestos, tienen sindicatos y están sujetos a la Dirección del Trabajo. 

El Honorable Senador señor Kuschel preguntó por la evolución actual del parque de camiones y cuál es la estadística que existe respecto de las compras que realizan algunos mono operadores, como los jubilados.

El señor Troncoso manifestó que prácticamente no existen datos que permitan realizar diagnósticos como los requeridos por Su Señoría. Sólo hay registros gruesos, como, por ejemplo, que hoy en el país existen cerca de 60 mil camiones de 45 toneladas.

Suele ocurrir, agregó, que un jubilado o una persona que reúne cierto capital, compra un camión en el entendido que es un negocio poco complejo. La realidad, empero, es otra, y ante la ausencia de contratos estables se ven forzados a la informalidad. Se produce así una proliferación de camiones circulando que resulta injustificada, teniendo en cuenta que la tasa de ocupación de dichos medios, al día de hoy, alcanza sólo el 52%, en circunstancias que en Europa, donde existen requisitos de entrada a la industria (formalización, capacitación, gestión), es de 75%. Hacia este último modelo, a su juicio, debiera tenderse en Chile.  

El Honorable Senador señor Frei consultó por las razones por las que el SIPCO no ha funcionado adecuadamente.

El señor Troncoso explicó que la banda del sistema es demasiado alta, por lo que se precisa de una distorsión muy alta de los precios para que llegue a operar. Como esto no pasa, el mecanismo no funciona. Si a eso se añade el vaivén semanal de los precios, el margen de negociación con las empresas petroleras se reduce enormemente.

En esta materia, consignó, la aspiración de la asociación gremial no es obtener subsidios para pagar menos, sino que exista mayor estabilidad en los precios.  
Finalmente, se presentaron ante la Comisión los representantes de las siguientes organizaciones: Federación Regional de Dueños de Camiones de la Quinta Región, Federación Dueños de Camiones Séptima Región, Federación Gremial de Asociaciones de Dueños de Camiones del Sur (FEDESUR) y Federación de Dueños de Camiones Región de Tarapacá.

El Presidente de la Federación de Dueños de Camiones de la Quinta Región, señor José Egido, comenzó su intervención señalando que las bases de las federaciones por las que expone, no se sienten representadas por el acuerdo logrado entre el Ministerio de Hacienda y el directorio de la CNDC, que se manifiesta en el presente proyecto de ley. Reseñó, al efecto, cuál fue la propuesta que emanó de las aludidas bases, reunidas en el Consultivo Nacional de Dueños Camiones en noviembre del presente año: 

300 m.$


90%

719 m. $


80%

1.642 m.$


39%

1.643 m.$


29.63%





Detalló, a continuación, cuál es el sistema actual de recuperación y cuál la propuesta del Ejecutivo, de lo que se siguen algunos ejemplos de lo que significaría el nuevo tratamiento y, consecuencialmente, las dudas sobre los beneficios que importaría:

Sistema de recuperación actual

< 18.600 UTM  (718.592.400)  63%  (59.882)
> 18.600 – 42.500 UTM  (1.641.945.000)  39% (136.838)
> 42.500  (> 1.641.945.000)  29,65%
Propuesta Ministerio de Hacienda

                           






        Reintegro

De 0 a 2.400 UF 

(53 M$) 
80% 

(4.417 M$)
De 2.400 a 6.000 UF 
(132 M$) 
70% 

(11 M$)
De 6.000 a 15.000 UF 
(330 M$) 
52,5% 
(27.5 M$)
> 15.000 


(330 M$) 
31%
Ejemplos

· El que descontaba 63%, baja al 31% (-32%)
20.000 lts x $ 58 = $1.160.000

63% $730.800

31% $359.600

Deja de recuperar, o Pierde = $371.200 (mensual)

$4.454.400 (anual)

· El que descontaba 63%, baja al 31% (-32%)
50.000 lts x $ 58 = $2.900.000

63% $1.827.000

31% $899.000

Deja de recuperar o pierde = $928.000 (mensual)

$11.136.000 (anual)

¿Beneficiados?

Los que descontaban el 29,65%, suben al 31% (+1,35%)
El tramo del 39%, baja al 31% (-8%) 
(hasta 136 m$)
Los que descontaban 63%, bajan al 31% (-32%) 
(hasta 59 m$)
Beneficiados

El que facturaba hasta $4.417.000, sube de 63% a 80% (+17%)

El que facturaba hasta $11.000.000, sube de 63% a 70% ( + 7%)

El que facturaba hasta $27.500.000, baja de 63% a 52,5% (-10,5%)

El que facturaba hasta $59.000.000, baja de 63% a 31% (-32%)





En el escenario descrito, dio a conocer cuáles son las propuestas conjuntas de las federaciones:

- Que rebajen todas las actividades económicas, o no rebaje ninguna. (minería, construcción, pesca, agricultura, industriales, hidroeléctricas, etc.).

- De seguir el actual sistema, la recuperación debe de ser por compra de litro de diesel, y no por venta de las empresas. Esto, argumentó, porque el transporte no se limita hoy en día a transportar, pues ofrece, además, entregas programadas, bodegaje de contenedores, manipuleo, peonetas, etc., cuestiones todas que se incluyen en la facturación, por lo que las ventas de las empresas no son representativas de la cantidad de combustible que consumen. Así, por ejemplo, un camión que realiza transporte de carga sobredimensionada a la ciudad de Santiago, gasta hasta $8 millones por permisos de vialidad, sin consumir más allá de 200 litros de petróleo; sin embargo, se le castiga con un menor reintegro de impuesto por haber facturado mucho.

- Mantener UTM y no cambiar a UF, o aumentar los montos expresados en esta última unidad.

- En caso de existir rebaja, que sea pareja para todos los camioneros: 80% por igual. Recordó, al efecto, que la primera propuesta de rebaja del impuesto específico consideraba hacerlo mediante el sistema de peajes, a lo que los camioneros más grandes, que hacían tráfico interurbano, se opusieron. 
- Plazo de recuperación a un máximo de 12 meses, y no a los 31 propuestos. En dicho menor plazo, debiera trabajarse en la eliminación del impuesto.

- Estabilización del precio del diesel por, a lo menos, tres meses. Se verifica, indicó, hoy en día la paradoja de que mientras, por una parte, se pide a los transportistas competitividad, no están, por otra, en condiciones de entregar a sus clientes cotizaciones con los precios que van a cobrar, pues el fluctuante precio del petróleo no se los permite. 

Conclusiones

- Impuesto al diésel es regresivo, no incentiva la asociatividad, porque el empresario que facture mucho, verá disminuidos sus beneficios tributarios.

- La negociación del año 2010 no fue cumplida por el Ministerio de Hacienda en lo relativo a una ley de transportes y a una reformulación y solución definitiva al problema del impuesto específico).

- Desincentiva el crecimiento de las empresas.
- No beneficia la renovación del parque de camiones (motores ecológicos y ahorro de combustible).

- Divide el gremio de los camioneros, ahora, en cuatro segmentos (herramienta para manejo político).

- Nivela hacia abajo al gremio, destruyendo la clase media del transporte de carga por carretera.

- Perjudica el transporte de carga en la zona central (peajes y tag).

A su turno, el Presidente de la Federación de Dueños de Camiones de la Séptima Región, señor Abraham Araya, señaló que en la región que representa, la gran mayoría de los transportistas tiene un promedio no superior a 2,5 camiones cada uno, con un parque muy antiguo. No es justo, opinó, que esa gente esté pagando impuesto específico, en circunstancias que las grandes empresas generadoras de carga eléctrica, por ejemplo, no lo hacen.

Hizo ver, del mismo modo, el disímil tratamiento que existe en comparación con lo que ocurre en la Región Metropolitana, donde, sin que hasta ahora se encuentren soluciones para ello, se gastan ingentes sumas de dinero en el Transantiago.

No se repara, tampoco, en los diversos aportes que realizan los gremios del transporte en regiones, pagando, por ejemplo, a choferes sin escolaridad completa, un sueldo mínimo de $365.000, trabaje o no el camión.

Sin el afán de ser alarmista, sostuvo que la acumulación de todas estas injustas situaciones genera tal situación de descontento y presión en las bases, que no es descartable que en algún momento se produzca un estallido.

Finalmente, hizo un llamado a tomar en consideración todo lo expuesto, por cuanto la propuesta presentada por el Ejecutivo sólo representa a un segmento de los transportistas, mas no las necesidades de los agremiados en las federaciones regionales.

El señor Egido agregó que en las negociaciones de los años 2008 y 2009, las federaciones estuvieron presentes. El 2010, en tanto, el acuerdo al que inicialmente había llegado el Presidente de la CNDC, debió ser reemplazado por otro posterior en el que participaron dicha orgánica, Chile Transportes y las federaciones regionales.





El señor Delpíano acotó que la realidad del sector de transporte de carga se divide en formales e informales. De acuerdo con la literatura internacional, la línea de corte está estimada en una línea de 10 camiones. Porque quien los tiene, cuenta con una cierta economía de escala y capacidad de gestión y operatoria que le permite acceder a contratos de largo plazo y cumplir exigencias laborales. Llevado este parámetro a niveles de venta, se ha determinado en 6.000 UF.





Respecto de la informalidad, informó que se está trabajando en conjunto con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y los gremios, en la generación de un registro de transportistas que permita a estos últimos contar con herramientas para tender hacia la profesionalización. 

El Honorable Senador señor Tuma puso de manifiesto que tanto la concepción inicial del IED como forma de contribuir a la reconstrucción de las carreteras destruidas en el terremoto de 1985, como el mayor impacto que el precio internacional del petróleo tiene hoy en día, hacen aconsejables, de una vez por todas, revisar la justicia y pertinencia de este impuesto, que ya no se justifica con los actuales niveles de costos alcanzados por los combustibles. A menos, claro, que la carga sea asumida equitativamente por todos quienes los consumen, lo que permitiría hacerse cargo de que para el Fisco constituye una fuente de recaudación de ingresos, del orden de US$1.600 millones, que no se puede soslayar. 

Como sea, se trata de un debate que debe de todos modos realizarse.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que sin perjuicio de la relevancia de varias de las preocupaciones dadas a conocer por las distintas instituciones que han expuesto ante la Comisión, como el problema del IED o la situación de los pequeños empresarios del transporte, el esquema propuesto en el proyecto y el horizonte de 31 meses considerado, supone un efectivo alivio para los pequeños y medianos transportistas, que no cuentan con las condiciones de negociación de insumos y precios que sí tienen los más grandes.  





El Honorable Senador señor Kuschel se mostró partidario también de la iniciativa en estudio, no obstante lo dificultoso que se avizora avanzar en la formalización de la industria, por la ausencia de estadísticas confiables y porque buena parte de los transportistas, por ejemplo en la X región, se desempeñan en la informalidad. 





El Honorable Senador señor Frei solicitó conocer la postura del Ejecutivo en relación con el IED.





El Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, indicó que el Ejecutivo se encuentra en proceso de estudio de una posible reforma tributaria, analizando sugerencias y recibiendo las propuestas de los actores interesados en el debate. Por ello, no ha adoptado aún decisión alguna sobre la materia, no encontrándose, desde luego, vedada la modificación de ninguno de los impuestos actualmente en vigor.

El Honorable senador señor Lagos indicó que si, como expresara el señor Subsecretario de Hacienda, toda discusión sobre modificaciones tributarias se encuentra abierta, no se advierte la necesidad de fijar hasta el año 2014 la extensión del tratamiento de reintegro de impuestos que el presente proyecto propone. Así hacerlo, sostuvo, inhibirá la discusión que sobre el particular se quiera realizar.





Por otra parte, declaró estar de acuerdo con la mantención del IED, pero ampliándolo a otros sectores económicos que también contaminan y que hoy no contribuyen a su pago, lo que permitiría mantener la recaudación fiscal a él asociada.  

El Honorable Senador señor Escalona fundamentó su voto a favor de la iniciativa, aduciendo compartir la finalidad de establecer una contribución menor por parte de los transportistas situados en una línea de sobrevivencia e incluso de amenaza para poder continuar desarrollando su actividad. No son comparables, añadió, las realidades del pequeño empresario que tiene algunos camiones, con la de la gran empresa con una enorme flota, pues esta última cuenta con un mayor control del mercado y, ciertamente, con la posibilidad de acceder a mejores contratos, en todo orden.





Tal discusión, empero, se separa de la que debe hacerse en relación con el IED, que, a su juicio, debe ser reducido y no eliminado, considerando su extensión a otros sectores económicos que producen, además, externalidades negativas.





Enseguida, la Comisión tuvo presente el contenido del artículo único de la iniciativa en estudio, que en su inciso primero dispone que, excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de diciembre del año 2011 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764, que establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles, será el que resulte de la aplicación de la escala que en los numerales siguientes da a conocer, en función de los ingresos anuales del contribuyente durante el año calendario inmediatamente anterior:

1)
 80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 2.400 unidades de fomento.

2)
 70% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 2.400 y no excedan de 6.000 unidades de fomento.

3)
 52,5% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 6.000 y no excedan de 15.000 unidades de fomento.

4)
 31% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 15.000 unidades de fomento. 

Prescribe, su inciso segundo, que tratándose de contribuyentes que al momento de acogerse al beneficio no tuvieren ingresos por el período de 12 meses inmediatamente anteriores al mes en que se impetre, se considerará que los ingresos anuales corresponden a la suma de los ingresos acumulados, según su proyección a doce meses. Para ello, los ingresos obtenidos en él o los meses respectivos deberán dividirse por el número de meses en que hubiere registrado ingresos efectivos, y multiplicarse por 12. En el momento en que el contribuyente haya completado sus primeros 12 meses de ingresos, se considerarán éstos para establecer el porcentaje de recuperación que le corresponda, de acuerdo con el inciso primero, durante lo que resta del año.

En el inciso tercero, preceptúa que para los efectos señalados, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento, según el valor de ésta en el mes respectivo, y se descontará el impuesto al valor agregado correspondiente a las ventas y servicios de cada período.

El inciso cuarto, a su turno, dispone que para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, se deberá considerar el total de los ingresos del conjunto de personas relacionadas con el contribuyente, y que realicen actividades de transporte de carga. Para estos efectos, se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el número 2° del artículo 34 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aplicándose lo dispuesto en el inciso cuarto de dicha disposición al caso que la persona relacionada fuere cualquier contribuyente.

Lo dispuesto en este artículo, agrega el inciso final, se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en facturas emitidas por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible, a partir del 1 de diciembre de 2011 y hasta el 30 de junio de 2014.

Puesto en votación del proyecto de ley, en general y en particular a la vez, resultó aprobado por tres votos a favor y dos en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Novoa, y en contra los Honorables Senadores señores Frei y Lagos.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 28 de noviembre de 2011, señala, textualmente, lo siguiente:

“El proyecto de ley considera que por un plazo de 31 meses, a contar del día 1° de diciembre del año 2011, las empresas de transporte de carga indicadas en el artículo 2° de la ley N° 19.764 podrán acceder a un porcentaje mayor de recuperación del impuesto específico al petróleo diesel – IEPD. En particular, las empresas con ventas anuales inferiores o iguales a 2.400 UF podrán acceder a una recuperación de un 80% de lo pagado por IEPD, las empresas con ventas anuales entre 2.400 UF y 6.000 UF podrán recuperar un 70% de lo pagado por IEPD, y las empresas con ventas anuales superiores a 6.000 UF e inferiores a 15.000 UF podrán acceder a una recuperación de un 52,5% de lo pagado por IEPD, siendo esta misma de 31% para aquellas empresas con ventas superiores a 15.000UF.

Los costos fiscales de esta medida, dados por una menor recaudación tributaria, corresponden a $4.182 millones en 2011, $50.190 millones en 2012, $50.190 millones en 2013, y $25.095 millones en 2014.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de diciembre del año 2011 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764, que establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles, será el que resulte de la aplicación de la siguiente escala, en función de los ingresos anuales del contribuyente durante el año calendario inmediatamente anterior:

1)
 80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 2.400 unidades de fomento.

2)
 70% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 2.400 y no excedan de 6.000 unidades de fomento.

3)
 52,5% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 6.000 y no excedan de 15.000 unidades de fomento.

4)
 31% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 15.000 unidades de fomento. 

Tratándose de contribuyentes que al momento de acogerse a este beneficio no tuvieren ingresos por el período de 12 meses inmediatamente anterior al mes en que se impetre el beneficio, se considerará que los ingresos anuales corresponden a la suma de los ingresos acumulados, según su proyección a doce meses, para lo cual los ingresos obtenidos en él o los meses respectivos deberán dividirse por el número de meses en que hubiere registrado ingresos efectivos, y multiplicarse por 12. En el momento en que el contribuyente haya completado sus primeros 12 meses de ingresos, se considerarán éstos para establecer el porcentaje de recuperación que le corresponda, según el inciso anterior, durante lo que resta del año.

Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento, según el valor de ésta en el mes respectivo y se descontará el impuesto al valor agregado correspondiente a las ventas y servicios de cada período.

Para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, se deberá considerar el total de los ingresos del conjunto de personas relacionadas con el contribuyente, y que realicen actividades de transporte de carga. Para estos efectos, se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el número 2° del artículo 34 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aplicándose lo dispuesto en el inciso cuarto de dicha disposición al caso que la persona relacionada fuere cualquier contribuyente.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en facturas emitidas por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible, a partir del 1 de diciembre de 2011 y hasta el 30 de junio de 2014.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de diciembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez. 

Sala de la Comisión, a 19 de diciembre de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE NORMAS DE TRANSPARENCIA PARA ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES QUE RECIBEN APORTES DEL ESTADO

(7913-04 y 7929-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto de los proyectos de ley individualizados en el epígrafe, en primer trámite constitucional, refundidos,  iniciados en Mociones, uno, de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Espina, Larraín Fernández y Quintana, y el otro de los Honorables Senadores señor Gómez, señora Rincón y señores Lagos, Quintana y Rossi, respectivamente.




Cabe hacer presente que la Comisión, en sesión celebrada el día 30 de noviembre de 2011, acordó solicitar a la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, su autorización para refundir los proyectos de ley objeto de este informe, ya que ambos establecen normas en materia de transparencia de los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, corresponden a Mociones de Senadores y se encuentran en primer trámite constitucional y reglamentario en esta Corporación.


La Sala accedió a esta petición, dando su autorización para refundir estas iniciativas de ley, en la sesión 79ª, especial, celebrada el día 12 de diciembre del año en curso.


Asimismo, es necesario consignar que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martin y señor José Antonio Gómez.






Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Felipe Bulnes Serrano; el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa y el Asesor, señor Matías Romero.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

De la Fundación Educación 2020: la Abogado, señora Patricia Schaulsohn y de Política Educativa, señora Valentina Quiroga.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señores Andrés Muñoz; Guido Williams y Luis Castro.

De Libertad y Desarrollo: el Abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva.

De la Oficina de la Senadora Pérez: el Asesor, señor Francisco Rubio.

De la Oficina del Senador Gómez: el Asesor, señor Javier Sutil.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.

De la Oficina del Honorable Senador señor Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 numero 11 de la Constitución Política de la República, ambos numerales del artículo único del proyecto de ley tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -

OBJETIVOS DE LOS PROYECTOS

Como se precisó precedentemente, ambos proyectos de ley establecen normas en materia de transparencia de los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado.

El proyecto correspondiente al Boletín Nº 7.929-04 tiene por finalidad extender el deber de transparencia en los establecimientos e instituciones educacionales que reciban financiamiento estatal por cualquier mecanismo de manera que queden obligados a poner a disposición de cualquier persona, la información relativa al origen y destino de dichos aportes públicos, entre otras obligaciones.

A su vez, el proyecto correspondiente al Boletín N° 7.913-04, tiene por objeto exigir que los establecimientos educativos en Chile que reciban recursos del Estado, ya sea de manera directa como subvenciones, avales del Estado o donaciones con descuento tributario, deben ejercer transparencia, contemplándose sanciones de distinta graduación a este respecto, siendo la máxima la de suspensión de los aportes del Estado. 

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Decreto con fuerza de ley Nº 2 de 2009 que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005.


b) La ley Nº 20.285 sobre transparencia y acceso a la información pública.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


Para los efectos de este acápite, se describen, por separado, ambas iniciativas.


Boletín Nº7. 929-04.


Los autores de esta Moción, Honorables Senadores señor Gómez, señora Rincón y señores Lagos, Quintana y Rossi, señalan que la rendición de cuentas abarca de manera genérica tres maneras diferentes para prevenir y corregir abusos de poder, y en este sentido los establecimientos e instituciones educacionales gozan de gran autonomía para operar una vez que han conseguido el Reconocimiento Oficial del Estado. 

Agregan que esta libertad para funcionar no puede significar irresponsabilidad de sus directivos, ni la imposibilidad de los contribuyentes de contar con mecanismos institucionales para evaluar la conducción de estos establecimientos e instituciones que, finalmente, son financiadas, en todo o parte, por todos los chilenos a través de los aportes fiscales y por cada familia en el caso de los establecimientos e instituciones que operan con financiamiento mixto.


En este orden de ideas, los autores de la Moción indican que resulta  necesario plantear la posibilidad de extender el deber de transparencia a los establecimientos e instituciones educacionales que reciban financiamiento estatal por cualquier mecanismo, cuya trascendencia, para el devenir cultural y social del país, puede, en algunos casos, llegar a equipararse con todas las instituciones públicas que están sometidas a la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.


Por último hacen presente que existe el principio de transparencia activa en el ejercicio de la función pública que se encuentra establecido de manera general para todos los órganos del Estado, sin distinguir el tipo de actividad que realizan y, en este sentido, sostienen que los establecimientos e instituciones educacionales, sean de carácter estatal o privados, por el solo hecho de recibir aportes fiscales, también deberían ser alcanzadas por dicho principio.


Boletín Nº 7.913-04.


Por su parte, los autores de esta Moción, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Espina, Larraín Fernández y Quintana, expresan que los establecimientos educativos de Chile que reciben de un modo u otro recursos del Estado, desde las universidades públicas y privadas, a los Institutos Profesionales, Centros de Formación Técnica, escuelas públicas y privadas con y sin fines de lucro, y jardines infantiles, son depositarias de la fe pública, y utilizan recursos de todos los chilenos, y los apoderados y estudiantes entregan a ellos sus esperanzas sobre el futuro.

También hacen presente que independientemente de la creación de la Superintendencia de Educación Superior, cuyo propósito será el de fiscalizar las normativas existentes, y de lo que eventualmente se pueda acordar respecto al lucro en la educación, es parece imperativo que éstas entidades deban, a la brevedad, transparentar el origen y destino de sus recursos, de la misma manera que lo hacen las sociedades anónimas abiertas, cuya normativa las obliga a hacerlo precisamente para defender los intereses del público que deposita en ellos su confianza al adquirir parte de su patrimonio accionario.

Finalmente, los autores de la Moción hacen notar que durante el Gobierno anterior se dio un gran paso adelante en el país a través de la Ley de Transparencia, la cual entró a regir en abril del año 2009, obligando a todas las instituciones públicas -que también son depositarías de la Fe pública- a ejercer lo que se denomina Transparencia, esto es: su obligación de depositar en su sitio web u otros mecanismos, un conjunto de informaciones relevantes, de manera que los ciudadanos puedan consultarla sin necesidad de solicitarla, regulación que esta iniciativa viene a reforzar.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión en general de estas iniciativas legales, una de sus autores, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, señaló que el objetivo buscado era sumar el esfuerzo a otras que se han presentado simultáneamente, en el sentido de que, independientemente de la creación de la Superintendencia de Educación Superior, que es a su juicio un gran avance, y de la regulación final que se obtenga con las Mociones que se refieren al lucro en la educación
, es necesario establecer la máxima transparencia de todos los establecimientos de educación que reciben aportes del Estado, tengan o no fines de lucro, ya que ellos son depositarios de la fe pública de las personas. De esta forma, añadió, este proyecto, anticipándose de alguna manera a lo que fue la discusión presupuestaria, intenta resolver una serie de planteamientos que se refieren a la fiscalización de las normativas existentes en materia educacional y a aplicar aquellas que rigen en Chile desde el año 2009 relativas a la transparencia del sector público.

En este sentido, agregó, se busca dar un tratamiento similar a todas las instituciones o proyectos educativos que persigan o no fines de lucro, imponiéndoles la obligación de publicar en sus respectivas páginas web, u otros mecanismos que tengan a su disposición, un conjunto de información relevante para los estudiantes y sus familias.


Añadió que, en ese sentido, la iniciativa de ley en comento tiene por finalidad, también, lograr un adecuado ejercicio de la libertad de elegir y de la opción para escoger un establecimiento de educación, que constituye un derecho constitucional consagrado en el numeral 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental. En efecto, añadió, el acceso a la información fidedigna, transparente, accesible, clara, real y no engañosa, constituye el sustento del referido derecho esencial de manera de evitar que se genere una gran frustración, que es, en definitiva, lo que ha motivado, de manera importante, el actual movimiento social. 


En cuanto a la estructura del proyecto de que es una de sus autores, precisó que apunta a que todos los establecimientos educativos en Chile, que reciben aportes del Estado, bajo cualquier modalidad, tengan que cumplir con la obligación de hacer pública la siguiente información:


a) 
El origen y monto de todos los recursos recibidos durante un año calendario, incluyendo aportes del Estado, matrículas, donaciones u otros.


b)
 El destino de sus recursos, incluyendo gastos corrientes, inversiones, y eventuales repartos de utilidades, de acuerdo a formatos preestablecidos que distinguirán con claridad los recursos dedicados a actividades educativas, de investigación y de cualquier otra naturaleza, lo que se refiere a la reinversión en  educación.


c) 
Un balance y estado de resultados auditado, que, para el caso de establecimientos de pequeña magnitud, tendrá un formato simplificado.


d)
 Las transacciones con entes relacionados con sus dueños, en exactamente los mismos términos que se indican en la Ley de Sociedades Anónimas.

Por último, recalcó que las ideas anteriores constituyen el eje central del proyecto y que el elemento que lo distingue en forma transversal es la búsqueda de la transparencia, que fue un tema muy presente en la discusión presupuestaria. Asimismo, concluyó, esta iniciativa intenta ayudar y sumarse a las iniciativas legales del Ejecutivo y por esas razones solicitó el apoyo para llevar adelante este proyecto. 

El señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación valoró el objetivo buscado con los proyecto de ley en análisis, ya que apuntan a facilitar el acceso a la información a quienes la requieren, con el objeto que se puedan tomar las decisiones más adecuadas de acuerdo con los intereses de las personas, además de fomentar todas las políticas de transparencia que son fundamentales cuando se habla de administrar recursos cuyo origen es fiscal.  


En el mismo orden de ideas, añadió que aun cuando estas iniciativas inciden en los establecimientos de todos los niveles educacionales, resulta necesario hacer un distingo, ya que, en la actualidad, la obligación de transparencia existe para los establecimientos parvularios, medios y básicos de conformidad a la ley Nº 20.529, sobre aseguramiento de la calidad de la educación en estos niveles, que crea la Agencia de Aseguramiento de la Calidad y la Superintendencia de Educación. 


Asimismo, agregó, se espera poner en funcionamiento a la Superintendencia lo antes posible - segundo semestre del 2012 - y destacó que en la referida legislación se contemplan prácticamente las mismas normas que se platean en estas Mociones. Puntualizó  que dichos preceptos pueden ir mejorándose, en el entendido que la idea es avanzar en el acceso a la información, pero hizo presente que a su juicio no es conveniente legislar sobre los mismo temas, sino que se debe ir incorporando y mejorando lo existente.


En relación con las expresiones vertidas por el representante del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Gómez precisó que sin perjuicio de analizar las normas que se incorporaron a la ley de presupuesto, para ver si efectivamente ellas guardan relación con estos proyectos de ley, las Mociones en análisis, como la que de su autoría, persiguen una finalidad similar que es trasparentar la información referida al funcionamiento de los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado.

Asimismo, y en cuanto a una posible superposición normativa respecto de la legislación ya existente, indicó que, no obstante, su implementación puede demorar un tiempo importante y lo que se pretende con estos proyectos es darle mayor celeridad a este tipo de regulaciones, de manera que entren en vigencia con la mayor prontitud, lo que es posible dada la naturaleza de la iniciativa – de artículo único – y  que además ha generado adhesión parlamentaria.

También hizo notar que lo más relevante a destacar es el tema de la transparencia que ambos proyectos recogen  y que pueden transformarse en un conducto y en una decisión muy importante desde ese punto de vista. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero, señaló que estos proyectos están orientados a todas las instituciones educativas que reciban aportes del Estado, y lo que se pretende, según dijo, es entregar mayor información al mercado. Hizo presente que la Moción a la cual él adhirió, de la cual es autora la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, enfoca el tema en el sentido que cuando el ciudadano tome sus decisiones pueda estar mejor informado, sin verlo como un mero consumidor.


Añadió que también se está solicitando acceso a la información necesaria para la transparencia y el mejor funcionamiento de esa relación, es decir, que sea más eficiente desde la perspectiva del ciudadano y en este orden de cosas dijo que la problemática que cruza ambas iniciativas legales es una cierta percepción de que los tiempos del Ejecutivo son distintos a los tiempos del Parlamento, por lo que a su juicio, las alternativas se reducen a que o el Ejecutivo trae una propuesta donde se incorporen todas estas iniciativas o simplemente se refunden ambas iniciativas y se pide una propuesta a la Secretaria.

Recogiendo los planteamientos de los Honorables Senadores señores Gómez y Cantero, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín se manifestó disponible para refundir las iniciativas. Asimismo, agradeció el apoyo del Ejecutivo, pero compartió el hecho que los ritmos legislativos son distintos a los del Ejecutivo y por ello planteó que a su juicio urge que como Senado se dé una señal en esta línea, ya que fue un tema muy presente en la discusión presupuestaria, y por estas razones solicitó formalmente que se refundan ambos proyectos y que la Secretaria de la Comisión elabore una propuesta en base a las iniciativas en discusión.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, compartió la preocupación expuesta por los autores de los distintos proyectos, en el sentido que es relevante que los ciudadanos puedan contar con la información suficiente para tomar las mejores decisiones, por lo que se manifestó de acuerdo en refundir ambas iniciativas. 


Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que es necesario tener claridad, como lo planteó el Ejecutivo, en el sentido de que pudiera existir coincidencia entre estos proyectos y las normas vigentes o, incluso, con otras iniciativas que se encuentran en tramitación legislativa.


En ese contexto, solicitó el acuerdo de la Comisión como el objeto de solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe que precise la forma en que las regulaciones que contemplan estos proyectos están incluidos en la ley N° 20.529, que establece el Sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, y cuáles serán las que van a entrar en vigencia en el segundo semestre de 2012. 




Asimismo, manifestó que sería conveniente conocer la relación que pudiera existir entre estas iniciativas y las glosas que fueron agregadas en la Ley de Presupuesto
 y con el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior
, de manera lograr la mejor regulación posible.


Continuando con la discusión, el Honorable Senador señor Gómez destacó que entiende y comparte lo planteado por la Honorable Senadora señora Von Baer, pero añadió que es relevante, además, determinar si existen normas vigentes que puedan sobreponerse con la normativa propuesta, y por ello, el informe requerido no sólo debiera limitarse a si las disposiciones de que se trata están o no contenidos en alguna ley, porque lo que se pretende es que si no está regulado, o no está vigente, estas iniciativas vengan a llenar esos vacíos.


En relación con esta iniciativas, el Honorable Senador señor Navarro señaló que el tema de la transparencia es esencial, y en este sentido solicitó que se pudiera fijar una fecha para realizar una audiencia pública que permita que algunas instituciones, en forma acotada, fueran consultadas sobre estos temas y pudiera contarse con un cronograma de trabajo.


En ese mismo orden de ideas, consultó al Ejecutivo si a su juicio estos proyectos debían tratarse o no con premura, de manera de definir los tiempos de trabajo que deben destinarse para su discusión. 

- - -


Conforme a lo señalado precedentemente, y en virtud de la autorización otorgada por la Sala del Senado para refundir ambos proyectos, como se precisó al inicio de este informe, la Secretaría de la Comisión efectuó una proposición de texto refundido de ambas iniciativas.


La propuesta se elaboró tomando como base el proyecto de ley correspondiente al Boletín N° 7.929-04, que modifica la Ley General de Educación (LEGE) en los artículos 46 y 114, e incorporando en dichas enmiendas las proposiciones contenidas en la Moción correspondiente al Boletín N° 7.913-04, de lo que da cuenta las notas al pie que en cada caso se consigna.


El texto de la propuesta es el siguiente.

“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley  Nº 2, del año 2010, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del DFL Nº 1, de 2005, en el siguiente sentido:

1) Agrégase, el siguiente inciso nuevo, a continuación del inciso segundo de la letra a) del artículo 46:

Asimismo, los sostenedores, deberán mantener a disposición permanente del público, de forma física y a través de sus sitios electrónicos, si los hubiere, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, una vez al mes, de los establecimientos a su cargo:

i) Su Estructura orgánica.
ii) Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.
iii) El marco normativo que les sea aplicable.
iv) La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones.
v) Las contrataciones para el suministro de bienes muebles e inmuebles que se requieran para la prestación de los servicios que le son propios, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.
vi) Las transferencias de fondos que efectúen y las transacciones con entes relacionados con sus dueños, incluyendo todos sus gastos, inversiones y retiro de utilidades si es que las hubiese, en los mismos términos que se indican en la Ley de Sociedades Anónimas
.
vii) Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios que preste el respectivo establecimiento.
viii) La información sobre el origen y monto de todos los recursos recibidos durante un año calendario, incluyendo
 matrículas, donaciones, aportes e ingresos financieros recibidos del Estado, cualquiera sea su naturaleza y origen.
ix) El destino de sus recursos, incluyendo gastos corrientes, inversiones, y eventuales repartos de utilidades, de acuerdo a formatos preestablecidos que distinguirán con claridad los recursos dedicados a actividades educativas, de investigación y de cualquier otra naturaleza
.

x) La información sobre el monto de los ingresos financieros recibidos por matrículas, colegiaturas y cualquier otro ingreso financiero que no sea de origen Estatal.
xi) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los sostenedores, directores y socios.

xii) Balances Financieros Auditados, que para el caso de establecimientos de pequeña magnitud tendrá un formato simplificado
.

2) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 114:
Asimismo, las instituciones de educación superior deberán mantener a disposición permanente del público, de forma física y a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, una vez al mes:
i) Su Estructura orgánica.
ii) Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.
iii) El marco normativo que les sea aplicable.
iv) La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones.
v) Las contrataciones para el suministro de bienes muebles e inmuebles que se requieran para la prestación de los servicios que le son propios, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.
vi) Las transferencias de fondos que efectúen y las transacciones con entes relacionados con sus dueños
, incluyendo todos sus gastos, inversiones y retiro de utilidades si es que las hubiese, en los mismos términos que se indican en la Ley de Sociedades Anónimas
.
vii) Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios que preste el respectivo establecimiento.
viii) La información sobre el origen y monto de todos los recursos recibidos durante un año calendario, incluyendo
 matrículas, donaciones e ingresos financieros recibidos del Estado, cualquiera sea su naturaleza y origen.
ix) La información sobre el monto de los ingresos financieros recibidos por matrículas, aranceles y cualquier otro ingreso financiero que no sea de origen Estatal.
x) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los rectores, directores, personal ejecutivo y socios.
xi) Balances Financieros Auditados,  que para el caso de establecimientos de pequeña magnitud tendrá un formato simplificado”
.
Con relación al texto refundido propuesto por la Secretaría de esta Comisión, el Honorable Senador señor Cantero se manifestó de acuerdo, aunque precisó que no le parecía pertinente que dentro de la información que debe transparentarse se encuentre lo relativo a las remuneraciones de las personas que trabajan en los respectivos establecimientos y cree que en su lugar podría incluirse un rango o escala de ingresos, ya que, de lo contrario, se podría cometer un exceso y terminar dañando a la persona que se trate más que favoreciendo la transparencia.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio preguntó al Ejecutivo respecto del proyecto de texto refundido.

Sobre el particular, el señor Ministro de Educación indicó que valoraba las iniciativas legales en discusión, pero insistió en la necesidad de evitar una posible duplicidad de regulaciones con las contenidas tanto en la ley N° 20.529, como con el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior. Enfatizó que la primera normativa regula prácticamente todos los requerimientos de información que consideran ambos proyectos refundidos e hizo notar que la necesaria transparencia no debe significar que se agobie a los sostenedores pidiéndoles que reporten, de distintas formas, antecedentes que conducen al mismo objetivo. Añadió que una situación similar ocurre con la iniciativa referida a Superintendencia de Educación Superior.

En relación con estos planteamientos, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló que durante la discusión de estos proyectos se ha podido apreciar que, en general, todos comparten la necesidad de transparentar lo más posible las distintas actuaciones en materia de educación, y a este respecto comentó que con ocasión de la discusión de la Ley de Presupuesto para el año 2012, se incorporaron dos glosas referidas a esta materia, a que hizo mención la Honorable Senadora señora Von Baer.

En ese mismo sentido, expresó su preocupación respecto de la forma en que se pueda legislar sobre estos temas y preguntó cuál sería la manera más eficaz para sacar adelante estas iniciativas, evitando duplicidades, toda vez que varias de estas propuestas ya están consideradas en la legislación vigente. 

A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer, en relación con el informe de la Biblioteca sobre esta materia,  destacó que hay varios aspectos de estos proyectos refundidos que se encuentran recogidos en otras leyes vigentes y proyectos de ley, por lo que según dijo, las materias se cruzan, por lo que insistió en plantear sus dudas en cuanto a si ésta es la forma más conveniente de legislar.

La Honorable Senadora señora Pérez San Martin enfatizó, sin perjuicio de lo anterior, que ambos proyectos refundidos fueron presentados a tramitación legislativa en el mes de septiembre pasado, es decir, con bastante antelación al inicio de la discusión presupuestaria, lo que hacía necesario un pronunciamiento oportuno por parte de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

Añadió, que es esencial que el Senado envíe una señal clara y potente en esta materia e hizo presente que los tiempos de tramitación son distintos, ya que según dijo, el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior puede demorarse al menos un año más, en circunstancias que el tema en discusión requiere de la mayor celeridad.

Finalmente, por las razones expresadas, reiteró su solicitud de apoyo de la Comisión para aprobar la idea de legislar sobre la base del texto refundido, ya que desde su punto de vista, ello facilitaría la tramitación de los otros proyectos referidos a temas de educación.

Continuando con el intercambio de ideas, el Honorable Senador señor Gómez, indicó que de conformidad con el informe evacuado por la Biblioteca, existen distintas leyes que tratan los diversos aspectos comprendidos por las iniciativas refundidas, y en este mismo orden de ideas, manifestó que a su parecer no es problema adecuar los proyectos más adelante, por cuanto los que actualmente se debaten simplemente se refieren a la Ley General de Educación. 

A su vez, el señor Ministro de Educación recordó que las glosas incorporadas en la ley de presupuestos para el año 2012 tuvieron como lógica evitar que estas materias se regularan a través de leyes permanentes y si, en cambio, hacerlo a través de glosas, que tienen un carácter temporal, asociada a la duración que tienen la ley de presupuesto, estos es, un año. En cambio, añadió, la normas relativas a la  Superintendencia de Educación Superior tienen el carácter de permanentes y sobre este punto destacó que la intención del Ejecutivo es  darle la mayor celeridad a la tramitación de ese organismo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana puso de relieve el hecho que no todas las materias de que tratan los proyectos de ley en discusión están duplicadas o superpuestas, y que incluso varias de ellas han sido materia de debate en la tramitación del proyecto de reajuste a las remuneraciones del sector público y puntualizó que las iniciativas refundidas contemplan aspectos que son muy necesarios de establecer en la materia en discusión.

Continuando con el debate, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que se debe distinguir que puntos están vigentes y cuales no tienen regulación, y al respecto estuvo de acuerdo en efectuar la votación en general, con la prevención que en la discusión en particular, se analicen detenidamente los planteamientos que se han formulado, teniendo a la vista el informe emitido por la Biblioteca.

El Honorable Senador señor Gómez  refiriéndose también al tema de las glosas incorporadas a la ley de presupuestos para el próximo año, señaló que ellas tienen cierta generalidad en circunstancias que los proyectos que fueron refundidos tienen la virtud  de dar mayor publicidad  y transparencia, sin perjuicio de las facultades que más adelante tenga el ente fiscalizador.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Navarro comentó que lamentablemente hasta ahora  el tema del lucro en la Educación se mantiene y lo que se busca es institucionalizar la transparencia del mismo y no su fin, lo que calificó como un contrasentido tomando en consideración que actualmente se están tramitando dos proyectos de ley que buscan, precisamente, poner fin al lucro en la educación.

Señaló también que el proyecto de texto refundido establece una suerte de simetría entre unos establecimientos educacionales y otros y además dijo que no le queda claro si esto se aplicará a todas las universidades o sólo a aquellas que reciben aportes fiscales.

Por último, indicó que todo lo anterior debe quedar absolutamente claro en la ley, como asimismo insistió en la necesidad de eliminar el lucro en la educación.

Por último, la Honorable Senadora señora Pérez San Martin subrayó que este proyecto apunta a la transparencia que es mucho más que la sola fiscalización. Reiteró que el objetivo esencial que se persigue es poder tener acceso a la información relevante, tanto para el que se educa como también para su familia. En este mismo sentido, destacó que  la iniciativa en su texto refundido está dirigida a todos los establecimientos educacionales que reciben fondos públicos, tengan o no fines de lucro, ya que lo esencial es que dichos establecimientos tengan los antecedentes referidos a su funcionamiento a disposición del público.


- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, en base a la propuesta elaborada por la Secretaría de la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.


El Honorable Senador señor Cantero fundamentó su voto a favor por cuanto dijo que era partidario de la más amplia transparencia. No obstante, expresó sus reservas ya que según dijo una cosa es la información pública y otra muy distinta los datos que puedan afectar la vida íntima de una persona. En el mismo sentido, insistió en que  la información privada de las personas debe tener cierto límite y que en el caso de las universidades el tema de la transparencia era más complejo por cuanto  ellas son autónomas.

La Honorable Senadora Señora Von Baer fundamentó su voto a favor señalando que también era partidaria de la transparencia, pero al mismo tiempo insistió en que era necesario determinar con precisión que aspectos ya están regulados y cuales es necesario cubrir para evitar la duplicidad de normas.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio fundamentó su voto señalado que se ha podido constatar que  aquí existen dos preocupaciones: una que se refiere a legislar en forma permanente, más allá de lo que pueda establecer una glosa presupuestaria en materia de transparencia, y la otra que consiste en dar una salida inmediata  a la necesidad de transparencia.

En ese mismo orden de ideas, comentó que las glosas incorporadas sobre esta materia con ocasión de la discusión del presupuesto, establecen un margen de tiempo de seis meses para la implementación de la Superintendencia. Por lo anterior, expresó su acuerdo con la aprobación en general de estas iniciativas, sobre la base del texto refundido, de manera de dar espacio a un debate técnico entre todos los sectores con el Ejecutivo, de manera de ir resolviendo  estos problemas y, a la vez, dar una señal potente en materia de transparencia.

El Honorable Senador señor Navarro fundamentó su voto a favor por las razones que expresó en el debate, y además agregó que sería necesario modificar, también, la ley Nº 20.285 sobre acceso a la información pública.

El Honorable Senador señor Quintana fundamentó su voto a favor por las consideraciones expresadas a lo largo del debate, pero hizo presente que compartía las prevenciones expresadas por los Honorables Senadores señores Cantero y Navarro.
·  - -


De conformidad a los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone que aprobéis en general el siguiente 

“PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, del año 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del DFL Nº 1, de 2005, en el siguiente sentido:

1) Agrégase, a continuación del párrafo segundo de la letra a) del artículo 46, el siguiente párrafo tercero, nuevo:

Asimismo, los sostenedores, deberán mantener a disposición permanente del público, de forma física y a través de sus sitios electrónicos, si los hubiere, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, una vez al mes, de los establecimientos a su cargo:

i) Su estructura orgánica.

ii) Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.

iii) El marco normativo que les sea aplicable.

iv) La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones.

v) Las contrataciones para el suministro de bienes muebles e inmuebles que se requieran para la prestación de los servicios que le son propios, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.

vi) Las transferencias de fondos que efectúen y las transacciones con entes relacionados con sus dueños, incluyendo todos sus gastos, inversiones y retiro de utilidades si es que las hubiese, en los mismos términos que se indican en la Ley de Sociedades Anónimas.

vii) Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios que preste el respectivo establecimiento.

viii) La información sobre el origen y monto de todos los recursos recibidos durante un año calendario, incluyendo matrículas, donaciones, aportes e ingresos financieros recibidos del Estado, cualquiera sea su naturaleza y origen.

ix) El destino de sus recursos, incluyendo gastos corrientes, inversiones, y eventuales repartos de utilidades, de acuerdo a formatos preestablecidos que distinguirán con claridad los recursos dedicados a actividades educativas, de investigación y de cualquier otra naturaleza.

x) La información sobre el monto de los ingresos financieros recibidos por matrículas, colegiaturas y cualquier otro ingreso financiero que no sea de origen Estatal.

xi) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los sostenedores, directores y socios.

xii) Balances Financieros Auditados, que para el caso de establecimientos de pequeña magnitud tendrá un formato simplificado.

2) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 114:

Asimismo, las instituciones de educación superior deberán mantener a disposición permanente del público, de forma física y a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, una vez al mes:

i) Su estructura orgánica.

ii) Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.

iii) El marco normativo que les sea aplicable.

iv) La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones.

v) Las contrataciones para el suministro de bienes muebles e inmuebles que se requieran para la prestación de los servicios que le son propios, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.

vi) Las transferencias de fondos que efectúen y las transacciones con entes relacionados con sus dueños, incluyendo todos sus gastos, inversiones y retiro de utilidades si es que las hubiese, en los mismos términos que se indican en la Ley de Sociedades Anónimas.

vii) Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios que preste el respectivo establecimiento.

viii) La información sobre el origen y monto de todos los recursos recibidos durante un año calendario, incluyendo matrículas, donaciones e ingresos financieros recibidos del Estado, cualquiera sea su naturaleza y origen.

ix) La información sobre el monto de los ingresos financieros recibidos por matrículas, aranceles y cualquier otro ingreso financiero que no sea de origen Estatal.

x) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los rectores, directores, personal ejecutivo y socios.

xi) Balances Financieros Auditados,  que para el caso de establecimientos de pequeña magnitud tendrá un formato simplificado.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 30 de noviembre y 13 de diciembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto. 








Sala de la Comisión, a 19 de diciembre de 2011.

(Fdo.):FRANCISCO JAVIER VIVES D.

              Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SIMPLIFICA EL RÉGIMEN DE CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN Y DISOLUCIÓN DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES

(7328-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 30 de noviembre de 2010, pasando a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.


A una o más sesiones en que la Comisión estudió este proyecto asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa, y el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.


El Presidente de la República ha hecho presente  la urgencia para el despacho de esta iniciativa, en el carácter de “discusión inmediata”. 

_____________


Por acuerdo de los Comités, ratificado por la Sala, con fecha 15 de marzo de 2011 se autorizó a la Comisión de Economía para discutir en general y en particular el proyecto, durante el trámite reglamentario de primer informe. 


La Comisión de Economía, con fecha 14 de diciembre de 2011 acordó, por la unanimidad de sus integrantes, no hacer uso de la facultad otorgada y despachar el proyecto sólo en general.

_____________


Se hace presente que, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión de Hacienda deberá informar el presente proyecto de ley, durante su discusión particular, en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado. 

_____________


A algunas de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas: 


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el entonces Ministro de Economía, Fomento y Turismo, don Juan Andrés Fontaine Talavera; el Subsecretario de ese Ministerio, señor Tomás Flores Jaña; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Claudio Ragni Vargas; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Eduardo Escalona Vásquez; el Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada Ríos; el Asesor de Contenidos, señor Aníbal Pinto; el Asesor del Subsecretario, señor Felipe Berger, y los asesores señora Bárbara Salas y señor Gabriel Jiménez. 


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señoras Gigliola Cella Garrido, Egle Zavala, Alejandra Pacheco de la Cruz y Francisca Navarro Moyano y el señor Juan Pablo Rodriguez.


Del Ministerio de Hacienda: El Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno Guzmán.


Concurrieron también, especialmente invitados, las siguientes personas: 


-del Departamento de Derecho Comercial de la Pontificia Universidad Católica de Santiago, el Director, señor Matías Zegers Ruiz-Tagle; del Instituto de Derecho Comercial de la Universidad de Chile, el Presidente, señor Arturo Prado Puga; 


-de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, el Presidente, señor Alfredo Martín Illanes y el Vicepresidente, señor Armando Arancibia Calderón; el Conservador de Bienes Raíces de Santiago, señor Luis Alberto Maldonado Croqueville y el Asesor Legal y Jefe del Registro de Comercio de Santiago, señor Luis Alberto Maldonado Concha; 


-los abogados y profesores de Derecho Comercial señores Ricardo Escobar Calderón, Luis Oscar Herrera y Patricio Fuentes Mechasqui; 


-de la Corporación de Estudios para Latinoamérica CIEPLAN, los Abogados del Programa de Asesorías Legislativas, señor Sebastián Pavlovic Jeldres y señora Macarena Lobos Palacios; 


-de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, el Presidente, señor Carlos Eugenio Jorquiera Malschafsky; 


-de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile, el Fiscal, señor José Manuel Montes Saavedra; 


-del Instituto Libertad, la economista señora María José Meléndez y la abogada del área legislativa, señora María Fernanda Marchant; 


-del Instituto Libertad y Desarrollo, el Director del Programa Legislativo y Judicial, señor Rodrigo Delaveau Swett y el abogado señor Daniel Montalva Armanet; 


-de la Biblioteca del Congreso Nacional, los analistas, señoras Christine Weidenslaufer Von Kretschmann y Annete Hafner y señores James Wilkins Binder y Carlos Balladares Toledo; 


-del Servicio de Impuestos Internos: El Subdirector de Fiscalización, señor Iván Beltrán Cruz, y el Jefe del Departamento de Técnica Tributaria, señor Cristián Vargas Méndez; 


-los asesores del Honorable Senador señor Espina, señora Carol Gibson y señor Daniel Silber, y 


-el asesor del Honorable Senador Novoa, señor Nicolás Figari.

______________

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto propone establecer un régimen optativo y simplificado para constituir, modificar y disolver sociedades y empresas individuales de responsabilidad limitada, salvo las anónimas abiertas y otras especiales. La finalidad es disminuir los tiempos y costos para constituir una empresa. El modelo se dirige principalmente a facilitar la constitución de sociedades en sectores que actualmente funcionan fuera del sistema, como micro emprendimientos que se mantienen en el mercado informal. 


En lo fundamental, se propone que la constitución de una sociedad se pueda realizar por medio de la suscripción de un formulario electrónico que comprenda todos los campos obligatorios por ley para dicha forma societaria, y que la sociedad se incorpore de inmediato y en forma gratuita a un Registro de Sociedades electrónico. Similar procedimiento podrán utilizar para la modificación, fusión, división, entre otras, de las sociedades afectas a esta normativa.


El régimen propuesto es alternativo y no sustitutivo del actualmente vigente. 

______________

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No tiene.

______________

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Código Civil.

- Código de Comercio.

- Código Orgánico de Tribunales.

- Ley N° 3.918, que establece sociedades de responsabilidad limitada;

- Ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas;

- Ley N° 19.857, sobre empresas individuales de responsabilidad limitada;

- Ley N° 20.179, sobre sociedades anónimas de garantía recíproca.

- Ley N° 19.499, sobre saneamiento de vicios de nulidad de sociedades.

______________

B. ANTECEDENTES DE HECHO


De acuerdo al Mensaje con que se dio inicio a la tramitación del proyecto en estudio, el emprendimiento constituye una herramienta fundamental en el nivel de desarrollo de un país, ya que permite crear nuevos empleos, aportar en la innovación e impulsar el crecimiento económico. Para fomentar el emprendimiento y, en general, la actividad económica, se requiere que el empresario cuente con las herramientas jurídicas adecuadas para desarrollar sus negocios. Una de esas heramientas es una estructura que le permita formalizar su actividad, separar el patrimonio personal del de la empresa, y que se adapte a las necesidades del negocio. El proyecto en comento, que busca facilitar la constitución de nuevas personas jurídicas,  resulta relevante para incentivar las iniciativas privadas y dotarlas de un reconocimiento jurídico adecuado, con lo que se logra alcanzar los fines antes indicados. 


Se destaca que los obstáculos de costos o de tiempo actuales pueden hacer inviable un negocio, que se pierda la oportunidad adecuada, afectar la tranquilidad económica de pequeños empresarios que invierten todo su patrimonio en una determinada actividad, o simplemente fomentar la informalidad, con las consiguientes consecuencias legales, tributarias y de funcionamiento irregular de los mercados.


Es necesario mejorar los índices de creación de empresas, especialmente profundizando su constitución en sectores que actualmente no conocen o no utilizan sus ventajas, para cumplir la meta de ser un país desarrollado hacia el 2018. El Estado debe facilitar y fomentar el uso de figuras como las personas jurídicas, para que los emprendedores puedan desarrollar en mejores condiciones sus actividades. Para ello, hay que modificar el procedimiento de constitución de sociedades, que se ha mantenido inalterado por décadas, sin aprovechar las ventajas que pueden entregar las nuevas tecnologías de la información asegurando condiciones de confiabilidad similares a las que otorga el sistema actualmente vigente.


De acuerdo a la clasificación elaborada el año 2010 por Doing Business
, Chile aparece en el lugar número 69 sobre un total de 183 países, en la categoría de tiempos para iniciar un negocio. En lo que respecta a la facilidad para hacer negocios, Chile se encuentra relativamente mejor posicionado, en el lugar 49, pero de todas formas registró un retroceso de 9 puestos respecto de la medición del año 2009, evidenciando una pérdida de competitividad en la materia.


La clasificación en comento considera la siguiente información en la categoría iniciar un negocio:


a) El número de trámites para constituir una empresa en Chile asciende a 9, versus un promedio de 5,7 para los países que pertenecen a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).


b) El tiempo para constituir una empresa en Chile alcanza a 27 días. En la  OCDE alcanza a 13 días en promedio.


c) El costo de los trámites, como porcentaje del ingreso per cápita, en Chile es de 6,9% (US $415), mientras que en la  OCDE dicho valor es de 4,7%.


La evidencia nacional, de acuerdo a la información del Servicio de Impuestos Internos, indica que:


- La tasa de creación de empresas en Chile asciende al 14% del número total de empresas, lo que es equivalente a aproximadamente 100.000 entidades al año. 


- La tasa de destrucción de empresas es de 13%, equivalente a cerca de 90.000 anuales. 


- En consecuencia, la tasa de creación neta de empresas en Chile asciende a un 1%, con una cifra promedio, para los últimos años, cercana a las 10.000 empresas al año. 


Este proyecto de ley aspira a duplicar la tasa de creación neta de empresas, para llevarla a 20.000 al año.


El Mensaje indica que los costos estimados para constituir una empresa en la actualidad, considerando tanto a las personas naturales como jurídicas, ascienden aproximadamente a $ 250.000 para el caso de las micro empresas, a $ 315.000 para las pequeñas empresas,  a 
$ 410.000 para las empresas medianas y a $ 520.000 para las empresas grandes; ello incluye gastos notariales, publicación en Diario Oficial, inscripción en el Conservador de Bienes Raíces y servicios jurídicos
.


De acuerdo a la Encuesta Longitudinal de Empresas (ELE) elaborada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, para el año 2008, de las 900.375 empresas registradas en el SII, un 69% correspondía a personas naturales constituidas como empresarios individuales y el restante 31% a personas jurídicas; en el caso de las micro empresas este porcentaje alcanzaba al 80%, en las pequeñas al 42%, en las medianas al 13% y en las grandes empresas al 3%. Por otra parte, la referida encuesta muestra que un 56% de las empresas en Chile realizan trámites en línea y que en su totalidad han realizado trámites a través de la página web del SII.


Por último, el Mensaje señala que la situación de informalidad que presentan algunas empresas en Chile limita su crecimiento, contribuye a la precariedad del trabajo y limita el acceso a mercados relevantes. Este proyecto de ley incentivará que ese tipo de empresas se formalicen, ayudando al desarrollo y crecimiento de dichos negocios.


En síntesis, este proyecto de ley simplifica los trámites para la constitución formal de empresas, persigue bajar sustancialmente los costos de constituir las individuales de responsabilidad limitada y otras forma societarias
 que se especifican en el artículo 2°, y reduce el lapso para realizar los trámites a menos de una semana, lo que para los nuevos emprendedores significa un ahorro considerable, tanto en recursos monetarios como en tiempo. Conforme se propone en el proyecto, no será necesario incurrir en los costos derivados de trámites habituales, como los notariales, la publicación en Diario Oficial, la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces y la contratación de servicios jurídicos, ya que existirá un sistema alternativo expedito en la página web del SII. Finalmente, el proyecto otorgará las facilidades para que las empresas transiten de personas naturales a personas jurídicas, lo que permitirá resguardar esencialmente el patrimonio de las micro y pequeñas empresas.


Como se indicó, entre los fundamentos de esta iniciativa legal se señala que en Chile los procedimientos para establecer una nueva empresa o unidad económica organizada, en particular los trámites requeridos para constituir una persona jurídica con un giro u objeto comercial, implican varias etapas, que consumen tiempo y recursos; y son igualmente exigidos en caso que se pretenda celebrar otros actos jurídicos tales como modificar, transformar, fusionar, dividir, terminar o disolver personas jurídicas de ese tipo. Estos costos de tiempo y recursos son especialmente relevantes para los pequeños empresarios y pueden afectar la concreción de nuevos negocios. La existencia de un proceso simplificado, que contribuya a disminuir los trámites al iniciar actividades económicas y aumentar la eficiencia de la gestión del Estado, mejoraría el entorno de negocios de las empresas y generaría una mayor competitividad del país.


El proyecto en estudio se refiere a las personas jurídicas privadas y con fines de lucro, esto es, diferentes tipos de sociedades establecidos en nuestra legislación y a las empresas individuales de responsabilidad limitada, con excepción de las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas sujetas a normas especiales. Consagra nuevas normas para constituir, modificar, transformar, fusionar, dividir, poner término o disolver cualquiera de las personas jurídicas a que se aplica el presente proyecto de ley. 


En el sistema actual, tres son las solemnidades esenciales para el perfeccionamiento de cualquiera de los actos jurídicos antes señalados:


- otorgamiento de escritura pública ante un Notario, en base a una minuta que debe ser redactada por un abogado (artículo 413 del Código Orgánico de Tribunales), en la que debe constar el estatuto o pacto social que regirá a la persona jurídica, y en su caso, las relaciones de los socios entre sí; 


- inscripción de un extracto autorizado de dicha escritura en el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces correspondiente al domicilio de la persona jurídica, y


- publicación del extracto en el Diario Oficial, salvo el caso de la sociedad colectiva comercial.


El plazo para dar cumplimiento a estas solemnidades es de 60 días corridos, contado desde el otorgamiento de la escritura, con excepción de la sociedad por acciones
; los efectos del acto jurídico respectivo se retrotraen, una vez cumplidas en tiempo y forma las referidas solemnidades, a la fecha de otorgamiento de la escritura pública. 


El incumplimiento de estas normas puede determinar la inexistencia del acto jurídico o su nulidad, pudiendo esta última ser saneada conforme a las disposiciones de la ley N° 19.499.


Hoy en día es posible utilizar otros mecanismos que permiten asegurar la fe pública comprometida en la constitución de una persona jurídica, aprovechando tecnologías que hacen posible eliminar o simplificar los trámites recién expuestos. El presente proyecto crea un régimen optativo y simplificado para materializar los mencionados actos jurídicos de las sociedades indicadas, adoptando los resguardos necesarios para darles la debida publicidad y registro, como garantía de certeza y seguridad jurídica, bienes jurídicos  establecidos a favor de la comunidad.


El proyecto propone que los respectivos constituyentes puedan utilizar un formulario electrónico especial para la constitución de cada una de las personas jurídicas a que la iniciativa se refiere, así como respecto de cada acto jurídico que se pretenda realizar con posterioridad a la constitución. El formulario será de libre acceso, tendrá cobertura a nivel nacional y estará disponible las 24 horas del día y los 7 días de la semana, en el sitio web del Servicio de Impuestos Internos. Cada formulario electrónico contendrá los campos necesarios para que el constituyente, socios o accionistas, en su caso, completen los datos esenciales exigidos por la ley, correspondientes al tipo de persona y acto jurídico de que se trate, y no podrán enviar el formulario sin que se encuentren debidamente llenados sus campos obligatorios. El proceso debe efectuarse íntegramente en el sitio web del Servicio de Impuestos Internos. Los formularios contemplarán también campos voluntarios, que podrán ser o no completados por los interesados, en la medida que quieran modificar, suprimir o adicionar, en lo que estimen pertinente, las cláusulas que satisfacen los requerimientos legales mínimos para su perfeccionamiento, y que de acuerdo a las respectivas leyes que rigen a tales personas y actos, se subentienden a falta de mención en contrario. 


El respectivo formulario podrá ser suscrito electrónicamente por el constituyente, socios o accionistas, en su caso, mediante firma electrónica avanzada. En caso que no dispongan de ella, deberán concurrir físicamente ante un funcionario del Servicio de Impuestos Internos, que para estos efectos tendrá el carácter de ministro de fe, o ante un Notario que disponga de firma electrónica avanzada y de los sistemas electrónicos necesarios para enviar los formularios suscritos al Servicio de Impuestos Internos. Esta última alternativa aumenta considerablemente el ámbito territorial para materializar el tipo de actos jurídicos a que apunta el presente proyecto de ley. Con ello será posible, por ejemplo, que se constituya una persona jurídica con domicilio en Santiago, pese a que el propio constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, se encuentren en distintos lugares de nuestro país e, incluso, en el extranjero.


Lo anterior importa el reconocimiento de que la documentación consignada por medios electrónicos puede ofrecer un grado de seguridad equivalente a la del papel, con costos de administración y gestión, en la mayoría de los casos, menores. 


El Mensaje continúa explicando el procedimiento que se pretende establecer. Una vez suscrito el formulario por el constituyente, o por todos los socios o accionistas en su caso, el Servicio de Impuestos Internos lo incorporará en línea en un Registro de Empresas y Sociedades que llevará en su sitio web, entendiéndose perfeccionado el acto jurídico respectivo desde el instante en que se efectúe la citada incorporación. Este formulario, una vez suscrito e incorporado, tendrá para todos los efectos legales el valor probatorio de un instrumento público.


De lo expuesto se colige que el presente proyecto de ley importa un cambio radical del sistema existente, que permitirá potenciar en términos concretos tanto el emprendimiento como el re-emprendimiento en nuestro país y situarnos a nivel internacional en una mejor posición en cuanto al inicio de negocios, a través del desarrollo de un sistema alternativo en que el trámite se efectuará en menos de una semana. De esta manera, junto con simplificar el sistema que actualmente gobierna los actos que inciden en las personas jurídicas a que esta ley se aplicará, hay una sustantiva mejora en el entorno de negocios de las empresas.


Se excluyen del nuevo régimen propuesto las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas sujetas a normas especiales establecidas en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y reguladas adicionalmente, entre otros cuerpos normativos, por la ley 
N° 18.045, de Mercado de Valores, ya que la adopción del nuevo sistema en un sector tan sensible como es el mercado de valores puede generar problemas, si no se ha socializado con anterioridad.

______________

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la primera sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa, el entonces Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Juan Andrés Fontaine, expuso el contenido y antecedentes del proyecto, ilustrándolos con una presentación en power point que se incorpora como Anexo 1 a este informe, páginas 87 y siguientes.


El señor Ministro comenzó resumiendo la realidad actual de los trámites relativos a la constitución, modificación, fusión y terminación de sociedades en nuestro país. Según el informe Doing Business 2010, del Banco Mundial, Chile se ubicó en el puesto número 69 –entre 183 países– en la clasificación según el tiempo necesario para iniciar un negocio, lo que implica un descenso de 14 lugares en relación a la posición obtenida el año anterior. Por otra parte, según el reciente Informe de Competitividad Mundial (IMD Suiza), Chile se encuentra en el puesto 28 entre 58 países, descendiendo tres lugares en relación al informe anterior. El proyecto en estudio busca precisamente aumentar la competitividad de nuestro país y generar empleo.


El señor Ministro entregó datos relevantes a nivel nacional. Entre 1999 y 2006 la tasa neta de creación de empresas promedió 1,1%, es decir, 10.000 empresas anuales, con un costo de constitución estimado en $ 250.000, para el caso de las micro empresas, $ 315.000, en el de las pequeñas empresas, $ 410.000, para las empresas medianas y 
$ 520.000, para las empresas grandes. El 69% de las 900.375 empresas registradas en el Servicio de Impuestos Internos el año 2008 correspondía a personas naturales constituidas como empresarios individuales, porcentaje que alcanzaba al 80% en el caso de las microempresas y en las pequeñas al 42%. El  restante 31% corresponde a personas jurídicas. 

El siguiente esquema da cuenta de los costos básicos, de tiempo y monetarios, que se generan al abrir una empresa en nuestro país, conforme al Doing Business 2010, comparándolos con el promedio de otros países que pertenecen a la  OCDE:

Apertura de un Negocio   


Chile 


 OCDE

N° de Procedimientos 


   9

    
   4,3

Tiempo (días)


 27
                         13 

Costo (% Ingreso per cápita)   

 6,9
                
   4,7

Constitución de Empresa

Días (9 - 16)    
Costo (565 + 0,2% K)

Abogado


1-4

     US$150

Notario


1-4

     US$250

Conservador


4-4

     US$15 + 0,2% K

Diario Oficial


3-4

     US$150

Servicio de Impuestos Internos

Días

Rut e Inicio de Actividades


   1

Verificación de Actividades

14-21

Impresión de documentos

  
   1

Timbraje de documentos


   1


El señor Ministro expresó que es indispensable facilitar y estimular la creación de empresas en nuestro país, meta que se persigue con este proyecto y también con el que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (Boletín N° 6.981-03)
. Precisó que en ninguna de las iniciativas se aborda el tema de los permisos de edificación y los permisos sanitarios, aspectos que se encuentran en estudio en el Ministerio. 


Indicó que los beneficios esperados del proyecto son los siguientes:


- Constitución de empresas y sociedades en un solo trámite, incluyendo escritura, registro, publicación, obtención de RUT e iniciación de actividades;


- La modificación, fusión, división, terminación y disolución de sociedades se podrán hacer en línea, desde la propia casa o del domicilio de la empresa, si el emprendedor posee firma electrónica avanzada, o bien desde el Servicio de Impuestos Internos o una Notaría, si no la tiene;


- Acceso público y gratuito para conocer el estado de empresas y sociedades;


- Mejoramiento sostenido en las clasificaciones internacionales para la creación de empresas.


El proyecto contempla un sistema totalmente electrónico, fácil de usar, muy barato de administrar y optativo respecto del actualmente existente. Existirá un Registro de Empresas y Sociedades electrónico de acceso público, gratuito y de fácil administración para usuarios. Asimismo, la obtención de RUT e iniciación de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos (SII) son automáticas y la posterior modificación, transformación, fusión, división, disolución y terminación de empresas y sociedades se realizan también de un modo barato y rápido. 


Este sistema alternativo para la constitución, modificación, división, fusión, transformación, terminación y disolución de personas jurídicas será aplicable a las siguientes personas jurídicas: empresas individuales de responsabilidad limitada; sociedades de responsabilidad limitada; sociedades anónimas cerradas; sociedades anónimas de garantía recíproca; sociedades colectivas comerciales; sociedades por acciones; sociedades en comandita simples y sociedades en comandita por acciones. 


Luego señor Aníbal Pinto, asesor del Ministerio de Economía, explicó detalladamente la forma de constitución de una sociedad que se propone en el proyecto. En primer término, el constituyente, los socios o accionistas deben suscribir el formulario de constitución, que comprende los estatutos y pactos adicionales y que se incorpora inmediatamente en el Registro de Empresas y Sociedades. Los formularios deben estar disponibles en el sitio web del SII y sus campos sólo pueden ser completados electrónicamente. Los formularios de constitución disponibles deben contemplar todas las menciones señaladas en las leyes que rigen a las respectivas personas jurídicas.


Los formularios se suscriben mediante firma electrónica avanzada del constituyente, socios o accionistas, o subsidiariamente ante un Ministro de Fe. En este punto destacó que, además de los Notarios, el proyecto otorga el carácter de Ministro de Fe para estos efectos a funcionarios del SII.  Una vez suscrito el formulario se asigna el RUT a la persona jurídica recién constituida, la que puede hacer iniciación de actividades en forma inmediata. El RUT será el elemento que identificará a cada empresa.


El acceso al contenido del Registro es público y gratuito, y los certificados digitales que se emitan serán igualmente gratuitos y tendrán el valor probatorio de instrumento público. Toda referencia al Registro de Comercio se entenderá hecha, tratándose de estas personas jurídicas, al Registro de Empresas y Sociedades. Será posible el traspaso desde el Registro de Comercio actual al Registro de Empresas y Sociedades. 


Los actos posteriores a la constitución de una sociedad, como son la modificación, división, fusión, transformación, terminación o disolución, se verifican mediante la suscripción del respectivo formulario, según la actuación de que se trate, sujetándose a las mismas normas que rigen para la constitución. 


Resaltó el señor Pinto que toda la vida societaria de las personas jurídicas que se constituyan de acuerdo con este sistema alternativo estará contenida en el Registro de Empresas y Sociedades. En él constará la referencia a las escrituras públicas en que se consignen los acuerdos de los accionistas o socios, cuando fuere el caso, y las actas que den cuenta de acuerdos, que serán íntegramente incorporadas al Registro, bajo el número de identificación de la persona jurídica.


Finalmente, se refirió al procedimiento de saneamiento de la nulidad tratándose de personas jurídicas que se someten a este sistema, el cual es sustitutivo del establecido en la ley N° 19.499, en todo lo que fuere contrario a ese cuerpo normativo. El saneamiento se hace corrigiendo y suscribiendo nuevamente el formulario en que consta el vicio; deben suscribirlo el constituyente o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo del saneamiento o sus apoderados para estos efectos, y la actas que dan cuenta de estos acuerdos son íntegramente incorporadas al Registro, bajo el número de identificación de la persona jurídica.


Concluida la presentación del proyecto, los Honorables Senadores de la Comisión formularon observaciones y comentarios.


El Honorable Senador señor Tuma destacó su relevancia para mejorar la competitividad de las empresas y avanzar en la simplificación de trámites, tendencia que no es exclusiva de nuestro país, pues muchos otros están avanzando en esa línea. Consultó a quién corresponderá la administración del Registro de Empresas y Sociedades.


El señor Ministro expresó que la administración del Registro fue uno de los temas más debatidos en torno a este proyecto. Entre las posibilidades que se analizaron estuvieron la de entregarla al Ministerio de Economía, lo que representa un problema de costos importante; que fuera el Servicio de Registro Civil e Identificación el que estuviera a cargo, pero se estimó que no cuenta con personal capacitado a estos efectos ni con la infraestructura suficiente, por lo que finalmente se acogió la opción de atribuirla al Servicio de Impuestos Internos.


Destacó como principal ventaja de esta alternativa el hecho de que el referido Servicio cuenta con una capacidad tecnológica ya instalada que cubre todo el país. Reconoció que existen suspicacias en torno al tema, pero en las condiciones actuales resulta la mejor alternativa, sin perjuicio de la posibilidad de modificarlo en el futuro.


El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó su desacuerdo con la decisión adoptada en este aspecto. Consideró inadecuado que se entregue al Servicio de Impuestos Internos una tarea que no le es propia, sino que naturalmente le corresponde al Ministerio de Economía. Señaló como uno de los inconvenientes que se pueden prever, que una sociedad se constituya pero sus socios no quieran todavía iniciar actividades, sin embargo, en este sistema alternativo la iniciación de actividades se realiza en forma inmediata. 


El Honorable Senador señor García coincidió con lo anterior y recordó que no hace mucho se logró poner fin al doble rol del Servicio de Impuestos Internos, que actuaba en los juicios tributarios como juez y parte. Hizo presente que el proyecto apunta en un sentido contrario, al encomendar al encargado de fiscalizar la tributación de las sociedades intervenir en su constitución y en muchos otros aspectos de su vida jurídica. Afirmó que esto no corresponde y resulta una tarea ajena a la misión del SII. La administración del nuevo registro, en opinión de Su Señoría, debe estar a cargo del Ministerio de Economía o del Servicio de Registro Civil e Identificación.


Respecto a este punto, el Honorable Senador señor Tuma consideró que las razones dadas por el señor Ministro para fundamentar la opción adoptada son plausibles y tiende a compartirlas, como son el conocimiento y experiencia del SII y su capacidad tecnológica. Sin embargo, consideró que un proyecto de ley que, con la intención de simplificar los trámites, establezca que las sociedades desde su nacimiento estarán expuestas ante ese Servicio, no concitará entre los contribuyentes mucho entusiasmo por utilizarlo.


El señor Ministro recogió las observaciones de los Honorables Senadores y se mostró dispuesto a estudiarlas. Reiteró que considera que la propuesta es la mejor alternativa hoy en día y enfatizó que existen resguardos frente a las aprensiones manifestadas, como el otorgamiento de la calidad de Ministro de Fe a funcionarios del Servicio y la limitación contenida en el propio texto del proyecto que impedirían que el SII introdujera modificaciones adicionales por medio de instrucciones. Recalcó que se trata de un sistema alternativo y que subsistirán las formas tradicionales de constituir, modificar, fusionar, disolver y terminar sociedades.

______________


La Comisión escuchó la opinión de diversos actores interesados en el tema que aborda el proyecto, cuyas opiniones se resumen a continuación.
ASOCIACIÓN DE NOTARIOS, CONSERVADORES Y ARCHIVEROS JUDICIALES DE CHILE


 El señor Alfredo Martin, Presidente de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile dio a conocer la opinión de la referida asociación, y dejó una minuta en la que se contienen sus observaciones, la que se incorpora como Anexo 2 al presente informe, páginas 91 y siguientes.


En primer término, y dado que en el proyecto se crea una nueva opción para constituir sociedades, con la finalidad de acortar tiempos y costos, informó que notarios y conservadores ya han incorporado en sus oficios importantes adelantos tecnológicos y electrónicos, que permiten hoy realizar las gestiones en plazos extraordinariamente breves, no sólo en lo que se refiere a la constitución de sociedades sino en todos los campos en los que tienen competencia, respondiendo así a una necesidad de los tiempos. Destacó que muchas de las actuaciones notariales son voluntarias, realizadas por personas que concurren en busca de seguridad y certeza jurídica, de justicia preventiva. En los conservadores las personas encuentran la fe pública registral, dándoles plena garantía los principios que la rigen como son la calificación, seguridad, independencia, imparcialidad y la responsabilidad, contando con un sujeto visible para hacerla valer. Enfatizó que este es uno de los puntos más relevantes que diferencian el sistema actual con el que se propone. 


Por otra parte, el Servicio de Impuestos Internos ha realizado un importante esfuerzo de equipamiento tecnológico para cumplir la función que la ley le ha encomendado, pero en materia societaria, según los mismos estudios que invoca el mensaje, es uno de los responsables de las mayores demoras en el proceso de puesta en marcha de una sociedad. En este marco, llama la atención que se pretenda modificar lo que realmente funciona bien y se entregue la solución de los problemas de agilización precisamente al organismo que genera el mayor retraso en el inicio de actividades de una sociedad. Citó el informe Doing Business del año 2011, que señala que  en la constitución de una sociedad  en Chile los notarios demoran 1 día, el conservador 2 días y el SII de 2 a 3 semanas, plazo que en el caso de una disolución, terminación o quiebra de la misma, puede ser de años.


Recordó que en materia de sociedades son dos los sistemas predominantes, el sajón y el latino, que se diferencian fundamentalmente por la oportunidad en que se sitúa el control de legalidad. La constitución de una sociedad en nuestro país está inserta en normas y en una estructura jurídica que son propias del derecho latino, como lo está en general toda nuestra legislación, acorde con nuestra idiosincrasia, cultura y costumbres, y no se inspira en el sistema sajón como Nueva Zelanda, que es el país desde donde se importaron las ideas centrales del proyecto. En cuanto al control de legalidad, el sistema latino apunta a un control ex ante y el sistema sajón a un control ex post, lo que tiene mucha relevancia para la futura marcha de una sociedad y una estrecha relación con la excesiva judicialización que se podría producir.


Reiteró que el sistema actual de constitución legal de una sociedad funciona eficientemente y con plazos muy breves, sin perjuicio que siempre habrá espacios para mejorar. Este buen funcionamiento se constata al ver que son muy pocas las sociedades que se ven enfrentadas a nulidades por vicios de fondo en su constitución, ya que su legalidad ha sido controlada primero por un abogado, en seguida por el notario y finalmente por el conservador. Esta seguridad se ha mantenido, no obstante el explosivo aumento en el número de sociedades constituidas, incremento que esa misma seguridad ha incentivado. Si se quiebra esta seguridad que la envuelve, a la sociedad le será casi imposible acceder al sistema financiero.


Es importante reducir los plazos y costos, pero ello no puede atentar contra el imperativo de contar con una estructura jurídica adecuada, que genere certeza y seguridad jurídicas mediante los controles de legalidad pertinentes, elementos sin los cuales ninguna persona ni economía puede sustentarse sanamente. Estimó que los conceptos de seguridad y certeza jurídicas no han sido debidamente reconocidos ni están adecuadamente considerados.


Dio a conocer que en el año 2010 se constituyeron más de 41.000 sociedades, en comparación con las 21.000 constituidas el año 2001; el 62% de ellas son empresas de responsabilidad limitada; el 23% empresas individuales de responsabilidad limitada; el 11% sociedades anónimas y el 5% sociedades por acciones. 


El mensaje señala que la constitución de una sociedad en nuestro país demora 27 días. Al respecto, destacó que notarios y conservadores, gracias a la incorporación de las tecnologías adecuadas disponibles, permiten hoy que más del 70% de las sociedades que se constituyen en el país puedan quedar formadas en un plazo no superior a las 48 horas, incluida la publicación del extracto en el Diario Oficial. Las gestiones notarial y registral pueden llegar a tomar sólo 24 horas, por lo que la demora de los  25 días restantes hay que buscarla en otro lugar.


Si bien la Asociación ha solicitado que se dicte una norma que obligue a todos los notarios y conservadores a disponer y utilizar los medios electrónicos para realizar las actuaciones que la ley permite, admitió que aún hay lugares donde el proceso puede demorar más de 2 días, ya que existen oficios que no operan haciendo uso de firma electrónica avanzada, aunque la poseen, porque sólo es obligatorio tenerla. Con todo, argumentó, ello afectaría a no más del 20% del total de las sociedades que se constituyan. 


Abordó luego el tema de los costos, pues según el estudio del Banco Mundial que se cita en el Mensaje, el costo promedio de la constitución de una sociedad en Chile es de US$ 415, esto es, $ 205.000 aproximadamente. Informó que, de acuerdo a las estadísticas de que dispone la Asociación, el costo promedio efectivo, en lo atinente a la intervención notarial y registral, para la formación de una sociedad con un capital entre diez y quince millones de pesos, que corresponde a más del 60% de las sociedades que se constituyen en Chile, es de US$ 200, o sea, 
$100.000 aproximadamente, lo que nos ubica como uno de los más económicos entre países similares al nuestro. 


En opinión de la Asociación es innecesario establecer un mecanismo de constitución de sociedades paralelo al actualmente existente, es mejor solucionar los problemas que presenta el vigente, perfeccionando el actuar de cada uno de los entes que intervienen en el proceso de constitución de una sociedad. 


Explicó que, de implementarse el sistema que propone el proyecto, existirán costos adicionales. Señaló, a modo de ejemplo, el relativo a la firma electrónica avanzada, pues para operar con ella, que es un requisito para constituir sociedades en el portal del Servicio de Impuestos Internos, se debe concurrir a una empresa certificadora de firmas, adquirir el dispositivo electrónico y pagar el certificado anual, lo que tiene un valor de $ 58.900 y $ 23.700, respectivamente; a ello hay que sumar  el pago inicial de $ 82.600 por cada uno de quienes utilizarán la firma electrónica y el valor de un programa de computación, que es del orden de  los $ 250.000. 


Si la persona no dispone de firma electrónica, tiene la alternativa de recurrir a un notario o ante un funcionario del SII que tendrá la calidad de ministro de fe para una función que no es de carácter tributario. Destacó este punto, pues se otorga a un funcionario designado por el Servicio una calidad que le permitirá calificar el formato social, determinar, entre otras cosas, la capacidad de los contratantes, el cumplimiento de formalidades legales, tanto de la sociedad como de los aportes, especialmente cuando no son bienes muebles, determinar si el objeto es lícito o ilícito; en otras palabras, actuará en igualdad de condiciones que un notario público, sin cumplir los requisitos legales que se exigen a estos últimos. Resaltó que esto es absolutamente contrario a los principios que rigen la actuación notarial en Chile y genera una competencia desigual. 


Las sociedades se desenvuelven en el campo del derecho comercial y no en el campo del derecho tributario, como pretende este proyecto, por lo que resulta incomprensible que se entregue al Servicio de Impuestos Internos, que tiene otras tareas indicadas en el ordenamiento jurídico, la misión de constituirse en formador de sociedades, cuando su labor es controlarlas y fiscalizarlas desde el punto de vista tributario. Se quiere agregar a su calidad de fiscalizador la de ser testigo privilegiado, notario y registrador, lo que va bastante más allá de sus propias funciones, que son, como se ha dicho, la recaudación, control y fiscalización tributaria del país. 


La proposición del proyecto pareciera responder más bien a una concepción de Estado más invasivo que subsidiario y más productivo que regulador, concluyó.


Más que la preocupación por simplificar gestiones, se busca dar nuevos pasos para ir traspasando funciones desde el sistema notarial y registral histórico hacia organismos del Estado, como ha ocurrido en otras materias, lo que no necesariamente se ha traducido en una economía de tiempo o en una rebaja en los costos. Hoy el sistema notarial y registral cuenta con las herramientas para constituir sociedades en un breve plazo y bastaría regular mediante esta misma ley que tan pronto ingrese al Registro de Comercio el extracto firmado electrónicamente por el notario, se proceda a su inscripción en 24 horas, de no haber reparos, y que se remita para su publicación en la página electrónica del Diario Oficial, en la forma que establece el proyecto de ley sobre agilización de trámites para el inicio de actividades
; el extracto puede remitirse el mismo día al Servicio de Impuestos Internos, vía electrónica, para que proceda a otorgar de inmediato el RUT respectivo. Ello permitiría aprovechar lo existente, cada uno de los organismos cumpliría la labor encomendada por la Constitución y la ley, sin costo alguno para el Estado, y permitiría que las sociedades sean constituidas en un breve plazo pero con el control de legalidad pertinente. 


El verdadero cuello de botella en materia societaria, como ha quedado demostrado, sigue estando en la gran cantidad de trámites que siguen a la constitución legal de la empresa, tales como la autorización para emitir facturas y su timbraje, la obtención del RUT, la verificación de domicilio y el otorgamiento de la patente municipal.


Finalizó expresando que, como Asociación, no se oponen a las iniciativas que tengan por objeto simplificar los trámites de constitución de una sociedad y bajar plazos y costos, ya que en ello han estado empeñados, pero esta rapidez no debe ser a costa de soslayar una adecuada seguridad y certeza jurídicas ni de prescindir del control de legalidad preventivo, que permiten a las sociedades desarrollar sus actividades sin verse entrampadas en problemas legales que no fueron previstos en la oportunidad debida. Actuar con rapidez pero no de una manera que implique ligereza.


El Honorable Senador señor Novoa consultó por los ámbitos de responsabilidad de los notarios, y el señor Martin respondió que la responsabilidad que tienen es amplísima, tanto administrativa, civil, penal y laboral, y que responden con todo su patrimonio por sus actuaciones. Ello tanto por hechos propios, como los de sus suplentes y su personal.


El Honorable Senador señor Zaldívar consultó respecto de la necesidad de publicar el extracto en el Diario Oficial, que hasta ese momento era una las gestiones que resultan más caras.


El señor Martin consideró que, dada la tecnología actual, y que la mayoría de los conservadores y notarios cuenta con repertorios electrónicos a los cuales se puede acceder desde cualquier lugar en que haya acceso a Internet, la publicidad, que es lo que se busca con la publicación del extracto en el Diario Oficial, se encontraría suficientemente resguardada por ese libre acceso a los archivos registrales de los mencionados ministros de fe.

CONSERVADOR DE BIENES RAÍCES DE SANTIAGO


El Conservador de Bienes Raíces de Santiago, señor Luis Maldonado, expuso el estado actual del Registro Conservador a su cargo, los avances que se han llevado a cabo y su opinión respecto a la normativa que se propone en la iniciativa en comento. Dejó una minuta de su presentación, que se incorpora como Anexo 3,  páginas 98 y siguientes.


En primer término dio a conocer el estado actual del Registro de Comercio de Santiago, que desde el año 2008 inició un plan de desarrollo de una plataforma de servicios para facilitar el emprendimiento de nuevos negocios. Desde enero de 2010 se pueden realizar en línea los siguientes trámites: requerir la inscripción de una nueva sociedad, para lo cual es necesario que el extracto de la sociedad haya sido suscrito por el Notario mediante firma electrónica avanzada; visualizar en forma gratuita las inscripciones practicadas en el Registro de Comercio desde el año 1970 a la fecha; solicitar la emisión de certificados de vigencia de sociedades constituidas entre los años 1970 y 2011, y solicitar copias, con y sin vigencia, de inscripciones realizadas en el Registro de Comercio entre los años 1970 y 2011.


Afirmó que el trabajo desarrollado ha traído múltiples beneficios para los usuarios. Al día de hoy, se puede realizar el trámite de inscripción de la constitución de una sociedad en menos de 24 horas; el requerimiento de inscripción de una sociedad, como la emisión de certificados y copias, puede ser realizado durante las 24 horas del día los siete días de la semana; el pago se efectúa en el mismo portal por medio de una amplia variedad de medios electrónicos. Estimó que con la utilización de tecnologías de la información se ha logrado una combinación óptima de certeza y seguridad jurídicas y de rapidez, lo que ha convertido al Registro de Comercio en un servicio público de punta, que ha dado sus mejores esfuerzos para apoyar el emprendimiento. Por último, existe un doble respaldo, registro en papel y registro electrónico.


Informó que ofreció al Ministerio de Economía, en una reunión sostenida en el mes de julio del año 2010, toda su experiencia y conocimiento en la materia.


El señor Maldonado comunicó su rechazo a la iniciativa, los fundamentos señalados en el mensaje del proyecto no se justifican:


1.- No se reducirán los costos asociados a la creación de empresas ni se reducirá en forma evidente el plazo de los trámites respectivos, ya que sólo bajará el plazo de dos a un día.


Hizo referencia a la ley N° 20.190 sobre Prenda sin Desplazamiento, que traspasó al Registro Civil e Identificación la facultad de registrar las prendas antes a cargo de los Conservadores, lo que en definitiva implicó un aumento en los costos para los usuarios. Algo similar ocurre con el Instituto de Propiedad Industrial. Los derechos que cobra el Conservador de Comercio son menores que los de otros entes públicos con funciones similares. El nuevo procedimiento de constitución de empresas implicará eliminar, sólo en algunos casos, el valor asociado a la intervención de abogados, puesto que muchos seguirán recurriendo a su asesoría. En su opinión, serán los Notarios quienes llenarán en la práctica los formularios de constitución de las empresas y pocos serán los que irán directamente al SII. El costo de la publicación en el  Diario Oficial no es tal, dado que próximamente será ley el proyecto que establece la gratuidad de las publicaciones para el 95% de las empresas
.


Por otra parte, destacó que todo servicio otorgado por el Estado, por definición, implica un costo para la totalidad de los contribuyentes del país. En consecuencia, aun cuando el valor que un determinado servicio público cobre por un trámite sea cero, igualmente existe un costo asociado al mismo, que está reflejado en la partida presupuestaria respectiva.


2.- El actual sistema  asegura beneficios que la propuesta no puede garantizar, como la seguridad y la certeza jurídicas, la responsabilidad personal de Conservadores y su especialización profesional.


Explicó que los Conservadores de Comercio califican la legalidad de las sociedades que se presentan para inscripción, garantizando y protegiendo los intereses y derechos de los socios o accionistas, de los terceros que contratan con la sociedad y de los bancos con que ellas operan. La función del Conservador es preventiva: evita litigios con evidentes costos para las personas y el Estado. El nuevo sistema, por el contrario, y dado que sólo implica un archivo de documentos, no garantiza la legalidad de las actuaciones relacionadas con la creación de empresas. 


Además, y desde un doble punto de vista, afecta la certeza y seguridad jurídicas el hecho de que existan dos sistemas paralelos de registrar y constituir una empresa. Por un lado, se hace más engorrosa la búsqueda de sociedades y, por otro, se facilita a personas inescrupulosas la comisión de fraudes. 


Resaltó que el Conservador es personalmente responsable de toda omisión, retardo, error y, en general, de toda falta o defecto que en el ejercicio de su cargo pueda serle imputable. Esta responsabilidad incluye el error de los empleados a su cargo y del suplente que lo reemplace, toda vez que la función se personaliza en el Conservador, quien es el único titular de la firma. La responsabilidad por los defectos de registro es de orden administrativa y civil, sin perjuicio de la eventual responsabilidad penal que pueda afectarle por delitos funcionarios. Asimismo, tiene un nivel de especialización profesional y debe cumplir una serie de requisitos establecidos en la ley y en el reglamento respectivo. En la propuesta no se precisa quien asumirá la responsabilidad de un error que cometa el Servicio de Impuestos Internos, cabe preguntarse si será el funcionario, el Director del Servicio, el Ministro de Hacienda, el Fisco u otra persona. 


La función de registrar sociedades no está entre las atribuciones ni conocimientos del SII y su personal, ni se condice con lo dispuesto en su ley orgánica.


El señor Maldonado concluyó que, por los motivos expuestos, no se justifica establecer un mecanismo paralelo para la creación de empresas y formuló una propuesta alternativa, consistente en realizar modificaciones al sistema vigente, la que se contiene en la ya referida minuta anexada a este informe.


El señor Alejandro Arriagada, asesor legislativo del Ministerio de Economía, puso de relieve que la realidad de las notarías y conservadores de gran parte del país es radicalmente distinta a la expuesta, ya que carecen de herramientas informáticas y, por ejemplo, la inscripción de un extracto en el conservador, puede tardar fácilmente dos o tres semanas.


El asesor de contenidos del Ministerio de Economía, señor Aníbal Pinto, resaltó que al estudiar esta iniciativa se pensó en lo que necesita el país en los próximos cincuenta años. Así, se conformó una propuesta que moderniza el sistema, sin menoscabar la seguridad y certeza jurídicas. Hizo presente que esta iniciativa se trató con el Colegio de Abogados, las Universidades y una serie de actores relevantes en la materia.

ABOGADO SEÑOR RICARDO ESCOBAR, EX DIRECTOR DEL SII


El señor Ricardo Escobar consideró que las nuevas facultades del SII que contempla el proyecto son tan importantes que podrían conllevar la necesidad de reformar la ley orgánica que lo rige, pues es dudoso que el objetivo del Servicio que define esa ley sea lo suficientemente amplio como para permitirle asumir estas nuevas funciones. Adicionalmente, estimó que se requeriría una Subdirección encargada de estas materias y que sería necesario detallar éste y otros aspectos. El proyecto en estudio reviste una gran importancia, en cuanto pretende modernizar el sistema de registro corporativo en nuestro país. Afirmado lo anterior, hizo presente las aprensiones que le merece la propuesta.


Le preocupa particularmente lo relativo a la nulidad de las sociedades que se constituyan y la determinación de quién será responsable de los perjuicios que puedan ocasionarse en caso de errores.


Conceptualmente la propuesta es buena. Informó que en los años 2006 y 2007 se estudió una iniciativa similar del Ministerio de Economía, que también ponía la función registral a cargo del SII, orientada principalmente a las PYMES. Pero estimó que es una idea muy difícil de llevar a la práctica, se requiere de una gran cantidad de recursos, profesionales especializados y bastante tiempo; el sistema, como está planteado, tiene que ser capaz de absorber todo tipo de actos corporativos, de cualquier tipo de sociedad. Hoy en día el Servicio de Impuestos Internos no cuenta con la tecnología necesaria para que esto opere, para registrar en línea, por ejemplo, el retiro de capital que efectúe una persona en determinada sociedad, y eso conectarlo con un aporte que realiza en otra. El sistema debiera ser capaz de absorber todo tipo de actos jurídicos corporativos referidos a las sociedades que hayan optado por este sistema, salvo las expresamente excluidas, y eso es de una enorme complejidad.


En ese sentido, consideró fundamental definir los objetivos del proyecto para hacerlo operativo, delimitándolos en un breve tiempo.


Estos comentarios están referidos al orden práctico. En el ámbito jurídico, continuó el señor Escobar, hay una serie de aspectos que precisar. A modo de ejemplo, en el caso de aporte en dominio de un bien raíz a una sociedad, preguntó cuál sería el título translaticio de dominio, si habría que suscribir otra escritura, la forma de registrar esta transferencia en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, etc. La referencia a la legislación vigente resulta insuficiente.


Le preocupa que el prestigio del Servicio de Impuestos Internos se ponga en riesgo, entregándole la administración de este sistema, sin tomar todas las providencias necesarias para que esto realmente opere. Tratándose de empresas pequeñas, estimó posible implementar esta nueva forma de constituir sociedades y celebrar otros actos jurídicos relativos a las mismas, dentro de un lapso más bien breve. Pero en el caso de grandes empresas, sociedades complejas, resulta extremadamente difícil y conlleva una alta inversión. 


Afirmó que se requiere mucho tiempo y el trabajo de expertos, para hacer el catastro de todas las situaciones posibles y de todas las integraciones lógicas que de ellas deriven. Son miles de posibilidades de reorganización corporativa, de movimientos que se llevan a cabo en las empresas más grandes.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Tuma, el señor Escobar estimó que, en principio, una alternativa viable sería hacer una aplicación gradual y sectorizada del sistema a las sociedades beneficiadas con este proyecto, de manera que al comienzo se aplique sólo a ciertas sociedades, que podrían ser las de responsabilidad limitada o  las individuales de responsabilidad limitada, y exclusivamente para determinados actos, por ejemplo los de constitución y modificación.


El Honorable Senador señor Novoa planteó el problema que se presenta cuando los intereses del Servicio se contraponen a los de los socios de una sociedad. Cómo el organismo registral va a ser el mismo ente fiscalizador. También le preocupa la calidad de Ministro de Fe que se entrega en la normativa propuesta, para ciertos efectos, a funcionarios del Servicio. Probablemente esas personas carezcan de conocimientos jurídicos y no se entiende cómo van a poder, por ejemplo, calificar un poder para constituir una sociedad, o verificar otros requisitos. En caso que se cometan errores surge la pregunta respecto de quien será el responsable.


Por otra parte, si la implementación de este sistema es cara, se traduciría en que todos los chilenos financiarán este costo, en beneficio de quienes constituyen sociedades.


Propuso explorar dos alternativas. La primera, en el sentido manifestado por el señor Escobar, o sea, implementar el sistema de manera acotada. La segunda es obligar a ingresar al mundo digital a los oficios que intervienen en los actos constitutivos y modificatorios de sociedades.

SEÑOR MATÍAS ZEGERS

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO DE DERECHO COMERCIAL DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE SANTIAGO


El Director del Departamento de Derecho Comercial de la Pontificia Universidad Católica de Santiago, señor Matías Zegers expuso sus comentarios al proyecto, los que están contenidos en una minuta que se incorpora como Anexo 4 de este informe. El señor Zegers hizo presente que su opinión es a título personal y no compromete a la Universidad a la que pertenece.


Consideró que el proyecto se encuentra bien encaminado a resolver ciertos aspectos que faciliten la constitución, vida y disolución de las sociedades y empresas individuales de responsabilidad limitada. Uno de los temas que se han discutido, señaló, es la radicación en el Servicio de Impuestos Internos del Registro de Sociedades propuesto, lo que le parece adecuado, no necesariamente porque sea el Servicio más idóneo para esta función, sino porque cuenta con presencia nacional, con la plataforma tecnológica que se necesita y al radicar en un solo Servicio los diversos procedimientos se facilita su operatividad. Lo óptimo es que sea un registro autónomo. Sería conveniente que una vez haya entrado en régimen de funcionamiento, este registro se separe del SII en un servicio independiente, pero debidamente comunicado con el SII y con los demás registros, para efectos de mantener los tiempos y simpleza de funcionamiento.


Explicitó que la realidad del Conservador de Bienes Raíces de Santiago no es la que impera en la mayor parte de Chile, donde sí hay problemas de burocracia, lentitud y otros; hay que analizar este tema con una visión país.


El proyecto cumple con los dos aspectos que exigen especial resguardo: la fe pública y la información de terceros. El procedimiento propuesto protege a los terceros que contraten con la sociedad, en cuanto a proporcionarles conocimiento de los socios, capital, objeto y otros elementos esenciales de las sociedades. 


La sociedad es un contrato en que prima la autonomía de la voluntad; si existen vicios de nulidad en su constitución o modificación, las consecuencias deben recaer en las partes, por lo que no es necesario que alguna institución asuma un rol fiscalizador, aspecto que no ha sido nunca parte de la letra ni del espíritu del derecho de sociedades. También el proyecto cumple con un requisito esencial, como es que el acceso al registro sea abierto a cualquier persona, con medios y criterios de búsqueda semejantes a los que actualmente ofrece el Registro de Comercio; esto está recogido en el artículo 13 del texto en análisis. Recordó que el sistema propuesto no es obligatorio ni sustituye al actual, sino que lo complementa.


En relación con el ámbito de aplicación de las normas propuestas, en su opinión debería incluirse a las sociedades anónimas abiertas y especiales. Estas sociedades son probablemente las que más publicidad tienen actualmente, por cuanto sus estatutos sociales deben ser puestos a disposición de los accionistas y de las autoridades regulatorias correspondientes. No hay razón para no incluirlas. Los terceros que contraten con este tipo de sociedades tienen acceso a toda la información en distintas instancias.


La iniciativa supone la existencia de dos sistemas registrales paralelos, el que llevaría el Servicio y el del Registro de Comercio. Consideró que, por razones de orden, fe pública y facilidad de funcionamiento, es indispensable que estos sistemas se comuniquen entre sí. Por ejemplo, una vez suscrito y autorizado el formulario de constitución de la sociedad en el SII, dicho Servicio debería informar al Registro de Comercio respectivo para que éste lo inscriba, tal como si fuera un extracto de una escritura societaria. De este modo, cualquier persona podrá encontrar en el Registro de Comercio toda la información societaria que señala la ley. 


Contar con formularios tipo, si están bien redactados y contienen las cláusulas adecuadas, resultará útil en la mayoría de los casos, y si hay sociedades o actos que tengan un carácter más complejo, se incorporarán las disposiciones adicionales que proceda, con la intervención de un abogado, si es necesario. Adicionalmente, consideró que si el objetivo principal del proyecto es reducir los trámites de constitución o modificación de sociedades, debe también facilitarse el aporte de bienes inmuebles o muebles que exijan alguna solemnidad para su transferencia o tradición, proveyendo los formatos adicionales para aportar bienes raíces, propiedad minera, derechos de agua, naves, aeronaves, vehículos motorizados, propiedad intelectual e industrial, etc., de forma tal que el mismo instrumento, al que el proyecto da el carácter de público, quede incluido en el formulario y el SII lo envíe por vía electrónica a la institución responsable del respectivo registro. De lo contrario, se deberá otorgar un instrumento adicional para tales efectos, con la consecuencia de aumentar los plazos y los costos asociados. El proyecto nada dice al respecto.


Por último, señaló que el sistema propuesto descansa en las capacidades del SII para desarrollar y operar el sistema, para lo cual deberá contar con la estructura y presupuesto necesarios. Concluyó reiterando que se trata, en su parecer, de un proyecto bien encaminado, que se dirige a modificar aspectos que efectivamente ocasionan demoras y se manifestó confiado en que el reglamento detallará sus normas.

ASOCIACIÓN DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS


El Fiscal de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor José Manuel Montes, expresó que, si bien el proyecto en estudio no se aplica directamente a las entidades que representa, pues los bancos son unos de los tipos de sociedades excluidas, sí les afecta en forma indirecta, pues sociedades de todo tipo son usuarias del sistema financiero. La Asociación valora la idea de legislar en esta materia y de modernizar y agilizar la constitución y operación de las sociedades. Señaló dos aspectos que a su juicio merecen reparos.


El primero de ellos es que el registro de sociedades esté a cargo del Servicio de Impuestos Internos. En su opinión, la función del referido Servicio es clara, debe ocuparse de la recaudación y fiscalización de los tributos; es evidente que su misión esencial apunta en una dirección completamente distinta.


Por otra parte, preocupa la coexistencia de dos formas de operar sociedades, la tradicional, en el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces, y esta nueva forma, caracterizada por el uso de medios informáticos y de comunicaciones. La coexistencia de estos dos mundos puede generar una serie de distorsiones en la economía, afirmó. 


Resaltó que para los bancos la identificación tanto física como jurídica de sus clientes es fundamental, por dos razones: por el perjuicio que les puede ocasionar otorgar crédito a una sociedad que sea nula o cuyo representante no tenga facultades suficientes, lo que determine que el crédito resulte incobrable y, además, porque uno de los principios fundamentales en la prevención de lavado de activos es conocer al cliente. 


Es necesario revisar estos aspectos, así como también otros que no resultan del todo claros, como por ejemplo, a quién corresponderá la calificación de los poderes otorgados por una sociedad, que podría ser un funcionario del Servicio de Impuestos Internos, y quién responde por el error en la calificación.


Reiteró que se trata de una buena iniciativa, cuyo ámbito y alcance es preciso delimitar, restringiéndolo, por ejemplo, a la constitución y modificación de sociedades, pero dejando fuera su operación. 


Concluyó señalando que si bien hoy el sistema tiene defectos, al menos otorga certeza jurídica y ello es muy relevante.


El Honorable Senador señor Zaldívar consultó si, en opinión del Fiscal, los Bancos aceptarán como clientes y otorgarán créditos a sociedades constituidas de esta forma, o más bien se mostrarán reticentes a ello.


El señor Fiscal expresó que un sistema electrónico inicialmente desconocido sin duda generará temor y desconfianza, por lo que el avance en su implementación debiera ser gradual. Es probable, agregó, que mientras el sistema no otorgue, a los ojos de las entidades financieras, la necesaria certeza jurídica y no sea conocido en el mercado, en la práctica los bancos van a preferir que las sociedades se constituyan mediante el sistema tradicional o exigirán garantías adicionales.


Invitado nuevamente a la Comisión, el señor José Manuel Montes reiteró que, aunque los bancos no son directamente afectados por este proyecto, puesto que se excluyen las sociedades anónimas abiertas y las que se rigen por legislación especial, sí tiene importancia para ellos, en la perspectiva de la correcta individualización de sus clientes, tanto por la certeza crediticia como por el problema del lavado de dinero. Agregó que lo ideal es que exista un solo sistema societario y que se introduzcan reformas al actualmente existente.


A la Asociación le preocupa que el sistema registral que consagra el proyecto esté radicado en el Servicio de Impuestos Internos, que tiene una función específica que realiza muy bien, pero la nueva tarea que se pretende asignarle es de naturaleza completamente distinta. Agregó que la Asociación preferiría un sistema registral para todas las sociedades radicado en un organismo que se acerque más a esa función, como es el Servicio de Registro Civil e Identificación o el Registro de Comercio, con las modificaciones del caso, e incorporando los medios tecnológicos disponibles, pues la gran ventaja del sistema actual que se debe resguardar es la certeza jurídica que proporciona.


Finalmente señaló que la Asociación que representa tiene dudas específicas que se podrían plantear en la discusión particular del proyecto, tales como la forma en que se manifestarán las juntas de accionistas y se hará la calificación de poderes.


El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió en la necesidad de implementar un solo sistema a fin de salvaguardar la certeza jurídica. Sin embargo, para salvar inconvenientes sugirió realizar el tránsito de manera progresiva, como se ha hecho en ciertas reformas procesales; podría comenzarse con los tipos de sociedad más simples, para luego avanzar hacia los más complejos, introduciendo las adaptaciones y perfeccionamientos que la experiencia aconseje.


Agregó que una fórmula que no puede descartarse es la de simplificar el actual sistema, por ejemplo, eliminando el extracto, que es caro y genera múltiples nulidades; también se puede eliminar la publicación en el Diario Oficial haciéndola directamente en el sitio respectivo en Internet.


Coincidió con que el Servicio de Impuestos Internos no es la entidad más apropiada para llevar el registro, que es un Servicio que funciona muy bien, pero esta tarea no condice con sus funciones.


El Honorable Senador señor Tuma compartió los argumentos del Honorable Senador señor Zaldívar. Agregó que es preciso agilizar el sistema, abaratarlo y no desincentivar a los emprendedores. Añadió que no le preocupa la coexistencia de dos sistemas, si ambos proporcionan certeza jurídica y anotó que la implementación gradual puede prestarse para fraudes.


Recordó que hay un proyecto que pretende modernizar el sistema de notarios y conservadores, que podría tenerse a la vista en este proyecto. Asimismo debe tenerse presente que está regulada la firma electrónica, herramienta que en este caso presenta claras ventajas.


El Honorable Senador señor García coincidió en que es deseable la materialización de un sistema expedito, breve y que emplee los medios tecnológicos disponibles. Sin embargo, consideró necesario precisar ciertos aspectos, a fin de garantizar la certeza jurídica. Se declaró partidario de un registro único, de preferencia administrado por el Ministerio de Economía.


Agregó que el Servicio de Registro Civil e Identificación está sobrecargado de funciones. Manifestó que no todo puede hacerse mediante formularios electrónicos, por lo que debiera considerarse mantener la intervención de notarios y conservadores, pero compeliéndolos a proporcionar acceso y servicios en línea a lo largo de todo el país.


El Honorable Senador señor Novoa concordó en que no debe ser el Servicio de Impuestos Internos quien lleve el registro y adelantó que podría estar a cargo del Ministerio de Justicia. Estimó que no importa que coexistan dos sistemas, siempre que el registro sea único. Para eso, los conservadores deberían llevar un registro informatizado y lo mismo puede aplicarse a la publicación en el Diario Oficial.


El señor Ministro de Economía expresó que este proyecto es muy importante para el pequeño emprendedor que actúa en sus negocios como persona natural, con el consiguiente riesgo y con los costos que implica constituir una sociedad. Las grandes empresas no tienen estos problemas.


Destacó que el proyecto se ocupa de varios de los planteamientos que aquí se han hecho:


En primer lugar, hay un registro único electrónico, aunque subsiste el sistema antiguo, desde donde las empresas pueden migrar voluntariamente al nuevo. También las nuevas sociedades pueden en principio optar por el sistema antiguo. Agregó que esta dualidad existió en Nueva Zelanda.


En segundo lugar, hace posible que las personas que cuentan con firma electrónica avanzada constituyan una sociedad desde su domicilio, mediante un sistema seguro. En caso de no tenerla, lo pueden hacer concurriendo a una notaría que se responsabilice de verificar la identidad de los comparecientes.


Señaló, en tercer lugar, que se optó por el Servicio de Impuestos Internos porque los emprendedores de todos modos tienen que concurrir a ese Servicio para la iniciación de actividades, trámite en el cual se les solicita casi los mismos antecedentes necesarios para formar una sociedad. Admitió que podría asignarse a otro servicio la administración del registro, que asegure su carácter público y de libre acceso a la información.


Finalmente, señaló que se permite la migración  desde el registro actual al nuevo, porque éste resulta conveniente para las empresas. En un principio, agregó, se pensó enfocar el proyecto solamente hacia las PYMES, pero se desestimó la idea, porque se traduciría en una limitación a esas empresas cuando empiezan a crecer.

CÁMARA NACIONAL DE COMERCIO


El Presidente de la Cámara Nacional de Comercio, señor Carlos Eugenio Jorquiera, centró sus comentarios al proyecto en cuatro puntos: los principales aspectos del Mensaje que le dio inicio; la reacción de las fuerzas vivas que se verán afectadas por él; el estado actual del arte, qué pasa hoy con las empresas que representa, y algunas reflexiones finales. Aclaró que sus planteamientos, mas que de orden jurídico, corresponden a una visión del país.


Consideró que el Mensaje es acertado al señalar que en materia de innovación y emprendimiento existe una gran informalidad. Se propone un sistema moderno de registro que, en su opinión, puede operar para cierto nivel de empresas, el que conviviría con el registro hoy vigente. En el área del emprendimiento este proyecto puede generar efectos en el universo de las empresas más pequeñas, y se conserva el sistema tradicional para sociedades más grandes y de mayor complejidad. En Europa son las Federaciones de Comercio las que llevan el registro de sociedades.


En referencia a la capacidad del Servicio de Impuestos Internos para hacerse cargo de esta labor, hay que tener presente que si el funcionario que actúe como Ministro de Fe comete un error, será muy difícil hacer efectiva su responsabilidad más allá de que pierda su empleo; algo muy distinto ocurre hoy en día con la responsabilidad de los notarios. Afirmó que si bien la Operación Renta funciona en forma expedita y moderna, en el área de la fiscalización el SII continúa teniendo debilidades importantes. 


La reacción de lo que el señor Jorquiera denominó las “fuerzas vivas”, a saber, los conservadores y notarios, los profesores de derecho, entre otros, da señales claras de que han percibido un riesgo para la seguridad jurídica. El sistema funciona muy bien en el área metropolitana y en las regiones principales, tal como lo expresó el Conservador de Bienes Raíces de Santiago, pero en el resto del país se vive la situación descrita en el Mensaje: demora en los trámites, burocracia y una gran incertidumbre.


En cuanto al estado actual del arte, manifestó que la micro y la pequeña empresa constituyen un núcleo que quiere cumplir sus compromisos; son personas responsables que generalmente comprometen su patrimonio personal y familiar en el emprendimiento, y es a ellos que se debe otorgar la protección de un adecuado registro societario, pues hoy en día están fuera del sistema, particularmente debido a los costos involucrados. 


Finalizó manifestando su apoyo al proyecto, sin perjuicio de las reservas manifestadas en relación a que sea el SII quien lleve el registro de sociedades.

SEÑOR PATRICIO FUENTES MECHASQUI


El abogado señor Patricio Fuentes explicó que el proyecto de ley se refiere a personas jurídicas de derecho privado que persiguen fines de lucro, quedando excluidas las corporaciones, las fundaciones, las sociedades colectivas civiles, las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas sujetas a normas especiales.


Aclaró que el nuevo régimen simplificado es aplicable a los tipos sociales más utilizados por los emprendedores para organizar y formalizar sus actividades económicas, especialmente para los micro emprendimientos.


Indicó que la iniciativa permite sustituir, en un régimen optativo, las solemnidades esenciales tradicionales exigidas para la constitución y modificación de sociedades y empresas individuales de responsabilidad limitada, y las propias de los otros actos jurídicos (transformación, fusión, división, terminación y disolución), por otro mecanismo más simple y expedito, que utiliza la tecnología existente. Expresó que se mantienen las exigencias de registro y publicidad que permiten resguardar los principios de certeza y seguridad jurídica.


Manifestó que la base del nuevo sistema está constituida por un formulario electrónico especial, que deberá ser suscrito por el constituyente, socios o accionistas de la persona jurídica respectiva, en el que se deberá manifestar la voluntad de constituirla, modificarla o celebrar respecto de ella otro acto jurídico contemplado expresamente en la iniciativa, o de migrar al nuevo sistema.


Expresó que el formulario electrónico estará permanentemente a disposición de los interesados en el sitio web del Servicio de Impuestos Internos y que una vez que sea suscrito por los contribuyentes quedará incorporado de inmediato y sin más trámite al Registro de Empresas y Sociedades a cargo de dicho organismo, sin perjuicio de los casos especiales previstos en el Código Tributario, a los que se alude en el Mensaje
, en los cuales sólo se incorporará la respectiva actuación una vez que el Servicio lo autorice expresamente.


Destacó que la suscripción del formulario electrónico deberá realizarse mediante la firma electrónica avanzada del constituyente, socios o accionistas, según corresponda, de acuerdo a lo que se dictamine en el reglamento respectivo. 

 
Añadió que si el contribuyente no cuenta con firma electrónica avanzada podrá suscribir el formulario ante el ministro de fe designado por el Servicio de Impuestos Internos o ante un notario. Estos personeros deberán estampar sus firmas electrónicas avanzadas en el formulario correspondiente, entendiéndose suscrito por el constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, para todos los efectos.


Señaló como ventaja del nuevo régimen, la disminución del costo que significa para los interesados el inicio de nuevos emprendimientos debido a la eliminación de la exigencia de escritura pública, de la confección de un extracto, su inscripción en el Registro de Comercio correspondiente al domicilio de la sociedad y su publicación en el Diario Oficial, trámites cuyo costo final es de alrededor de $ 250.000. Expresó que dicho monto no es menor para quienes recién inician un proyecto empresarial, que en la mayoría de los casos poseen más ideas y entusiasmo que recursos. Acotó que esta cifra no considera una eventual asesoría letrada que, de prosperar este proyecto de ley, podría ser prescindible para las empresas individuales de responsabilidad limitada u otras de sencillo formato.


 Subrayó lo beneficioso que será para la nueva persona jurídica obtener su RUT en forma simultánea a la incorporación del formulario de constitución en el Registro y, a la vez, realizar el trámite de inicio de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos. 


Por otra parte, expresó que la eliminación de los trámites antes mencionados provocará una importante reducción en los tiempos involucrados en la constitución y modificación de estas personas jurídicas. Actualmente, desde que el interesado suscribe la escritura pública que da origen a la persona jurídica y la obtención del RUT e iniciación de actividades, transcurren normalmente un mínimo de 20 días. 


Afirmó que las ventajas de este nuevo régimen favorecerán a los individuos que, por razones económicas y de tiempo, se veían forzados a realizar sus emprendimientos como personas naturales. Con el nuevo régimen estas personas podrán tener acceso a un mecanismo de mayor formalización, pudiendo constituirse como personas jurídicas y eventualmente asociarse con otras, lo que les permitirá limitar su responsabilidad al separar su patrimonio personal del patrimonio de la entidad jurídica que constituyen. 


Este proyecto de ley abarca todas las formas jurídicas a las que comúnmente recurren los emprendedores para desarrollar actividades económicas y comerciales y las sociedades que fueron excluidas de la iniciativa son las colectivas civiles, las anónimas abiertas y aquellas sujetas a normas especiales.


Resaltó la necesidad de que los formularios electrónicos contemplen los campos necesarios para cumplir las exigencias legales de los distintos actos jurídicos que se pueden celebrar en los tipos societarios aludidos en el proyecto de ley. Dichos campos, que deberán ser completados y suscritos electrónicamente por los interesados, traerán como consecuencia una disminución sustancial de los vicios formales de inexistencia o nulidad que afectan a estas sociedades.


Precisó que la eliminación del extracto de constitución o modificación de las personas jurídicas, documento que debe inscribirse y publicarse, hará desaparecer una importante fuente de vicios formales de disconformidad o contradicción entre lo estipulado en la escritura pública y el extracto.


Recalcó que el nuevo régimen simplificado que se propone es optativo al sistema vigente, el cual se mantiene para aquellas entidades que, en atención a su capital inicial, envergadura de sus socios o accionistas u otras razones, prefieran permanecer en él. Precisó que serán las personas quienes determinarán libremente a cual régimen se acogerán, atendiendo a las particularidades de la persona jurídica que deseen constituir.

      
Sostuvo que en un país moderno, que cuenta con acceso a los últimos adelantos tecnológicos que permiten disponer de documentos consignados en medios electrónicos y la utilización de firmas electrónicas avanzadas, certificadas por prestadores acreditados por un reconocimiento legal expreso, resulta altamente conveniente contar con una legislación especial que permita la utilización de estos avances en la constitución y modificación de personas jurídicas que tradicionalmente han estado confinadas al soporte en papel.

      
Alabó las ventajas de la contratación por medios electrónicos, de la emisión de documentos y certificados con el valor probatorio de un instrumento público y el acceso inmediato y en línea al registro por parte de los interesados. Declaró un decidido apoyo a su aplicación a la constitución y modificación de sociedades y empresas individuales de responsabilidad limitada. Agregó que el sistema permitirá a los contribuyentes migrar del sistema tradicional al nuevo régimen, el cual asegurará la fe pública que debe resguardarse en estos casos.


Sugirió abrir la posibilidad, para quienes lo estimen conveniente a sus intereses, de cambiarse voluntariamente desde el nuevo sistema al tradicional. Esta situación está contemplada en el artículo 26 del proyecto de ley, en forma imperativa, para aquellas personas jurídicas que cambien su estructura a uno de los tipos sociales excluidos del nuevo régimen (colectiva civil, anónima abierta y sociedad anónima sujeta a normas especiales). Declaró que en un sistema en que impera la autonomía de la voluntad y la libertad contractual es posible plantearse la existencia de esta opción. 

      
Agregó que no se divisa la razón por la cual el proyecto de ley no incluye a las sociedades colectivas civiles, ya que, si bien estas son consensuales y no requieren para su perfeccionamiento de instrumento alguno, nada impide que sus constituyentes acuerden constituirla por escritura pública, de tal forma que no debería haber obstáculo para que los socios de una sociedad de esta categoría se acojan al nuevo régimen, una vez que entre en vigencia. Aclaró que lo mismo es aplicable a las sociedades en comandita simples y por acciones de carácter civil.


Manifestó que la puesta en práctica del nuevo régimen impulsará la mejor aplicación del sistema. Recordó que es posible que hoy sean muy pocos los constituyentes que cuentan con firma electrónica avanzada, por lo que deberán suscribir los formularios respectivos ante el funcionario del Servicio de Impuestos Internos designado para este efecto, o ante un notario público, pero es dable suponer que con el tiempo la suscripción electrónica se irá masificando.


Resaltó que será fundamental para el nuevo régimen el buen funcionamiento del reglamento y del Registro y la materialización apropiada de los formularios. Precisó que la claridad de estos formularios será clave en la puesta en práctica del sistema, al igual que la calidad de la información disponible en la página web del Servicio y la facilidad de acceso a ella por parte de los interesados, para no afectar la certeza jurídica. 


Aseveró que habrá que definir el contenido de los certificados digitales que otorgará el Servicio y determinar si los mismos estarán a disposición en forma permanente de quienes los consulten o se otorgarán a petición de los contribuyentes y el costo que tendrán para el solicitante.


Señaló que será la práctica la que irá mostrando las debilidades y falencias del nuevo régimen y los ajustes que se deberán ir implementando. Destacó las bondades del sistema propuesto y la enorme conveniencia de este proyecto de ley innovador y acorde con los tiempos y las nuevas tecnologías imperantes.


El Honorable Senador señor Zaldívar planteó dudas acerca de la existencia de dos sistemas o regímenes paralelos para el establecimiento de una empresa.


El Honorable Senador señor Tuma propuso analizar la posibilidad de que sea una entidad distinta al Servicio de Impuestos Internos la que administre el nuevo sistema, en atención al rol fiscalizador de dicho Servicio.


El Honorable Senador señor García consultó si el nuevo Registro de Empresas y Sociedades proporcionará datos a nivel nacional o sólo dentro de una porción territorial determinada. Recomendó instaurar un sistema único nacional, en el que todos los conservadores registren e informen las actuaciones jurídicas que involucren a sociedades.


Expresó, por otra parte, que esta duplicidad de regímenes para iniciar una actividad económica podría prestarse para que la comisión de algún tipo de fraude o estafa, lo que afectaría la certeza jurídica que se espera del sistema.


Puso de relieve que los notarios y conservadores poseen actualmente un procedimiento expedito para constituir o modificar sociedades, que demora entre 24 y 48 horas, dependiendo de la complejidad de las mismas. Concordó con la opinión de quienes han planteado que no debe ser el Servicio de Impuestos Internos el que administre el nuevo registro, porque no se aviene con su rol fiscalizador. 


El señor Patricio Fuentes indicó que el actual mecanismo no ofrece una seguridad absoluta. Aclaró que el sistema en línea administrado por el Servicio de Impuestos Internos tiene la ventaja de permitir contar con información oportuna y vigente al efectuar una consulta sobre una determinada sociedad o persona jurídica.


Recalcó que lo fundamental para la certeza jurídica del régimen propuesto será la publicidad, y expresó que lo ideal sería contar con un sistema único de datos sobre personas jurídicas para notarios y conservadores.


Hizo presente que el Servicio de Impuestos Internos cuenta con una red computacional probada y segura, razón que se tuvo en consideración en el proyecto de ley para designar a dicha entidad como administradora del nuevo régimen.

ABOGADO SEÑOR LUIS OSCAR HERRERA.


El señor Luis Oscar Herrera indicó que el proyecto de ley tiene por objeto simplificar las formalidades que regulan actualmente el establecimiento de una nueva empresa, lo que implicará una reducción del tiempo que ellas demandan y una disminución del costo asociado a ello.

 
Agregó que este nuevo mecanismo es inicialmente voluntario y alternativo al sistema vigente, pudiendo cambiarse de este último régimen al nuevo, pero no viceversa, salvo excepciones en que sea necesario hacerlo, como cuando una sociedad adopta una forma societaria a la cual no le es aplicable el régimen simplificado.

 
Aclaró que el mismo régimen rige para todas las personas jurídicas que taxativamente enumera el artículo 2° del proyecto de ley, quedando excluidas las sociedades anónimas abiertas, las regidas por leyes especiales y las mineras regidas por el Código de Minería.

 
Explicó que la iniciativa legal apunta a que estas personas jurídicas podrán constituirse gratuitamente, mediante la suscripción de un formulario que se encontrará disponible en el sitio web del Servicio de Impuestos Internos, el que será llenado en forma electrónica y que empleará la firma electrónica avanzada, si el interesado dispone de ella, o la de un ministro de fe que cuente con la misma.

 
Indicó que una vez que el formulario respectivo sea incorporado en el denominado Registro de Empresas y Sociedades, se entenderá que la persona jurídica se ha constituido. Ello permitirá a la sociedad realizar el trámite de iniciación de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos y conseguir la asignación de un Rol Único Tributario para su registro e identificación.

 
Manifestó que el referido Registro estará permanentemente actualizado y a disposición del público en el sitio web del Servicio. Aclaró que el proyecto de ley establece el régimen simplificado sólo en relación a las solemnidades exigidas en la actualidad, pero no introduce ninguna modificación respecto de otros requisitos de existencia y validez de las personas jurídicas a las cuales se aplica.

 
Previno que será necesario dictar un reglamento que determine las condiciones y términos que deberán consignarse en los formularios, y la forma cómo éstos serán incorporados al Registro de Empresas y Sociedades. Además, se requerirá regular todos los aspectos técnicos del nuevo sistema, para su correcto funcionamiento y publicidad.

 
Una de las ventajas del régimen propuesto es la simplificación del régimen de solemnidades, al eliminarse de la suscripción de escritura pública ante notario o de protocolización del instrumento constitutivo o modificatorio, la consecuente confección de un extracto inscrito en el Registro de Comercio de Conservador de Bienes Raíces y, en su caso, la publicación en el Diario Oficial. Lo anterior, acotó, tiene como efecto disminuir el costo de la operación permitiendo formalizarla en un plazo breve, evitando, además, incurrir en vicios de nulidad provenientes del extracto.

 
Consideró positiva la complementación de este régimen con los trámites tributarios, así como el acceso público al Registro en forma permanente.

 
En cuanto a los inconvenientes del nuevo régimen informó que, en general, no se observan problemas mayores; sin embargo, sugirió introducir algunas modificaciones en el texto, para efectos de evitar contradicciones, dudas y exigencias que no se compadecen con los objetivos de la iniciativa y que están relacionadas con el tratamiento de los poderes.


Aconsejó asegurar técnicamente el nuevo sistema opcional, con el objeto de evitar el falseamiento de estas operaciones  y de asegurar la imprescindible seguridad jurídica del mismo.


Hizo presente que el formulario respectivo deberá ser lo suficientemente flexible como para incorporar cláusulas o estipulaciones lícitas que las partes estimen convenientes para sus legítimos intereses. En tal sentido, acotó, la óptima calidad jurídica del formulario será esencial para el éxito del sistema.


Destacó que el hecho de que el formulario sea un instrumento público pero no una escritura pública, impedirá cumplir con las solemnidades necesarias para aportar en dominio bienes no dinerarios que requieren de ella. Por ello, dicho formulario no representará un título ejecutivo apto para exigir el cumplimiento de la obligación de aportar.


Criticó que el ente operador del sistema sea el Servicio de Impuestos Internos, puesto que ello desvirtúa su función fiscalizadora. Manifestó su temor respecto del aprovechamiento que dicho organismo podría hacer de la información que obtenga del sistema, lo que amagaría la seguridad jurídica. 

 
Sugirió, como medida para garantizar la certeza jurídica, establecer una norma semejante a la contemplada en el artículo 548
 del Código Civil, modificado por la ley Nº 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, que señala que "no se podrán objetar las cláusulas de los contratos sociales o estatutos sociales que se limiten a reproducir el formulario respectivo”.


Consideró un exceso que el nuevo sistema exija un poder otorgado por escritura pública, puesto que será un funcionario del Servicio de Impuestos Internos, que puede no ser abogado, el ministro de fe encargado de calificar ese mandato. Propuso asignar la función a un notario.


Recomendó asegurar técnicamente el sistema de formularios, con el objetivo de que no se utilicen para que el contribuyente aporte datos falsos, y planteó algunas interrogantes relativas a cómo se van a plasmar en ellos algunas situaciones propias de la naturaleza de los distintos tipos de sociedades que podrán acogerse a esta ley, por ejemplo, la identificación del objeto específico en el caso de las sociedades anónimas.


Por otra parte, indicó que si se decide finalmente que será el Servicio de Impuestos Internos el organismo que administre el nuevo sistema, debería modificarse la ley orgánica respectiva, a fin de incorporar esta nueva función. Aclaró que este sería el único organismo público actualmente capacitado para asumir esta tarea, ya que el Servicio de Registro Civil e Identificación está saturado de funciones.


El Honorable Senador señor Tuma consultó si la aplicación exitosa del nuevo régimen podría hacerlo extensible a aquellas sociedades que quedan excluidas de la iniciativa debido a su complejidad.


El Honorable Senador señor Zaldívar propuso establecer algún control jurídico de los formularios suscritos por los contribuyentes, atendiendo a que dichos documentos podrán ser confeccionados por cualquier persona y no necesariamente por un abogado.


El abogado señor Luis Fuentes respondió que en la actualidad son pocos los abogados que participan en la preparación de esas escrituras públicas, ya que muchas son redactadas por funcionarios de las notarías.


El señor Luis Oscar Herrera agregó que las sociedades accionarias y las en comanditas son muy escasas y que generalmente son constituidas para casos muy particulares. Están excluidas de la iniciativa las sociedades anónimas abiertas, las especiales de la ley 
Nº 18.046 y aquellas reguladas por el Código de Minería, ya que no están mencionadas en el articulado del proyecto.


El señor Aníbal Pinto explicó que cada tipo de sociedad tendrá un formulario específico, con las cláusulas que sean necesarias de acuerdo a sus requerimientos. Advirtió que si bien los formularios deberán ser llenados por los contribuyentes, es difícil que estos cometan errores al completarlos ya que los mismos no dan pie a la creatividad. Además, estos deberán ser aplicados conforme a un manual de procedimiento confeccionado para estos efectos.

SEÑOR ARTURO PRADO PUGA

PROFESOR DE DERECHO COMERCIAL, FACULTAD DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE

El señor Prado manifestó que el proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, recogiendo recomendaciones del Banco Mundial, persigue reducir los plazos y simplificar la constitución de empresas, igualando los estándares de países como Nueva Zelanda, en que el trámite puede hacerse por Internet, sobre la base de lo aseverado por los interesados.


Se plantea reducir los costos asociados a la creación de empresas, tanto individuales, de responsabilidad limitada como sociedades comerciales, excluidas las anónimas abiertas y especiales, facilitando los actos de formación, modificación y terminación de las mismas en un portal web, prescindiendo de la intermediación de abogados, Notarios, Conservadores de Comercio y Diario Oficial, consagrando un servicio alternativo “optativo y simplificado”, según el Mensaje, consistente en el acceso al portal digital del Servicio de Impuestos Internos, que se erige como la entidad que, finalmente, concede la personalidad jurídica una vez que se completa el formulario electrónico.


Al SII no le compete, ni está dentro de la órbita de sus atribuciones, constituirse en garante o dar fianza de seguridad y certeza jurídica, o asumir la función de dar fe pública registral para la constitución de sociedades, ni intervenir en materias de mayor complejidad técnico-jurídica, como son la fusión, división, terminación y disolución de personas jurídicas. Nada tiene que ver esta tarea de organización de la publicidad formal de los registros mediante técnicas informáticas, con el resguardo del patrimonio de las micro y pequeñas empresas, que aduce como motivo el Mensaje.


Hoy en día, el SII reconoce y entrega RUT a las sociedades de hecho, carentes de personalidad jurídica, con claros fines recaudatorios y de transparencia fiscal, trámite que es una etapa intermedia de estas entidades en el camino hacia el cumplimiento de las solemnidades con que la ley rodea la constitución de sociedades con personalidad jurídica.


Es conveniente regularizar esta situación, para dar plena eficacia al aspecto esencial de las sociedades definido en el artículo 2053 del Código Civil, que es dotarlas de personalidad separada, como “entes ficticios”, tarea que no compete al SII, sino que a los órganos que la ley establece como custodios de la fe pública.


Al dotar al SII de estas facultades se rompe el marco jurídico básico en que se desenvuelve la gestión económica de los grupos intermedios y de los individuos reconocidos como operadores económicos en lo que se denomina el “orden publico económico”, en que al Estado y sus órganos se les reconoce un rol preponderante, pero sólo de tipo subsidiario, que les autoriza a desarrollar actividades allí donde los grupos o agentes económicos privados no tienen las competencias necesarias ni las capacidades de realización para llevarlas a cabo.


En la base del sistema de constitución de sociedades se encuentra la autonomía de la voluntad de los individuos para elegir libremente un modelo de sociedad solemne, como son las de naturaleza comercial. Este principio tropieza con la intervención de un ente público fiscalizador en la fase constitutiva, el cual tiene como misión mejorar la gestión recaudatoria de impuestos, lo cual hace posible conjeturar que, casi con toda seguridad, objetará cualquier sociedad destinada a una rebaja de la carga tributaria o destinada a provocar economías impositivas lícitas, ya que el SII no tiene la independencia política ni la imparcialidad administrativa que ostenta el Registro de Comercio, oficina dependiente de un Poder del Estado distinto del gobierno.


No se advierte cómo el Servicio se va a pronunciar sobre temas como la forma de administración de la sociedad o su objeto; el capital y forma en que se acuerda enterarlo; la distribución de las utilidades o pérdidas; la forma para resolver los conflictos, y el fallecimiento de un socio.


En el caso de sociedades anónimas cerradas no se visualiza cómo podría el Servicio de Impuestos Internos asumir delicadas funciones, tales como la suscripción y entero de las acciones, el traspaso de los títulos, el gravamen o el usufructo de acciones o los pactos de accionistas. Todas estas operaciones requieren que se actúe en forma rápida e independiente y no se advierte ventaja alguna en la inclusión de este tipo social en el contexto de esta ley. 


Menos todavía tratándose de la forma de liquidar una sociedad, de la colación y reparto de activos y de la distribución y solución de los pasivos, así como de tantas otras materias que deben ser resueltas con asesoría legal y contable independientes.


Finalmente, no se indica en el proyecto cual es el grado de responsabilidad que asume el Servicio al autorizar este tipo de sociedades, especialmente cuando se emplean como medio para eludir la responsabilidad frente a los acreedores o cuando adolecen de vicios de nulidad provenientes de causas tales como la falta de autorización judicial para el ingreso de menores adultos, por ejemplo.


La asignación de labores al SII situándolo en un plano que le asigna funciones que entrarían en competencia con el actual sistema notarial y registral que está operando en general en el país con bastante rapidez y eficiencia, induce a considerar otras experiencias, como la ocurrida con la tramitación de posesiones efectivas en el servicio de Registro Civil e Identificación, que es muy lenta y ha traído como consecuencia un alza en el número de testamentos.


La experiencia señala, hizo notar el señor Prado, que las demoras en la formación de nuevos emprendimientos se producen en la obtención de RUT y de la patente municipal y no en el cumplimiento de solemnidades que apuntan a su legalización.


El año 2010, según el Diario Oficial, se constituyeron más de 41.000 sociedades en Chile, en comparación con las 21.000 constituidas el año 2001. El 62% corresponde a empresas de responsabilidad limitada; el 23% a empresas individuales de responsabilidad limitada (EIRL); el 11% a sociedades anónimas, y el 5% a sociedades por acciones.


Sugirió, para ser coherente con el propósito de este proyecto de ley, disminuir los tiempos y los costos poniendo al día el Reglamento del Conservador de Comercio, que data de 1866; reforzar un sistema de control previo de legalidad para el capital y los aportes; una plataforma digital en línea para todos los Notarios y Conservadores; radicar la labor de Fe Pública Registral en un solo Registro Nacional de Comercio -el de Santiago, que es el que más inscripciones concentra-, e interconectar el SII y los Conservadores, para los efectos de la entrega del RUT en línea.


Recomendó, además, implementar la firma electrónica avanzada, de manera que toda la documentación se entregue al requirente vía correo electrónico. 


Sugirió también reformular la redacción técnica de algunas normas del proyecto, a saber:


Artículo 5º: debe quedar claramente establecido que las normas legales primarán sobre las de los estatutos, en cuanto sean contradictorias.


Artículo 12: es a todas luces conveniente separar la etapa de formación y creación de la persona jurídica, de la obtención del permiso de iniciación de actividades, materias que nada tienen que ver, por su muy diversa naturaleza.


Artículo 18, letra i): sustituye el procedimiento de saneamiento de los vicios formales de sociedades de la ley N° 19.499, por el que allí se indica, que consiste en corregir el formulario, sin especificar claramente un método de regularización de los vicios ni los efectos del mismo. El resultado es un régimen ambiguo, que reemplaza el texto de la ley de saneamiento en vigor pero lo deja "vigente” en todo lo que no fuere contrario al presente cuerpo legal.


En conclusión, el señor Prado, no obstante considerar muy encomiable la iniciativa del Ejecutivo en orden a acelerar y simplificar la constitución de las sociedades citadas en el texto, estimó que ella debe ser reelaborada en su totalidad.

ECONOMISTA DEL INSTITUTO LIBERTAD,

SEÑORA MARÍA JOSÉ MELÉNDEZ

Expuso que la idea matriz del proyecto de ley es la simplificación de los trámites para la constitución formal de empresas, permitiendo bajar sustancialmente los costos de constituir una empresa individual de responsabilidad limitada o una sociedad, excluidas las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas sujetas a normas especiales, y realizar el trámite en menos de una semana, lo que determina ahorros considerables, tanto en recursos monetarios como en tiempo, para los nuevos emprendedores.

Una de las metas del actual Gobierno se orienta a acelerar el camino hacia el desarrollo, de modo de convertir a Chile en el primer país desarrollado de América Latina, hacia el final de la presente década. Para lograrlo, son fundamentales políticas públicas centradas en el emprendimiento, debido a su alto impacto sobre la productividad del país, mediante un aumento en el empleo y una mayor innovación.


En este contexto, una de las siete reformas estructurales definidas por el Gobierno para el presente año es la modernización del estado; uno de los requisitos necesarios para lograr este objetivo es un mejor servicio para el emprendimiento, lo que requiere la disminución de los trámites para la creación de empresas, la eliminación de procedimientos y la reducción de costos.

A comienzos de enero de 2011 el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo promulgó la ley Nº 20.494, que reduce de 22 a 7 los días requeridos para efectuar los trámites de creación de una empresa; ese cuerpo legal estableció el derecho de los contribuyentes a obtener del Servicio de Impuestos Internos el timbraje inmediato de boletas, guías de despacho y otros documentos tributarios. Adicionalmente, impuso al Diario Oficial la obligación de publicar los extractos de constitución y modificación de sociedades gratuitamente, en su página web, para la gran mayoría de los emprendedores. 

Dado que las medidas anteriores resultan claves para reducir la burocracia y disminuir el costo final de los trámites derivados de la apertura de un nuevo negocio, el proyecto de ley que establece un régimen simplificado para la constitución, modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución de  personas jurídicas constituye un complemento directo en la facilitación de la constitución de sociedades formales
, fomentando aún más el emprendimiento, al eliminar obstáculos para el desarrollo de proyectos y actividades por parte de los empresarios.

En el contexto de la integración de nuestro país en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), este proyecto es relevante, porque el promedio de tiempo y trámites para iniciar actividades emprendedoras en Chile se encuentra muy alejado del que presentan los países que integran dicha Organización. En efecto,  al analizar  el “Ranking Doing Business 2010” (Banco Mundial) se constata que existe una diferencia de 14 días de retraso en el tiempo para abrir un negocio, en comparación al promedio de los países de la OCDE. Adicionalmente, existen altos costos para la creación de una empresa, ya sea monetarios o de tiempo, como se muestra en el Cuadro 1. En este sentido, incorporar tecnologías de información es un avance necesario para lograr una reducción en estos rubros.

Sin duda, la mejora en los promedios mencionados constituye un incentivo para fomentar la competitividad de nuestro país  e impulsar su desarrollo.

Cuadro 1: “Ranking Doing Business 2010”

	
	CHILE   
	OECD
	Ratio CHILE/OECD

	Comercio Internacional

Documentos para exportar (N°)

Tiempo para exportar (días)
	6

21
	4,3

10,5
	1,4

2,0

	Apertura de Negocio

N° de procedimientos

Tiempo (días)

Costo (% de ingreso per cápita)
	9

27

6,9
	5,7

13

4,7
	1,6

2,1

1,5

	Cierre de negocio

Tiempo (años)

Tasa de Recuperación (%)
	4,5

21,3
	1,7

68,6
	2,6

31


Fuente: Doing Business 2010, World Bank and The International Finance Corporation.

Al observar la evolución que han sufrido estos indicadores, de acuerdo al Cuadro 2, del informe Doing Business 2011, se observa una leve recuperación para el caso de la apertura de negocios, recuperación que podría consolidarse de manera mucho más rápida en virtud de las modificaciones propuestas en este proyecto de ley.

Cuadro 2: “Ranking Doing Business 2011”

	
	CHILE   

	Comercio Internacional

Documentos para exportar (N°)

Tiempo para exportar (días)
	6

21

	Apertura de Negocio

N° de procedimientos

Tiempo (días)

Costo (% de ingreso per cápita)
	8

22

6,8

	Cierre de negocio

Tiempo (años)

Tasa de Recuperación (%)
	4,5

28,2


Fuente: Doing Business 2011, World Bank and The International Finance Corporation.

Equiparar competitivamente a nuestro país con el resto de los países de la OCDE permitirá atraer inversiones extranjeras de largo plazo, generando flujos de capital estables para el país. Lo anterior permite frenar la entrada de capitales golondrina, que por el paulatino aumento de las tasas de interés actuales pueden convertir a nuestro país en un atractivo foco de inversión de corto plazo,  impactando negativamente  en el tipo de cambio.

En cuanto a los costos fiscales de esta iniciativa, el Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos, contempla un gasto total, para el año 2011, de M$ 570.897, desglosado de la siguiente manera:

Cuadro 3: Informe Financiero Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda

	Gasto Total Año 2011
	M$ 570.897
	El mayor costo fiscal que pudiera generar este proyecto para el año 2011 se financiará con cargo a reasignaciones presupuestarias del Servicio de Impuestos Internos, y en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público

	Gasto en Personal
	M$ 234.061
	

	Bienes y Servicios de Consumo
	M$ 81.204
	

	Adquisición de Activos No Financieros
	M$ 255.632
	

	Gasto Total Siguientes 3 años
	M$396.556
	 Para los años siguientes, los gastos se incorporarán en las respectivas leyes de Presupuestos.


Fuente: Dipres.

En vista de los antecedentes expuestos, consideró que el proyecto es adecuado para el objetivo que se persigue, esto es, el fomento del emprendimiento para alcanzar el debido desarrollo, mediante el establecimiento de un proceso simplificado que elimina importantes trabas para el eficiente funcionamiento de las empresas. Con todo, la necesidad de perfeccionar la ley vigente merece algunas observaciones y reparos que expuso a continuación.

La utilización de un formulario electrónico especial para la constitución, modificación, transformación, fusión, división o disolución de las personas jurídicas implica aprovechar de modo eficiente los recursos tecnológicos disponibles, y adicionalmente trae consigo ventajas o externalidades positivas, tales como el uso de un sistema más ordenado, sistemático y ecológico, evitándose el desperdicio de papel, y facilitando la descongestión de notarías, conservadores y el Diario Oficial.

No obstante lo anterior, atendido el hecho de que estos sectores se verán claramente afectados con el presente proyecto de ley al ver disminuida notablemente su carga de trabajo, y con ello sus ingresos, resulta necesario prestar especial atención al lobby que se pueda realizar, a fin de no desvirtuar el espíritu de la iniciativa.

Resulta de vital importancia el contenido del reglamento que desarrollará las disposiciones de la iniciativa legal en comento, ya que de ello dependerá el expedito y correcto funcionamiento del nuevo sistema propuesto. En este sentido, es fundamental que se reglamenten con claridad y precisión las condiciones y términos específicos que deben contener los formularios, como asimismo la manera de identificarlos y la forma en que serán registrados y publicados, a fin de evitar congestión en el Servicio de Impuestos Internos, originada por un alto nivel de consultas de los usuarios del sistema.


En estrecha relación con el punto anterior, señaló que no se encuentra especificado en  el proyecto si luego de la suscripción del formulario electrónico habrá una revisión previa del mismo por el personal del  Servicio de Impuestos Internos. De ocurrir lo anterior, se debe considerar el tiempo adicional que esta revisión requeriría. Destacó que, de acuerdo con el artículo 12, “Una vez suscrito el formulario de constitución o migración en conformidad con esta ley y su reglamento, el Servicio deberá incorporarlo sin más trámite y en forma inmediata en el Registro”, se desprende que no existiría tal revisión.

Finalmente, indicó que resulta imperativo evaluar los costos que una inscripción errónea acarrearía tanto para la empresa como para el organismo fiscalizador, como asimismo los costos del tiempo adicional necesario para una eventual  revisión del formulario.

CIEPLAN





El abogado del Programa Legislativo de CIEPLAN, señor Sebastián Pavlovic Jeldres formuló comentarios al proyecto, contenidos en una presentación power point que se adjunta como Anexo 5 al presente informe, contenido en las páginas 111 y siguientes.





La iniciativa cuenta entre sus fundamentos el disminuir los costos de constituir una empresa individual de responsabilidad limitada o una sociedad y permitir realizar el trámite en menos de una semana, lo que significa ahorro tanto en recursos monetarios como en tiempo para los nuevos emprendedores, ambas materias en las que nuestro país presenta indicadores deficientes respecto de las mejores prácticas internacionales. El proyecto crea un nuevo Registro de Empresas. Se trata de un sistema opcional para constituir, modificar, transformar, fusionar, dividir, terminar o disolver empresas, consistente en la suscripción de un formulario que será incorporado al Registro de Empresas y Sociedades que mantendrá el Servicio de Impuestos Internos (SII) en su sitio web, normas que pueden aplicarse tratándose de empresas individuales de responsabilidad limitada o sociedades, excluidas las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas sujetas a normas especiales. Se sustituye en este aspecto al Registro de Comercio y la publicación en el Diario Oficial, contemplándose la opción para migrar al nuevo sistema respecto de las sociedades ya constituidas.





De acuerdo al informe financiero de la Dirección de Presupuestos el proyecto tiene un costo de $570.897.000 en 2011 ($234.061.000 destinados a "Gasto en Personal",  $81.204.000 por Gasto en Bienes y Servicios de Consumo” y $255.632.000 por "Adquisición de Activos No Financieros”). Para los siguientes tres años se proyecta un costo total anual de M$396.556, sin especificar su composición. Entiende que se fortalecerá al SII en estas nuevas funciones.





El señor Pavlovic valoró el proyecto y sus objetivos. No obstante, le merece dudas si la forma en que está estructurado para el cumplimiento de los mismos es la más eficiente, si la ecuación riesgos versus beneficios es positiva y, en este sentido, consideró mejor avanzar hacia una reforma más integral que no altere el locus actual de administración de los registros. Podría establecerse una plataforma común electrónica en que puedan incorporarse todas las notarías y conservadores y efectivamente modernizar el sistema registral chileno.





La propuesta del Ejecutivo cuyos objetivos comparte CIEPLAN, contiene aspectos que merecen reparos, principalmente que no garantiza adecuadamente el principio de certeza jurídica y seguridad del registro; la dualidad de sistemas atenta contra la certeza a favor de terceros; no se hace cargo de la responsabilidad asociada al hecho de efectuar la inscripción; no regula de adecuada manera todo lo relativo al otorgamiento de copias y certificaciones, e impone a los funcionarios del SII la obligación de desempeñarse como Ministros de Fe, sin que necesariamente tengan las competencias para ello.





Para la efectividad de esta iniciativa se requiere más que una sola reasignación de recursos, necesita una fuerte inversión pública para fortalecer al SII.





El debate que se ha generado en razón de este proyecto constituye una gran oportunidad para avanzar en dos aspectos de gran importancia e íntimamente relacionados con él, que son la reforma al sistema registral de Notarios y Conservadores y la reforma a la ley de Quiebras. En estas materias enunció algunas propuestas concretas, como son el avanzar hacia un sistema en que los registros conservatorios y notariales puedan ser llevados por vía electrónica, creando al efecto una plataforma que permita la administración y consulta en línea por el público de los registros y protocolos; analizar el establecimiento de un sistema arancelario por la prestación de estos servicios que impida tarifas excesivas para los usuarios y que garantice una aplicación igualitaria de las mismas; estudiar normas que permitan una expedita y menos costosa liquidación de las empresas; fortalecer la Superintendencia de Quiebras, entre otras. 

LIBERTAD Y DESARROLLO


El abogado Rodrigo Delaveau intervino en la discusión y dejó una minuta con sus planteamientos que se incorpora como Anexo 6 al informe, contenido en las páginas 106 y siguientes.


Destacó la iniciativa que consideró atractiva y que cuenta con el apoyo del Instituto. Por esa razón estimó pertinente no ahondar en sus muchas virtudes, sino sólo plantear ciertos aspectos que pueden perfeccionarse.


Son tres los principios básicos para que un sistema registral de constitución opere en forma exitosa, y son que sea rápido, barato y seguro, esto último en clara referencia a la certeza jurídica. La iniciativa en comento sin duda genera una forma más rápida de constituir una sociedad. Cabe preguntarse si es el tiempo efectivamente el obstáculo principal al emprendimiento, y si es la fórmula planteada por el proyecto, con el SII a cargo del sistema registral, la más adecuada para lograr este objetivo.


Existen dos razones para considerar poco feliz la opción por el SII como administrador de este registro. Desde una perspectiva conceptual, va contra la tendencia de los últimos doscientos años del derecho público, que apunta a la separación de los poderes, limitando el poder estatal. El aparato estatal se ha desarrollado en miras de la especialidad, prueba de ello es la creación de los Tribunales Tributarios. Esta iniciativa dota de mayores atribuciones al SII, lo que es difícil de conciliar con lo señalado. Las sociedades existen para cobrarles impuestos pareciera ser la premisa del proyecto. Se podría bajo esta lógica y a fin de abaratar costos directos, entregar una serie de funciones que desarrollan otros organismos públicos al SII, considerando por ejemplo que tiene sedes en todo el país, pero no se cuantifican los costos totales y fundamentalmente el costo en seguridad jurídica.


Se refirió a la ley que estableció que las posesiones efectivas, salvo casos determinados, se tramitaran ante el Servicio de Registro Civil e Identificación sin la intervención de abogados. Si bien no se ha hecho una evaluación de la ley, hay ciertos parámetros objetivos como la cuadruplicación del número de testamentos, la mantención de la intervención de abogados, casos de bigamia legal, en definitiva costos de la modificación del sistema. Lo mismo acontece en el caso en estudio, no sabemos los costos reales que tendrá introducir estos cambios.


Afirmó que reducir plazos para constituir sociedades es positivo para todos. El proyecto plantea una disminución de tiempo que pareciera no ser muy significativa a nivel de la economía global. 


Enfocar el tema desde la mirada del lugar en un ranking no es adecuado si no se observan repercusiones relevantes. Le parece que el tiempo de constitución de una sociedad no es el obstáculo para los emprendedores, sino que lo son la infinidad de trámites posteriores que deben cumplir.


A modo de conclusión, compartiendo los aspectos principales de la iniciativa, estimó que el SII no es quien debiera estar a cargo de este nuevo registro que se crea y que podemos encontrar una serie de otros aspectos técnicos que perfeccionar, como qué va a ocurrir con la duplicidad de sistemas, el carácter de Ministros de Fe que se otorga a los funcionarios del SII, cuya función es recaudar tributos y no tienen los conocimientos para calificar por ejemplo los poderes en casos medianamente complejos, el saneamiento de los vicios, la firma electrónica avanzada, entre otros. 

____________





El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores precisó el tema de los recursos para financiar esta reforma, cifra cercana a US$1 millón adicionales. No se trata de reasignaciones y está determinado el destino de los mismos, en, por ejemplo, compra de equipos o contratación de personal.





Por otra parte, consideró que los rankings son importantes pues si el país está bien ubicado equiparándose con otros países de la OECD, se atrae capital y mayores inversiones a largo plazo. Se trata de compararse con los países que lo están haciendo mejor en el mundo. Detrás de las mejorías en el ranking hay sin duda ganancias de eficiencia y de emprendimiento. El ranking Doing Buisness se basa en la creación de una empresa tipo que detalla. El lugar de Chile en ese ranking debiera mejorar el año 2011, por las reformas de la ley N° 20.494, disminuyendo de 27 a 7 días en el tiempo de constitución de una empresa.





La certeza jurídica, en su parecer sí tiene precio, un precio que le da el mercado y se traduce en la tasa de interés que cobran los bancos a aquellos clientes que tienen pocas garantías. Medio millón de chilenos funcionan como personas individuales en sus negocios, arriesgan su patrimonio familiar al no haber constituido una sociedad, lo que revela que hay un problema. 





Resaltó que el sistema actualmente vigente subsiste, el nuevo registro es opcional. Una sociedad vigente se puede trasladar al nuevo registro, pero no existir simultáneamente en ambos.





Es muy importante la aceptación del nuevo sistema por parte de los Bancos, pues de otra forma el esfuerzo que se está efectuando no tendrá el impacto que se espera.





Tanto la citada ley como el proyecto en estudio son sólo partes del armado del Ejecutivo tendiente a fomentar el emprendimiento, se preparan iniciativas que aborden los permisos de edificación y sanitarios, lo relativo a la Superintendencia de Quiebra y otros.





Finalmente se hizo cargo de las críticas por entregar la administración de este nuevo registro de sociedades al SII. Se optó por esa alternativa en miras a la eficiencia, pero no es una decisión intransable, concluyó.





El Honorable Senador señor Pérez Varela llamó a esperar de este proyecto de ley precisamente los objetivos que plantea, facilitar, acelerar y bajar el costo de la constitución de sociedades. Las diferencias que se observan se centran en cuál es el camino para lograr esos objetivos.





El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que son tres los objetivos ha lograr: disminuir los plazos de constitución de empresas, abaratar los costos y otorgar seguridad jurídica. El proyecto en comento sólo avanza en forma significativa en el segundo punto, en desmedro de la seguridad jurídica que estimó no tiene precio.





En países como Nueva Zelanda un sistema como el propuesto puede resultar eficiente, pero nuestro ordenamiento jurídico no tiene relación con el sistema sajón. Llamó a buscar alternativas, incluso en nuestra propia estructura, que resguarden de mejor forma la certeza jurídica.





Modernizando los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces se pueden lograr estos objetivos, incorporándolos en forma obligatoria a un Registro Nacional que se puede crear. En su concepto el SII no puede cumplir esta función.





El Honorable Senador señor Espina coincidió en la necesidad de contar con un sistema que otorgue certeza jurídica. Es un tema muy relevante y con el que hay que ser muy rigurosos, evitar la proliferación de sociedades constituidas de forma fraudulenta. Consultó si hay otro organismo capacitado para administrar el registro, que no sea el SII, pues le parece que entregar el registro de constitución al organismo fiscalizador no va a ser bien recibido por la población. 





El Honorable Senador señor Tuma consideró necesario perseguir los tres objetivos ya señalados. Llamó a centrar la atención en quienes tienen menos recursos, para quienes es necesaria una solución en este ámbito. También destacó la importancia de la seguridad jurídica. Por otra parte, manifestó su desconfianza en la labor que desarrollan notarios y conservadores que en muchos casos abusan con la gente más modesta.





El Honorable Senador señor García manifestó que, más que el organismo que administre el registro, lo preocupante es dotar de atribuciones como Ministros de Fe a funcionarios del SII que pueden no contar con los conocimientos y la experiencia requerida. Es esencial para dotar de certeza jurídica a un acto la aptitud o competencia de quien lo certifica. Asimismo consideró que las mayores dificultades no se encuentran al constituir la sociedad sino que las demoras están en otros trámites.





El señor Alejandro Arriagada hizo presente que el sistema propuesto se instalaría en una plataforma de información computacional, que garantiza la generación del dato pero también su preservación en el futuro. La información que se llene en los respectivos formularios cumplirá con las cláusulas sociales esenciales de los distintos tipos de sociedades y es en eso en lo que trabaja el Ministerio via reglamentaria. El sistema registral vigente fue estructurado para un Chile que ha cambiado.





Puso de relieve que hay zonas del país en que la modernización se ha quedado atrás. El modelo del Conservador de Bienes Raíces de Santiago no es el que predomina en Chile.

SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS


El Subdirector de Fiscalización del SII, señor Iván Beltrand, manifestó su total acuerdo con el proyecto en estudio, el que asigna nuevas atribuciones al Servicio, que se pueden asumir con las capacidades técnicas y tecnológicas disponibles. La idea es desarrollar un software que permita alinear la constitución de la empresa con la iniciación de actividades, de modo que ambos trámites sean lo más ágiles posible. Agregó que se necesitarían recursos adicionales destinados principalmente a la contratación de personal para hacer frente a los nuevos requerimientos, sin desatender las tareas habituales del Servicio.


El Honorable Senador señor García puso de relieve que una de las principales aprensiones que suscita este nuevo rol del SII dice relación con el carácter de Ministro de Fe que el proyecto otorga a sus funcionarios. Se trata de una función que actualmente cumplen los notarios, que tienen la experiencia necesaria para revisar el cumplimiento de los requisitos al momento de constituirse una sociedad, verificar las identidades y calificar los mandatos; no es claro cómo el SII cumpliría con este rol de manera tal de no afectar la seguridad y certeza jurídicas.


El señor Beltrand informó que el SII realizó un estudio en todo el país, relativo al número de sociedades que se constituyen y en qué ciudades lo hacen. A partir de esa información, se determinó la dotación necesaria para dar cumplimiento a la ley, que son los nuevos recursos que se necesitan; aclaró que se trata principalmente de personal destinado a resolver las dudas del público respecto de la operación del sistema. La constitución de sociedades iría de la mano con la iniciación de actividades, por lo que alinear ambos trámites permite que la dotación adicional requerida no sea mucha. 


El Jefe del Departamento de Técnica Tributaria, señor Cristián Vargas, consideró que al Servicio de Impuestos Internos no le corresponde opinar sobre las bondades del proyecto, sino dar cumplimiento a sus disposiciones si son ley. Hizo presente que si bien el proyecto entrega al SII una función que no es propia del ámbito tributario y fiscalizador, otras leyes también lo han hecho y con resultados exitosos. Puntualizó que el carácter de Ministro de Fe que se otorgará a algunos funcionarios del Servicio implica la ejecución de labores similares a las que hoy realizan tratándose de la iniciación de actividades. Obviamente que se requieren recursos adicionales porque la dotación actual no es suficiente. No obstante, coincidió en la necesidad de desarrollar ciertos aspectos como una delimitación precisa de facultades, la responsabilidad funcionaria y las sanciones aplicables a quienes yerren o abusen en el ejercicio de esta función, pues el estatuto del personal vigente no les sería aplicable.


El Honorable Senador señor Pérez Varela pidió detallar el destino de los recursos adicionales que se están solicitando.


El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó puntualizar qué nivel de funcionarios detentaría el rol de Ministro de Fe, ya que esta es una de las principales objeciones al proyecto.


El Subdirector de Fiscalización, señor Iván Beltrand, explicó que hay que distinguir para estos efectos tres niveles de funcionarios: habrá 26 funcionarios distribuidos en alguna de las 70 sucursales del SII en el país, que resolverán dudas de los usuarios respecto a la operación del sistema, orientando, explicando y facilitando el trámite; 4 funcionarios serán destinados a complementar la mesa telefónica de ayuda, que atiende consultas 7 días a la semana, 24 horas al día, respecto a cómo se realiza el trámite a través de Internet, y un abogado en cada Dirección Regional del Servicio, que tendrá el carácter de Ministro de Fe.


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró insuficiente sólo un abogado por cada Dirección Regional y manifestó preocupación por lo que podría ocurrir si una persona quiere constituir una sociedad pero vive en un lugar que no es asiento de Oficinal Regional.


El señor Vargas recordó que el proyecto busca que la principal forma de constitución de las sociedades sea por vía electrónica, en línea. Para los restantes casos se implementará un sistema expedito para que el abogado de la Dirección Regional, vía electrónica, en línea o de otra manera, actúe como Ministro de Fe de una constitución que se realiza en otra sucursal del Servicio. 
Puso de relieve que en la gran mayoría de los casos se constituirá la sociedad en línea, utilizando firma electrónica avanzada. Gran parte del inicio de actividades de este tipo de sociedades ya se hace por Internet.


El Subdirector de Fiscalización, señor Beltrand, expresó que el SII cuenta con 70 oficinas a lo largo del país y en todas ellas se puede realizar el trámite de inicio de actividades, trámite para el cual se requiere la identificación de la persona que realiza la gestión, lo que operativamente en nada se diferenciaría de la acreditación requerida en la constitución de una sociedad, salvo la competencia del funcionario que realiza el trámite. 


Especificó que si el funcionario comete un error será sancionado conforme al Estatuto Administrativo. Destacó que el Servicio cuenta con una plataforma tecnológica que le permite verificar la identidad por medio de la cédula, y si el sistema biométrico detecta una disconformidad, impide automáticamente seguir adelante con el trámite. Precisó que el SII no tiene acceso a la huella digital, como el Servicio de Registro Civil e Identificación, pero sí verifica certeramente la identidad por medio de la cédula y el código de barras bidimensional que dicho documento tiene incorporado.

______________


Recogiendo las observaciones planteadas durante el debate y las formuladas por expertos en la materia ante la Comisión, el Ejecutivo presentó la siguiente indicación sustitutiva del texto del proyecto:


“Para sustituir el texto del proyecto por el siguiente:

“TÍTULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Las personas jurídicas enumeradas en el artículo siguiente podrán ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas o disueltas, cumpliendo solamente con las solemnidades establecidas para estos efectos en la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, en todo lo que no sea contrario o no se encuentre previsto por esta ley, les serán aplicables las disposiciones legales y reglamentarias que las establecen y regulan, según corresponda a su singular naturaleza jurídica.


Lo establecido en esta ley rige para todas las personas jurídicas que voluntariamente se acojan a ésta, de manera que todos los actos jurídicos indicados en el inciso anterior deberán celebrarse o ejecutarse conforme a sus disposiciones. Las personas jurídicas que no se acojan a esta ley deberán celebrar o ejecutar dichos actos de acuerdo a las normas que las establecen y regulan, y no le serán aplicables las disposiciones del presente cuerpo legal.


Artículo 2°.- Las personas jurídicas que pueden acogerse a la presente ley son las siguientes:


1. La empresa individual de responsabilidad limitada, establecidas en la Ley N° 19.857;


2. La sociedad de responsabilidad limitada, establecidas en la ley N° 3.918;


3. La sociedad anónima cerrada, establecidas en la ley N° 18.046;


4. La sociedad anónima de garantía recíproca, establecidas en la ley N° 20.179;


5. La sociedad colectiva comercial, establecida en los Párrafos 1 a 7, ambos inclusive, del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


6. La sociedad por acciones, establecidas en el Párrafo 8 del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


7. La sociedad en comandita simple, establecida en los Párrafos 9 y 10 del Título VII del Libro II del Código de Comercio; y


8. La sociedad en comandita por acciones, establecida en los Párrafos 9 y 11 del Título VII del Libro II del Código de Comercio.


Artículo 3°.- Para todos los efectos de la presente ley los siguientes términos, en singular o plural, con mayúscula o minúscula, tendrán los significados que a continuación se indican:


1. Personas jurídicas: Aquellas enumeradas en el Artículo 2°;


2. Formulario: El documento que debe suscribir el constituyente, socios o accionistas de las personas jurídicas, para manifestar su voluntad en orden a constituirlas, modificarlas, fusionarlas, dividirlas, transformarlas, ponerles término, disolverlas o migrar al sistema que establece esta ley, según sea el acto jurídico que se pretenda celebrar.


3. Servicio: El Servicio de Impuestos Internos.


4. Registro: El Registro de Empresas y Sociedades a que se refiere el Título IV de esta ley.


5.  Migración: acto por el cual una persona jurídica se acoge a la presente ley, o bien deja de regirse por ésta.


6. Certificado de vigencia para migración: certificado de vigencia que debe emitir el Registro de Comercio del Conservador respectivo, o por el Registro, en su caso, y que desde su emisión, impide cualquier anotación, inscripción o subinscripción, o incorporación en el Registro, respectivamente, respecto de esa persona jurídica; y, 


7. Reglamento: Decreto dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que regulará todas las materias señaladas por esta ley como propias de dicho cuerpo normativo.


Artículo 4°.- Las personas jurídicas que se acojan a la presente ley, serán constituidas, modificadas, fusionadas, divididas, transformadas, terminadas o disueltas, según sea el caso, a través de la suscripción de un formulario, por el constituyente, socios o accionistas, el que deberá incorporarse en el Registro. 


En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la de la incorporación del formulario de que se trate al Registro.


Artículo 5°.- El contrato social y el estatuto de las personas jurídicas que se acojan a esta ley, será aquél que conste en el formulario de constitución, y en las modificaciones introducidas en la forma establecida en la presente ley, según corresponda.


En el silencio de esta ley, del acto constitutivo, del contrato social o del estatuto social, las personas jurídicas se regirán por las normas que le sean aplicables conforme a su especie. No se admitirá prueba de ninguna especie entre las partes que suscriban el formulario o de la persona jurídica de que se trate contra el tenor del formulario incorporado al Registro en cumplimiento de las normas establecidas por esta ley, ni aún para justificar la existencia de estipulaciones, pactos o acuerdos no expresados en éste.

TÍTULO II

De los Formularios


Artículo 6°.- Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. En los casos en que algunos de los campos correspondientes a dichas menciones no fueren completados total o parcialmente, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias que tales leyes disponen, si las hubiere. En todo caso deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio y los demás que señale el Reglamento. 


Asimismo, los Formularios deberán contener todos los campos que sean necesarios para efectos de obtener el Rol Único Tributario y la iniciación de actividades ante el Servicio, según lo dispone el Artículo 12, así como todos los campos necesarios para los efectos señalados en los Títulos VI y VII de esta ley.


El constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrán incorporar dentro del formulario de constitución cualquier otra estipulación, pacto o acuerdo ya sea al momento de la constitución misma o con posterioridad a ésta. Tales estipulaciones, pactos o acuerdos podrán también constar en un documento separado, siempre que no se refieran a materias señaladas en los incisos anteriores. En este caso, una copia digital íntegra del documento deberá ser incorporada al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica, de acuerdo a lo señalado en el Título IV de esta ley. 


El Reglamento, establecerá las menciones, condiciones y términos que hayan de contemplarse en los formularios respectivos. De igual modo, para el caso de migración, señalará además la información que deberá requerir el formulario para la adecuada identificación y continuidad de la persona jurídica de que se trata. 


Artículo 7°.- Los formularios deberán estar siempre a disposición de los interesados en el sitio de Internet del Registro y sus campos sólo podrán ser completados electrónicamente en dicho sitio.


Artículo 8°.- Sin perjuicio que se cumpla en el Formulario con la mención al capital, según la especie de persona jurídica de que se trate, cuando el entero del aporte requiera de formalidades o solemnidades especiales, deberá efectuarse conforme a aquéllas.

TÍTULO III

De la Suscripción de los Formularios


Artículo 9°.- Para efectos de la suscripción de los formularios respectivos, el constituyente, socios o accionistas, deberán completarlos previamente en forma electrónica en el sitio de Internet del Registro, y deberán cumplirse las demás disposiciones que al efecto señale el Reglamento.


La suscripción de los formularios se realizará mediante la firma del constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, a través de la firma electrónica avanzada de éstos, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento.


El constituyente, socio o accionista que no cuente con firma electrónica avanzada deberá suscribir los formularios mediante la firma de éstos ante un notario. En este caso, el notario  deberá estampar su firma electrónica avanzada en el formulario de que se trate, entendiéndose de esta forma suscrito el formulario por parte del constituyente, socio o accionista para todos los efectos. Con todo, el constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrá concurrir a la suscripción del respectivo formulario por medio de representante legal o de apoderado. En este último caso el poder deberá ser otorgado por escritura pública, dejándose constancia en el formulario de la fecha, nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó, y del número de repertorio de la correspondiente escritura. En estos casos, la suscripción de los formularios sólo podrá realizarse ante un notario, quien deberá verificar el cumplimiento de las normas que a este respecto disponga el Reglamento, y dejar constancia del instrumento en el que consta la personería en virtud de la cual actúa el apoderado, o del documento que acredita dicha representación, según sea el caso. Una copia digital íntegra de ésta o de aquel, según sea el caso, deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. 


En los casos antes señalados, deberá dejarse constancia en el formulario del nombre y domicilio del ministro de fe ante quien se firme, así como de la fecha del respectivo acto de suscripción. El Reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar en estos casos, la firma de los formularios por parte del constituyente, socios o accionistas, o su apoderado o representante legal, según sea el caso.


Los notarios sólo podrán cobrar por la firma electrónica avanzada que estampen la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.


Artículo 10.- La suscripción de los formularios por todos los socios o accionistas deberá efectuarse dentro del plazo de sesenta días contado desde la firma por el primero de ellos. En caso contrario, se tendrán por no suscritos para todos los efectos. 


El Reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario de que se trate, una vez que el constituyente, socios o accionistas, hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción del primero de los socios o accionistas, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el Título V de esta ley. 

TÍTULO IV

Del Registro de Empresas y Sociedades


Artículo 11.- El Registro de Empresas y Sociedades es un registro electrónico que deberá constar en un sitio de Internet, y al que deberán incorporarse las personas jurídicas que se acogen a esta ley, para los efectos de ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas, disueltas o migradas.



Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es esencialmente público, y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio de Internet, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información  incorporada en él. La información que conste en el Registro hará plena fe en contra de las personas jurídicas incorporadas en él y de quienes han suscrito los formularios incorporados a éste.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. 


Artículo 12.- Una vez suscrito un formulario en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda actuación que se efectúe conforme a esta ley será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan según sus atribuciones. No obstante, en los casos a que se refiere el inciso final del Artículo 69 y el Artículo 70, ambos del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.


El Reglamento establecerá el procedimiento por el cual se notificará periódicamente al Servicio la incorporación de formularios.


Artículo 13.- Tratándose de la constitución de una persona jurídica, y de manera simultánea e inmediata a la incorporación en el Registro, le asignará el Servicio un Rol Único Tributario. Para el caso de las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, les reconocerá el Servicio aquél que le haya asignado previamente. En el mismo formulario de constitución se podrá solicitar el inicio de actividades ante el Servicio. 


Las personas jurídicas incorporadas al Registro serán numeradas según el Rol Único Tributario que se les hubiere asignado. Dicho Rol servirá para registrar e identificar en el Registro todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y del cual deba quedar constancia, tanto a través de los formularios a que hace referencia esta ley como a través de cualquier otro modo.


El Reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad, y los requisitos de interconexión permanente que deberá establecerse entre el Servicio y el Registro para efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores.


El Reglamento establecerá asimismo, el modo por el cual, tanto el formulario de constitución, como todas las estipulaciones, pactos o acuerdos, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución, y en general todo acto que deba ser incorporado al Registro, respecto de una persona jurídica en particular, quede registrado bajo su número de identificación.

TÍTULO V

De la Modificación, Transformación, Fusión, División, Terminación y Disolución de las Personas Jurídicas Acogidas a esta Ley


Artículo 14.- Las personas jurídicas acogidas a esta ley serán modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas y disueltas, mediante la sola suscripción del formulario respectivo, según el acto que haya de celebrarse, y su incorporación al Registro.


La suscripción de esos formularios será realizada por el titular o, en su caso, por quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones emitidas con derecho a voto al tiempo de celebrarse dicho acto, o sus apoderados o representantes legales para estos efectos, o por quienes corresponda según sea el caso, debiendo para tales efectos sujetarse a lo señalado en el Título III de esta ley.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre las materias señaladas en el inciso primero se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Artículo 15.- En los casos de fusión de personas jurídicas acogidas a la presente ley con personas jurídicas que no lo están, cada una de ellas deberá cumplir con las solemnidades que particularmente le son aplicables para efectos de celebrar la fusión, y la persona jurídica resultante de la fusión continuará regulada por el régimen de formalidades que le es propio.


En caso de división de una persona jurídica a la cual se le aplica la presente ley, la nueva persona jurídica que se constituya al efecto deberá acogerse a las disposiciones de esta ley, sin perjuicio que posteriormente migre a otro régimen.

TÍTULO VI

Del Saneamiento de la Nulidad de las Personas Jurídicas a que se Refiere esta Ley


Artículo 16.- Para efectos del saneamiento de la nulidad derivada de vicios formales que afecten la constitución, modificación, transformación, división, fusión, terminación o disolución de las personas jurídicas acogidas a esta ley, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo del saneamiento respectivo, o sus representantes o apoderados para estos efectos, deberán corregir el formulario en que conste el vicio y suscribirlo de conformidad a las normas sobre suscripción señaladas en el Título III de esta ley.


Si el vicio incide en una cesión de derechos sociales, además deberán concurrir a la suscripción del formulario el cedente o sus causahabientes, y quienes al tiempo del saneamiento sean los titulares de los derechos materia de la cesión.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre el saneamiento de la nulidad a que se refiere este artículo se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de aquella deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


El procedimiento antes señalado sustituye a aquel establecido en la ley N° 19.499 en todo lo que sea contrario a la presente ley, respecto de las personas jurídicas regidas por ésta. 


Artículo 17.- La nulidad de que trata este Titulo, no podrá hacerse valer una vez transcurridos dos años desde la fecha de incorporación al Registro del formulario en que consta el vicio. 


Artículo 18.- El saneamiento del vicio de nulidad producirá efecto  retroactivo a la fecha de la incorporación del formulario corregido al Registro.

TITULO VII

De la Migración


Artículo 19.- Las personas jurídicas señaladas en el Artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.


Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, o sus apoderados o representantes legales, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado de vigencia para migración. Una vez emitido dicho certificado, deberá dejarse constancia de la migración al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán hacer anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta. 


Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión de dicho certificado, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado” y acompañar una copia del certificado antes indicado. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, según sea el caso, o  por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. Una copia digital íntegra de dicho certificado deberá ser incorporada al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica de que se trate. Desde la fecha de la incorporación al Registro, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta Ley.


Si nada dijeren el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


La suscripción del formulario de migración a régimen simplificado se efectuará exclusivamente ante ministro de fe. La migración al régimen establecido en esta ley efectuada en conformidad al presente artículo, no se considerará una modificación social. 


El Reglamento establecerá la forma y condiciones como deberá acreditarse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo, la caducidad del certificado de vigencia para migración, pasados treinta días sin que se hubiere suscrito el correspondiente formulario de migración a régimen simplificado. Acreditada la caducidad de aquél, desde esa fecha podrán hacerse todas las anotaciones, inscripciones y subinscripciones a que hubiere lugar en el Registro de Comercio del Conservador respectivo en relación a esa persona jurídica.


Artículo 20.- Las personas jurídicas que se rijan por las disposiciones de la presente ley, podrán en cualquier momento anterior a su terminación o disolución, migrar al sistema  general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva, para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución. 


Para estos fines, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general”. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta Ley. 


Si nada dijeren el contrato social o los estatutos, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Una vez suscrito dicho formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento. El extracto antes indicado deberá inscribirse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, publicarse por una sola vez en el Diario Oficial, en el plazo de treinta días desde que fuere emitido. Dicho extracto contendrá las menciones que exigen las leyes que establecen y regulan a la persona jurídica de que se trate para los efectos de su constitución. Desde la fecha de la inscripción del extracto en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y su publicación en el Diario Oficial cuando esta fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros. 


La migración antes señalada será obligatoria para las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a alguna de las indicadas en el Artículo 2°. Para estos casos, en el plazo de sesenta días contados desde que se produjo el hecho por el cual se dejaron de cumplir los requisitos antes mencionados, se deberá migrar al sistema general conforme a lo indicado en los incisos anteriores. 


Artículo 21.- Una vez emitido el certificado digital de migración por el Registro, no se podrán incorporar formularios con actos jurídicos relativos a la persona jurídica respectiva. Desde el momento de su migración al régimen general, todos los actos relativos a su modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución deberán sujetarse a lo dispuesto en las leyes que establecen y regulan a la respectiva persona jurídica. La migración desde el Registro de esta ley al Registro de Comercio efectuada en conformidad al presente Título no se considerará una modificación social.


El Reglamento establecerá la forma y condiciones como deberá acreditarse en el Registro, la caducidad del certificado digital de migración, pasados treinta días sin que se hubiere inscrito en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesario, publicado en el Diario Oficial. Acreditada la caducidad, desde esa fecha podrán incorporarse al Registro todos los actos a que hubiere lugar, de conformidad a esta Ley. 

TÍTULO VIII

Disposiciones Finales


Artículo 22.- Toda vez que las leyes exijan una anotación o inscripción en el Registro de Comercio o una publicación en el Diario Oficial, en relación con las actos señalados en el Artículo 1° respecto de las personas jurídicas acogidas a este ley, esas formalidades se entenderán cumplidas y reemplazadas, en su caso, por la incorporación en el Registro del formulario que da cuenta del acto respectivo.


Artículo 23.- Los certificados de los formularios incorporados al Registro, tendrán el valor probatorio de un instrumento público.  Tales certificados serán emitidos por la entidad que administre el Registro.


Artículo 24.- El Reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley, será expedido mediante un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo suscrito, además, por el Ministro de Hacienda. 

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia diez meses después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Segundo Transitorio.- El Reglamento que se establece para la aplicación de esta ley, deberá dictarse en el plazo de seis meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Tercero Transitorio.- El Reglamento establecerá las fechas a partir de las cuales la constitución o migración de las personas jurídicas antes señaladas podrá acogerse a la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades de responsabilidad limitada y empresas individuales de responsabilidad limitada, podrán constituirse de conformidad a esta ley en forma inmediata una vez que esta haya entrado en vigencia. 


Artículo Cuarto Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público, para lo cual el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.”.

______________


El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, dio a conocer los principales aspectos de la indicación sustitutiva al texto del proyecto presentada por el Ejecutivo, que anunció será explicada a fondo, con énfasis en los principales cambios que presenta, por el señor Subsecretario. Recalcó que se trata de un proyecto muy importante para el Gobierno, que crea un registro simplificado que permite constituir, modificar, fusionar, entre otros, sociedades en Chile, específicamente las sociedades indicadas en el artículo 2°. Estructuralmente la modificación más importante en relación al texto original del proyecto es que el Registro que inicialmente llevaba el Servicio de Impuestos Internos pasa a cargo del Ministerio de Economía. 


Se pretende ser el primer país de la región que cuente con un mecanismo moderno y expedito que permita constituir sociedades en un día, con un costo cero para los emprendedores. 


Ya más en detalle, el texto se encarga de indicar la forma de llenar los formularios de constitución, modificación y otros que van a existir; la forma en que los accionistas o socios podrán suscribir los formularios; la forma de modificar, dividir, fusionar sociedades; el saneamiento de las nulidades. Asimismo es necesario tener presente que el sistema actual de constitución de sociedades continúa vigente, subsistirán ambos regímenes en forma paralela, con la posibilidad de migrar de uno a otro, cumpliendo los requisitos establecidos en el proyecto.


Puso de relieve que es un paso extraordinario como país, genera un polo de emprendimiento en Chile. Podríamos tener un salto muy importante en los indicadores por lo que los países se miden hoy día, como el ranking Doing Buisness. Todos están introduciendo cambios en esta materia, tendientes a facilitar el emprendimiento. Este tema es fundamental y prioritario para el Gobierno, subrayó.


El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, hizo algunas referencias al contexto en que nos situamos actualmente. Efectivamente existen rankings mundiales que los inversionistas observan de manera habitual, particularmente el Doing Business del Banco Mundial sobre facilidad para hacer negocios, en el cual el año 2012, Chile se ubicó en el puesto número 39 (de 183 países), mejorando 2 lugares respecto al informe 2011. Parte importante de esa mejora se debe a la ley N° 20.494, publicada en el Diario Oficial el mes de enero de este año, que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas.


La facilitación de la forma de constitución de empresas es especialmente relevante para empresas pequeñas. Obviamente las grandes empresas están en condiciones de contratar abogados asesores, que redacten las escrituras y realicen los demás trámites, pero el pequeño emprendedor, que son la gran mayoría de las empresas, cuenta con un capital mucho más bajo. Es a ellos a quienes apunta el proyecto


Presentó datos sobre tasa de creación de empresas en Chile y su comparación con otros países, así como el costo que tiene en nuestro país constituir una empresa:


- Reciente informe de competitividad de IMD Suiza, Chile se encuentra en el puesto 25 sobre 59 y mejoró 3 lugares.


- Entre los años 2004 y 2007, Chile presentó una tasa de creación de empresas con ventas como porcentaje del total de empresas con ventas de un 7.6%, por debajo del promedio de la OECD de un 11.2%.


- Entre 2007 y el 2009, el número de empresas con personalidad jurídica que iniciaron actividades con ventas eran en torno a 20.000 empresas por año.


- Costos estimados de constitución de empresas ascienden aproximadamente a $250.000 para el caso de las micro empresas, $315.000 para las pequeñas empresas, $410.000 para las empresas medianas y $520.000 para las empresas grandes. 


Destacó que para el año 2009, de las 915.416 empresas registradas en el SII, 68% correspondía a personas naturales constituidas como empresarios individuales, lo que se conoce habitualmente como ampliación de giro con el mismo rut de la persona; el gran problema de este tipo de actividad es que ese empresario coloca el patrimonio personal en el negocio, planteado de otra forma, si le va mal pierde su negocio. Se espera que esos empresarios tiendan a constituir empresas individuales de responsabilidad limitada, que resguarde el patrimonio familiar. En el caso de las micro empresas dicho porcentaje es de un 79% y en las pequeñas de un 40%, 32% eran personas jurídicas.


Presentó datos de las mejores empresas del mundo para hacer negocios. Las economías emergentes lideran el ranking Doing Business.


El modelo chileno se inspira en lo que ocurre en Nueva Zelanda, donde la Oficina de Registro de Comercio está ligada al equivalente del Ministerio de Economía, y que tiene la tecnología que permite reducir el costo de iniciar una empresa de manera sustancial. Chile destaca en la mejor posición de América Latina, pero países como Perú y Colombia, que han hecho una gran cantidad de reformas, se nos han ido acercando.


Destacó que durante el 2010 y 2011 se realizaron un total de 245 reformas en los diferentes indicadores, liderando el indicador el ítem Apertura de un Negocio:
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Estamos en una competencia global, todos los países del mundo quieren ser más amistosos con los emprendedores, y cada año que pasa sin que tomemos acciones significa que nos vamos quedando atrás. Entre el 2010 y 2011 un total de 29 países realizaron 3 o más reformas, la mayoría de esos países son del continente africano.


En América Latina hay que destacar que Chile, Colombia, México y Perú realizaron 3 reformas. Se desató la carrera entre estos 4 países con el fin de ser el más atractivo en materia de inversiones. En el caso de Chile las reformas se refirieron a la apertura de un negocio, obtención de crédito (reforma que hizo Corfo del sistema de garantía recíproca) y comercio transfronterizo.


Hizo presente la posición relativa de Chile en estos rankings: el 2007 estábamos en el lugar 28, 2008 lugar 33, el 2009 pasamos al lugar 40 y el 2010 al 53, es decir fuimos perdiendo posición competitiva, porque no hicimos reformas mientras los demás países sí las hacían. En los últimos dos reportes se ha logrado revertir esta tendencia, Chile avanza 2 puestos en el ranking general 2012, tomando en cuenta los cambios metodológicos.
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La meta que ha puesto el Presidente de la República es que lleguemos a estar, en el mediano plazo, entre los 10 países más competitivos del mundo.


Los factores que se consideran al elaborar el ranking son la facilidad para abrir un negocio, la facilidad para obtener un permiso de construcción, facilidad para obtener un crédito, conectarse a la energía eléctrica, proteger a los inversores, exportar, pagar impuestos, cerrar una compañía, entre otros.


El peor indicador nuestro es el cierre de empresas, en nuestro caso puede tomar más de 4 años y medio. Nuestro mejor resultado está en el indicador Apertura de un Negocio se produjo la mayor mejora saltando desde el puesto 62 al 27. 
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Con las reformas propuestas podríamos llegar al número 1. Tenemos la tecnología, la institucionalidad, la certeza jurídica, para implementar estas reformas.


La ley N° 20.494 permitió pasar del lugar 62 al 37 en el ranking. Se redujo un trámite, hubo una disminución de 15 días en hacer el trámite y una baja de un 25% en el costo. En virtud de esa ley los emprendedores van a ahorrar durante el 2011 cerca de 15 millones de dólares en pagos que antes hacían al Diario Oficial. La simplificación de trámites ha tenido un efecto importante en los emprendedores, y este proyecto propone simplificarlo aún más, sin eliminar el sistema vigente, pues recordó que este sistema es una alternativa.


En referencia a la indicación sustitutiva que se propone, manifestó que ha sido construida en base a los aportes de muchas personas que expusieron ante la Comisión, centros de estudio, profesores universitarios, equipos técnicos de Cieplan y de los Honorables Senadores. 


La meta es facilitar y estimular la creación de empresas, se espera constituir de empresas y sociedades en 1 trámite: incluyendo escritura, registro, publicación, Rut e Iniciación de Actividades. Se podrán hacer modificaciones, fusiones, divisiones, terminaciones y disoluciones de sociedades en un solo trámite on-line.


Además señaló como beneficios esperados:


-Acceso público y gratuito para conocer estado de empresas y sociedades.


-Mejoramiento sostenido en rankings internacionales para la creación de empresas.


El asesor legislativo, señor Alejandro Arriagada, se abocó a la descripción del texto del proyecto que se propone. Recordó el proceso previo a la generación su contenido, distintos actores que contribuyeron al desarrollo de este sistema que permita la constitución en un trámite simple de una empresa en nuestro país. Se buscó un texto que genere consenso.


En referencia al proyecto, destacó que se trata de un sistema totalmente electrónico para la constitución de empresas y sociedades en forma simple, gratuito y optativo al actualmente existente, con un Registro de Empresas y Sociedades electrónico de acceso público, gratuito y de fácil administración para usuarios. Este “portal” ya no está a cargo, como en el proyecto original, del Servicio de Impuestos Internos, sino que es el Ministerio de Economía quien lo llevará, pudiendo licitar ese Registro. Puso de relieve que este fue un punto que se planteó durante la discusión, estimando varios de los intervinientes que la función propia del SII es fiscalizadora y de recaudación de impuestos, y no la creación de empresas o fomento del emprendimiento. El sistema permitirá la obtención de Rut e iniciación de actividades ante el SII en forma automática, y llevar a efecto los procesos de modificación, transformación, fusión, división, disolución y terminación de empresas y sociedades de un modo simple, barato y rápido.


La gran ventaja competitiva será que el sistema va a ser nuevo y más simple de administrar. Traspaso desde el sistema antiguo al nuevo es simple de administrar y de ejecutar.


Los aspectos de la vida de la persona jurídica abordados por este proyecto son la constitución, modificación, división, fusión, transformación, terminación y disolución.


Destacó que el artículo 2° indica las personas jurídicas que pueden optar por este régimen alternativo, y que sin duda este sistema se aplicará especialmente tratándose de empresas individuales de responsabilidad limitada y sociedades de responsabilidad limitada. Las sociedades anónimas especiales quedan fuera de esta nueva normativa, al igual que en el proyecto original. 


En cuanto a la forma de constitución de la sociedad o empresa, se propone que se suscriba por el constituyente, socios o accionistas un formulario de constitución, que comprende los Estatutos y Pactos adicionales. Ese formulario de constitución debe ser incorporado en el Registro inmediatamente después de ser suscrito.


Los formularios estarán disponibles en el sitio de Internet del  Ministerio de Economía y sus campos sólo pueden ser completados electrónicamente en el sitio de Internet. Deben comprender todas las menciones señaladas en las leyes que rigen a las respectivas personas jurídicas, de modo que no se desnaturaliza la sociedad.


Hay dos mecanismos de suscripción de Formularios:


-Mediante firma electrónica avanzada de constituyente, socios o accionistas, o


-Ante Ministro de Fe (Notario), quien a su turno suscribirá electrónicamente el formulario.


Una vez suscrito, se incorpora inmediatamente en el Registro de Empresas y Sociedades, y esa será la fecha en que empiece a regir la sociedad.


Destacó que para el caso que sea suscripción por vía de mandato o poder, se propone un cambio respecto del proyecto original, pues este deberá ser otorgado por escritura pública dejándose  constancia en el formulario de la fecha, nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó y del número de repertorio de la correspondiente escritura. Se busca precaver que los representantes sean quienes dicen ser. Adicionalmente una copia digital del instrumento se incorporará al registro electrónico. 


El plazo máximo de suscripción de los formularios es de 60 días desde la suscripción del primero de los comparecientes, siguiendo la lógica del derecho en cuanto a la caducidad de la posibilidad de suscribir el formulario.


El Registro de Empresas y Sociedades que se crea en el proyecto es totalmente electrónico, único y lo lleva el Ministerio de Economía Fomento y Turismo quien estará a cargo de su administración, conforme a la ley y al reglamento. El registro licitará la administración a un ente externo. La incorporación de las sociedades que optan por este régimen es automática, en el momento en que se cierra el formulario.


El Servicio de Impuestos Internos, respetando la particularidad propia (normas del Código Tributario), se entenderá informado para todos los efectos legales de la constitución o modificación de la sociedad, será el reglamento el que establecerá el procedimiento de notificación al SII. En el evento de disminuciones o divisiones de capital, se incorporará al Registro pero se esperará que el SII lo autorice, como en efecto ya ocurre hoy en día.


Suscrito el formulario e incorporado al Registro, a la sociedad se le asignará en forma simultánea RUT y las partes podrán iniciar actividades.


El reglamento determinará la forma de materializar la incorporación electrónica de los formularios y pactos adicionales y los aspectos necesarios para su publicidad y funcionalidad. Esto en el entendido que la informática avanza de manera muy rápida.


En cuanto a la modificación y otros actos que se puedan realizar, el señor Arriagada señaló que la modificación, división, fusión, transformación, terminación o disolución se hacen mediante la suscripción del respectivo formulario según la actuación de que se trate y se sujetará a las mismas normas que rigen la constitución. 


La suscripción de estos formularios será realizada por el titular o los titulares de los derechos sociales o acciones emitidas o sus apoderados. Si el acto relativo a una modificación, división y los demás señalados requiere una junta de accionistas, ésta deberá otorgarse por escritura pública o protocolizarse, según sea el caso. Una copia digital íntegra deberá incorporarse al Registro, salvo que concurran todos los socios o accionistas.


Naturalmente el proyecto debe precaver la posibilidad que la constitución de la sociedad adolezca de algún vicio, aun cuando es una hipótesis más bien difícil dado el modo de completar el formulario. Para estos efectos, se contempla un procedimiento de saneamiento de la nulidad que sustituye el establecido en la ley N° 19.499 en todo lo que fuere contrario a ese cuerpo normativo. Se hace corrigiendo y suscribiendo nuevamente el formulario en que consta la nulidad (en definitiva el vicio potencial que pueda generar la nulidad). En caso de cesión de derechos sociales, además deben concurrir el cedente o sus causahabientes y quienes sean titulares de los derechos materia de la cesión. 


Las Actas que dan cuenta de acuerdos son íntegramente incorporadas al Registro bajo el Número de Identificación de la persona jurídica.


El acuerdo sobre saneamiento debe incorporarse íntegramente en forma electrónica.


La nulidad tendrá efecto retroactivo a la fecha de incorporación y no podrá hacerse valer transcurridos dos años desde que el formulario ha sido incluido en el registro. 


Continuando con la explicación del nuevo texto, el señor Arriagada se refirió a la Migración, que es un título nuevo que se incorpora. En la discusión anterior se estimó oportuno clarificar como debe ser el proceso de incorporación del sistema ordinario registral al electrónico registral y viceversa, pues se considera probable que los sistemas “conversen” y se produzcan traspasos de uno a otro.


Las personas jurídicas, constituidas por las leyes propias que las regulan –derecho común-, podrán acogerse a la presente ley. Para poder llevar a cabo la migración al nuevo sistema, las personas autorizadas, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador, la emisión de un certificado especial que se crea, el certificado de vigencia para la realizar la migración. Una vez emitido, deberá dejarse constancia de la migración al margen de la inscripción. Desde ese momento no podrán hacerse anotaciones, inscripciones ni subscripciones. En el plazo de 30 días, una vez emitido el certificado, deberán suscribir el formulario de “Migración al régimen simplificado”. Tal formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de derechos sociales, apoderados y representantes, o la junta que adopta el acuerdo, en su caso. Este trámite tendrá lugar ante un ministro de fe. El reglamento establecerá la forma y condiciones como se acreditará ante el registro de comercio.


Las personas jurídicas que se rijan por la presente ley podrán, en cualquier momento anterior a su terminación, migrar al sistema general –escrito-, a través de un formulario tipo llamado “De migración al Régimen General”, cumpliendo los demás requisitos legales. 


La migración puede llevarse a efecto en cualquier momento anterior a la terminación de la sociedad. Y resulta muy importante que la migración al régimen general no será considerada una modificación social.


El reglamento establecerá la forma y condiciones en que deberá acreditarse en el registro la caducidad del certificado digital de migración. Los certificados de los formularios incorporados al registro tendrán el valor probatorio de instrumento público. Esto último constituye una innovación.


Entre las disposiciones generales, se establece que el proyecto entrará en vigencia diez meses después de su publicación, y el reglamento se dictará seis meses después de la publicación de la ley.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la indicación recoge gran parte de las observaciones formuladas, particularmente lo relativo a la gran preocupación por la certeza jurídica. Asimismo consideró clave el cambio del manejo del Registro desde el SII al Ministerio de Economía.


El Honorable Senador señor Pérez consideró que la indicación constituye un avance sustancial, especialmente si se recuerdan las principales objeciones planteadas por los expertos en la materia. Es un proyecto indispensable, tal como lo indicó el señor Subsecretario, para poder avanzar en el pequeño emprendimiento y facilitarle el ingreso a la institucionalidad.


Además es valioso que el sistema actual subsiste y quien quiera someterse a él puede hacerlo. 

___________


Los Honorables Senadores señores Espina y García, mostrando su acuerdo con la indicación, y formularon las siguientes propuestas de modificación a ella: 


- “Para reemplazar el inciso segundo del artículo 4° por el siguiente:


“En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la fecha en que firme el formulario el primero de los socios o accionistas o el constituyente según sea el caso. Sin perjuicio de lo anterior, el acto solo se entenderá incorporado al Registro cuando hubieren firmado todos los que hubieren comparecido al acto.”.


- Para introducir las siguientes modificaciones al inciso segundo del artículo 5°:


a) Para suprimir la frase “del acto constitutivo, del contrato social o del estatuto social” y la coma (,) que le sigue;  y


b) Para reemplazar la oración “No se admitirá prueba de ninguna especie entre las partes que suscriban el formulario o de la persona jurídica de que se trate contra el tenor del formulario incorporado al Registro, ni aún para justificar la existencia de estipulaciones, pactos o acuerdos no expresados en éste”, por la oración “El formulario incorporado al Registro en conformidad a lo dispuesto por esta ley, tendrá valor probatorio equivalente a una escritura pública”. 


- Para reemplazar el inciso primero del artículo 6° por el siguiente:


“Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. El o los suscriptores del formulario según corresponda, deberán completar todos los campos que contengan las menciones de requisitos que las leyes exijan para la validez del acto respectivo de la persona jurídica de que se trate. Las menciones que no sean obligatorias según las leyes que correspondan podrán ser completadas voluntariamente por el o los suscriptores del formulario. En caso que estas últimas menciones no fueren completadas, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias de las leyes que regulan dichos actos. Deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio social si la ley que rige a la respectiva persona jurídica lo exige, pero todas deberán especificar una dirección para obtener Rol Único Tributario.”.


- Al inciso segundo del artículo 11:


-Para reemplazar la oración “La información que conste en el registro hará plena fe en contra de las personas jurídicas incorporadas en él y de quienes han suscrito los formularios incorporados a éste”, por la oración “La información que conste en el Registro tendrá valor probatorio equivalente a una escritura pública”.  


- Al inciso primero del artículo 12:


- Para intercalar, a continuación de la expresión “formulario” la frase “por todos quienes hubieren comparecido al acto”.


- Al inciso primero del Artículo 13


- Para reemplazar la oración “Para el caso de las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, les reconocerá el Servicio aquél que le haya asignado previamente”, por la oración “Las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, mantendrán el Rol Único Tributario que el Servicio les haya asignado previamente”.


- Para introducir las siguientes modificaciones al Artículo 14


a) Para reemplazar en el inciso segundo la frase “o por quienes corresponda según sea el caso” por la frase “o por la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución de la sociedad”.


b) Para agregar el siguiente inciso final, nuevo: “Para todos los efectos de esta ley, son accionistas los que consten en el registro de accionistas y hayan sido certificados por el gerente general o el directorio de la sociedad, de la forma que determine el Reglamento.”.


- Para introducir las siguientes modificaciones al artículo 19:


a) Para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la migración, o los apoderados o representes legales de éstos o de la sociedad, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado de vigencia para migración. Dicho certificado contendrá el extracto de los estatutos sociales, el extracto de las modificaciones de que ha sido objeto la sociedad y las demás materias que determine el Reglamento. Una vez emitido el certificado de vigencia para migración, deberá dejar constancia de la migración al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán hacer anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta.”. 


b) Para reemplazar, en el inciso tercero, la oración “Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión de dicho certificado, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado””, por la oración “Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión de dicho certificado, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, o la sociedad a través de su representante según corresponda, deberá suscribir el formulario de migración al régimen simplificado”; para reemplazar la expresión “certificado antes indicado” por “certificado de vigencia para migración”; y para eliminar la oración “Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, según sea el caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas” y el punto seguido (.) que se encuentra a continuación.


c) Para reemplazar, en el inciso quinto, la frase “no se considerará una modificación social”, por la frase “no será una modificación social”.


d) Para reemplazar, en el inciso sexto, la frase “la caducidad del certificado de vigencia para migración, pasados treinta días sin que se hubiere suscrito el correspondiente formulario de migración a régimen simplificado”, por la oración “la caducidad de dicho certificado. Este certificado tendrá una vigencia de treinta días, pasados los cuales se entenderá caducado”.


e) Para agregar el siguiente inciso séptimo, nuevo:


“En caso de discrepancia entre el contenido del formulario de migración al régimen simplificado y el certificado de vigencia para migración, primará el contenido de este último certificado.”.


- Para introducir las siguientes modificaciones al Artículo 20:


a) Para reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general””, por la frase “accionistas, o la sociedad a través de su representante”, deberán suscribir el formulario de migración al régimen general”; y para eliminar la oración “Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas” y el punto seguido (.) que se encuentra a continuación.


b) Para reemplazar, en la primera parte del inciso cuarto, la oración “que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento”, por la oración “que contendrá un extracto de los estatutos sociales, un extracto de las modificaciones sociales de que hubiere sido objeto la sociedad y las demás materias que determine el Reglamento”.


- Al inciso segundo del artículo 21


- Para reemplazar, la oración “la caducidad del certificado digital de migración, pasados treinta días sin que se hubiere inscrito en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesario, publicado en el Diario Oficial”, por la oración “la caducidad de dicho certificado. Este certificado tendrá una vigencia de treinta días, pasados los cuales se entenderá caducado”.


- Al Artículo 23:


- Para reemplazar las expresiones “de un instrumento público”, por las expresiones “equivalente a una escritura pública”.

___________


En una nueva sesión, y a proposición del Honorable Senador señor Zaldívar, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó, a fin de agilizar el despacho del proyecto, modificar el procedimiento acordado previamente para la tramitación de esta iniciativa. De este modo, sin perjuicio de comentar la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, y las propuestas que al respecto formularon los Honorables Senadores señores Espina y García, el proyecto será votado sólo en general, para que la Sala se pronuncie también en general, y, una vez que ello ocurra, vuelva a la Comisión para discutirlo en particular.


El Honorable Senador señor Zaldívar puso de relieve que el espíritu de la Comisión ha sido perfeccionar esta iniciativa y en caso alguno trabar su despacho.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo expresado, en el entendido el informe va a plasmar tanto la indicación sustitutiva como las propuestas de modificación por él presentadas. 


En relación al texto de la indicación sustitutiva presentada, los Honorables Senadores formularon algunas consideraciones generales.


El Honorable Senador señor Zaldívar estimó que se recoge en gran medida las observaciones efectuadas durante la discusión. Sin embargo, en su parecer no se ha salvado la necesidad de garantizar la certeza jurídica, que ha sido una de sus principales objeciones. Más aun, la iniciativa contempla una manera bastante simple de sanear la nulidad, de algún modo partiendo de la base que se van a generar problemas.


Agregó que el modelo propuesto le parece satisfactorio tratándose de cierto tipo de sociedades, como las 4 primeras enumeradas en el artículo 2°, pero tratándose de formas societarias más complejas, como una sociedad en comandita por acciones, la implementación es más difícil. Por lo anterior propondrá ampliar, al menos en una primera instancia, el catálogo de las sociedades excluidas de la aplicación de esta normativa, que actualmente se limita a las sociedades anónimas abiertas y otros tipos de sociedades especiales.


Compartió el espíritu del proyecto, agilizar procedimientos. Sería una buena oportunidad para modificar y facilitar el procedimiento vigente en materia de constitución, modificación, división y fusión de sociedades, que seguirá existiendo en forma paralela, y reformar de manera profunda la normativa relativa al término de las sociedades, que al día de hoy puede tomar tres o cuatro años.


Recalcó que no es contrario a que se legisle en este sentido, pero es indispensable considerar los aspectos señalados y otros que puedan surgir en el debate.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó estar consciente de la necesidad que tiene el país de modernizar la forma de constituir una sociedad. Le preocupa que la existencia de dos sistemas registrales paralelos pueda generar confusiones. En razón de ello, consideró que el sistema debe tender a unificarse en un plazo que se determine. De lo contrario este proyecto podría transformarse en un modo de defraudar el sistema.


Estimó que la indicación sustitutiva ha resuelto varias de las objeciones planteadas, como lo que dice relación con la entidad que lleva el Registro de Sociedades, rol que en el texto original correspondía al Servicio de Impuestos Internos.


Finalmente destacó que iniciativas relacionadas con esta, que ya son ley, como es el caso de la ley N° 20.494,  que agiliza trámites para el inicio de actividades de nuevas empresas, han tenido resultados bastante positivos.


El Honorable Senador señor Pérez hizo presente dos elementos fundamentales de esta iniciativa. Por una parte, la incorporación de la tecnología a la constitución de sociedades. No hay una mejor defensa de la certeza jurídica que la transparencia.


En segundo término, expresó que no le preocupa que existan sistemas paralelos, serán las personas en forma libre quienes en definitiva decidan qué forma de constitución es la mejor para sus intereses.


El Honorable Senador señor Zaldívar afirmó que sin duda la transparencia favorece la certeza jurídica, pero la intervención de profesionales como abogados en el procedimiento también apunta en ese sentido. Más aun, es del parecer que en definitiva igual se va a recurrir a abogados para obtener ayuda al completar los formularios.


El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía, señor Eduardo Escalona, se refirió a algunos de los comentarios. Hizo presente que el texto del proyecto y luego de la indicación sustitutiva ha sido trabajado y comentado con abogados que se dedican al ejercicio del derecho comercial, profesores universitarios, entre otros, quienes unánimemente han estimado que el sistema propuesto contribuye a dar certeza jurídica, incluso más allá que el sistema actual. La certeza jurídica se construye en base a la transparencia, y en ese sentido la existencia de un registro público, electrónico, de acceso gratuito, es un notable avance.


Recordó que, al día de hoy, no todas las empresas se constituyen por escritura pública y de acuerdo a la normativa vigente, pues bajo la forma de empresario individual funcionan el 70% de personas que trabajan quienes simplemente inician actividades en el Servicio de Impuestos Internos, con el factor negativo que exponen todo su patrimonio familiar.


El sistema actual no recoge el uso de las tecnologías de información con que se cuenta.


Respecto al alcance de la normativa a todas o algunas de las formas societarias, señaló que incluso se pensó en incluir a las sociedades anónimas abiertas, y no se descarta hacerlo más adelante.


Reiteró que, en razón de la transparencia, se permite que el sistema sea auditado por todas las personas.


El señor Ministro agregó que el proyecto en discusión busca facilitar el emprendimiento. Se presentarán otras iniciativas tendientes a modificar el sistema de las notarías y la problemática del cierre de las sociedades. En efecto, el Ministerio viene hace ya tiempo trabajando para proponer una modificación integral a la ley de quiebras y un procedimiento de quiebra más expedito para ciertos casos, una “quiebra express”. La demora que se produce hoy en día para poder cerrar una empresa genera pérdidas adicionales, como una muy mala recuperación de los activos.


-- En votación general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Espina, García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar.

______________

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley que vuestra Comisión de Economía propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Normas Generales



Artículo 1°.- Las personas jurídicas enumeradas en el siguiente artículo podrán ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas o disueltas cumpliendo solamente con las formalidades contempladas en la presente ley, sin perjuicio que en todo lo que no sea contrario o no se encuentre previsto por esta última, les serán aplicables las disposiciones legales y reglamentarias que las regulan, según corresponda a su distinta naturaleza jurídica.


Lo señalado en esta ley no obsta a que las personas jurídicas a las cuales se aplican sus disposiciones puedan celebrar los actos jurídicos indicados en el inciso anterior según las reglas generales que las establecen y regulan, en cuyo caso no les será aplicable lo dispuesto en este cuerpo legal.



Artículo 2°.- Las personas jurídicas a las que se aplicará esta ley son las siguientes:



1. Las empresas individuales de responsabilidad limitada, establecidas en la Ley N° 19.857;



2. Las sociedades de responsabilidad limitada, establecidas en la ley N° 3.918;



3. Las sociedades anónimas cerradas, establecidas en la ley N° 18.046;



4. Las sociedades anónimas de garantía recíproca, establecidas en la ley N° 20.179;



5. Las sociedades colectivas comerciales, establecidas en los Párrafos 1 a 7, ambos inclusive, del Título VII del Libro II del Código de Comercio;



6. Las sociedades por acciones, establecidas en el Párrafo 8 del Título VII del Libro II del Código de Comercio;



7. Las sociedades en comanditas simple, establecidas en los Párrafos 9 y 10 del Título VII del Libro II del Código de Comercio; y



8. Las sociedades en comandita por acciones, establecidas en los Párrafos 9 y 11 del Título VII del Libro II del Código de Comercio.



Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se utilizarán las siguientes definiciones:


1. Personas jurídicas: Aquellas sujetas a la presente ley, enumeradas en el artículo 2°;


2. Formulario: El instrumento que debe suscribirse por el constituyente, socios o accionistas de las personas jurídicas, para manifestar su voluntad en orden a constituirlas, modificarlas, fusionarlas, dividirlas, transformarlas, ponerles término, disolverlas o migrar al sistema que establece esta ley, según sea el acto jurídico que se pretenda celebrar;


3. Servicio: El Servicio de Impuestos Internos; y


4. Registro: El Registro de Empresas y Sociedades a que se refiere el Título II de esta ley.



Artículo 4°.- Las personas jurídicas sujetas a la presente ley, serán constituidas, modificadas, fusionadas, divididas, transformadas, terminadas o disueltas, según sea el caso, a través de la suscripción de un formulario, por el constituyente, socios o accionistas, que deberá incorporarse en el Registro que para estos efectos llevará el Servicio en su sitio web. 



La fecha del acto jurídico respectivo celebrado por alguna de las personas jurídicas que se acojan a la presente ley será la de la incorporación del formulario al Registro.



Artículo 5°.- Los estatutos de las personas jurídicas que se acojan a esta ley, serán aquellos que consten en los respectivos formularios y las estipulaciones y pactos introducidos a los mismos con arreglo al artículo 8°.



En el silencio de la ley, del contrato social o del estatuto social, la persona jurídica se regirá por las normas que le sean aplicables conforme a su tipo o especie.

TÍTULO II

De los formularios y de su suscripción



Artículo 6°.- Los formularios deberán estar siempre a disposición de los interesados en el sitio web del Servicio y sus campos sólo podrán ser completados y suscritos electrónicamente en dicho sitio.



Un reglamento dictado en conformidad al artículo 24, señalará las condiciones y términos que hayan de contemplarse en los formularios correspondientes.



El reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario de que se trate, una vez que el constituyente, socios o accionistas, hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción del primero de los socios o accionistas, dicho formulario de constitución no podrá modificarse posteriormente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV.



Artículo 7°.- El formulario de constitución de la persona jurídica respectiva contener todas las menciones que exijan las leyes que establecen y regulan a las mismas, y se aplicarán a dichas menciones todas las normas supletorias que dichas leyes consagran.



El Servicio deberá asegurar que el formulario contenga todas las menciones indicadas en el inciso anterior.



Artículo 8°.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, el constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrán incorporar dentro del formulario de constitución cualquier otra estipulación, pacto o acuerdo lícito, ya sea al momento de la constitución o con posterioridad a ésta. Tales pactos deberán ser incluidos en forma íntegra en el formulario de constitución o bien constar en un instrumento separado. En este último caso, una copia digital íntegra del instrumento deberá ser incorporada al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica, de acuerdo a lo señalado en el Título III de esta ley.



Mientras no se dé cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, las estipulaciones, pactos o acuerdos que establezcan los interesados no producirán efectos frente a terceros, sin perjuicio de las demás sanciones que a este respecto dispongan las leyes que establecen y regulan a las respectivas personas jurídicas.



Artículo 9°.- El capital que se aporte en bienes cuya transferencia y/o tradición requiera del cumplimiento de solemnidades legales y/o su inscripción en registros, deberá aportarse cumpliendo con las solemnidades correspondientes.



Artículo 10.- Para efectos de la suscripción de los formularios respectivos, el constituyente, socios o accionistas, deberán completarlos previamente en forma electrónica en el sitio web del Servicio, y deberán cumplirse las demás disposiciones que al efecto señale el reglamento.



La suscripción de los formularios se realizará mediante la firma del constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, a través de firma electrónica avanzada de éstos, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.



El constituyente, socio o accionista que no cuente con firma electrónica avanzada podrá suscribir los formularios mediante la firma de éstos ante el funcionario del Servicio que haya sido designado al efecto, quien tendrá el carácter de ministro de fe, o también ante un notario. Una vez suscrito, el ministro de fe deberá estampar su firma electrónica avanzada en el formulario de que se trate en el sitio web del Servicio, entendiéndose de esta forma suscrito el formulario por parte del constituyente, socio o accionista para todos los efectos.



En los casos antes señalados, deberá dejarse constancia en el formulario del nombre y domicilio del ministro de fe ante quien se firme, así como de la fecha del respectivo acto de suscripción.



Con todo, el constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrán concurrir a la suscripción del respectivo formulario por medio de apoderado, en cuyo caso el poder deberá ser otorgado por escritura pública, dejándose constancia en el formulario de la fecha, nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó, y del número de repertorio de la correspondiente escritura. En estos casos, la suscripción de los formularios sólo podrá realizarse ante ministro de fe, el que deberá calificar los poderes otorgados, debiendo el formulario a suscribir estar en concordancia con lo señalado en el poder respectivo.


Artículo 11.- La suscripción de los formularios por los socios o accionistas deberá efectuarse dentro del plazo de 60 días contado desde la firma del primero de ellos. En caso contrario, se tendrán por no suscritos para todos los efectos.

TÍTULO III

Del Registro de Empresas y Sociedades



Artículo 12.- Una vez suscrito el formulario de constitución o migración en conformidad con esta ley y su reglamento, el Servicio deberá incorporarlo sin más trámite y en forma inmediata en el Registro. De manera simultánea a la incorporación del formulario de constitución o migración en el Registro, el Servicio deberá asignarle un Rol Único Tributario a la persona jurídica así constituida o utilizar el que se le haya asignado si se ha acogido a esta ley con posterioridad a su constitución.



En el mismo formulario de constitución el constituyente, socios o accionistas podrán realizar el trámite de inicio de actividades ante el Servicio. Las personas jurídicas incorporadas al Registro serán numeradas según el Rol Único Tributario que se les hubiere asignado. Dicho Rol servirá para registrar e identificar en el Registro todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y del cual deba quedar registro, tanto a través de los formularios a que hace referencia esta ley como a través de cualquier otro modo.



Artículo 13.- El Registro estará permanentemente a disposición del público en el sitio web del Servicio, y deberá mantenerse actualizado, de manera de asegurar a los constituyentes, socios o accionistas de las personas jurídicas de que trata esta ley, y a terceros, la debida y oportuna publicidad de su contenido.



Artículo 14.- El reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos técnicos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad.



El reglamento establecerá asimismo, el modo por el cual, tanto el formulario de constitución, como todas las cláusulas, pactos o estipulaciones, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución, y en general todo acto que deba ser incorporado al Registro, respecto de una persona jurídica en particular, quede registrado bajo su número de identificación.

TÍTULO IV

De la modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución de las personas jurídicas acogidas a esta ley



Artículo 15.- Las personas jurídicas acogidas a esta ley podrán ser modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas y disueltas, mediante la sola suscripción del formulario respectivo, según el acto que haya de celebrarse, y su incorporación al Registro.



La suscripción de los respectivos formularios de modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución de las personas jurídicas que se acojan a la presente ley, deberá realizarse por el constituyente o, en su caso, por quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo de celebrarse dicho acto, o sus apoderados para estos efectos, o por quienes corresponda según sea el caso. La suscripción de los respectivos formularios deberá sujetarse a lo señalado en el Título II de esta ley.



Una vez suscritos los respectivos formularios, el Servicio deberá incorporarlos al Registro, en forma inmediata y sin más trámites, bajo el número de identificación de la persona jurídica.



Las actas que den cuenta de los acuerdos adoptados por los accionistas o socios de una sociedad, o por quienes corresponda según sea el caso, con relación a las materias señaladas en este Título, y el cumplimiento de los quórum exigidos en las leyes que establecen y rigen a las respectivas sociedades, en los casos en que las respectivas leyes requieran de esas solemnidades para el tipo de sociedad de que se trate, deberán ser reducidas a escritura pública y una copia digital íntegra de estas deberá ser registrada bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva.

En caso de que los socios o accionistas actúen a través de apoderados para efectos de practicar la modificación, división, fusión, terminación o disolución de que se trate, la suscripción por parte de éstos de los formularios respectivos sólo podrá realizarse ante ministros de fe, previa calificación del poder por parte de aquéllos, debiendo el formulario a suscribir estar en concordancia con el poder respectivo. La omisión de lo antes señalado, hará inoponible la actuación de que se trate a terceros, sin perjuicio de las demás sanciones que resulten aplicables.



Artículo 16.- En los casos a que se refiere el inciso final del artículo 69 y el artículo 70 del Código Tributario, sólo se incorporará la respectiva actuación en el Registro una vez que el Servicio así lo autorice. En los demás casos, la actuación de que se trate será incorporada en forma inmediata y sin más trámite, sin necesidad de revisión por parte del Servicio, y sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan.



Artículo 17.- Desde la incorporación al Registro de la respectiva modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución, se entenderá informado el Servicio del correspondiente acto para todos los efectos a que haya lugar. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las autorizaciones que el Servicio deba otorgar a determinadas operaciones, de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior.

TÍTULO V

Del saneamiento de la nulidad de las personas jurídicas a que se refiere esta ley



Artículo 18.- Para efectos del saneamiento de la nulidad derivada de vicios formales que afecten la constitución, modificación, transformación, división, fusión, terminación o disolución de las personas jurídicas acogidas a esta ley, el constituyente o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo del saneamiento respectivo, o sus apoderados para estos efectos, deberán corregir el formulario en que conste el vicio y suscribirlo de conformidad a las normas sobre suscripción del formulario de constitución señaladas en el Título II de esta ley.



Una vez corregido y suscrito el formulario, deberá ser incorporado al Registro por el Servicio en forma inmediata. Si el vicio incide en una cesión de derechos sociales, además deberán concurrir a la suscripción del formulario el cedente o sus causahabientes, y quienes al tiempo del saneamiento sean los titulares de los derechos materia de la cesión.



En los casos de personas jurídicas que requieran la celebración de juntas de accionistas para el saneamiento de la nulidad señalada en este artículo, las actas que den cuenta de los acuerdos adoptados por los accionistas o socios deberán ser reducidas a escritura pública y una copia digital íntegra de éstas deberá ser incorporada al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva, siendo aplicable para estos efectos lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 15.



El procedimiento antes señalado sustituye a aquel establecido en la ley N° 19.499 respecto de las personas jurídicas a las que esta ley se aplica. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la vigencia de las disposiciones de la ley N° 19.499 en todo lo que no fuere contrario al presente cuerpo legal.



Artículo 19.- Cualquiera que sea el tipo o causa del vicio de nulidad de que se trate, siempre que se refiera a aquellos indicados en la ley N° 19.499, no podrá hacerse valer la nulidad una vez transcurridos dos años desde la fecha de suscripción del respectivo formulario.



Artículo 20.- Una vez efectuada la corrección por el constituyente, socios, accionistas o los representantes de éstos, en su caso, el vicio de nulidad quedará saneado, y deberá dejarse constancia de esta circunstancia en el Registro.



Artículo 21.- El saneamiento del vicio de nulidad de que se trate, producirá efecto desde la fecha de la incorporación al Registro del formulario de corrección.

TÍTULO VI

Disposiciones generales



Artículo 22.- Toda vez que las leyes hagan referencia al Registro de Comercio o al Diario Oficial, en relación con las personas jurídicas acogidas a esta ley, se entenderá que lo hacen respecto del Registro, sea para efectos de inscripción, anotación o de publicación.



Artículo 23.- Los certificados digitales de los formularios incorporados al Registro que se emitan por el Servicio, tendrán el valor probatorio de un instrumento público.



Artículo 24.- El reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley, será expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y se suscribirá además, por el Ministro de Hacienda.



El reglamento deberá desarrollar todas las materias necesarias para la adecuada convergencia de las personas jurídicas de que se trate al sistema simplificado de constitución que se crea por esta ley.



Artículo 25.- Las personas jurídicas señaladas en el artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.



Para estos efectos, el constituyente o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán completar electrónicamente el formulario respectivo que con este fin dispondrá el Servicio en su sitio web, adjuntar una copia digital íntegra de un certificado de vigencia de la persona jurídica de que se trate, emitido con menos de 60 días, y suscribir el formulario de migración.



Para estos efectos, la suscripción de este formulario deberá realizarse exclusivamente ante ministro de fe, quien deberá certificar el cumplimiento de las normas que a este respecto disponga el reglamento, y quien deberá además estampar su firma electrónica avanzada en el formulario de migración en el sitio web del Servicio.



Una vez suscrito de acuerdo a las normas anteriores, el Servicio deberá incorporarlo al Registro en forma inmediata y sin más trámite. Dicho formulario deberá contener las materias señaladas en el artículo 7° de esta ley y todas las demás materias que a este respecto señale el reglamento, considerando especialmente todas las adicionales necesarias para la adecuada identificación y continuidad de la persona jurídica de que se trata.



Una vez incorporado el formulario en el Registro, el Servicio deberá oficiar al Conservador de Bienes Raíces respectivo, para que proceda sin más trámite a anotar al margen de la respectiva inscripción de la constitución de la persona jurídica de que se trate en el Registro de Comercio la migración de ésta al sistema regido por esta ley.



Para estos efectos, se entenderá que la fecha de la respectiva migración será la de su incorporación al Registro. La migración desde el Registro de Comercio al Registro de esta ley efectuada en conformidad al presente artículo no se considerará una modificación social. Desde el momento de su incorporación al Registro, toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución de la respectiva persona jurídica, deberá sujetarse a lo dispuesto en la presente ley.



Artículo 26.- Las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a alguna de las indicadas en el artículo 2°, deberán someterse al procedimiento general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva, para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución.


Para lo dispuesto en el inciso anterior, en el plazo de 60 días contados desde que se produjo el hecho por el cual se dejaron de cumplir los requisitos antes señalados, se deberá reducir a escritura pública el certificado digital del formulario que contenga los estatutos de la persona jurídica. Dentro del mismo plazo se deberá inscribir en el Registro de Comercio correspondiente al domicilio de la persona jurídica y publicar por una sola vez en el Diario Oficial un extracto autorizado por el notario respectivo, que contenga las menciones que disponga la ley que regula la persona jurídica de que se trate.



El notario que reduzca a escritura pública el certificado digital deberá informar al Servicio para que éste bloquee el Registro, impidiendo que se incorporen formularios con actos jurídicos relativos a la persona jurídica posteriores a la fecha de reducción a escritura pública del certificado digital.



La migración desde el Registro previsto en esta ley al Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda, efectuada en conformidad al presente artículo, no se considerará una modificación social. Desde el momento de su inscripción en el Registro de Comercio correspondiente, toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución de la respectiva persona jurídica, deberá sujetarse a lo dispuesto en las leyes que las establecen y regulan.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Segundo Transitorio.- El reglamento que se establece para la aplicación de esta ley, deberá dictarse en el plazo de dos meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Tercero Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público, para lo cual el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.”.
______________


Acordado en sesiones celebradas los días 5, 10 y 19 de enero de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Andrés Allamand Zabala, Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín (Hossain Sabag Castillo), y en sesiones celebradas los días 9 y 14 de marzo, 6, 13 y 20 de abril, 23 de noviembre y 14 de diciembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Alberto Espina Otero, José García Ruminot, Víctor Pérez Varela y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 19 de diciembre de 2011.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ,

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, GÓMEZ Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PERMITE EL ACCESO JUDICIAL A INFORMACIÓN TRIBUTARIA EN LOS PROCESOS DE DIVORCIO Y DE NULIDAD MATRIMONIAL

(8100-07)
Fundamentos:
La Ley N° 19.947, de Matrimonio Civil, en su artículo 3°, inciso primero, prescribe:
“Las materias de familia reguladas por esta ley deberán ser resueltas cuidando proteger siempre el interés superior de los hijos y del cónyuge más débil.”
En congruencia con el principio legal de protección al interés del cónyuge más débil, la precitada Ley, en su Capítulo VII, Párrafo 1°, establece el derecho a una compensación económica a favor del cónyuge que no pudo desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hizo en menor medida de lo que podía y quería.
Este derecho, cuando proceda, será reconocido en el proceso de divorcio o en aquel en que se declare la nulidad del matrimonio.
Específicamente el artículo 63, de la Ley N° 19.947, dispone que para determinar la existencia del menoscabo económico y la cuantía de la compensación, se considerará, entre otros aspectos, la situación patrimonial de ambos cónyuges.
Sin lugar a dudas, para la ponderación integral que deben realizar los Tribunales de Familia respecto de la situación patrimonial resulta de imprescindible necesidad disponer de los antecedentes relativos a cuantía y fuente de las rentas de los cónyuges.
El artículo 35, inciso tercero, del Código Tributario (Decreto Ley N° 830, de 31 de diciembre de 1974) dispone:
“El precepto anterior no obsta al examen de las declaraciones por los jueces o al otorgamiento de la información que éstos soliciten sobre datos contenidos en ellas, cuando dicho examen o información sea necesario para la prosecución de los juicios sobre impuesto y sobre alimentos; ni al examen que practiquen o a la información que soliciten los fiscales del Ministerio Público cuando investiguen hechos constitutivos de delito, ni a la publicación de datos estadísticos en forma que no puedan identificarse los informes, declaraciones o partidas respecto de cada contribuyente en particular.”
Es evidente que precepto legal citado representa un obstáculo, carente de justificación plausible, que impide a los jueces de familia lograr un conocimiento acabado acerca de la situación patrimonial de los cónyuges en aquellos juicios de divorcio o nulidad de matrimonio, en los cuales uno de los puntos controvertidos resulte la compensación económica. Consecuencialmente, la mencionada limitación opera también en detrimento de la especial tuición que por expresa disposición legal debe dispensarse al cónyuge más débil.
Con el fin de corregir la situación precedentemente expuesta -perfeccionando con ello la armonía que debe existir en todo ordenamiento jurídico-, se hace necesario modificar el Código Tributario, estableciendo la posibilidad de que los jueces de familia puedan conocer antecedentes tributarios de quienes figuren como partes en juicios de divorcio o nulidad de matrimonio, cuando ese conocimiento resulte necesario para un acertado pronunciamiento acerca de la compensación económica.
De acuerdo a los fundamentos expuestos, vengo en presentar el siguiente:
Proyecto de Ley

Artículo Único: Modifíquese el Decreto Ley N° 830, de 1974, que fija el texto del Código Tributario en  siguiente sentido:
Intercalar en el inciso tercero de su artículo 35, a continuación de la expresión “y sobre alimentos” la siguiente frase: ", divorcio o nulidad de matrimonio", quedando la redacción de este inciso de la siguiente manera:
“El precepto anterior no obsta al examen de las declaraciones por los jueces o al otorgamiento de la información, que éstos soliciten sobre datos contenidos en ellas, cuando dicho examen o información sea necesario para la prosecución de los juicios sobre impuesto y sobre alimentos, divorcio o nulidad de matrimonio; ni al examen que practiquen o a la información que soliciten los fiscales del Ministerio Público cuando investiguen hechos constitutivos de delito, ni a la publicación de datos estadísticos en forma que no puedan identificarse los informes, declaraciones o partidas respecto de cada contribuyente en particular.”

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.

12

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA PÉREZ (DOÑA LILY) Y SEÑORES CANTERO Y HORVATH, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AÑADE LA MULTA A LA PENA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 268 BIS DEL CÓDIGO PENAL, POR DELITO DE FALSA ALARMA, Y FACULTA AL JUEZ PARA CONMUTAR LA SANCIÓN

(8099-07)

El Código Penal en su artículo 268 bis tipifica el delito de falsa alarma de la siguiente forma: "el que diere falsa alarma de incendio, emergencia o calamidad pública a los cuerpos de Bomberos u otros servicios de utilidad pública...". Imponiendo una pena que va desde los 61 a 540 días, reclusión menor en su grado mínimo, una penalidad baja, toda vez que nos encontraríamos ante una situación que no es cierta por lo que la afectación al bien jurídico protegido no sería tal y el peligro al cual es expuesto, falso.

Sin embargo, pese a ser este un delito que se ubica dentro de los delitos contra el orden y seguridad públicos cometido por particulares y que en general, el legislador a ubicado los distintos delitos en aquellos títulos en que se identifica el bien jurídico afectado, tratándose de este delito en particular, consideramos que no sólo se ve afectado el orden y seguridad públicos de una manera falsa, en cuanto es falsa la alarma, sino que también y de manera real, existe un menoscabo a la integridad psíquica de las personas frente a una situación como esta, incluso pudiendo llegar a afectar su integridad física, ante una situación de tumulto o conmoción como reacción a la comisión de este ilícito.

Esta norma, fue incorporada el año 2002 por la ley 19.830 que modificó el Código Penal para proteger la seguridad de los voluntarios de los cuerpos de bomberos en actos de servicio y sin duda alguna, representa un avance en la protección de la seguridad de quienes realizan esta importante labor, como es el Cuerpo de Bomberos. Sin perjuicio de ello, a nuestro juicio no hay que desatender las tremendas consecuencias que estas conductas generan en aquellas personas que se ven afectadas por estas irresponsables conductas, apuntando no sólo a los perjuicios económicos que puede generar por ejemplo, una falsa alarma de bomba en un aeropuerto, en que sin duda hay costos económicos importantes para las aerolíneas, pasajeros y todos quienes se involucran en este mercado, por cambio en los horarios, por pérdidas de vuelo, etc. como también los costes humanos y económicos que el despliegue de las fuerzas de orden y seguridad pública y bomberos implican. Hay que recordar que además hay una presión psicológica y emocional importante en las personas, una angustia que, siguiendo con el ejemplo anterior y poniéndonos en ese escenario, puede incluso llegar al terror.

Así, como un ejemplo de los egoístas móviles que podemos invocar, se puede recordar el caso de la mujer quien en febrero de este año "por amor" dio un falso aviso de bomba en el aeropuerto internacional de Santiago Comodoro Arturo Merino Benítez para evitar el vuelo de su pareja. Hechos egoístas como estos son precisamente los que este proyecto busca evitar, prevenir y finalmente sancionar, pues no hay que olvidar que, además de todo el despliegue operativo que existió, 312 pasajeros fueron evacuados de ese vuelo con destino a Madrid y no sólo evacuados, sino expuestos a angustiantes momentos, incertidumbre, pérdida de tiempo y programación.

Es por todos estos factores:

i) Afectación económica en cuanto al servicio o evento interrumpido, despliegue de fuerzas de orden y seguridad pública y bomberos.

ii) Afectación psicológica de los individuos afectados por la falsa alarma.

iii) Eventualmente afectación física de las personas involucradas, es que consideramos que la penalidad establecida para este delito es muy baja, más aun considerando las salidas alternativas que el sistema procesal penal ofrece, lo que significa que en los hechos, una persona sin antecedentes penales finalmente no cumplirá pena alguna y tampoco será obligado al pago de una multa. Es por este motivo que hemos considerado apropiado imponer a este delito la pena accesoria y obligatoria de multa, pues de esta manera existirá una sanción efectiva a quienes incurran en este ilícito.

Además, previendo la posibilidad que no se cuente con los medios para enterar el monto de la pena pecuniaria, para evitar que por aplicación del artículo 49 del Código penal se sufra por la vía de la substitución y apremio la pena de reclusión, al no contar con bienes suficientes para cubrir la multa, es que hemos optado por utilizar la fórmula que se previo para el hurto falta tipificado en el artículo 494 bis del Código penal, esto es, facultar al juez para conmutar la pena de multa por la de trabajos en beneficio de la comunidad.

Consideramos que esta facultad y per se, la pena de trabajados en beneficio de la comunidad, sobre todo, habida consideración del hacinamiento que hoy existe en las cárceles de nuestro país, permite por un lado cumplir el objeto de la pena en su aspecto preventivo especial, pero por otro, se adecúa a las necesidades sociales de nuestro país siendo un arma efectiva en el control del delito.

II. - CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

El presente proyecto consta de un artículo único por el cual se busca remplazar el actual 268 bis del Código Penal imponiendo la pena accesoria y obligatoria de multa y facultando al juez para conmutar la multa por la de trabajos en beneficio de la comunidad graduando la pena en función de si la falsa alarma generó caos o conmoción, suspensión del servicio, evento o reunión o afectó el orden o seguridad pública, aumentando su penalidad.

III. - PROYECTO DE LEY
Es por todas las consideraciones anteriores que venimos a presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo Único.- Sustitúyase el artículo 268 bis del Código Penal por el siguiente:

“El que diere falsa alarma de incendio, emergencia bomba, aparato explosivo o calamidad pública a los Cuerpos de Bomberos, Carabineros u otros servicios de utilidad pública, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 20 Unidades Tributarias Mensuales. El tribunal podrá conmutar la pena por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad, señalando expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde debe realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. Los trabajos se realizarán, de preferencia, sin afectar la jornada laboral o de estudio que tenga el infractor, con un máximo de 10 horas semanales. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el sólo ministerio de la ley y deberá cumplirse íntegramente la sanción primitivamente aplicada.

Si producto de la alarma se generó la suspensión del servicio, evento o reunión; o se provocó caos, congestión, o afectó el orden o la seguridad de la población o de una parte de ella, se aumentará la pena privativa en un grado y la multa al doble. Si el juez hace uso de la facultad de conmutar la pena en este caso, el máximo de horas que podrá imponer de trabajos en beneficio de la comunidad será de 14 horas semanales.

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE PRECISA EL CONCEPTO DE ACUSACIÓN EN EL ARTÍCULO 16 Nº 2 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA Y PERMITE EL SUFRAGIO DEL CIUDADANO PRIVADO DE LIBERTAD QUE NO HA SIDO CONDENADO A PENA AFLICTIVA

(8101-07)
1. Antecedentes

Expertos como Mandeep K. Dhami, Doctora en Derecho, Profesora de Criminología en el Instituto de Criminología de la Universidad de Cambridge, sostienen que “los principios básicos de la democracia electoral son establecidos en el derecho internacional. El artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos declara que “Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: [...] (b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores”; el artículo 2, establece que esto se aplica "sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social". Aunque el derecho internacional no siempre forma parte del derecho interno de los países, él tiende a influir en la legislación nacional y ser utilizado como referencia para evaluar esa legislación.”
Dhami ha señalado que "dentistas políticos tales como Robert A. Dahl también sostienen que el proceso democrático debe permitir que todos los miembros adultos de un estado tengan una igual y efectiva oportunidad de contribuir a la agenda política y votar sobre ella, de manera que cada voto cuente por igual. Históricamente, no hubo sufragio universal de la población adulta. Por ejemplo, en muchos países a las mujeres, a los pobres, a los negros y a los pueblos indígenas se les negó el derecho a voto. Hasta la fecha, un segmento de la población adulta, es decir, los presos y los ex delincuentes en algunos países, son marginados en muchas democracias. El que sean excluidos del proceso cívico es una amenaza para la democracia (...) La eliminación del derecho a votar de los presos puede tener ramificaciones negativas para los ideales democráticos de igualdad y justicia. Por el contrario, incluir a los presos puede promover su rehabilitación y reinserción social, y puede tener un impacto real sobre el clima político de un país."1
Según los estudios de Dhami "Internacionalmente, las políticas en materia de derechos de voto de los presos transitan a lo largo de un abanico de alternativas. Por un lado, hay países que permiten a los presos votar (por ejemplo, Canadá, Ucrania, Sudáfrica e Irán). Por otro, hay países que prohíben votar a los presos, y esta política de privación varía. Varios países restringen la votación a determinados grupos de presos. Por ejemplo, en Australia los condenados a más de 5 años no pueden votar, mientras que en China es para los condenados a muerte que está prohibido votar. Muchos países tienen una prohibición más o menos indiscriminada respecto del voto de los presos (por ejemplo, el Reino Unido y Rusia). Por último, hay unos pocos países, tales como Finlandia, que prohíben votar a los presos por algún tiempo después de finalizado su encarcelamiento. 

[image: image11.emf]
1 Este trabajo fue publicado en su idioma original en Analyses of Social Issues and Public Polícy, Vol. 5, N° 1,2005. Su traducción al español corresponde a Pablo Marshall Barberán, profesor de DerechoConstitucional de la Universidad Austral de Chile. Revista de Derecho Vol. XXII - N° 2 - Diciembre p. 121-132.Obtenido desde http://www.crim.cam.ac.uk/peop|e/academk_=research/marKlecp dhami/so.pdf
Algunos estados en los Estados Unidos tienen una de las más restrictivas políticas en este sentido; privan del derecho a voto permanentemente o los criminales. Aunque la mayoría de las políticas de privación del voto se refieren a los presos condenados, los presos en espera de juicio o de condena son a menudo "prácticamente" privados del voto, con poca oportunidad de votar en la cárcel. Se estima que casi 4,5 millones de personas, en 54 países, han sido privados de su derecho al voto debido a la encarcelación."
De hecho, se estima que sólo en Estados Unidos alrededor de 4 millones de personas están privadas del derecho a votar, aun cuando más de un millón de esas personas ya han cumplido su condena.2
2. ¿Muerte cívica de los reclusos?
La profesora Dhami ha recordado que las leyes de privación del voto reflejan el concepto de "muerte civil" o de retirada de la vida política y jurídica y del ejercicio de los derechos civiles, todas ellas originarias de la antiguas sociedades griega y romana y adoptadas por la Europa medieval y que entre las razones comúnmente invocadas para descalificar a los presos de la votación se incluyen, que ello promueve la responsabilidad cívica y el respeto de la ley; que los delincuentes han perdido el derecho de voto desde que violaron el "contrato social"; que éste es un método de control de la criminalidad; que la "pureza de las urnas" debe ser protegida de los delincuentes que podrían corromperla, actuar subversivamente o cometer fraude electoral, y que es costoso y poco práctico permitir a los presos votar.
A menudo, la privación del voto a los presos es considerada simplemente como otra restricción a la libertad de las personas que están encarceladas.
Sin embargo, el argumento de que permitir que los presos voten sería costoso y poco práctico es éticamente injustificable. Del mismo modo, el hecho de que los presos pierden muchas libertades no implica que deban perder todos sus derechos civiles.
Negar a los presos el derecho a voto posiblemente socava el respeto al imperio de la ley desde que los ciudadanos que no pueden participar en la elaboración de las leyes probablemente no reconocerán su autoridad. Permitir que los presos voten, por el contrario, puede reforzar sus vínculos sociales y su compromiso con el bien común, por lo tanto, promover la participación lícita y responsable en la sociedad civil. Sugerir que los presos han perdido el derecho a votar porque han violado el contrato social implica que ellos escogieron deliberada y racionalmente la actividad criminal con e! conocimiento de que pueden perder sus derechos de voto. En muchos casos, las causas de la criminalidad van más allá de la elección individual y los delincuentes suelen ser ignorantes de las políticas de privación del derecho a voto.
Como método de lucha contra ¡a criminalidad o como objetivo del sistema penal, la privación del voto es retributiva en la medida en que el delincuente sea privado de algo que él o ella valore. La privación puede no ser retributiva, si los delincuentes ya se sienten alienados de la vida civil y política, y no enmienda el daño ya causado.

2 Fellnar, J., Mauer, M., Losing the vote. The impact of felony d/senfranchísement íaws ín the United States. Human Rights Watch and The Sentencing Project, New York,
Tampoco hay pruebas para demostrar que la privación del voto rehabilita, incapacita o disuade a los delincuentes. La privación del voto socava el objetivo rehabilitador de desarrollar la personalidad de los delincuentes y reinsertarlos a la sociedad en cuanto ella puede reducir la autoestima de los delincuentes y alienarlos de la comunidad. De hecho, como se señalará más adelante, la privación del voto puede fomentar aún más el comportamiento criminal. La disuasión a través de la privación del voto es difícil de lograr porque las personas rara vez son conscientes de esta consecuencia, y es poco probable que encuentren en ello un factor de disuasión suficiente (sobre todo cuando no son disuadidos por largas penas de cárcel). En efecto, los Estados o países con discapacidades civiles resultantes de una condena, por ejemplo, la reducción de los derechos de orden familiar (por ejemplo, la terminación de la patria potestad y los motivos legales para el divorcio) y la reducción de derechos que involucran confianza y seguridad (por ejemplo, la privación del derecho a servir como jurado y a poseer un arma de fuego) no necesariamente tienen un menor índice de criminalidad. Por último, el uso de la privación del voto como una incapacidad no es plausible para los delincuentes que no son culpables de delitos relacionados con las elecciones.
La idea de que la pureza de las urnas debe ser preservada destaca tres preocupaciones. La primera preocupación es que los delincuentes "corromperían", "mancharían" o "infectarían" la sociedad, es vaga y mal definida. ¿Permitiendo que los delincuentes voten realmente se pone en peligro la sociedad civil? La segunda preocupación es que los delincuentes pueden votar subversivamente en las urnas. Para ello sería necesario que los candidatos presentaran políticas rebeldes, y un número suficiente de delincuentes organizados. Tampoco hay pruebas de que los delincuentes tienen más probabilidades que otros grupos de votar en una forma subversiva o rebelde. De hecho, Casper3 encontró que los criminalmente acusados creían que la ley es digna de respeto. Al igual que otras personas, los delincuentes tenderán a emitir su voto basado en algo más que el propio interés o un tema en particular. De todos modos, excluir a un grupo sobre la base de cómo vota es antidemocrático. La tercera preocupación es que los delincuentes puedan cometer fraude electoral. Sin embargo, no hay relación entre la comisión de delitos electorales y otros tipos de delitos. Además, una persona que cometió un delito electoral en el pasado no necesariamente cometerá un crimen similar en el futuro.
El desempoderamiento político de un segmento de la sociedad pone en peligro la legitimidad cíe una democracia. La futura investigación psicológica podría explorar los motivos que justifican las políticas de privación del voto a los presos. Por ejemplo, ¿en qué medida el acto de votar afecta los sentimientos de pertenencia a una comunidad más amplia? ¿Las personas perciben la votación como un comportamiento egoísta o altruista? ¿Las personas creen que la eliminación del derecho de voto actuará como una disuasión suficiente para los criminales? ¿Qué se les atribuye a las personas que están privadas del derecho a voto? ¿Cuáles son las similitudes y diferencias entre la visión de las víctimas y la de los delincuentes acerca de la privación del voto? ¿Cómo el patrón de voto de los presos difiere del comportamiento del electorado en general?
3 Casper, J. D., American criminal justice. Prentice-Hal!, Englewood Cliffs, 1972.
3. La desigualdad

En el estudio ya citado de la profesora Dhami ella señala que las leyes de privación del sufragio pueden llevar a la desigualdad. Teniendo a los Estados Unidos como ejemplo, ella dice que es evidente que hay una tasa desproporcionada de condena y encarcelamiento de los afroamericanos. Por ejemplo, en 2003, los reclusos negros de sexo masculino representaban aproximadamente el 44% de todos los reclusos con una pena de 1 año o más, mientras que los reclusos blancos representaban el 35%, y hombres negros fueron encarcelados en una tasa de 3.405 por cada 100.000 habitantes, en comparación con una tasa de 465 para los hombres blancos.4 Un patrón similar emerge para las mujeres negras. Los perfiles raciales y la "guerra contra las drogas", que discrimina sistemáticamente, pueden explicar en parte estas tasas desproporcionadas.5
Sin embargo, esto ha llevado también a la desigualdad de la privación del sufragio de estos grupos. Por ejemplo, alrededor del 13% de todos los hombres afroamericanos (1,4 millones) están privados de su derecho a sufragio6. Comprenden el 36% del total de población de los privados de sufragio a pesar de que constituyen sólo el 6% de la población total. Está previsto que tres de cada diez de la próxima generación de hombres afroamericanos perderá el derecho a voto, ya sea de forma temporal o permanente.7
Aunque las cifras comparables para los latinos aún no se han presentado, es probable que un patrón similar emerja para este grupo minoritario. Harvey se refiere a la erosión o al desempoderamiento de los grupos minoritarios como "dilución del voto racial".8
La práctica de la privación del sufragio, junto con los desproporcionados índices de encarcelamiento de afroamericanos es discriminatoria y frustra los esfuerzos del movimiento de derechos civiles (Harvey, 1994). De hecho, varios autores han señalado la relación entre el racismo y el desarrollo de leyes de privación del sufragio a criminales en los Estados Unidos9. Preuhs encontró, después revisar varios factores, que indicadores raciales tales como el tamaño de la población minoritaria explican mejor la variación de la política de privación del sufragio a través de los estados, y que cuando la proporción de la población minoritaria aumenta también lo hace la severidad de las leyes de privación del sufragio10. Behrens demostró que, después de revisar otros factores relevantes, los estados con mayor población penitenciaria no blanca fueron más propensos a privar a los criminales condenados que los estados con proporciones menores de presos no blancos, y estas políticas de privación tienden a ser más restrictivas.11

4 Burean of Justice Statistics. Prísoners ín 2003. US Department of Justice, Office of Justice Programs, Washington, 2004.
5 Harvey, A. E., "Ex-felon disenfranchisement and its influence on the black vote: The need for a second look". Un/Versíty of Pennsylvania Law Review, 142,1994, pp. 1145-1189.
6 Fellnar, J., Mauer, M., Los/ng the vote. The impact offelony disenfranchí.sement laws ín the United States. Human Rights Watch and The Sentencing Project, New York, 1998.
7 Ibíd.
8 Harvey, op. c/t.
9 Behrens, A., Uggen, C, Manza, J., "Ballot manipularon and the 'menace of Negro domination': Racial threat and felón disenfranchisement in the United States, 1850-2002". American Journal of Sodology, 109, 2003, pp. 559-605; Ewald, op. c/t. en nota 14; Keyssar, op. c/t. en nota 7; Preuhs, R. R., "State felón disenfranchisement policy". Social Science Quarterly, 82, 2001, pp. 733-748; Shapiro, A. L, "Note: Challenging criminal disenfranchisement under the Voting Rights Act: A new strategy". Vale Law Journal, 

10 3,1993, PP-537-566. 10 Preuhs, op. cít.
11 Behrens, et al., op. cít.
Similares patrones de desigualdad en la privación del sufragio son evidentes en otros países. Por ejemplo, en Australia, los indígenas son 16 veces más propensos a ser encarcelados que los no indígenas, y la privación del sufragio tiene un efecto desproporcionado sobre ellos12. El impacto desproporcionado que la política de privación del sufragio de Canadá ha tenido en su población aborigen fue reconocida por la Corte en Sauvé v. Cañado. La investigación psicológica podría examinar el impacto psicosocial que la "dilución del voto racional" tiene sobre las minorías privadas de sufragio y en los estereotipos de los grupos mayoritarios acerca de ellos.
4. El voto como parte de la reinserción social

El estudio citado de la Dra. Mandeep K. Dhami recuerda que "El artículo 10 del PIDCP (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) establece: "1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano". "3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados". Esto, según su opinión, es lo que ha sido reconocido por los tribunales como la Corte Suprema del Canadá (2002) y el Tribunal Constitucional de Sudáfrica (1999) cuando se pronunció en contra de la privación del sufragio. Las elecciones enfatizan que todos somos miembros de una comunidad, trabajando para un bien común, y que tenemos vínculos sociales. La votación representa una forma de crear y mantener esos vínculos. Por lo tanto, psicológica y socialmente, el derecho a voto podría permitir a los presos percibirse a sí mismos como útiles, responsables, confiables y como ciudadanos respetuosos de la ley. Esto podría favorecer su rehabilitación y ayudarles a reintegrarse en la sociedad después de la liberación.
La privación del sufragio, por el contrario, serviría para aumentar la distancia social entre el delincuente y la comunidad, y reafirma sus sentimientos de alienación y aislamiento. Esto puede impedir, de su parte, la aceptación y el respeto de las normas sociales y el imperio de la ley. La privación del sufragio también etiqueta negativamente a los individuos como ciudadanos "de segunda clase". En una encuesta a 33 criminales condenados en los Estados Unidos, Uggen y Manza encontraron que la privación del sufragio fue estigmatizador y un signo de aislamiento social, incluso si las personas no habían ejercido su derecho a voto en el pasado13. Los criminales dieron cuenta de la necesidad de sentirse como ciudadanos plenos. El estigma y la humillación de que se les niegue el derecho a votar pueden ser perjudiciales para la adquisición de esta imagen de sí mismo. De hecho, la privación permanente del sufragio sugiere que una persona no cambiará nunca y siempre será un desviado. Tal etiquetamiento puede llevar a nuevas actividades delictivas14

12" Davidson, J., "Inside outcasts: Prisoners and the right to vote ¡n Australia". Current /ssues Brief N° 12,
2003-04.   Information   and   Research   Services,   Parliamentary   Library,   Department  of  Parliamentary
Services.
13 Uggen, C, Manza, J., "Disenfranchisement and the civic reintegration of convicted felons", en C. Melé y
T. Miüer (Eds.), Civil peno/tíes, social consequences. Routledge, New York, 2005.
14 Véase Becker, H. S., Outs/ders: Stud/es ín the soc/ology of devíance. Free Press of Clencoe Collier-Macmillan, London, 1963.

Hay algunas pruebas que indican que el comportamiento electoral y el comportamiento criminal están relacionados. En un estudio longitudinal de 1.000 adultos jóvenes, Uggen y Manza encontraron que sólo alrededor del 5% de los votantes habían sido detenidos o encarcelados en comparación con los no-votantes de los cuales el 16% había sido detenido y el 12% había sido encarcelado15. Entre los detenidos con anterioridad, aproximadamente el 27% de los no votantes habían sido otra vez detenidos en comparación con el 12% de los votantes. Patrones similares surgen cuando se examina el crimen autorreportado de tal manera que los electores reportaron significativamente menos delitos que los no votantes. Por lo tanto, la votación parece ser parte de un "paquete de comportamiento prosocial".
Una investigación psicológica podría también ayudar a identificar los mecanismos por los cuales la privación del sufragio afecta el autoconcepto y cómo éste media en el impacto de la política de privación del sufragio sobre la conducta delictual futura.
Negar a los presos el derecho a votar puede tener un impacto real en la política de un país. La mayoría de los delincuentes son pobres o de clase trabajadora, y como se ha señalado, en muchos países hay un número desproporcionado de miembros de minorías étnicas representadas entre sus filas. Estos grupos son propensos a votar por liberales o demócratas en lugar de conservadores o republicanos. En los Estados Unidos, Uggen y Manza estiman que desde 1972, en promedio, 35% de los crimínales privados de sufragio habría votado en las elecciones presidenciales y el 24% habría votado en las elecciones del Senado16. Alrededor de siete de cada diez votos emitidos por los delincuentes condenados habrían sido para el Partido Demócrata. Históricamente, por lo tanto, siete elecciones senatoriales se podrían haber volcado en favor de los demócratas si los criminales hubieran podido votar. Se ha estimado que el resultado de la elección presidencial de los EE.UU. del año 2000, cuando G.W. Bush ganó por 537 votos, pudo haber sido determinada por la prohibición permanente sobre los derechos a sufragio de más de 400.000 ex criminales en el estado de Florida (incluso después de excluir de la prohibición a criminales). El impacto de la restitución del voto en las elecciones a nivel local o de distrito sería mayor, ya que existe una mayor concentración de delincuentes y ex delincuentes en las zonas urbanas.
Una observación similar de los efectos políticos de la privación del sufragio se ha hecho en el Reino Unido. La Prisión Reform Trust ha argumentado que en las elecciones generales de 1997, la prohibición del derecho de voto puede haber afectado los resultados en ocho circunscripciones marginales que alojan un gran número de presos. Por ejemplo, en Dorset South, que incluye tres cárceles que acogen cerca de 1.500 presos, un candidato conservador ganó por una mayoría de sólo 77 votos. Por lo tanto, la restitución del derecho a voto a los presos y ex delincuentes ofrece amplias oportunidades para pensar contrafácticamente acerca de cómo esas políticas pueden haber alterado las democracias.

15 Uggen, C, Manza, J., "Voting and subsequent crime and arrest: Evidence from a community sample". Columbio Human Rights Lavv Review, 36, 2004, pp. 193-215.
16 Uggen, C., Manza, J.,"Democratic contraction? The political consequences of felón disenfranchisement". American Sodolog/cal Review, 67, 2002, pp. 777-803.

5. La legislación comparada

Canadá
En octubre de 2002 la Corte Suprema de Canadá, en Sauvé v. Canadá, rechazó la legislación federal que prohibía a los presos votar por una mayoría de 5 a 4. E! Gobierno había afirmado que la privación del voto estaba justificada en el argumento de que aumentaría la responsabilidad cívica y e! respeto del imperio de la ley, y que proporcionaría un castigo adicional. La visión de la mayoría, resumida por el Juez McLachlin, fue la siguiente:
La legitimidad de la ley y la obligación de obedecer la ley se derivan directamente del derecho de todo ciudadano a votar. Denegar a los reclusos el derecho a votar es perder un medio importante de enseñarles los valores democráticos y la responsabilidad social [...] La negación del derecho de voto sobre la base de atribuir indignidad moral es incompatible con el respeto de la dignidad de cada persona [...] También es contrario a la idea [...] de que las leyes exigen obediencia, ya que son hechas por aquellos cuya conducta rigen. Negar el derecho de voto no cumple con los requisitos de un castigo legítimo, a saber, que el castigo no debe ser arbitrario y debe servir a un propósito válido para el derecho penal [...] En cuanto a un propósito penal legítimo, ni el reporte ni el sentido común apoyan la afirmación de que la privación disuade a los criminales de delito o los rehabilita.
Por supuesto, este cambio en la política no significa que la privación del voto no será nuevamente reintroducida. En el futuro, los presos de Canadá que cumplen condenas por delitos específicos podrán ser privados del derecho a voto. Además, los jueces pueden dar poderes para eliminar el derecho a votar como parte de una pena judicial. Sin embargo, por ahora, los presos de Canadá tienen derecho a voto. Aproximadamente un tercio estaba registrado para votar en las elecciones federales de 2004, aunque se desconoce cuántos ejercieron este derecho.17
Reino Unido
La sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos en Hirst v. United Kingdom, en marzo de 2004, puso en tela de juicio la validez de la prohibición sobre el derecho de voto de los presos. El Gobierno había afirmado que la privación se dirigía a prevenir el delito y castigar a los delincuentes, y mejorar la responsabilidad cívica y el respeto del imperio de la ley. Se argumentó que los presos condenados habían incumplido el contrato social y así perdido el derecho a participar en el proceso cívico durante la duración de su condena. El Tribunal siguió el razonamiento de la mayoría en el caso Sauvé v. Canadá. Además, el tribunal declaró que

17 Sheppard, M. (Executive Producer). Canadian prisoners exerc/se right to vote (2004, June 18). News of CBC. Toronto: Canadian Broadcasting Corporation.

El hecho de que un recluso condenado esté privado de su libertad no significa que pierde la protección de otros derechos fundamentales [...], a pesar de que el disfrute de esos derechos debe inevitablemente ser atemperada por las exigencias de su situación [... J No hay una ciara y lógica relación entre lo pérdida del voto y la imposición de una pena de prisión, where no bar applies to a persona culpable de delitos que pueden ser igualmente antisociales o 'anticiudadanos', pero cuyo crimen no se encontró con tal consecuencia.
Una vez más, sin embargo, la corte dejó abierta la posibilidad de eliminar el voto de los presos condenados por determinado tipos de delitos, o para permitir a los jueces prohibir votar a los presos como parte de su condena. Juliet Lyon, directora de la Prison Reform Trust, afirmó en ese momento, ante los alegatos del gobierno apelando contra este pronunciamiento, estar "preocupada de que el gobierno esté usando este prolongado proceso como forma de asegurarse de que no tendrá que lidiar con la rehabilitación del derecho a voto de los presos en las próximas elecciones generales" (comunicación personal, 18 de enero de 2005). De hecho, los presos en el Reino Unido no pudieron votar el 5 de mayo de 2005.
Costa Rica
El Artículo 168 del Código Electoral (Ley Nº 1536 del 10 de diciembre de 1952) prohibía la instalación de juntas receptoras de votos en cualquier "cárcel u otro centro semejante de reclusión"; disposición que, por sus efectos, resultaba negatoria del derecho fundamental a sufragar que la Constitución formalmente reconocía a la población penitenciaria, traicionando con ello la regla constitucional según la cual la ley debe ofrecer garantías de que el sistema para emitir el sufragio les facilitará a todos los ciudadanos el ejercicio de ese derecho (Art. 95.4). La Licenciada Elizabeth Odio Benito, en su condición de Ministra de Justicia durante la administración 1990-1994, lo hacía ver al Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) a través de oficio N° DM-930075 del 27 de enero de 1993. En dicha oportunidad mostró expresamente el interés por lograr la derogatoria de tal disposición, con lo cual respaldaba oficialmente una gestión que en ese sentido ya había formulado con anterioridad el Defensor de los Derechos del Interno del Sistema Penitenciario, Licenciado Vernor Muñoz Villalobos. El Tribunal acogió tal iniciativa y, a través de oficio N°4329 del 4 de febrero de 1993, se dirigió al Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa para presentarle un proyecto de reforma al citado numeral del Código Electoral, sobre una base argumental similar a la expuesta por las autoridades del Ministerio de Justicia. Dicha propuesta fue finalmente recogida, en términos prácticamente idénticos, en la Ley N°7653, del 28 de noviembre de 1996, que -entre otros- modificó el ya citado Artículo 168 del Código Electoral. Con fundamento en esa norma, el 1° de Septiembre de 1997 el TSE promulgó el "Reglamento para el ejercicio del sufragio en los centros penitenciarios", Decreto Nº 10-97.8 Sobre la base de esas disposiciones, los privados de libertad han podido sufragar en Costa Rica de manera ininterrumpida a partir de las elecciones generales de 1998, con lo cual el país se coloca en una posición de vanguardia internacional en la adopción de políticas incluyentes respecto de ese sector social, verdaderamente pioneras en América Latina.
Argentina

Con fecha 3 de Agosto de 2011, la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Buenos Aires se pronunció respecto de la causa en que el Defensor Oficial en turno ante el Fuero de la Responsabilidad Juvenil del Departamento Judicial de La Plata y la Asociación Civil "AJUS", presentaron lo que denominaron una "demanda autosatisfactiva" contra la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, con la finalidad de que, previa declaración de inconstitucionalidad del Artículo 3.2."c" de la Ley 5.109 -Ley Electoral de la Provincia de Buenos Aires-, se ordenara disponer a la demandada todos los medios necesarios para que el día 14 de agosto de 2011, "... las personas con 18 años de edad que se encuentran detenidas sin condena firme en las cárceles de la Provincia de Buenos Aires estén incluidas en el padrón electoral para que puedan elegir cargo de gobernador provincial". En este fallo la Suprema Corte señaló que "En cuanto respecta a la verosimilitud del derecho, cabe advertir que la cuestión relativa a los derechos políticos de ¡as personas que se encuentran privadas de su libertad es objeto de regulación en diversos tratados de raigambre constitucional y ha motivado el dictado de distintos fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En tal sentido, puede afirmarse que sobre esta cuestión ha sido fijado un estándar que pregona que la limitación del sufragio a las personas detenidas debe circunscribirse a aquéllas que han sido condenadas, mientras dure su detención, pues lo contrario implicaría una violación a los principios de inocencia e igualdad, que son dos de los pilares fundamentales sobre los que se asienta el Estado de Derecho (arts. 16, ^8, 19, 37 y 75 inc. 22, Constitución Nacional; 11, 16 y 25 de la Constitución de la Provincia; 14 inc. 2° y 25 ínc. "b" del Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos; 8 y 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos; C.S.J.N., Fallos: 324:3143, 325:524).". Con posterioridad a que la Corte Suprema de Justicia de la Nación declarara la inconstitucionalidad del Código Electoral Nacional (Ley Nº 19.945), éste fue modificado, incorporándosele una norma (Art. 3 bis) que establece que "los procesados que se encuentren cumpliendo prisión preventiva tendrán derecho a emitir su voto en todos los actos eleccionarios que se celebren durante el lapso en que se encuentren detenidos" (art. 4delaley, 25.858).18
Otros países que recientemente han revisado, actualizado y modificado sus normas respecto del derecho a voto de las personas privadas de libertad cuando éstas no tuvieran condena, son Colombia, Brasil, Perú y Venezuela.
6. La CIDH

Con fecha 13 de Marzo de 2008, en Washington, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos aprobó la Resolución 1/08 "Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas", surgida a instancia de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad, teniendo presente que las penas privativas de libertad tendrán como finalidad esencial la reforma, la readaptación social y la rehabilitación personal de los condenados; la resocialización y reintegración familiar; así como la protección de las víctimas y de la sociedad; y recordando que los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos se han comprometido a respetar y garantizar los derechos de todas las personas privadas de libertad sometidas a su jurisdicción.

18 http://new.pensamientopenal.com.ar/sites/default/files/2011/08/med_cautelar_presos.pdf
De esta forma en el Principio II de dicha Resolución, bajo el título de "Igualdad y no-discriminación" señala

Toda persona privada de libertad será igual ante la ley, y tendrá derecho a igual protección de la ley y de los tribunales de justicia. Tendrá derecho, además, a conservar sus garantías fundamentales y ejercer sus derechos, a excepción de aquéllos cuyo ejercicio esté limitado o restringido temporalmente, por disposición de la ley, y por razones inherentes a su condición de personas privadas de libertad.
Bajo ninguna circunstancia se discriminará a las personas privadas de libertad por motivos de su raza, origen étnico, nacionalidad, color, sexo, edad, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento, discapacidad física, mental o sensorial, género, orientación sexual, o cualquiera otra condición social. En consecuencia, se prohibirá cualquier distinción, exclusión o restricción que tenga por objeto o por resultado, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos internacionalmente reconocidos a las personas privadas de libertad.
Más adelante, respecto de los Principios relativos a las condiciones de privación de libertad, el Principio VIII "Derechos y restricciones" señala que
Las personas privadas de libertad gozarán de los mismos derechos reconocidos a toda persona en los instrumentos nacionales e internacionales sobre derechos humanos, a excepción de aquéllos cuyo ejercicio esté limitado o restringido temporalmente, por disposición de la ley y por razones inherentes a su condición de personas privadas de libertad.
7. La pena aflictiva

En el considerando decimoquinto de un pronunciamiento emitido con fecha 6 de Agosto de 2009, el Tribunal Constitucional señala, respecto de la pena aflictiva
"IV. Efectos Constitucionales de la condena a pena aflictiva
Decimoquinto: Que, enseguida, el concepto de "pena aflictiva" que emplea la Constitución en sus artículos 13,16 y 17, es el mismo concepto legal desarrollado por el legislador en el Código Penal. En efecto, la Carta Fundamental no define este tipo de pena ni introduce un nuevo concepto de la misma, sino que se limita a asignarle diversos efectos, a pesar de que el artículo 37 del Código Penal, cuando define la pena aflictiva, lo hace "para los efectos legales". Por de pronto, dispone que no pueden ser ciudadanos quienes hayan "sido condenados a pena aflictiva" (artículo^)- Enseguida, establece que el derecho a sufragio se suspende "por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva" (artículo 16 N°2). Finalmente, declara que la calidad de ciudadano se pierde "por condena a pena aflictiva (artículo 17 N°2)19.
Las consecuencias de la norma del artículo 16 de la Carta Fundamental, pueden ser tan importantes que pueden llevar a que por ejemplo un alcalde por el sólo hecho de estar acusado (formalizado en la nomenclatura del Código Procesal Penal) no pueda ejercer su cargo, mientras está en curso la investigación pertinente. Clara es la resolución de N° 52.001 de 16 de noviembre de 2007 de la Contraloría Regional de Los Lagos, en que pronunciándose respecto de una solicitud que hiciera el otrora diputado Claudio Alvarado Andrade, señaló:
"Mediante sus Oficios N°s 9.644 y 9.792, de 2007, la Contraloría Regional de Los Lagos ha remitido a esta Sede Central una presentación del Honorable Diputado Claudio Alvarado Andrade mediante la cual denuncia un eventual Incumpliendo de la Constitución y las leyes en la Municipalidad de Ancud, ya que el alcalde de ese municipio se encontraría acusado por el delito de cohecho, por lo que debería precederse a su remplazo, sin que a la fecha tal circunstancia haya acontecido.
Sobre el particular, cumple anotar que el artículo 61 de la ley N° 18.695, establece que el alcalde o concejal cuyo derecho a sufragio se suspenda por alguna de las causales previstas en el artículo 16 de la Constitución Política de la República, se entenderá temporalmente incapacitado, para el desempeño de su cargo, debiendo ser remplazado mientras dure su incapacidad, en la forma que indica.
Por su parte, el aludido artículo 16 de la Carta Fundamental dispone, en lo que interesa, que el derecho de sufragio se suspende por tres causales, entre las cuales interesa destacar, en relación con la consulta planteada, la contenida en su N° 2, que, en lo pertinente, expresa: "Por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva".
Como puede apreciarse, es la calidad de acusado por delito que merece pena aflictiva la que determina la pérdida del derecho a sufragio, la que, a su vez, origina la incapacidad temporal del alcalde, por lo que debe tenerse presente el artículo 248, letra b), del Código Procesal Penal, en cuanto dispone que corresponde al fiscal del Ministerio Público "formular acusación, cuando estimare que la investigación proporciona fundamento serio para el enjuiciamiento del imputado contra quien se hubiere formalizado la misma".
Ahora bien, estando pendiente la presentación en estudio, se ha tomado conocimiento que don Ch. A., Fiscal Adjunto de la Fiscalía Local de Ancud del Ministerio Público, se ha dirigido a la Contraloría Regional de Los Lagos; mediante su Oficio N° 3218, de 2007, comunicando que el día 31 de agosto del presente año, en causa RUC 0500464729-9, RIT 25-2006, fue deducida ante el Juzgado de Garantía correspondiente la acusación en contra del alcalde de la Municipalidad de Ancud "por el delito de COHECHO, art. 248 bis del Código Penal, que merece pena aflictiva de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 37 del Código Penal".


19 http://tcchile.cl/index.php/sentencias/download/pdf/1207
En ese contexto, y teniendo en especial consideración la referida comunicación, mediante, la cual se acredita que el alcalde de la Municipalidad de Ancud se encuentra en la actualidad acusado por el delito antes señalado -el que, según se informa, merece pena aflictiva-, no cabe sino sostener que se ha producido la suspensión del derecho de sufragio a que alude el artículo 16, N° 2, de la Carta Fundamental, por lo que esa máxima autoridad edilicia, acorde con el citado artículo 61 de la ley N° 18.695, se encuentra temporalmente incapacitada para el desempeño de su cargo, debiendo precederse a su reemplazo según las normas contempladas en el artículo 62 del mismo texto legal, esto es, mediante el mecanismo de la subrogando, o a través de la designación de un alcalde suplente por parte del concejo municipal, de acuerdo con esa normativa.
En consecuencia y atendido que en el referido Oficio N° 3218, de 2007, emanado del Ministerio Público, consta que el Alcalde de la Municipalidad de Ancud se encuentra acusado por un delito que merece pena aflictiva, procede que ese municipio adopte las medidas tendientes a reemplazar al alcalde suspendido, en los términos antes indicados."
Vistas las consecuencias que puede traer esta norma, y considerando su imprecisión, es necesario replantearse el ámbito de acción de la norma del artículo 16 de la Constitución. En efecto, es menester precisar a qué personas -considerando su situación procesal- pueden verse privadas se sus derechos políticos. Así las cosas, como se trata de una sanción, debe ser aplicada con estricto apego a la ley tomando en cuenta el real significado de las instituciones. De este modo, cabe preguntarse a que institución procesal la voz "acusación" se refiere. ¿Será posible asimilar la "acusación" a la "formalización de la investigación", o bien asimilarla a la "acusación que realiza el fiscal del ministerio público luego de cerrada una investigación?
La vigencia de la presunción de inocencia debe prevalecer durante todas las fases del procedimiento penal, sólo de esta manera las personas pueden estar seguras de! respeto y observancia de sus garantías y derechos constitucionales. Es por esto último, que se requiere de total certeza y precisión a la hora de aplicar sanciones tan graves como lo es la suspensión de! derecho a sufragio.
Por otra parte la Carta Magna utiliza la frase "pena aflictiva" que como se señalara más arriba, no está debidamente conceptualizado en nuestro ordenamiento jurídico, pero se entiende objetivamente que son aquella penas asignadas a los simples delitos y a los crímenes (3 años y un día en adelante) en abstracto, esto es tomando en consideración la pena señalada en el tipo y no la que en definitiva o en concreto obtenga el imputado una vez condenado (la que pueda ser menor a la pena aflictiva asignada para la conducta).
Por tanto sin fundamento legal se extiende la suspensión del derecho a sufragio a personas sin estar "acusadas" en el sentido del Artículo 248 letra b) del Código Procesal Penal, a personas condenadas por delitos que no merezcan pena aflictiva, y a personas privadas de libertad sea por medidas cautelares o por estar cumpliendo condena en prisión.
En razón de lo anterior, tengo a bien en proponer la siguiente reforma Constitucional,
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único: Reemplácese el actual numeral 2 del artículo 16 de la Constitución Política de la República, por el siguiente numeral 2 nuevo, del siguiente tenor:
"2°. Por hallarse la persona notificada conforme a la ley de la acusación por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.
Quienes estén habilitados para sufragar, pero se encontraren privadas de libertad podrán hacerlo del modo que dispone la ley al interior de los recintos penitenciarios."

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL INCORPORANDO EN EL TIPO DE LA INJURIA AL QUE SE REALIZA CONTRA GRUPOS DE NIÑOS

(8102-07)

En virtud de la movilización estudiantil de este año 2011, alumnas del Internado Nacional Femenino, Liceo Carmela Silva Donoso, tomaron la decisión de proceder a la toma de su establecimiento, la que se realizó con fecha 22 de junio de 2011, como lo han hecho muchas escuelas y liceos del país, como medida de presión para la reforma de la educación chilena, que de acuerdo a organismos internacionales como la UNICEF y la OCDE, fomenta la segregación escolar y es discriminatoria, entre otros efectos perniciosos.

En medio de las actuales movilizaciones, en el Diario La Tercera, en su versión electrónica de 25 de agosto de 2011, apareció la siguiente noticia:

"Alcalde Sabat dice que tomas se están convirtiendo en "casas de remolienda"
Se trata del Internado Nacional Femenino que está ocupado hace unas semanas. "Se dedican a hacer fiestas y se llena de hombres", dijo la autoridad de Ñuñoa.

El alcalde de Ñuñoa, Pedro Sabat, señaló que uno de los colegios en toma de la comuna "se está convirtiendo en una casa de remolienda". Se trata del Internado Nacional Femenino.
"Es uno de los recintos que no pudimos desalojar pues habían alumnas de regiones que no tenían donde quedarse. Pero nos consta que acogen a hombres en el colegio y que se dedican a hacer fiestas, con música alta y toman alcohol hasta tarde", precisó Sabat.

Este establecimiento en conjunto con el República de Argentina y Augusto D'halmar son los recintos que siguen en toma en Ñuñoa. A estos, se restaron el Liceo técnico Brígida Walker y Liceo 7, este último los estudiantes trataron nuevamente de tomárselo ayer en la tarde.
"El intento fue muy violento. Varios de los funcionarios municipales resultaron con heridas de palos y fierros, de ellos un par está con licencia", explicó la autoridad comunal. DAÑOS EN RECINTOS

Según Sabat, más de 20 millones de pesos tendrán que invertir para reparar los daños de los dos establecimientos desalojados. En tanto, precisó que la inversión para los otros tres rodeará los 500 e incluso mil millones de pesos.

Ante este panorama, el alcalde reiteró que la petición de desalojo ya está solicitada en Carabineros".1

1htt:p://latercera.coiTi/noticitVtducacion/20ii/o8/657-388677-9-alcalde-5nb.:it-dice-que-torn¿:i5-se-estan-couviflicndo-en-casas-de-remuliendij.r.html

Las alumnas se acercaron a nuestra oficina parlamentaria, tremendamente afectadas y ofendidas ante la gratuita acusación del Alcalde. Evidentemente, estas se alejan absolutamente de la verdad y fueron proferidas con el ánimo de denigrar a las alumnas, casi absolutamente menores de edad y por ende sujetos especiales de protección legal.

Esto afecta evidentemente su honor y su honra: Tal y como señala e! destacado constitucionalista don Humberto Nogueira Alcalá, "El derecho a la protección de la honra constituye una facultad que emana de la dignidad humana y de su realidad de persona inserta en la sociedad, que tiene una dimensión de heteroestima constituida por el aprecio de los demás por nuestros actos y comportamientos, como asimismo, una dimensión de autoestima dada por la conciencia de la autenticidad de su accionar, protegiendo la verdad e integridad de la persona y sus actos y comportamientos societales. La honra de la persona se afecta así, tanto por el hecho de serle atribuida una fama que no le corresponde, por estar basada en hechos falsos, como asimismo, por sus actuaciones y comportamientos que implican una vulneración del orden jurídico o de sus obligaciones éticas. La protección de la honra debe posibilitar recomponer las cosas en su justo término y preservar la verdad de la persona y sus actuaciones" (Humberto Nogueira Alcalá. Pautas para Superar las Tensiones entre !os Derechos a la Libertad de Opinión e Información y los Derechos a la Honra y la Vida Privada. Abogado, Doctor en Derecho, Profesor de Derecho Constitucional en la Universidad de Talca, Director del Centro de Estudios Constitucionales de la Universidad de Talca. Rev. derecho (Valdivia) v.17 Valdivia dic. 2004, p. 139-160).

Además estos dichos afectan gravemente la integridad psíquica de este grupo de niñas la cual está protegida constitucionalmente. Esto se confirma ya que según palabras de las propias alumnas "producto de las declaraciones de Sabat ha comenzado un bulliyng sistemático a través de las redes sociales como Facebook por parte de personas que nos ven con el uniforme o insignias del colegio, han comenzado a tratarnos de putas o de mujeres de vida fácil"

Casa de remolienda es una expresión popular para "Casas de prostitución". El alcalde calificó a las alumnas, a menores de edad, de prostitutas, de mujeres que cobran por sexo, las acusó de libertinaje, de promiscuidad sexual.

Nos parece que los dichos del alcalde son extremadamente ofensivos, particularmente si lo hace en contra de niñas, de menores de edad. Como menores de edad, el alcalde ha sexualizado imagen de las menores mediante imputaciones falsas.

Evidentemente, cuando las alumnas llegaron a nosotros, les señalamos que en Chile no existe el delito de injurias colectivas. El sujeto pasivo de la injuria siempre debe ser una persona individual o física. E! mismo Código Pena! lo dispone así, amarrando la tipicidad a las injurias respecto de "otra persona"

"De las injurias

Art. 416. Es injuria toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona".

Por ende, optaron por presentar un recurso de protección por el derecho al honor, pues tal y como señala el Capítulo III de la Constitución Política de la República, "DE LOS DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES", Artículo 19:

"La Constitución asegura a todas las personas: (...)
4°.- El respeto y protección a la vida privada y ala honra de ¡a persona y su familia;"
El artículo 20 señala a su vez que "El que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías establecidos en el artículo 19, (...) 4° (...) podrá ocurrir por sí o por cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes".

Sin perjuicio de las normas internas, los tratados internacionales señalan disposiciones especiales sobre el derecho al honor:

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU, (en adelante "el Pacto") establece en su Artículo 17 que:

"1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarías o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación;
2. Toda .persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques".
Por su parte, el Artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) dispone:

"Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.
3. Toda persona tiene .derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques." Estos artículos disponen claramente: Toda persona merece la protección de su honra. Nadie debe sufrir estos ataques ilegales.

Ahora, la Corte no dio lugar a la admisibilidad del recurso presentado, alegando que "debía utilizarse otra acción idónea" para amparar el derecho de las niñas. Pero esa acción no existe. Y si se quisiera haber acudido al derecho de rectificación y respuesta, se expondría a las niñas a un escarnio mayor, lo que fue advertido a la Corte en el mismo escrito del recurso. Por esta razón creemos que ante la impunidad constitucional y penal de las injurias colectivas, creemos que debe abrirse una puerta a estas desde la perspectiva del terrible daño que puede causar a la integridad de los niños y niñas, como en este caso.
Creemos que por ello debe abrirse el tipo de las injurias a los niños, como sujetos vulnerables. Esto encuentra fundamento en la "especial protección de los niños en el sistema internacional". La protección que ellos merecen no es la normal. Es superior, es especial. La Convención Internacional de Derechos del Niño de Naciones Unidas, ordena:

"Artículo 16

1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a su reputación.
2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques".

Todo ello debe ser interpretado teniendo en cuenta el Preámbulo de la Convención, que señala que en cuanto niñas, las recurrentes tenemos derecho a una ESPECIAL PROTECCIÓN:

"Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencias especiales (...)
Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, "el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento”.”

Por tanto, vengo en presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo 1:

Agrégase al Artículo 416 del Código Penal, la siguiente frase final, después del punto aparte:

"Excepcionalmente constituirá injuria aquella que se realizare contra grupos de niños. La palabra niño se entenderá de acuerdo a lo dispuesto en la Convención de Derechos del Niño de Naciones Unidas".

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, CANTERO, GIRARDI Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXCLUYE DE LA DEFINICIÓN DE RELACIÓN LABORAL A LA QUE EXISTE ENTRE EL PROPIETARIO DE UN TRANSPORTE MENOR Y EL TITULAR DE UNA CONCESIÓN DE TRANSPORTE PÚBLICO

(8098-13)
Considerando:

Que el sector transporte de Pasajero menor cumple una función fundamental en el país.
Que la dinámica del sector tiene especificidades que la diferencia de otros sectores económicos.
Que una de las características propias del sector transporte pasajero menor es la relación entre el dueño del vehículo y quien lo conduce, cuando en un tercero, cuando el dueño del taxi colectivo o taxi básico, es distinto al conductor, es difícil de sostener que existe una relación de subordinación y dependencia con aquel, y que es necesario establecer regulación clara se presenta el siguiente proyecto de ley.
PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agréguese un nuevo artículo 8°bis al Código del Trabajo del siguiente tenor:
Artículo 8 bis.- Tampoco dan origen a un contrato de trabajo, los servicios prestados directamente al público, por una persona, quien, invocando un título de propiedad o subrogándose en el lugar jurídico del propietario del vehículo, tenga un vínculo jurídico con las entidades o personas que, de acuerdo al artículo 3° de la ley N° 18.696 sean titulares de concesiones de servicios de trasporte público o hayan inscrito sus servicios en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros. Lo anterior, siempre que dichas personas jurídicas o entidades, sean responsables de los servicios de transporte entregados, conforme dictaminan las bases de licitación definidas por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones o en los términos establecidos en el Decreto 212 de 1992, del mismo Ministerio y actúen coordinando los vehículos encargados del transporte menor de pasajeros en un determinado recorrido.
La aplicación del inciso anterior queda sujeta a que entre las partes descritas en él, no exista una relación de subordinación y dependencia, sino que sean autónomas para el desarrollo de su actividad, dándose sólo directrices que tienen por finalidad la obtención de un resultado y no la forma de llegar a él. Se entenderá que existe dicha autonomía, al verificarse copulativamente los siguientes requisitos:
a) Que el conductor del vehículo, sea el propietario del mismo o quien subroga en su lugar, tenga un vínculo jurídico que conste por escrito con la persona o entidad que, de acuerdo al artículo 3º de la Ley Nº 18.696 sean titulares de concesiones de servicios de transporte público o hayan inscrito sus servicios en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros. Dicho acuerdo deberá contener las condiciones necesarias para la prestación de los servicios, debiendo, el propietario del vehículo o quien se subrogue en su lugar, aceptarlas expresamente.

b) Que el riesgo de la actividad sea asumido por el propietario del vehículo o quien se subroga en su lugar. Dicho riesgo, está dado por la obtención o no de un determinado beneficio económico, el cual no queda sujeto a la aprobación de la entidad o persona descrita en el inciso primero.
c) Que el conductor de dichos vehículos, sea propietario o quien se subroga en sus derechos, no quede sujeto al cumplimiento de una jornada de trabajo. No se considerará como tal, las meras coordinaciones internas, realizadas en atención al flujo necesario de vehículos requeridos de acuerdo a lo señalado en respectivas bases de licitación definidas por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones o en el Decreto 212 de 19922 del mismo Ministerio.
d) Respecto a las suspensiones y/o sanciones aplicadas por la persona o entidad que, de acuerdo al artículo 3° de la ley N° 18.696 sean titulares de concesiones de servicios de trasporte público o hayan inscrito sus servicios en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, ellas deberán referirse al vehículo y jamás respecto del conductor de éste, sin distinción de tratarse del propietario del vehículo o de quien se subrogue en su lugar.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.

16

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, LARRAÍN (DON HERNÁN), TUMA Y WALKER (DON IGNACIO), QUE RECONOCE LA RAYUELA COMO DEPORTE NACIONAL

(8097-04)

La rayuela es un deporte genuinamente chileno, ligado corno ningún otro a nuestras tradiciones desde la época colonial. Se dice incluso que se jugaba ya entre los araucanos a la llegada de los conquistadores españoles.

Es la rayuela una actividad deportiva, tanto recreativa como competitiva, de plena vigencia. Su práctica se encuentra ampliamente extendida por todo el país, como lo evidencia el elevado número de asociaciones y clubes que existen en la actualidad, que agrupan a miles de entusiastas expertos competidores y aficionados.

De acuerdo a los fundamentos expuestos, vengo en presentar el siguiente

Proyecto de Ley

ARTICULO 1°. Declárese la actividad deportiva de la rayuela como deporte nacional.

ARTICULO 2°. El Instituto Nacional del Deporte, en cumplimiento de las funciones que le vienen asignadas en la Ley N° 19.712, propondrá al Presidente de la República las políticas destinadas al desarrollo de la rayuela, en coordinación con las respectivas asociaciones y clubes de ese deporte, propendiendo a hacer de esa disciplina deportiva parte de la imagen de Chile, no solo como deporte, sino como símbolo cultural y patrimonial de la Nación.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE DEFINE Y REGULA EL CONCEPTO DE MODIFICACIÓN DE UN PROYECTO SUJETO A ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

(8103-12)
La Ley N° 19.300, sobre Bases Generales de! Medio Ambiente establece en su artículo 2° letra i) que el Estudio de Impacto Ambiental es el documento que describe pormenorizadamente las características de un proyecto o actividad que se pretenda llevar a cabo o sus modificaciones. Seguidamente, la norma establece que este documento debe proporcionar antecedentes fundados para la predicción, identificación e interpretación de su impacto ambiental y describir la o las acciones que ejecutará para impedir o minimizar sus efectos significativamente adversos.
Por otro lado, la misma ley en su artículo 10 determina los proyectos o actividades que requieren de un Estudio de Impacto Ambiental y en el artículo 11 regula los contenidos de los Estudios de Impacto Ambiental.
A su vez el artículo 8° establece que los proyectos o actividades señalados en el artículo 10 sólo podrán ejecutarse o modificarse previa evaluación de su impacto ambiental.
Sin embargo, la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente no regula directamente las características y requisitos que deben cumplir las modificaciones de un Estudio de Impacto Ambiental y remite a través de su artículo 8°, a una norma reglamentaria su regulación.
Por su parte, el Reglamento de la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente por medio de una norma contenida en el artículo 2° letra d) define la modificación de proyecto o actividad como la realización de obras, acciones o medidas tendientes a intervenir o complementar un proyecto o actividad ya ejecutado, de modo tal que éste sufra cambios de consideración.
Ante la falta de normas suficientes que regulen adecuadamente la tramitación de una modificación de un proyecto o actividad, la CONAMA, ha suplido esta falencia dictando una serie de guías para la presentación de modificaciones, las cuales obviamente no tienen imperio de ley y menos aún de rango reglamentario.
En efecto, la CONAMA a través del establecimiento de "Criterios para decidir sobre la pertinencia de presentar al SEIA la modificación de un proyecto o actividad", señala que de la definición del artículo 2° letra d) del Reglamento, se desprende claramente que, para que se esté frente a una modificación de un proyecto o actividad y consecuentemente para que exista la obligación de ingresar tal modificación al SEIA requiere que concurran los siguientes requisitos:
a) Que se pretenda desarrollar determinadas obras, acciones o medidas.
b) Que dichas obras, acciones o medidas tiendan a intervenir o complementar un proyecto o actividad.
c) Que dicho proyecto o actividad se encuentre ya ejecutado.
d) Que dicho proyecto o actividad sufra cambios de consideración.
En virtud de lo expuesto, es posible que la modificación de un proyecto o actividad calificada favorablemente a través de un Estudio de Impacto Ambiental sea solicitada mediante una Declaración de Impacto Ambiental o bien no se cumplan con los estándares de calidad que fueran aprobadas originalmente.

Por ello, no solamente es necesario otorgar rango legal a la definición de modificación de un proyecto o actividad que actualmente se contiene en el Reglamento de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, sino que también es imprescindible establecer en la ley que, aprobado un proyecto por la vía de un Estudio de Impacto Ambiental, necesariamente su modificación debe contenerse en un estudio de igual naturaleza y que la modificación propuesta no pueda tener por objeto disminuir los estándares de calidad aprobados en su oportunidad.
De esta forma efectivamente se asegura que las modificaciones cumplan con las mismas exigencias y estándares que el proyecto aprobado originalmente. La idea es por tanto, que exista un principio de continuidad en las exigencias ambientales a un determinado rubro que ha impuesto la ley.
Un ejemplo concreto de lo anterior viene dado por la experiencia que significó la aprobación de una Declaración de Impacto Ambiental, por la cual la empresa Gener y otras más lograron instalar una tercera unidad de generación de energía en la ciudad de Huasco, en el centro denominado Guacolda. Lo que se hizo fue cambiar la tecnología a través de una mera Declaración de Impacto Ambiental, contraviniendo seriamente el Estudio de Impacto Ambiental -que es la norma básica por la cual se aprueban determinados proyectos. Entonces lo que regula este proyecto es que aquellas actividades o proyectos relacionados o coligados con un proyecto al cual se le exige E1A, se sujeten de igual modo a esta exigencia.
PROYECTO DE LEY:

Modifíquese la Ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente en ¡os siguientes términos
1.- Agréguese en e! artículo 2° e! siguiente literal v) nuevo:
"v) Modificación de proyecto o actividad: Realización de obras, acciones o medidas tendientes a intervenir o complementar un proyecto o actividad ya ejecutado, de modo tal que éste sufra cambios de consideración."
2.- Agréguese el siguiente artículo 17 bis nuevo:
"Artículo 17 bis.- Resuelta favorablemente la calificación ambiental de un proyecto o actividad que requiera ¡a elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental, éste sólo podrá ser modificado a través de la presentación al sistema de evaluación de impacto ambienta/ de un nuevo Estudio de Impacto Ambiental.
En ningún caso la modificación tendrá como objeto la disminución de los estándares de calidad aprobados con anterioridad."

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE  INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN MATERIA DE DETERMINACIÓN DE LOS ARANCELES DE LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES DE NIVEL SUPERIOR

(8104-03)
I. Introducción:

Como ya es sabido, ha sido tema de preocupación nacional constante el alza de aranceles para las carreras universitarias que se hacen efectivas año tras año. Parece patente la necesidad de atender la preocupación de los jóvenes y sus familias que ven con preocupación cómo los fuertes incrementos en los aranceles ponen en riesgo la continuidad de sus estudios, y genera una situación de incertidumbre que deben enfrentar cada año, porque a diferencia de otros servicios, en educación no se sabe cuánto se terminará pagando al final de una carrera.
Resulta incomprensible para muchos jóvenes y sus familias, que hasta el último momento no sepan cuanto les costará efectivamente la carrera, por la discrecionalidad que existe para reajustar aranceles, no sólo al ingreso sino que en cualquiera de los años que dure ésta, dado que dicho incremento puede determinar la incapacidad de pago.
Un alza de hasta el 11% de los aranceles deja a la vista una situación increíble: cuando uno compra una casa, sabe cuánto tendrá que pagar cada mes y cada año, porque sabe la tasa de interés y las condiciones están claras desde el principio. Sin embargo en el tema universitario se llega a primer año y no se sabe el valor real de los aranceles que se tendrá que pagar y menos aún se sabe cuánto subirá para el año siguiente. Creo que dejar esta situación en la Incertidumbre y en la posibilidad de un alza infinita, que puede ser legal, pero que es inmoral e condiciones de oscuridad de poca transparencia, por lo que a nuestro juicio se lesiona los derechos de padres y alumnos.
Es por ello que nos parece necesaria la presentación de un proyecto de ley que transparente la oferta arancelaria de la educación superior, para que los estudiantes y sus padres, como "clientes" del sistema, sepan con antelación al menos el costo total proyectado que cancelarán al finalizar su carrera y los parámetros fijos y variables en el alza de aranceles. Es decir, tasas conocidas de intereses y reajuste, como ocurre con cualquier otro servicio.
Para complejizar la situación, se creó un arancel de referencia, que ha sido cuestionado por algunos rectores, como el de la Universidad Católica, Pedro Rosso, por constituir una medida diseñada para disminuir la presión que ejercen sobre El Fondo Solidario el aumento desmedido de vacantes y la baja recuperación del crédito universitario. Además, no existiría ninguna relación entre el reajuste de aranceles, que son fijados de acuerdo a la variación del IPC y el reajuste del sueldo de los empleados fiscales, y los aranceles de referencia, donde se clasifica a las universidades según los años de acreditación institucional y la calidad de la investigación1.


1 http://vvww.niivnrro.cl/noticias/2007/Enero/CornAlzaArancoles 08  01 _07.php
II. Alza de aranceles y enriquecimiento injusto

Ahora bien, las Universidades no pueden hacer ejercicio arbitrario de su facultad de subir los precios. El mercado no es tierra de nadie. Tiene normas, y equilibrios que la ley protege a través de normas de orden público económico.
Hay grandes espacios, pero no arbitrariedad para subir aranceles. Los aranceles suben, de acuerdo a las leyes de la economía según la variación del IPC, alza proyectada del crecimiento de la Universidad (infraestructura), el principio de subsidio que existe entre las carreras (se alzan carreras baratas para financiar las más caras), y otros fundamentos económicos. Caso contrario, si el alza no tiene fundamento económico, tampoco tiene fundamento jurídico, pues hay enriquecimiento ilícito o sin causa.
Cada vez que una persona se enriquece sin derecho a expensas de otra, esté el caso contemplado o no por una disposición legal, el que se ha empobrecido tiene una acción en contra del que se ha beneficiado injustamente para obtener la restitución del monto del enriquecimiento. ¿En virtud de qué?; en virtud del principio superior que ordena dar a cada uno lo suyo, en virtud del principio de la equidad2.
En los códigos nacionales no contienen ninguna disposición que consagre de modo general el enriquecimiento sin causa como fuente de las obligaciones. El legislador sólo ha reglamentado casos particulares inspirados en este principio, como, por ejemplo: el sistema de recompensas que por diversas causas se deben por la sociedad conyugal a los cónyuges y viceversa; las prestaciones mutuas que se deben entre sí el reivindicante y el poseedor vencido; los actos ejecutados por el marido que ceden en utilidad personal de la mujer y que dan acción a los acreedores sobre los bienes de ésta, hasta concurrencia del beneficio que obtenga. No obstante, ha tenido amplia y eficaz aceptación jurisprudencial.

En el plano del Derecho comparado, al cual aludimos, destacan el Código Civil Alemán, en su artículo 812, y el Código Federal Suizo, en el artículo 62, que consagran formalmente al enriquecimiento sin causa como fuente de las obligaciones. Este último señala "El que sin causa legítima, se enriquece a expensas de otro, está obligado a la restitución".
Igualmente explícito es el Nuevo Código Civil Italiano: "Quien, sin una justa causa, se ha enriquecido en daño de otra persona está obligado, dentro de los límites del enriquecimiento, a indemnizar a esta último de la correlativa disminución patrimonial" (Art. 2041).
En el Derecho Francés y en las codificaciones bajo su influencia, entre las cuales se encuentra la chilena, no se introdujo el enriquecimiento sin causa como figura de las fuentes de las obligaciones. En efecto, la introducción de la causa como elemento esencial de validez de los actos jurídicos y la nulidad subsecuente si ésta no existe, importó que eliminara la tradición romana que emanaba del texto de Pomponio y de las Condiciones.
2 Elena Caffarena Morice. EL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA A EXPENSAS DE OTRO EN EL DERECHO CIVIL CHILENO. Memoria de prueba para optar al grado de Licenciado en la Facultad de Leyes y Ciencias Políticas de la Universidad de Chile. Universidad de Chile. Facultad de Leyes y Ciencias Políticas. SANTIAGO DE CHILE, 1926. http://www.cybertesis.cl/tesis/uchile/1926/caffarena_e/html/index-frames.html

Se partió del supuesto, en estas codificaciones que la regulación de todas las acciones de repetición por falta de causa, quedaba comprendida dentro de la doctrina general de los actos jurídicos y en especial de los contratos y de las obligaciones contractuales.
Se deja el enriquecimiento sin causa como principio inspirador del cuasi contrato del pago de lo indebido como algo residual, como algo que estará fuera de lo normal dentro de las relaciones jurídicas. La formación del enriquecimiento injusto en e! Derecho chileno es jurisprudencial, al igual que ha ocurrido en el Derecho francés y el Derecho español. Sin embargo, ha tenido gran relevancia como fuente de las obligaciones. Como puede verse, el enriquecimiento injusto tiene amplia aceptación en Chile y en el Derecho Comparado.
Cuando se señala el arancel de referencia3, se dice que los indicadores para calcularlos son académicos. Primero, la relación entre doctorado y magíster y alumnos de pre-grado, con el fin de tener claramente una muestra de los académicos altamente calificados, con un indicador del 18 por ciento. Se pide el número de proyecto al FONDECYT, con magíster y doctorado; se pide el número de publicaciones. Respecto de la eficiencia docencia, también como indicador, se habla de la tasa de titulación oportuna. Se refiere a qué porcentaje de estudiantes que ingresan el año primero logran titularse en el año previsto para la carrera. O tasa de retención de primer año: muestra aquí porcentajes de alumnos que ingresó y cuáles se mantienen como alumnos regulares al segundo año. O como la acreditación, que es el número de años de acreditación que la institución tiene para determinar el arancel de referencia de cada grupo.
Pero en ninguna parte está el costo de la carrera. Efectivamente, el arancel de referencia no tiene relación alguna en sus indicadores con el costo real de la carrera universitaria a la cual está afecto el cobro, con alza indiscriminada. En efecto, en la edición de la Tercera del sábado 10 de diciembre de 20114, se publica sobre el congelamiento de los aranceles de algunas Universidades del Consejo de Rectores, como una suerte de promoción que sirva de publicidad invitando a la incorporación a esos planteles. Pero, este aparente congelamiento no es tal, pues no puede saberse con certeza sobre que concepto se calcula el arancel, o bien se congela. Por otra parte llama poderosamente la atención, que algunas Universidades cobran aranceles distintos, por la misma carrera, pero ubicadas en sedes distintas. Lo anterior es un claro reconocimiento de que en los aranceles, van traspasados los costos de infraestructura, nivel de preparación de los profesores, ubicación del inmueble, todos elementos y conceptos que no son identificables ni proyectables por los alumnos en el tiempo, a la hora de pagar los aranceles, pero que sin embargo, ven expresados anualmente ai momento de sus matrículas.
Aquí tenemos que si el alza de aranceles no tiene fundamento económico, el SERNAC, una asociación de consumidores, o al menos 50 estudiantes, pueden exigir judicialmente, mediante acciones colectivas, la rebaja de aranceles, o la devolución de lo excesivamente pagado5.

3 http://www.educaciunsuperiorchile.cl/docs/CRUCH2007.pcJf
4http://diario.latercera.com/2011/12/10/01/contenido/pais/31-93421-9-doce-universidades-congelan-aranceles-para-el-2012-o-tendran-alzas-bajo-ipc.shtml
5 Artículo 50 de la Ley 19.496, Ley de Derechos del Consumidor
No obstante, como instrumento preventivo, nos parece que deben establecerse de acuerdo a normas reglamentarias los criterios para subir los aranceles de los establecimientos de educación superior
III. Aranceles y el gasto de las familias en educación

Tal como lo señala el informe "Los desafíos de la Educación Superior Chilena", elaborado por el Consejo Asesor Presidencial para la Educación Superior el año 2008, en el numeral 2 de la sección "Recomendaciones Específicas", titulado "El financiamiento del sistema": "...el rasgo más peculiar del sistema de educación superior chileno es su alto grado de participación privada. Él se manifiesta también en el financiamiento. El Consejo pudo constatar que ¡a inversión en educación superior alcanza en Chile, según cifras recientes, a un 2,1% del PIB, de los cuales 0,3 puntos porcentuales se originan en financiamiento público y 1,8 puntos porcentuales en financiamiento privado. El anterior es un rasgo excepcional en los sistemas comparados. Lo anterior explica que las familias chilenas -como lo ponen de manifiesto esas cifras- hagan hoy un ingente esfuerzo por educar a sus hijos."6
En la misma línea un estudio elaborado por las federaciones de estudiantes integrantes de la Comisión de Financiamiento de las Universidades del CRUCH, señala textualmente:
"1) Destino Gasto Público en Educación Superior, para Chile y países QECD

El gasto en Educación Superior en Chile es uno de los más altos en el mundo como porcentaje del Producto interno Bruto. Nuestro país gasta casi un 2,2% del PIB en Educación Superior, 0,8 puntos porcentuales más que el promedio de los países pertenecientes a la OECD, siendo sólo superado por Corea del Sur y Estados Unidos.
Sin embargo, el desglose de estas cifras pone en manifiesto que la gran carga de inversión en educación superior está siendo absorbida por el sector privado, es decir por los propios estudiantes-componentes de la población estudiantil de la formación superior y por las familias de estos, los cuales realizan el porcentaje mayoritario de todo el gasto en materia de educación superior que se lleva a cabo efectivamente en Chile.
Comparativamente, existe una marcada diferencia con otros países paradigmas en materia de desarrollo económico y de capital humano y social cuando se observa la composición de este gasto. Mientras en los países desarrollados sólo el 23,6% del gasto proviene de fuentes privadas, en Chile este porcentaje se eleva hasta un 84,2%. Significando esto una diferencia porcentual respecto de la inversión con aportes fiscales de casi cuatro veces lo que se invierte en nuestro país.
En términos generales, $84 de cada $100 que se gastan en la Educación Superior es financiado por las familias chilenas, lo cual equivale a 25 veces más de lo deben gastar las familias en Dinamarca en proporción al gasto total."7
A mayor abundamiento, una nota de prensa publicada en el diario español El País en agosto pasado, reproducida en Chile por el diario electrónico El Mostrador, señala:


6 Informe del Consejo Asesor Presidencial para la Educación Superior, 2008, p.24. Obtenido desde http://www.ubiobio.cl/web/descargas/informeCAPfinal.pdf
7 http://fech.cl/docs/documentos/comisión-financiamiento/
"21 de Agosto de 2011

Según diario El País
Aranceles universitarios chilenos son los más caros del mundo después de Estados Unidos

Las cuotas de los centros de educación superior triplican a las de Italia, cuadriplican a las de España, quintuplican a las de Bélgica y son 19 veces mayores que las de Francia, de acuerdo a un estudio hecho por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE).
De acuerdo a un artículo publicado este domingo en el diario El País de España, las universidades chilenas son las más caras del mundo, después de Estados Unidos, situación que ha llevado a muchas familias a endeudarse y destinar hasta el 50% de sus ingresos en el pago de las cuotas al banco o a los propios establecimientos de educación superior.
Según la publicación, las "universidades estatales chilenas, que reciben muy pocas aportaciones del Estado en comparación con otros países, son las más caras de América Latina y sus cuotas triplican las de Italia, cuadruplican las de España, quintuplican las de Bélgica y son 19 veces mayores que las de Francia, según un estudio de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE). El esfuerzo de las familias chilenas para pagar los aranceles, considerando los ingresos, "es el más alto de todos los países después de Estados Unidos", señala la OCDE".
La crisis de la educación contrasta con los aplausos que recibe la economía chilena, que este año crecerá sobre el 6%, situación que ha llamado mucho la atención en el exterior.
Miles de familias están actualmente asfixiadas por las deudas que han contraído para que sus hijos puedan estudiar en las universidades, lo cual ha llevado a los estudiantes a movilizarse en masivas marchas por las calles de Santiago y regiones del país.
Todos los estudiantes, tanto secundarios como universitarios, a los que se unió el gremio de los profesores, demandan un cambio estructural a un sistema que fue diseñado en la época de Augusto Pinochet.
A pesar que los defensores del sistema arguyen que este ha permitido aumentar la matrícula de estudiantes de 250.000 en 1990 a casi un millón en 2010, esto no ha sido "suficiente para revertir la marcada estratificación de las oportunidades en este nivel educativo", explica la directora ejecutiva de la Fundación Equitas, Pamela Díaz-Romero.
Agrega que en el 10% más pobre de la población, la tasa de acceso a la universidad es de un 16%, mientras que en el 10% más rico es del 61%.
Se podría decir que uno de los beneficios del sistema es que los hijos de familias de ingresos medios y bajos llegarán por primera vez a la universidad, pero como su educación secundaria es de baja calidad ingresan a la educación superior con menos nivel de exigencia.
Además, existe un consenso respecto a que las universidades estatales tienen escasa financiación, mientras que las privadas operan casi sin fiscalización y todas con costos altísimos, mientras que en la educación secundaria a pesar que existen colegios privados sin fines de lucro, muy pocos lo han respetado."8
III. Propuesta legislativa

Es por todas las circunstancias y razones anteriores que planteamos la obligación de informar los aranceles proyectados durante la duración de la carrera. Esto no implica fijación de precios, son un instrumento de mercado para que se transparente el mismo, y padres y estudiantes tengan información de referencia para elegir.
Asimismo, ya establecimos que no se puede fijar precios por ley, pero si por contrato, por lo que postulamos que tal como los mecanismos de invariabilidad tributaria pactada con grandes inversionistas extranjeros, los Universitarios puedan pactar invariabilidad arancelaria con las Universidades, para evitar alzas desmedidas. Las condiciones de estos contratos o pactos serán fijados por Reglamento.
Paralelamente, para evitar el futuro enriquecimiento injusto con las alzas de aranceles, los criterios de aumento de ellos estarán determinados por Reglamento.
Ahora bien como sabemos, constitucionalmente estamos vedados de establecer funciones públicas a órganos estatales. En este sentido, será imposible imponer estas obligaciones a las universidades estatales. Las del ámbito privado, están reguladas en principio por la Ley del Consumidor. Este es el cuerpo legal en el cual proponemos la existencia de estas normas. Esperamos que el Ejecutivo acepte presentar indicaciones a este proyecto de ley para abarcar al resto de las instituciones de Educación Superior.
Por todo lo anterior vengo en presentar el siguiente,
Proyecto de Ley

Agréguese el siguiente nuevo Artículo 3 quater a la Ley de Defensa de los Derechos del Consumidor, N°19.496:
"Los establecimientos educacionales de nivel superior, tales como centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades estatales o del ámbito privado, al momento de ingreso a alguna de sus carreras, deberán pactar con sus alumnos, mandatarios, o representantes legales, el arancel, en moneda nacional, correspondiente a todos los años electivos de dicha carrera y su reajuste anual, de carácter fijo o variable con arreglo a lo prescrito en el Artículo 1 numeral 3 de esta ley.
Asimismo, deberán hacer públicos el último trimestre de cada año el arancel proyectado por carrera, para el año siguiente, y por el tiempo de duración de la misma.
También, se indicarán, desagregadamente, los conceptos, criterios y servicios incorporados en el cálculo del arancel y su respectivo valor.

8http://www.elmostrador.cl/noticias/pais/2011/08/21/aranceles-universitarios-chilenos-son-los-mas-caros-del-mundo-despues-de-estados-unidos/

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL REGLAMENTO DEL ARTÍCULO 3° A DE LA LEY N° 18.918, SOBRE CONTRATACIÓN DE PERSONAL PARA LOS SENADORES Y COMITÉS PARLAMENTARIOS, CON CARGO A SUS ASIGNACIONES

(S 1435-14)

HONORABLE SENADO:
Considerando lo dispuesto en la Resolución N° 2, de 5 de septiembre de 2011, del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, la Comisión de Régimen Interior propone la aprobación del siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:
Apruébase el siguiente:

“REGLAMENTO DEL ARTÍCULO 3° A DE LA LEY 18.918, SOBRE CONTRATACIÓN DE PERSONAL PARA LOS SENADORES y COMITÉS PARLAMENTARIOS, CON CARGO A SUS ASIGNACIONES.
Artículo 1°.- El presente reglamento se dicta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° A de la Ley 18,918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y tiene por objeto regular las materias contenidas en dicha disposición, en relación a la contratación del personal necesario para prestar servicios en los Comités Parlamentarios o para los señores Senadores, Este reglamento no será aplicable a las personas naturales o jurídicas que los Senadores dispongan contratar con cargo a su asignación de asesoría externa, definida en la letra B) del Capítulo III del Acuerdo del Consejo Resolutivo de asignaciones parlamentarias de fecha 5 de septiembre de 2011, que se regirá por su respectivo reglamento, ni a los servicios menores de gastos operacionales establecidos en el mismo Acuerdo.

Artículo 2°.- La prestación de servicios del personal a que se refiere este reglamento se efectuará en la modalidad de contrato de trabajo, cuando los servicios se presten bajo vínculo de subordinación y dependencia o como contrato de prestación de servicios civiles a honorarios, cuando no exista dicha dependencia o sean prestados por personas jurídicas.

Cuando los servicios a prestar sean bajo dependencia y subordinación, el contrato de trabajo del personal a que se refiere el artículo anterior será celebrado por el Secretario General del Senado, y esta corporación tendrá la calidad de empleador para los efectos legales.

La retribución por la prestación de servicios del personal del inciso primero se financiará con cargo a las respectivas asignaciones parlamentarias.

Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, será de responsabilidad privativa de cada Senador o del Comité parlamentario respectivo, en su caso:

a)
La selección de la persona a contratar, determinando en cada caso los requisitos de capacidad, calificación, idoneidad y rendimiento que sean exigibles.

b)
La asignación de tareas y labores a desempeñar, así como la fiscalización superior inmediata del cumplimento de las obligaciones emanadas del contrato,

y

c)
Indicar el monto de la remuneración u honorario de los servicios y las demás condiciones del contrato dentro del marco establecido en este reglamento.

En todo ello, se deberá dar cumplimiento a las exigencias de idoneidad, competencia laboral y profesional, probidad, y demás contenidas en el artículo 2° del Código del Trabajo en relación a la no discriminación.

Artículo 4°.- Cada Senador o Comité parlamentario deberá informar por escrito a la unidad administrativa del Senado encargada de la administración de los contratos del personal a que se refiere el presente reglamento, la identidad de cada persona a contratar junto con la información y documentación necesaria para la confección del correspondiente contrato y los demás trámites administrativos correspondientes.

Será obligación del Senador o Comité comunicar oportunamente por escrito las modificaciones a introducir en los respectivos contratos.

Artículo 5°.- El personal regido por el presente reglamento que preste servicios en la modalidad de contrato de trabajo, se regirá por las normas del Código del Trabajo en las materias específicas contenidas en el artículo 3°A de la Ley 18.918 y por las contenidas en este reglamento.

Artículo 6°.- El personal contratado para prestar servicios en forma independiente o por personas jurídicas se regirá por las normas correspondientes del Código Civil y por lo prescrito en el presente reglamento.

Artículo 7°.- Los contratos de trabajo de los trabajadores que se contraten de acuerdo a las normas del presente reglamento contendrán, al menos, las cláusulas obligatorias establecidas en el articulo 10° del Código del Trabajo, sin perjuicio de aquellas otras que, de acuerdo a lo convenido entre el Comité Parlamentario o el Senador y el trabajador, sea necesario incorporar.

Artículo 8°.- En atención a que el trabajador prestará servicios sin la fiscalización directa inmediata del Senado, como empleador, quedará excluido de la limitación de la jornada de trabajo, de acuerdo a lo previsto en el artículo 22 del Código del Trabajo, por lo que no tendrá derecho al pago de horas extraordinarias.

Artículo 9°.- Los trabajadores tendrán la obligación de observar estrictamente el principio de probidad, para lo cual especialmente deberán:

1. Desempeñar honesta y lealmente sus labores, con preeminencia del interés general de la Corporación por sobre el interés particular, absteniéndose de utilizar bienes de la Corporación, distintivos oficiales o el nombre del Senado o de un Senador para asuntos de carácter personal, sean o no comerciales.

2. Mantener una conducta intachable, con una actitud de respeto y cortesía para con los parlamentarios, autoridades, invitados y otros trabajadores que se desempeñen en la Corporación.

3. Abstenerse de ejercer, mientras se desempeñen como trabajadores contratados por el Senado, cualquier actividad que pugne con sus deberes para con el Comité Parlamentario al que pertenece el Senador para el cual se desempeñe o para con el Senador bajo cuya dependencia directa se encuentre.

Se entiende que no pugnan con las labores contratadas las actividades político partidistas que se efectúen para el Comité o Senador respectivo.

4. Mantener en reserva todos los documentos, informes, cartas, oficios y, en general, todos los antecedentes que reciban, incluso aquellos que le sean proporcionados verbalmente, o a lo que tengan acceso en razón de sus labores, como direcciones particulares de autoridades, teléfonos celulares y correos electrónicos, ya sea que la información conste en instrumentos, cintas, videos, formatos digitales o cualquier otro soporte físico o virtual, salvo la expresa autorización escrita del Senador.

La infracción a las normas de probidad establecidas en este artículo será constituirá una infracción grave a las obligaciones del contrato, que dará lugar a la terminación inmediata del contrato de trabajo, sin derecho a indemnización.

Artículo 10°.- Cada Comité Parlamentario y Senador contará con el personal contratado por la Corporación que estime conveniente y necesario para el cumplimiento de sus cometidos y siempre que disponga de los recursos suficientes para tal fin.

El pago de las remuneraciones de este personal sólo se hará con cargo a los recursos que se consignen para la asignación fijada por la letra A) del Capítulo III del

Acuerdo del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de fecha 5 de septiembre de 2011.

Para la provisión de estos trabajos el representante de cada Comité y cada Senador indicará por escrito a la unidad administrativa correspondiente, las personas que se desempeñarán en labores de apoyo en las dependencias de la Corporación o en sus oficinas regionales.

En las contrataciones con cargo a las asignaciones de los Senadores o de los Comités el monto de las remuneraciones mensuales brutas se ajustará a un rango mínimo equivalente al valor del ingreso mínimo mensual y tendrá como rango máximo el monto de recursos fijado por el Consejo Resolutivo para la respectiva asignación, y su reajustabilidad no podrá ser superior al incremento que para tal asignación determine anualmente el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, sin que el total de las asignaciones en caso alguno pueda superar esta última cantidad.

Artículo 11°.- Los Comités parlamentarios o los Senadores, en su caso, podrán convenir con el personal contratado de acuerdo a las normas del presente reglamento, en forma adicional a los sueldos, devoluciones de gastos necesarios que realice el trabajador para la prestación de sus servicios, tales como asignaciones de locomoción o colación, viáticos y otros, los que no constituirán remuneración para ningún efecto legal, y que sumadas al total de los compromisos contraídos con cargo a la respectiva asignación parlamentaria, no podrán exceder el monto máximo fijado para ésta por el Consejo Resolutivo.

Artículo 12°.- Serán aplicables a los trabajadores regulados por este reglamento las normas contenidas en el Código del Trabajo referidas a capacidad, nacionalidad, feriado, descanso semanal, protección de las remuneraciones, servicio militar obligatorio, todas ellas del Libro I de dicho cuerpo legal y, las normas referidas a protección de los trabajadores, protección a la maternidad y permiso postnatal parental y demás títulos contenidos en el Libro II del mismo Código.

Artículo 13°.- El contrato de trabajo de los trabajadores regidos por este reglamento terminará por los casos de terminación y causas de caducidad contemplados en los artículos 159 y 160 del Código del Trabajo.

Con todo, en virtud del inciso tercero del artículo 3° A de la Ley 18.918, que califica a dichos trabajadores como de la exclusiva confianza del Comité o parlamentario para quien presta servicios, procederá por ello el término de sus contratos.

Además, el contrato de estos trabajadores terminará, en todo caso, por la cesación en el cargo del parlamentario para quien fue contratado o la expiración del Comité, aplicándose a dicho respecto lo previsto en el número 5 del artículo 159 del código laboral.

Artículo 14°.- Las formalidades a aplicar para la terminación de un contrato de trabajo del personal regido por este reglamento serán las establecidas en el Código del Trabajo.

Artículo 15°.- Será obligación del Comité o del Senador beneficiario de la prestación de los servicios, informar oportunamente por escrito a la unidad administrativa encargada de la administraron del contrato, los hechos fundantes de una causa de caducidad del contrato y, en especial, de la pérdida de confianza, a fin de proceder a la terminación del contrato correspondiente, en los términos contenidos en las disposiciones precedentes.

Artículo 16°.- La interpretación de las normas contenidas en el presente reglamento será de competencia de la Comisión de Régimen Interior del Senado.

Artículo transitorio.- Los trabajadores que al 31 de diciembre de 2011 tengan contrato de trabajo vigente con un Comité Parlamentario o con uno más Senadores, y cuya contratación solicite el Comité o Senador de conformidad al artículo 4°, podrán celebrar un nuevo contrato de trabajo teniendo como empleador al Senado.

El Senado reconocerá a dichos trabajadores el tiempo servido bajo contrato de trabajo para el respectivo Senador o Comité para los efectos del cálculo de las indemnizaciones por años de servicio a que dé lugar el nuevo contrato, sólo considerando los años cuya indemnización no se haya pagado en forma previa a la suscripción de este nuevo contrato.”.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN Y DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, SERVICIO ELECTORAL Y SISTEMA DE VOTACIONES

(7338-07)

HONORABLE SENADO:


Estas Comisiones unidas tienen a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en tercer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet, los Asesores de ese Ministerio señores Andrés Sotomayor y Andrés Tagle, y la Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera.

- - -

I. CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que las modificaciones que inciden en los Artículos Primero y Segundo permanentes y 1°, 3° y 9° transitorios de este proyecto, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional pues afectan normas de esa jerarquía.

II. DESCRIPCIÓN DE LAS ENMIENDAS PROPUESTAS POR LA CÁMARA Y ACUERDOS ADOPTADOS POR LAS COMISIONES UNIDAS


Dado el exiguo espacio de tiempo de que se dispuso para confeccionar el presente informe, incluimos a continuación, siguiendo el orden del texto aprobado por el Honorable Senado, una relación de las modificaciones que le introdujo la Honorable Cámara en el segundo trámite constitucional, y al final de los Artículos Primero (que modifica la ley sobre inscripciones electorales y Servicio Electoral); Segundo (que modifica la ley sobre votaciones populares y escrutinios); y Artículos Octavo, Noveno, Décimo, Duodécimo y Artículos Transitorios 1°, 3°, 6° y 9° de dicho texto, consignaremos los acuerdos adoptados por las Comisiones unidas respecto de estas enmiendas.

Artículo Primero


Modificaciones a la ley N° 18.556 orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral.

N° 1)

Letra a)


La primera modificación reemplaza en el artículo 11 de la ley de inscripciones electorales aprobado por el Honorable Senado, la voz “ciudadano” por “elector”.


(El referido precepto expresa que todo ciudadano con derecho a sufragio debe estar inscrito en una mesa receptora de la circunscripción de su domicilio electoral).

Letra b)


La segunda enmienda recae en el artículo 12 de dicho texto, que en lo pertinente prescribe que al momento de la inscripción de un ciudadano o de modificación de la inscripción existente, el Servicio Electoral asignará a las mesas a los nuevos electores o aquellos que han modificado su domicilio electoral.


La modificación propuesta por la Honorable Cámara consiste, también, en remplazar la expresión “ciudadano” por “elector”.

Letra c)


Enseguida, el artículo 13 del texto aprobado por el Honorable Senado, que ordena al Servicio Electoral mantener actualizado el Registro Electoral considerando las circunstancias que enseguida enumera.


En un inciso final, prescribe que el Servicio conservará los antecedentes en que se funde la actualización por un lapso no inferior a 5 años.


La enmienda de la Honorable Cámara suprime la frase subrayada.

Letra d)


El artículo 40, incluido en el Párrafo 2° del Título II, del proyecto aprobado por el Honorable Senado dispone en su inciso segundo que el Consejo del Servicio Electoral seleccionará a dos empresas (de auditoría) de entre las cuatro que, cumpliendo con las bases de licitación, hayan efectuado las menores ofertas económicas por sus servicios.


La Honorable Cámara ha reemplazado la expresión “las menores ofertas económicas” por “las mejores ofertas”.

Letra e)


En este literal, el Honorable Senado aprobó un artículo 47 (reconoce el derecho a reclamo por omisión de electores en el Padrón Electoral), que en su inciso segundo enumera otros titulares del derecho a reclamo respecto de los electores injustificadamente omitidos en el Padrón Electoral.


La modificación propuesta por la Honorable Cámara consiste en agregar, a continuación de la palabra “Electoral” la frase “o que figuren con datos erróneos”.

Letra f)


El artículo 48 aprobado por el Honorable Senado establece el procedimiento para pedir la exclusión del elector impugnado en el Padrón Electoral.


El inciso cuarto prescribe que la solicitud (petición de exclusión) se acompañará de una boleta de depósito en arcas fiscales cuyo monto será igual o mayor a un cuarto de unidad tributaria mensual, e igual o menor a cien unidades tributarias mensuales, según lo determine el Tribunal.


La Honorable Cámara propone la supresión de este inciso.

Letra g)


A su turno, el inciso octavo del artículo 48 dispone que en estos procedimientos no se admitirán incidentes dilatorios.


La modificación de la Honorable Cámara suprime la palabra subrayada.

Letra h)


El artículo 51 de la ley de inscripciones electorales previene que los delitos o faltas electorales se regirán por las normas de esta ley y supletoriamente por el Código Penal.


El inciso segundo dispone que cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, podrá deducir querella para la investigación de los delitos mencionados en esta ley.


La enmienda de la Honorable Cámara agrega como requisito para ese titular la circunstancia de que debe estar domiciliado en la región donde ocurrieron los hechos.

Letra i)


El artículo 53 del texto del Honorable Senado establece penas de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales como sanción por las conductas que en los siguientes cuatro numerales describe.


El número 3 prescribe tal sanción para el que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, un libro de actas, o una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que los acompañan.


Respecto de este precepto, la Honorable Cámara suprimió las expresiones “un libro de actas,”.

Letra j)


El inciso primero del artículo 56 del texto del Honorable Senado sanciona con prisión en su grado máximo al que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio electoral, solicitudes de acreditación de avecindamiento o libros de actas que se le hubieren confiado o destruyere información computacional que contenga los antecedentes que describe.


La enmienda propuesta por la Honorable Cámara recaída en este precepto propone suprimir la frase “o libros de actas que se le hubieren confiado”.

N° 4

Letra a)


El artículo 63 del texto aprobado en primer trámite constitucional consigna los requisitos que deben reunir para ser designados como tales los consejeros del Servicio Electoral, uno de los cuales consiste en no haber desempeñado el cargo de “dirigente de partido político” en los cinco años anteriores a la designación.


En relación con este precepto, la Honorable Cámara propone sustituir las expresiones “dirigente de partido político” por “miembro de la Directiva Central de un partido político”.


En relación con esta enmienda la Honorable Senadora señora Alvear solicitó dejar constancia en este informe que la alusión que la norma hace a la expresión “Directiva Central” de los partidos políticos, debe entenderse hecha a la “Directiva Nacional”.

Letra b)


El artículo 68 del texto aprobado por el Honorable Senado para la ley de inscripciones electorales consigna las funciones del Director del Servicio Electoral.


La letra e) lo faculta para contratar personal para labores transitorias cuando necesidades del servicio lo requieran, conforme a las normas del Código del Trabajo o sobre la base de honorarios.


La Honorable Cámara sugiere reemplazar esta letra por otra que también le entrega esa misma atribución bajo el vínculo de la contrata o a honorarios, a suma alzada o asimilado a grado.

Artículo Segundo


Este precepto del proyecto, cual se señaló al inicio de este informe, introduce modificaciones a la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios.

N° 3


Este número del artículo segundo aprobado por el Honorable Senado sustituye el artículo 3° bis de la ley de votaciones por otro que establece el procedimiento para formalizar los pactos electorales ante el Director del Servicio Electoral, disponiendo, en lo pertinente, que la formalización se practicará mediante una declaración de los partidos políticos que integran el pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en lista conjunta en una elección de parlamentarios y que existe afinidad entre sus declaraciones de principios.


En el segundo trámite constitucional la norma transcrita fue enmendada por la Honorable Cámara en el sentido de remplazar las palabras “de principios” por “programáticas”.

N° 21


Este número del artículo segundo del proyecto incorpora en la ley de votaciones y escrutinios un artículo 47 bis, nuevo, que concede a las personas que ejerzan funciones de vocal de mesa un bono equivalente a dos tercios de una unidad de fomento por cada acto electoral.


La enmienda introducida por la Honorable Cámara a este precepto consiste en agregar al texto descrito una norma que considera como otro acto electoral la segunda votación que se celebre con motivo de la aplicación del artículo 26, inciso segundo, de la Constitución Política (segunda vuelta en la elección presidencial).

N° 50


Este número del artículo segundo del proyecto aprobado por el Honorable Senado incorpora un artículo 85 bis a la ley de votaciones que reconoce el mismo derecho que el artículo 47 bis precedente, esta vez respecto de las personas que ejerzan las funciones de miembros de los colegios escrutadores y de secretario de colegio escrutador.


La enmienda introducida por la Honorable Cámara en este precepto es de igual tenor que la del anterior, esta vez para ser incorporada en el artículo 85 bis.

N° 75


El numeral 75 del artículo segundo del proyecto aprobado en primer trámite constitucional reemplaza el artículo 162 del texto vigente de la ley de votaciones por otro que en lo que interesa a este informe establece, en el inciso segundo, que los encargados electorales someterán al Servicio Electoral el formato y las credenciales de sus representados para su aprobación, dentro del plazo que la norma indica.


La enmienda propuesta por la Honorable Cámara consiste en remplazar la palabra “representados” por “apoderados”.

N° 79


El número 79 del artículo segundo del proyecto del Honorable Senado reemplaza el artículo 175 bis de la señalada ley de votaciones y escrutinios con otro que obliga al Servicio Electora a emitir boletines y desplegar información en su sitio electrónico, respecto de la instalación de las mesas de votación y de los resultados que se vayan produciendo.


El inciso sexto del texto de reemplazo obliga al Servicio a emitir boletines parciales y final con los resultados de la elección o plebiscito.


La Honorable Cámara sugiere reemplazar el referido inciso sexto con otro que dispone que el Presidente del Consejo del Servicio Electoral emitirá pública y solemnemente boletines parciales y final con los resultados de la elección o plebiscito.

Artículo Octavo


Este texto aprobado por el Honorable Senado declara que los trabajadores tendrán derecho irrenunciable a media jornada de descanso remunerado por el tiempo utilizado para ejercer su derecho a sufragio en las elecciones y plebiscitos a que se refiere la ley de votaciones populares, derecho que habrá de ejercerse en los tres meses siguientes al día de la votación, de común acuerdo con el empleador.


Agrega este precepto que la infracción a este artículo por el empleador se sancionará conforme al artículo 506 del Código del Trabajo.


Esta norma fue suprimida por la Honorable Cámara en el segundo trámite constitucional.

Artículo Noveno


Esta norma del texto del Honorable Senado declara que quien hubiere ejercido su derecho a sufragio en la elección inmediatamente anterior tendrá derecho preferente, en condiciones de igualdad, en la lista de elegibles para un empleo público.


La Honorable Cámara, en el segundo trámite constitucional, suprimió esta norma.

Artículo Décimo


Este artículo del Honorable Senado también prescribe que los que hubieren ejercido el derecho a sufragio en la última elección o plebiscito regulado por la ley N° 18.700, tendrán derecho preferente, en igualdad de condiciones, a la adjudicación de becas por parte del Estado.


Del mismo modo que el precedente, este precepto fue suprimido por la Honorable Cámara.

- - -


En relación con los artículos octavo, noveno y décimo, se suscitó un debate en las Comisiones unidas, en el cual los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio señalaron la importancia de mantener el artículo octavo, a diferencia de los artículos noveno y décimo que pueden ser objeto de revisión. La razón para mantener dicho precepto radica en que su aplicación constituye una justa compensación para las personas que ejerzan el derecho a sufragio, a diferencia de otras que no lo hacen.


Respecto de los artículos noveno y décimo, expresaron que estas normas se refieren a incentivos legítimos para que las personas voten en un nuevo escenario de voto voluntario, a modo de asegurar una participación masiva en los actos electorales. Recordaron, además, que las normas sobre incentivos que aprobó el Honorable Senado, que tuvieron origen en indicaciones de su autoría, provienen de la legislación colombiana, país en el cual ha producido efectos positivos.


El Honorable Senador señor Bianchi fue de parecer que el Ejecutivo implemente los programas de educación cívica con el fin de reforzar la participación ciudadana y que la ciudadanía tome consciencia de las funciones que cumplen las autoridades electas.


El Honorable Senador señor Hernán Larraín refiriéndose a estos preceptos, explicó que quienes ejercen como vocales en un proceso electoral lo hacen como una carga pública que se les ha impuesto, razón que justifica que tengan derecho a ser compensados. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que el voto no es una carga pública, sino un derecho, por lo que no se justifica una compensación como la que contiene la norma del artículo octavo. Sugirió que los tres temas contenidos en estos preceptos (octavo, noveno y décimo) sean objeto de un proyecto que sea tramitado paralelamente, con el fin de discutirlos en su mérito.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar expresó no estar de acuerdo con el voto voluntario, ya que, según su opinión, puede generar incentivos para el traslado de personas en zonas rurales o alejadas del país. Señaló ser partidario de lo que denominó “voto voluntario activo”, que significa que si una persona no quiere o no puede votar, lo haga presente en alguna institución pública que así lo registre. Recordó que en la etapa de tramitación en la cual se encuentra esta iniciativa no es conveniente trabarla por cuestiones que pueden ser discutidas en otras iniciativas. Por último hizo presente que este proyecto de todas formas debe ser conocido por el Tribunal Constitucional, en razón de que contiene normas que así lo ameritan.


Finalmente, el Honorable Senador señor Patricio Walker declaró su total acuerdo con el voto voluntario, y explicó que el escenario al que hizo alusión el Honorable Senador señor Zaldívar es perfectamente posible hoy por medio del uso de las nuevas tecnologías, pudiendo un candidato pagar por voto según así lo demuestre el votante por medio de una fotografía tomada con su celular. De esta forma, sugirió que el problema a abordar es la fiscalización de los procesos electorales para que no ocurra el cohecho, puesto que, según dijo, el voto voluntario no implica que dicho fenómeno aumente.

- - -

Artículo Duodécimo


Esta norma del texto del Honorable Senado, en lo pertinente, dispone que esta ley regirá a partir del día de su publicación, siempre que a esa fecha faltaren, al menos, trescientos treinta días para la próxima elección general de alcaldes y concejales, o de Presidente de la República y parlamentarios.


La Honorable Cámara, en el segundo trámite constitucional, reemplazó las expresiones “trescientos treinta días” por “doscientos setenta días”.

Artículo 1° transitorio


Enseguida, en el segundo trámite constitucional, la Honorable Cámara incorporó en el inciso final del artículo 1° transitorio propuesto por el Honorable Senado una norma que obliga a los municipios a proporcionar los locales, mobiliarios y servicios requeridos para las oficinas de las juntas inscriptoras, en conformidad con los términos del artículo 24 de la ley N° 18.556, vigente hasta antes de la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 3° transitorio


Este precepto aprobado por el Honorable Senado declara que los chilenos y extranjeros no inscritos que a la fecha de publicación de esta ley cumplan los requisitos para ser inscritos automáticamente en el Registro Electoral, serán incorporados en él en los términos de este artículo.


El inciso cuarto dispone que con doscientos diez días de anticipación a la primera elección en que rija esta ley, el Servicio Electoral notificará a los nuevos electores el hecho de su inscripción, así como su domicilio electoral, circunscripción, comuna y mesa receptora en que estén inscritos.


El inciso quinto previene que a partir de la fecha señalada en el inciso precedente, el Servicio Electoral pondrá a disposición del público el sistema de consultas a que se refiere el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 18.556 y durante los siguientes noventa días promoverá su uso por los electores, mediante una campaña en los medios de comunicación social llamándolos a revisar su domicilio electoral y su circunscripción.


En el segundo trámite constitucional la Honorable Cámara reemplazó las expresiones “doscientos diez” por “ciento ochenta” en el inciso cuarto, y “noventa” por “sesenta” en el inciso quinto.

Artículo 6° transitorio


El texto aprobado por el Honorable Senado para este artículo dispone que la primera de las revisiones anuales que realicen las empresas auditoras conforme el artículo 41 de la ley N° 18.556, se efectuará cinco meses después de la publicación de esta ley.


La Honorable Cámara, en el segundo trámite constitucional, reemplaza el precepto transcrito por otro que señala que para los efectos de esta ley, la norma del artículo 41 de la ley N° 18.556 regirá el año siguiente de la publicación de ésta.

Artículo 9° transitorio


El Honorable Senado aprobó para esta norma un texto que establece que mientras no sean designados los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral, sus funciones y atribuciones serán asumidas por el Director del Servicio Electoral.


En el segundo trámite constitucional la Honorable Cámara reemplazó este precepto por otro que dispone que desde la entrada en vigencia de esta ley y mientras no sean designados los integrantes de dicho Consejo, las funciones y atribuciones de éste serán asumidas por el Director del Servicio Electoral, salvo las señaladas en las letras c) y d) del artículo 67 de la ley de inscripciones electorales (fiscalizar al Director del SERVEL), las cuales serán asumidas por el Ministerio del Interior. Durante el mismo período, no se aplicará la facultad conferida en la letra h) de ese artículo (designar y remover al Director y Subdirector del SERVEL), y regirá lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 91 de esa ley.


Agrega que la primera proposición a que se refiere el inciso primero del artículo 62 de la ley N° 18.556 (proposición del Presidente de la República para que el Honorable Senado preste su acuerdo respecto del nombramiento de los integrantes del Consejo del SERVEL), no podrá ser formulada antes del mes de noviembre del año 2012.

- - -

Artículos 10, 11 y 12 transitorios


Finalmente, la Honorable Cámara, en el segundo trámite constitucional, incorporó al proyecto de ley aprobado por el Honorable Senado los siguientes artículos 10, 11 y 12 transitorios, nuevos:


“Artículo 10.- En las elecciones que deban efectuarse durante el primer año de funcionamiento de esta ley, las funciones conferidas al Servicio Electoral en virtud de los artículos 175 bis, 72 inciso sexto y 76 bis de la ley N°18.700, continuarán siendo ejercidas por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Artículo 11.- Para las elecciones que deban efectuarse desde la vigencia de la ley, y hasta el mes de noviembre del año 2012, el plazo de siete meses señalado en el inciso tercero del artículo 72 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, será de cinco meses.


Artículo 12.- El gasto fiscal que irrogue la puesta en marcha de la presente iniciativa durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

- - -


Las enmiendas transcritas propuestas por la Honorable Cámara al texto aprobado por el Honorable Senado, fueron objeto de los siguientes acuerdos:

Artículo Primero

N° 1


Las enmiendas contenidas en las letras a), b), c) y d), fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes en las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.


Las de las letras e), f), g), h), i) y j) contaron con la aprobación unánime de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.

N° 4


Las modificaciones de las letras a) y b) fueron aprobadas con los votos de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Artículo Segundo


Los numerales 3), 21), 50), 75) y 79) fueron aprobados con los votos de los miembros presentes de las Comisiones unidas Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Artículo Octavo


La supresión de este precepto fue aprobada con los votos de los miembros presentes de las Comisiones unidas Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis y Pérez Varela. Se pronunciaron en su contra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Artículos Noveno y Décimo


La supresión de estos artículos fue aprobada con los votos de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis y Pérez Varela. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Artículo Duodécimo

(Pasa a ser artículo noveno)


La enmienda propuesta para este artículo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Artículos 1°, 3° y 6° Transitorios


Las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara a estos artículos del texto del Honorable Senado fueron aprobadas con los votos de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.
Artículo 9° Transitorio


La modificación que la Honorable Cámara introdujo a este precepto del Honorable Senado se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.
Artículos 10, 11 y 12 Transitorios, nuevos


Estos preceptos de la Honorable Cámara resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 20 de diciembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Víctor Pérez Varela (Presidente), señora Soledad Alvear y señores Carlos Bianchi, Carlos Kuschel (Alberto Espina), Hernán Larraín, Jaime Orpis, Jorge Pizarro (Hosain Sabag), Hosain Sabag, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Sala de las Comisiones unidas, a 20 de diciembre de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero

Secretario de las Comisiones unidas
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� Fuerza multinacional desplegada entre febrero de 1992 y marzo de 1995 con la misión de supervisar la cesación del fuego para permitir el desarrollo de las negociaciones de paz establecidas en el Acuerdo de Dayton. Contó con una fuerza militar que durante sus tres años de operaciones alcanzó un total de 38.599 hombres; incluidos 684 observadores militares; 803 oficiales de policía y un staff civil de  2.017 funcionarios internacionales y 2.615 locales. 


� Fuerza multinacional, dirigida por OTAN, de Aplicación del Acuerdo de Paz de Dayton entre Diciembre de 1995 y Diciembre de 1996.


� Fuerza Multinacional  de Estabilización que, junto a una Fuerza Internacional de Policía (IPTF) y a una Oficina Civil de Naciones Unidas en ByH, entre Diciembre de 1996  y  el 9 de julio del 2004, integra la Misión de Naciones Unidas en Bosnia Herzegovina (UNMIBH). Tras la Resolución 1551 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas fue sucedida por la Misión de la Unión Europea en Bosnia Herzegovina. 


� Los fundamentos del Estado, desde su independencia el 6 de Abril de 1992, radican en los acuerdos de Washington (1994) y Dayton (1995) y la Constitución del Estado de Bosnia y Herzegovina y las Entidades. 


� En la actualidad, esta presidencia está formada por el serbio Nebojse Radmanovic, de la Unión de Socialdemócratas Independientes (SNSD), el bosnio Bakir Izetbegovic del Partido para Bosnia Herzegovina(SBIH) de carácter moderado, y el croata Zeljko Komsic, del Partido Social Demócrata para Bosnia y Herzegovina (SDP ByH).  


� Es la opinión de la señora Claude France Arnould, jefa de asuntos de Defensa en el Secretariado del Consejo y presidenta del Comité de Contribuyentes (CoC) de la Operación ALTHEA, quien indica además que el contexto generado es poco propicio para establecer una coalición gobernante.





� El Parlamento  de la Republica de Srpska llega a acuerdo con la UE evitando el escalamiento de esta nueva crisis en los Balcanes, en la que las tropas internacionales de EUFOR han servido para contener y disuadir la ocurrencia de una guerra civil. Coinciden en esta decisión e intervienen a favor de ella, el encargado de la Oficina del Alto Representante internacional para Bosnia Valentin Inzko y la encargada de Relaciones Exteriores de la Unión Europea, Catherine Ashton, quienes consideran que el señalado referéndum habría constituido un ataque directo al Acuerdo de Dayton. 





� En una entrevista a la prensa, Bakir Izetbegovic (hijo del ex Presidente de Bosnia y Herzegovina durante la guerra de 1992 a 1995, Alija Izetbegovic) señaló que resulta fundamental aprobar las reformas constitucionales que permitan consolidar al gobierno central y que, de paso, puedan dar término al régimen de tutela internacional que vive su país, asegurando al mismo tiempo que la separación de la República Srpska no es un tema negociable, y que no resulta realista hablar de una secesión en términos pacíficos. 





� Bajo las órdenes del capturado ex general serbio Ratko Mladic a mediados de julio de 1995, se ejecutó la masacre de unos 8.300 bosnios musulmanes de Bosnia Herzegovina. En la ciudad de Srebrenica, Mladic presenció los primeros fusilamientos.  La localidad estaba bajo la protección, en esas circunstancias, de 400 cascos azules de origen holandés (Tropas de Naciones Unidas). que fueron conminadas por el Ejército serbio comandado por Mladic a abandonar la zona quedando la población librada a su suerte.  





� Dentro de las Operaciones de Cooperación Internacional, las Operaciones de Paz contemplan  las Operaciones de Mantenimiento de la Paz, asociadas al Capítulo VI de la Carta de las Naciones Unidas  y  las Operaciones de imposición de la Paz, asociadas al Capítulo VII de dicha Carta fundamental. En el primer caso, las llamadas OPAZ pueden contemplar misiones como observadores militares, fuerzas de mantenimiento de la paz o una combinación de ambas, siendo en general misiones cuyo objetivo principal es detener o apaciguar un conflicto entre dos o más Estados, manteniendo separados a los beligerantes y estabilizando la situación. Libro de la Defensa Nacional de Chile, pp.189-194, año 2010. 


� Se cumplen así, para el Estado de Chile, los objetivos de contribuir al fortalecimiento del multilateralismo, y  la promoción de la paz y la seguridad internacional, correspondientes ambos a intereses de nuestra Política Exterior. 


� Se cumple así el objetivo de fortalecer la imagen de Chile en el exterior, correspondiente a uno de los intereses de nuestra Política Exterior. 





�Debe considerarse además que esta contribución se desarrolla en una zona actualmente pacificada, sin mayores riesgos para nuestras tropas





� La propuesta señalada se encuentra actualmente en su etapa de estudio preliminar en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Ministerio de Defensa. 


� Se trata de los Boletines números 7.760-04, 7.856-04 y 8.041-04.


� Ley N° 20.285.


� La Comisión ofició a la BCN requiriendo los informes solicitados, los cuales, además de ser tenidos a la vista para la discusión de estas iniciativas, se incluyen como Anexo a este informe. Ellos son “Contenido y comparación de cuatro proyectos de ley sobre Transparencia y Publicidad en materia de Educación” y “ Transparencia y Rendición de Cuenta de los Actores de la Educación en Chile”.





� Las glosas estas referidas a los siguientes programas en los términos que se transcriben: Programa 20, Subvención a establecimientos educacionales


"Los sostenedores de establecimientos educacionales escolares, que reciban aporte vía esta asignación, deberán informar al Ministerio de Educación, antes del 30 de junio de 2012, de su estado de resultados que contemple de manera desagregada todos sus ingresos y gastos correspondientes al año 2011.".


Programa 30, Educación superior.


				"Las instituciones de educación superior a que se refiere el presente Capítulo, deberán, antes del 30 de junio:





				- Remitir al Ministerio de Educación sus estados financieros del 2011, que contemplen de manera desagregada todos los ingresos y gastos de cada una. Asimismo, deberán entregar un listado actualizado con la individualización completa de sus socios o miembros y directivos.





				- Tratándose de Universidades, ellas deberán remitir al Ministerio de Educación el listado actualizado y los balances de las entidades en cuya propiedad la universidad tenga  una participación igual o superior al 10%, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la universidad pueda elegir a lo menos a un miembro del directorio u órgano de administración.".





� Boletín N° 8.041-04.


� Boletín Nº7913-04


� Boletín Nº7913-04


� Boletín Nº7913-04


� Boletín Nº7913-04


� Boletín Nº7913-04


� Boletín Nº7913-04


� Boletín Nº7913-04


� Boletín Nº7913-04


� Se refiere a las disposiciones contenidas en los puntos iv) que se incluyen en el artículo 46 y 114 de la LEGE.


� Se refiere a los Boletines números 7.760-04 y 7.856-04.


� Corporación del Banco Mundial que cuantifica las regulaciones para realizar negocios existentes en sus países miembros.


� La información se basa en información de capital inicial por tamaño de empresa obtenido de la Encuesta Longitudinal de Empresas –“ELE”- elaborada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


� Quedan excluidas las sociedades anónimas abiertas y sociedades anónimas sujetas a normas especiales.


� En este caso el plazo es de un mes, de acuerdo con el artículo 426 del Código de Comercio.


� Recargo que aplica el Conservador de Bienes Raíces que se calcula como porcentaje sobre el capital del contrato.


� Hoy ley N° 20.494, que agiliza trámites para el inicio de actividades de nuevas empresas.


� Ver nota 6.


� Ver nota 6.


� Ver el artículo 16 del proyecto, que remite a los artículo 69, inciso final, y 70 del citado Código, los que versan sobre la disminución de capital y la disolución de una sociedad.


�    Artículo 548. El acto por el cual se constituyan las asociaciones o fundaciones constará en escritura publica o privada suscrita ante notario, oficial del Registro Civil o funcionario municipal autorizado por el alcalde.


�     Copia del acto constitutivo, autorizada por el ministro de fe o funcionario ante el cual fue otorgado, deberá depositarse en la secretaría municipal del domicilio de la persona jurídica en formación, dentro del plazo de treinta días contado desde su otorgamiento. Este plazo no regirá para las fundaciones que se constituyan conforme a disposiciones testamentarias.��     Dentro de los treinta días siguientes a la fecha del depósito, el secretario municipal podrá objetar fundadamente la constitución de la asociación o fundación, si no se hubiere cumplido los requisitos que la ley o el reglamento señalen. No se podrán objetar las cláusulas de los estatutos que reproduzcan los modelos aprobados por el Ministerio de Justicia. La objeción se notificará al solicitante por carta certificada. Si al vencimiento de este plazo el secretario municipal no hubiere notificado observación alguna, se entenderá por el solo ministerio de la ley que no objeta la constitución de la organización, y se procederá de conformidad al inciso quinto.��     Sin perjuicio de las reclamaciones administrativas y judiciales procedentes, la persona jurídica en formación deberá subsanar las observaciones formuladas, dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Los nuevos antecedentes se depositarán en la secretaría municipal, procediéndose conforme al inciso anterior. El órgano directivo de la persona jurídica en formación se entenderá facultado para introducir en los estatutos las modificaciones que se requieran para estos efectos.


�     Si el secretario municipal no tuviere objeciones a la constitución, o vencido el plazo para formularlas, de oficio y dentro de quinto día, el secretario municipal archivará copia de los antecedentes de la persona jurídica y los remitirá al Servicio de Registro Civil e Identificación para su inscripción en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, a menos que el interesado solicitare formalmente hacer la inscripción de manera directa. La asociación o fundación gozará de personalidad jurídica a partir de esta inscripción.


� El Ministerio de Economía estima que son cerca de 500 mil los empresarios que no han constituido su negocio como una sociedad formal.
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